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La Univei-sidad Católica de Santiago, al editar 
las Obras Completas del eminente jurisconsulto don 
José Clemente Fabres, cumple con un deber, á la 
vez gratísimo y sagrado. Constituida heredera de la 
propiedad literaria de tan insigne sabio, se siente 
obligada á corresponder á la benevolencia de su ge- 
neroso donante, levantando á su cara memoria un 
monumento más durable que el bronce, como ha di- 
cho el poeta, y ofreciendo á los hombres estudiosos, 
y señaladamente á la juventud universitaria, un vas- 
to é inagotable arsenal de conocimientos jurídicos 
y de otras materias importantísimas. Y así como el 
señor Fabres, presintiendo acaso su cercano fin, 
quiso dar testimonio de su amor paternal á esta 
Institución, legándole lo que más aman los hombres 
intelectuales, el fruto de su inteligencia, así también 
la Universidad Católica, apreciando debidamente el 
valor inestimable del don, ha querido apresurarse á 
dar testimonio de su agradecimiento, emprendiendo 
desde luecjo la maorna obra de coleccionar los tra- 
bajos inniimeros que salieron de su docta é infati- 
gable pluma, para presentarlos reunidos en una 
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serie de volúmenes que inmoitalizarán el nombre 
del autor y perpetuarán á través del tiempo la luz 
de sus enseñanzas. 

La Universidad Católica no podrá olvidar, por 
otra parte, que el señor Fabres fué uno de los pro- 
motores entusiastas de su fundación y de los que, 
alentados por la confianza en Dios, vieron con in- 
tuición profética los futuros destinos de la obra, 
que nacía á la vida cercada de dificultades. Y por 
eso, desde la primera hora de su existencia, le dio el 
prestigio de su nombre y de su ciencia, siendo su 
primer Decano en la Facultad de Leyes y su pri- 
mer catedrático de Derecho Civil. Y cuando los 
quebrantos en la salud y los achaques de la edad lo 
obligaron á dejar su cátedra, no se resignó á sepa- 
rarse de una institución que le era tan cara, conser- 
vando hasta sus últimos años el Decanato de la 
Facultad de Derecho. Y como si hubiera querido 
demostrar que su amor á la Universidad Católica 
era más fuerte que sus dolencias y que el desgaste 
físico de los años, se presentaba de cuando en cuan- 
do en las reuniones académicas, para pronunciar 
aquellas magistrales conferencias en que no se sa- 
bía á quién admirar más, si al jurisconsulto ó al 
teólogo. 

Así, pues, el señor Fabres estuvo ligado á la Uni- 
versidad Católica hasta su muerte y la sirvió con 
el cariño y el interés de un padre; y como si hubiese 
querido seguir viviendo con ella, aún después de su 
partida á la eternidad, le legó sus obras, que no 
mueren y que perpetuarán en el tiempo la perso- 
nalidad moral v científica de su ilustre autor. Por 
lo cual se comprenderá sin esfuerzo con cuanta ve- 
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neración conservará la Universidad Católica la ben- 
decida memoria de tan insigne bienhechor, y con 
cuánto empeño procurará hacerse digna de tan va- 
lioso legado. 

Pero, el señor Fabres no fué solamente honra y 
prez de esta Institución científica: es también gloria 
y ornamento de la República. 

Pocos hombres, en verdad, han contribuido con 
méritos y servicios más positivos al engrandeci- 
miento de la Patria. Esta necesita de hombres de 
ciencia, que consagren sus talentos y sus esfuerzos 
á adquirir ese caudal de luces, que constituye la 
ilustración, y que la difundan y derramen en las 
enseñanzas de la cátedra y en las páginas del libro. 

El señor Fabres fué uno de los pocos hombres 
que ha merecido en Chile el título de sabio. Posee- 
dor de conocimientos vastísimos en muchos ramos 
de las ciencias, se consagró especialmente al estudio 
profundo del Derecho, y en este campo cosechó sus 
más hermosos laureles. El señor Fabres fué, ante 
todo, jurisconsulto; pero no de aquellos que se con^ 
tentan con el conocimiento de la ley, sino de aque- 
llos que investigan la razón de la ley, que esclare- 
cen con lumbres propias sus puntos obscuros y 
resuelven con perspicaz discernimiento sus más di- 
fíciles problemas. 

Ahí o-stán sus obras magistrales como demostra- 
ción de su profunda ciencia jurídica. Ahí están sus 
Instituciones de Derecho Civil^ que contienen anota- 
ciones ilustrativas de los puntos más difíciles de 
nuestro Código Civil; ahí está su Tratado sobre la 
porción conyugal^ en que se estudia con lucidez una 
de las materias que ha suscitado mayores dificul- 
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tades en la práctica del foro; ahí están sus tratados 
sobre la nulidad y rcHcisióii y sobre el derecho 
de los hijos naturales e7i concurrencia con el cónyu- 
ge y los hermanos legítimos, premiados por la Uni- 
versidad de Chile; ahí está, señaladamente, La legis- 
lación de Chile en sus relaciones con el Derecho 
Internacional privado^ una de sus obras jurídicas 
de más importancia y de mayor aliento, justamente 
estimada en las naciones extranjeras, y por la 
cual mereció su autor elogios y distinciones que lo 
colocan en el número de los más esclarecidos juris- 
consultos modernos. 

En vista de los trabajos del señor Fabres, puede 
afirmarse con toda verdad y sin agravio de nadie, 
que nuestro Código Civil no ha tenido en Chile un 
comentador más hábil, más sagaz, más profundo, y 
que haya derramado raás luz y sana doctrina sobre 
sus puntos más obscuros é importantes. Por manera 
que el estudio de sus obras ha llegado á ser una ta- 
rea obligada é imprescindible de los abogados chi- 
lenos. Por lo cual, y sin hipérbole, puede decirse 
que es el hombre á quien la ciencia jurídica le debe 
más positivos y señalados servicios. 

La ciencia, como la luz, tiende á difundirse en 
ondas luminosas; y por eso el señor Fabres difun- 
dió la suya en la enseñanza con una constancia y 
prodigalidad que no conocieron ni desmayos ni de- 
salientos, sino cuando los años con sus achaques le 
advirtieron que había llegado la hora del reposo. 
Durante un cuarto de siglo, desde 1866 hasta 189^1. 
regentó con inusitado brillo la cátedra de Derecho 
Civil de la Universidad de Chile, habiendo visto 
pasar por delante de su cátedra á varias generado- 
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nes de abogados. Y cuando en 1889 la Universidad 
Católica abrió su curso de Derecho, el señor Fabres 
tomó á su cargo la enseñanza del Código Civil y 
continuó en ella durante diez años. Y todavía cuan- 
do en 18Í)<S se organizó ese curso en forma acadé- 
mica^ fué nombrado Decano de la Facultad por el 
voto unánime del profesorado. 

Siendo muy joven, formó parte de la magistratu- 
ra judicial, sirviendo los juzgados do Talca y de la 
Serena y desempeñando el cargo de ministro de la 
Corto de Apelaciones de esta última ciudad. Fué un 
magisti'ado modelo por su competencia, por su labo- 
riosidad y por su probidad. Pero la magistratura 
no se avenía con su temperamento: era un campo 
muy estrecho para su actividad. Ese trabajo abru- 
mador, ingrato y estéril para las ciencias, compri- 
mía los vuelos de su inteligencia, que necesitaba de 
una esfera más amplia en que espaciarse. Y por eso 
hubo de abandonarlo para entregarse al trabajo 
activo y fecundo del ejercicio de la profesión y de 
la enseñanza. Sin esta resolución, el señor Fabres 
habría sido sin duda un eminente magistrado; pero 
acaso, abrumado por el peso de esa labor de cada 
día, no habría podido enriquecer las ciencias jurí- 
dicas con tantas obras de mérito ni dejar en sus 
alegatos en causas célebres el acopio de doctrina y 
de razonamiento, que serán luz y enseñanza para 
la posteridad. 

Su estudio de abogado fué hasta sus últimos años 
uno de los más activos de Santiago. Todo asunto 
de gran importancia era confiado á su patrocinio; 
y el hecho de aceptar su defensa era augurio de 
buen éxito y garantía de justicia. Y era motivo de 
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justificado asombro ver el ardor, el celo, el indeci- 
ble entusiasmo con que defendía las causas, siempre 
justas, colocadas bajo su patrocinio. No omitía ni 
tiempo, ni estudio, ni sacrificios á fin de obtener el 
triunfo de los derechos de sus patrocinados. 

Pero, el señor Fabres no fue solamente un sabio 
jurisconsulto y un hábil maestro: fué también un 
político. Perteneció por tradición y por convicción 
al viejo partido conservador que puso las bases de 
la organización política de la República. Luchó de- 
nodadamente en sus filas, dentro y fuera del Con- 
greso, en defensa de sus principios y por la realiza- 
ción de sus nobles ideales; luchó sin desmayos ni 
desalientos sin contar el número y sin tener en 
cuenta el poder de sus adversarios. Elegido dipu- 
do en tres períodos consecutivos, desde 1871 hasta 
1880, ilustró con su ciencia y su talento los arduos 
é importantes debates que se suscitaron en aquellos 
agitados períodos legislativos. Memorables son en 
los anales de la historia parlamentaria de Chile, los 
magistrales discursos pronunciados por el sefior 
Fabres en aquella época sobre la cuestión de ense- 
ñanza, la libertad de asociación, los cementerios 
católicos, el matrimonio civil, el régimen peniten- 
ciario, la publicidad del voto de los tribunales supe- 
riores de justicia, la organización del Poder Judi- 
cial y de las municipalidades, y otros asuntos no 
menos importantes. Sus doctrinas en materias cons- 
titucionales han generalizado la opinión, antes con- 
trovertida, de que las leyes contrarias á la consti- 
tución son nulas y de ningún valor, y detuvieron la 
funestísima reforma, — que habría tenido por conse- 
cuencia la instabilidad de la Ley Fundamental — de 
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que ésta pudiera ser reformada total ó. parcialmen- 
te por un sólo Congreso, al modo de cualquiera 
simple ley. 

Elegido senador de la República en 1886, ocupó 
durante dos períodos consecutivos aquél alto sillón 
de la míi^istratura parlamentaria, ilustrando tam- 
bién con su palabra luminosa y autorizada los deba- 
tes de esta elevada corporación, y haciendo sentir de 
cuando en cuando el fuego de sus convicciones parti- 
daristas y razonadas en aquella tranquila asam- 
blea. 

Y cuando la intervención gubernativa en las 
elecciones cerró las puertas del Congreso al partido 
conservador, el señor Fabres siguió combatiendo 
por los intereses de la religión y de la libertad en 
las asambleas públicas y en la prensa, de donde 
nació su célebre folleto sobre los Cementerios en 
que, ala luz délos principios jurídicos y de la legisla- 
ciihi canónica, puso en evidencia la propiedad que 
competía a la Iglesia sobre esos lugares sagrados. 

En todos esos interesantes debates ponía al ser- 
vicio de sus convicciones, de su fe y de sus bellos 
ideales, una energía indomable, una virilidad sin 
decaimientos, un celo digno de un apóstol, que 
dejaban ver al hombi'e que no busca el medro per- 
sonal ni conveniencias mezquinas y pasajeras, sino 
que pone sus esfuerzos y se desvive y sacrifica por 
una granrle y santa causa y por el triunfo de idea- 
les identificados con su propia vida. Y por eso el 
señor Fabres, á pesar de sus ardores en las lu- 
chas político-religiosas, se conquistó el respeto y 
aún el aprecio de sus adversarios y la admiración 
de cuantos saben estimar todo lo que hay de gran- 
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de y hermosio en un hombre que lucha desinteresa- 
damente por una noble causa. 

Mas, el señor Fabres no era solamente un sabio 
jurisconsulto, un maestro incomparable, un hábil y 
ardoroso político, un orador de robusta fibra: era, 
además, un cristiano fervoroso, convencido y prác- 
tico. Aprendió á amar la fe en las rodillas de su 
santa madre y creció amándola en un hogar en que 
la fe era una herencia de familia, y formó después 
él mismo otro hogar dichoso informado por esa fe 
hereditaria. Y como si su vida entera no hubiese 
sido ante sus ojos testimonio viviente de sus creen- 
cias, quiso estampar esta afirmación en la prime- 
ra cláusula de su testamentó. «Declaro dice, que 
soy católico, apostólico, romano, y que siempre he 
profesado y defendido todas las enseñanzas de 
nuestra santa Madre la Iglesia Católica, y que pro- 
testo vivir el resto de mis días y morir en la misma 
fe y creencias. He dado gracias á Dios constante- 
mente durante el curso de mi vida y por muchos 
diariamente con especial deliberación, por haber 
dispuesto que naciera en este país en que se profe- 
sa la religión católica, de padres católicos y piado- 
sos, y por la educación esmerada y piadosa que el 
Señor mi Dios se dignó darme por mo lio de mis 
buenos padres.» 

Y no sólo fué la suya una fe hereditaria, sino una 
fe ilustrada y convencida, una fe de razón y de sen- 
timiento. Cursó en su juventud la Teología en el 
Seminario de Santiago, y siguió cultivando esta 
ciencia al par con la jurídica, leyendo con ahinco 
las obras de Santo Tomás de Aquino y de otros 
grandes teólogos, como un medio de satisfacer los 
anhelos religiosos de su alma. 
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Y no era tampoco la fe del señor Fabres de 
aquellas que se quedan en las áridas regiones del 
pensamiento sin trascender á las obras. Ella inspi- 
raba todos sus actos, se trasparentaba en sus cos- 
tumbres, se sentía en sus palabras y envolvía su 
hogar en los suaves perfumes de la piedad cristiana. 
La oración era el alimento cuotidiano de su espíri- 
tu, y cargado de años, de méritos y de gloria, se 
acercaba con mucha frecuencia á la mesa euca- 
rística con el candor de un niflo y los ardores de 
un cenobita. 

Luego no es verdad que la ciencia sea incompa- 
tible con la fe; luego no es cierto que para ser 
sabio sea preciso renegar de la religión; luego no 
es cierto que para subir con el entendimiento á las 
alturas de la ciencia, sea necesario bajar con el 
espíritu á los hondos y helados abismos de la incre- 
dulidad. El señor Fabres era un gran sabio y un 
fervoroso cristiano. 

Tal fué el hombre, ilustre cuyas obras editará la 
Universidad Católica de Santiago en cumplimiento 
de un sagrado deber. Y este será el más sólido y 
hermoso pedestal de su gloria. A él puede aplicarse 
la leyenda- grabada en el escudo de un caballero 
cristiano: Cecidia sed siirgam. Ha caído herido por 
la muerte en venerable ancianidad: pero su memo- 
ria se levanta más gloriosa sobre su tumba; se 
levanta como un símbolo de todo lo que amó en la 
vida: la religión, la ciencia, la libertad y el honor. 



Rodolfo Vergara Antúnez, 

Rector de la Universidad Católica 
do Santiago de Chile. 
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Notas cambiadas entre ei. señor don José Clemen- 
te Fabres y el señor Rector de la Universidad 
Católica, acerca de la propiedad literaria de 
estas obras. 

Santiago, Diciembre 17 de lÜOG. — Antiguos alum- 
nos míos de Código Civil, y que hoy son profesores 
de esa Universidad, me han manifestado en diver- 
sas ocasiones el placer con que verían ligadas mis 
obras al nombre de ese plantel de educación, entre 
cuyos fundadores y colaboradores tengo la honra 
de contarme. 

Desde el primer momento he acogido con gusto 
esta idea; y pensando en el modo de realizarla, he 
creído que el mejor sería hacer cesión de la propie- 
dad literaria de todas mis obras á la Universidad 
Católica. 

Los antiguos alumnos que me insinuaron la idea, 
me han expresado el aplauso (jue los merece esta 
determinación; y aún uno de ellos, el seflor don San- 
tiago Lazo, se ha ofrecido para tomar á su cargo la 
revisión y recopilación ordenada de mis trabajos, 
de modo que pueda hacerse una edición completa 
de todos ellos. 

Removido, con esta oferta del seflor Lazo, uno de 
los más fuertes obstáculos que so opondrían á la eje- 
cución de mi idea, teniendo en cuenta el delicado 
estado de mi salud y mi falta de fuerzas para reali- 
zarla, no he vacilado en dirigirme á Ud. ofrecióndo- 
le hacer cesión á esa Universidad, que Ud. tan dig- 
namente rige, de la pro])iedad literaria de todas mis 
obras y trabajos. 
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Me parece que no necesito especificar á Ud. el 
conjunto que forman mis trabajos políticos, forenses 
y religiosos, la mayor parte conocidos ya por las pu- 
blicaciones de la prensa diaria, periódicos, folletos 
y obras; pero creo, sin embargo, deber advertirle 
que en la cesión no sólo se comprenden esos traba- 
jos conocidos, sino muchos que aún permanecen iné- 
ditos, y entre los cuales se encuentran principalmen- 
te mis notas y concordancias en el Código Civil de 
la República, fruto de cerca de cincuenta años de 
asiduo trabajo y que he ido estampando en un ejem- 
plar reservado de dicho Código para mi ayuda en 
el ejercicio de la profesión. 

Si la Universidad Católica creyera conveniente 
aceptar esta cesión de la propiedad literaria de to- 
das mis obras y proceder en seguida á dar á luz 
una edición completa de ellas, puede desde luego 
contar con el concurso de mi antiguo alumno y hoy 
compañero de trabajo en mi estudio profesional, el 
actual profesor de esa Universidad, don Santiago 
Lazo, quien como ya lo he manifestado, se ofrece 
para tomar á su cargo, tanto la recopilación de mis 
trabajos como la distribución, concordancia, anota- 
ciones y vigilancia de la impresión. Los largos años 
que trabaja á mi lado, desde cuando cursaba leyes 
en esa Universidad, le hacen estar plenamente al 
cabo de mis trabajos, permitióndole seleccionarlos, 
distribuirlos y concordarlos mejor que otra persona 
alguna; y podrá también aprovechar el poco tiempo 
que me resta de vida para consultarme las dificulta- 
des que quizás ocasione el trabajo en su ejecución. 

El alto aprecio que siempre he tenido por ese dis- 
tinguido plantel de educación, me mueve á manifes- 
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tarlo de este modo, queriendo unir todas mis obras y 
trabajos al nombre de esa Universidad Católica, pa- 
ra raí tan querida y por cuya prosperidad siempre 
creciente hago fervientes votos al Altísimo, pidién- 
dole que siempre la haga permanecer, como hoy, 
ocupando el primer lugar entre todas las corpora- 
ciones sabias de la América Latina. — Dios guarde 
á üd. — José Clemente Fabrcs. — Al señoi- Rector de 
la Universidad Católica. 



Universidad Católica 

DE 

Santiago de Chile 

Santiago, á 20 de Diciembre de 1906. — He recibi- 
do con especial complacencia la respetable nota en 
que Ud. me manifiesta el nobih'simo propósito de 
ceder á perpetuidad á la Universidad Católica la 
propiedad literaria de sus obras, como una prueba 
de la estimación que le merece este establecimiento. 

En contestación, me es muy grato comunicarle 
que, si es dado medir la intensidad del afecto por el 
valor de los dones con que se manifiesta* la Univer- 
sidad Católica se considei'a muy feliz y muy honra- 
da al apreciar por el valor del don la intensidad 
del afecto con que Ud. la favorece. Cediéndole la 
propiedad de sus obras, le hace Ud. la ofrenda de 
lo que más aman los hombres intelectuales: el fruto 
de su inteligencia, de sus prolongadas vigilias y de 
sus laboriosas investigaciones en el campo ingrato 
de las ciencias. Y este fruto intelectual, siempre va- 
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lioso, ha sido en Ud. tan abundante y de calidad 
tan excelente, que constituye un tesoro de precio 
inestimable, como que es el resultado de su fecun- 
do talento, de su ilustración vastísima y de su in- 
cansable laboriosidad. Y por eso sus obras han me- 
recido la más alta estimación dentro y fuera de los 
términos de Chile, y su autor es uni versalmente con- 
siderado como uno de los más sabios y esclarecidos 
jurisconsultos de la República. 

Correspondiente á la magnitud del don es la gra- 
titud y complacencia con que la acepta por mi con- 
ducto la Universidad Católica de Santiago, reci- 
biéndolo como un venero de útiles conocimientos 
depositados en su seno por la mano del maestro que 
la ilustró con sus luces, y que seguirá enseñando 
perpetuamente con sus obras á la juventud que se 
forma en sus aulas. 

En cambio la Universidad Católica conservará en 
páginas eternas la memoria de Ud., inscribiendo 
su nombre entre sus insignes bienhechores. Nunca 
podrá olvidar que fué Ud. uno de los primeros en 
allegar piedras para los fundamentos de la obra con 
entera fe en su porvenir; no podrá olvidar que fué 
Ud. su primer catedrático de Derecho Civil, cuando, 
débil é inexperta, daba los primeros pasos en el ca- 
mino de las ciencias; no podrá olvidar que más tar- 
de fué su primer Decano en la Facultad de Leyes, 
prestigiando la enseñanza con su nombre y expe- 
riencia; mucho menos podrá olvidar que en la tarde 
serena de una vida consagrada toda entera á la ins- 
trucción y á la ciencia, la hace propietaria de los 
mejores frutos de tan útil existencia. 

Con el mismo agrado acepto la designación que 

OBRA<; PARRES II 
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TJd. hace en nuestro distinguido profesor don San- 
tiago Lazo, para que haga la recopilación y revisión 
de sus obras* No dudo que, confiada á tan expertas 
manos, resultará irreprochable la edición completa 
de todas ellas. 

Dios guarde áUd. — Rodolfo Vergara Antúnez.'^ 
Al señor don José Clemente Fabres. 



-•««-' 



U LEGISLAOiOl DE OHILE 

CON RELACIÓN AL 

DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 



Esta obra ha sido publicada anteriormente: 

-En los tomos V y Vi de la Revista Forense Chi- 
lena; 

-En los tomos XIV y XV del Journalde Di^oit In- 
ternational privé ^ deM. EdouardClunet (París); 

-En un folleto editado en Santiago de Chile, Im- 
prenta Cervantes, 1892: y 

-En el tomo LXXXI de los Anales de la Univer- 
sidad de Chile, correspondiente á 1892. 







DEDICATORIA 



Consagro este libro á la memoria del señor 



DON JUAN EGAÑA 



ilustre Senador de la Repñblica en 1S2S y Dijnttado 
en todos sus Congresos anteriores. 

Oran Padre de la Patria: Por la defensa 
de la independencia de Chile y de la América, 
sufrió el destierro en el presidio de Juan Fer- 
nández. 

Teólogo y filóisofo distinguido: Profesor 
de Filosofía á la edad de dieciséis años, y de 
Teología á la de dieciocho, en el Colegio de 
Santo Toribio de Lima. 

XSminente Juriseoni^ulto: Ocupó el primer 
puesto como abogado en el foro de Chile, y lo 
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ilustró con elocuentes y eruditos alegatos y con 
disertaciones jurídicas sobre varias materias. 

Exelarecido publicista: Autor de nuestra 
Constitución política de 1823, por la que mere- 
ció grandes elogios de los sabios de Europa; y 
cooperó además eficazmente á la formación de 
la de 1833, que actualmente nos rige y que es 
una gloria nacional, la que en su mayor parte 
es debida á los trabajos, talentos é ilustración 
de su hijo don Mariano. 

Poeta y literato íi^uperior á su época: 

Poseía muchos idiomas, y especialmente el la- 
tín con perfección. Sus poesías y escritos lite- 
rarios, políticos, jurídicos, morales, de educa- 
ción, etc., que se han publicado, no son la mi- 
tad de los que dejó manuscritos, y que han que- 
dado inéditos por la dificultad de su corrección 
y en gran parte por incuria. 

Abnegado servidor de la República: 

Fundador del Instituto Nacional y su primer 
profesor en la cátedra de elocuencia y bellas 
letras; fundador del Instituto de Caridad Evan- 
gélica; organizador del censo de la República 
y de su estadística. No hubo en su tiempo asun- 
to alguno de política y administración que no 
llevase á cabo con su trabajo personal, ó que 
no ilustrase con sus consejos, sus escritos ó sus 
discursos. La reseña de sus muchos escritos y 
multiplicados servicios prestados a la Nación, 
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se encuentra al principio del tomo primero de 
sus obras políticas. 

Sobre todos estos méritos, tuvo el muy singular 
de no haber recibido jamás un solo real del Erario 
Nacional, como sueldo de los destinos que desempe- 
ñó, ni como recompensa por los otros servicios que 
le encomendaron en diversas ocasiones el Gobierno, 
el Congreso y otras autoridades. 

Ya que no ha merecido una estatua ú otro monu- 
mento que atestigüe el reconocimiento de sus com- 
patriotas, que estas líneas, débil tributo de nuestra 
admiración y de nuestra gratitud, se inscriban como 
epitafio en la losa funeraria que cubre el sepulcro 
de sus v^irtudes, de sus talentos, de su vastísima 
ciencia y de sus multiplicados y generosos servicios 
piiblicos. 

(1892) ' 

José Clemente Fabres 
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(Acta de la sesión del Consejo de Instrucción Pública 

de 27 de octubre de 1890) 



Hemos examinado los trabajos jurídicos que el señor don 
José Clemente Fabres presenta á la consideración del Con- 
sejo de Instrucción Pública y de esta Facultad, para los fines 
del artículo 45 de la Ley Orgánica de la Universidad. 

Bastaría la reputación de distinguido jurisconsulto que se 
tiene adquirida el señor Fabres, para excusar todo encomio 
respecto de las obras que ha redactado; pero debiendo cum- 
plirse, dentro de la forma prescrita por la ley, la comisión 
que se nos confirió por acuerdo de 3 de junio, habremos de 
analizarlas, aunque someramente, á fin de fundar nuestro 
juicio acerca de cada una de ellas. 

La obra que más ha llamado nuestra consideración, es sin 
disputa la que lleva por título La Legislación de Chile con 
relación al Derecho Internacional Privado; obra que se halla 
publicada en los números 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, tomo V, y 2, 
tomo VI, de la Revista Forense Chilena. 
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La importancia de la materia que trata, de permanente ' 
interés jurídico en todos los países, y la deficiencia de nues- 
tras leyes al respecto, movieron, sin duda, el ánimo del Con- 
sejo de Instrucción Pública, en sesión de 8 de mayo de 1886, 
para encargar al señor Fabres la redacción de este trabajo. 

El autor ha cumplido satisfactoriamente el honroso encar- 
go que se le confirió, comentando con lucidez, entre otros, 
los artículos 14, 15, 16, 17, 18, 57, 61, 118, 119, 120, 121, 
304, 314, 611, 955, 997, 998, 1027, 1028, 1029 i 2484 del Có- 
digo Civil, que consignan particularmente los principios ge- 
nerales que dominan esta rama del Derecho Positivo Chileno. 

En las páginas de un informe no sería posible detallar este 
trabajo ni seguir al autor en las diversas tesis que desarro- 
lla; por lo que procuraremos dar á la Facultad una idea su- 
cinta de los principios generales que la «Memoria» contem- 
pla, de las-conclusiones jurídicas que deduce del Código Ci- 
vil Chileno y de los principios dominantes de la ciencia. 

Entre los antecedentes que ha creído necesario tratar el 
señor Fabres para fundar sus opiniones, consigna el estudio 
detallado de los principios relativos al estado civil de las 
personas, á los actos ó contratos, y á las leyes reales, perso- 
nales, y á las referentes á los actos ó contratos. 

§ I. Estado civil 

El artículo 304 del Código Chileno, dice el autor, contiene 
una definición errada del estado civil de las personas. En él 
se expresa que el estado civil es la calidad de un individuo 
en cuanto le habilita para ejercer ciertos derechos y con- 
traer ciertas obligaciones civiles. 

En esta definición caben todas las situaciones legales de 
una persona; de tal modo que la calidad de tutor ó curador, 
de mandatario, agente oficioso, mandante, etc., constituyen 
un estado civil particular, como que á virtud de cada una 
de ellas se pueden contraer derechos y obligaciones distintas. 

La ciencia del Derecho enseña, sin embargo, que el esta- 
do civil es solamente la condición general y personal que un 
individuo tiene en sociedad, directamente en sus relaciones de 
familia, y de un modo mediato en los intereses y obligado- 
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nes sociales. Las diversa? situaciones legales de individuo á 
individuo, con motivo de los actos ó contratos que se ejecu- 
tan, no modifican la condición personal de familia, ni la ca- 
pacidad general que se tiene socialmente, y, por lo tanto, no 
debe confundirse el estado individual subjetivo con toda 
otra calidad que habilita para ejercer derechos ó contraer 
obligaciones. 

El efecto principal que produce el estado civil es el de la 
capacidad civil general, la cual se modifica ó pierde según 
las modificaciones del estado mismo. 

Las leyes que rigen diclio estado son eminentemente per- 
sonales y miran á su constitución, modificación, terminación 
ó capacidad del individuo. 

§ II. Actos ó contratos 

Todo acto es un hecho fisiológico cualquiera, y cuando re- 
viste ciertos requisitos internos y formalidades exigidas por 
la ley, constituye un acto jurídico que sirve de fuente de las 
obligaciones. 

El simple acto no necesíúi. para generarse de la concu- 
rrencia de dos ó más voluntades; al paso que el contrato ó 
convención es un acto que nace del consentimiento de una 
persona que se obliga para con otra á dar, á hacer ó á no 
hacer alguna cosa. 

Si bien de los actos ó contratos nacen relaciones de dere- 
cho, existen entre ambos, en cuanto á sus efectos legales, se- 
mejanzas y diferencias que es necesario tener presentes para 
la debida inteligencia de la fuerza jurisdiccional que corres- 
ponde á la ley dentro ó fuera del territorio chileno. 

Para la validez de unos y otros, la ley exige ciertos requi- 
sitos internos, esenciales é indispensables para su genera- 
ción y existencia jurídica, y á la vez determinadas solemni- 
dades externas que lo autentican y comprueban. 

Si en cuanto á la necesidad de los requisitos internos y 
externos que deben guardarse en el otorgamiento de ambos, 
no difieren los actos de los contratos, no sucede lo mismo 
respecto de los efectos que ellos producen. Los efectos, ó 
bien sea los derechos y obligaciones de aquellos, son inamo* 



8 DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

vibles según la ley y no pueden ser suprimidos ó desnatura- 
lizados por la mera voluntad particular ó concurrente; al 
paso que las estipulaciones concretas de las partes pueden 
modificar ó suprimir las cosas que son de la naturaleza ó 
accidentales de los contratos. Los derechos y obligaciones 
que de éstos emanan, dependen, en general, de la simple vo- 
luntad de los obligados. 

El señor Pabres se extiende en la crítica del artículo 1444, 
después de dejar establecidas las reglas anteriores, y con- 
forme con la opinión de Savigny y otros jurisconsultos, sos- 
tiene que la distinción que consigna este artículo sobre las 
cosas que son de la naturaleza, de la esencia y de los acci- 
dentes de un contrato, es formularia é impropia del derecho 
positivo. 

Según él, debió expresarse en este artículo, de un modo 
sintético, que en todo acto o contrató deben distinguirse los 
requisitos internos y extei-nos, que nunca pueden faltar de 
los efectos que ambos producen, y que dichos efectos pue- 
den ser modiflcables por las partes en los contratos. 

§ III. Leyes reales, personales y relativas 

A LOS ACTOS Y CONTRATOS 

Ha comentado el autor las rudimentarias reglas que con- 
tiene la legislación romana, las antiguas leyes españolas y 
los diversos comentarios de la escuela trancesa que han ilus- 
trado los principios que siempre han servido de base para 
determinar, el efecto territorial y ex -territorial de las leyes. 
Confutando los errores en que han incurrido notables trata- 
distas sobre la teoría de la división de las leyes en reales, 
personales y relativas á los actos, rechaza las bases adopta- 
das por Bartolo, fundador del sistema, por Baldo, Marcado, 
Troplong, y entre nosotros, por don Melchor Concha y Toro, 
y da reglas científicas para apreciar la fuerza obligatoria 
que tienen en Chile los conocidos aforismos: Locus regit ac- 
^um y Lex loci rei sitae. Da primordial importancia al pri- 
mero de dichos aforismos y coloca entre las leyes personales 
las que tratan del usufructo legal, del premio de los guarda, 
dores y de todas aquellas incapacidades particulares que 
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luenciona el ínciáo 4.^ del articulo 1447. Estudia especial- 
mente las leyes sobre el matrimonio, testamentos y prelación 
de créditos. 

Ley real es, en su concepto, «la que estatuye directamente 
sobre las cosas, sobre su naturaleza y modo de adquirirlas, 
sobre los diversos derechos que en ellas se tienen acerca de 
su trasmisión y trasferencia, independiente del estado ó ca- 
pacidad de las personas, y que sólo lo toma en cuenta de un 
modo accidental y por vía de consecuencia». 

A la inversa, «la ley es personal cuando tienen relación 
directa con el estado de las personas, esto es, cuando estatu- 
ye sobre su condición, capacidad ó incapacidad general ó 
particular para los actos de la vida civil». 

De modo que, en su opinión, son personales las leyes que 
prescriben que la venta de los bienes raíces del menor se ha- 
ga en pública subasta; que la venta de los bienes raices de 
la mujer casada, sin autorización judicial, etc., y que las 
enajenaciones hechas por mandatarios, guardadores etc., en 
loa casos prohibidos por la ley, son todas personales y nó 
reales; porque son dictadas en consideración á la persona y 
nó por naturaleza de los bienes mismos. En una palabra, las 
leyes reales son generales; en ellas no se hace distinción de 
las personas, aunque se haga distinción de los bienes. Mas, 
las leyes personales son siempre ]*elátivas á cierta clase de 
personas; y no pierden esta calidad porque ellas afectan los 
bienes de aquella clase de personas que se ha tenido en cuen- 
ta para dictarlas. 

§ IV. Conclusiones generales 

De esta meuioria pueden deducirse los siguientes princi- 
pios generales para resolver las colisiones relativas al efec- 
to jurisdiccional de las leyes chilenas y extranjeras. 

1.0 La ley chilena rige todos los actos ó contratos ejecu- 
tados ó celebrados en Chile para cumplirse en el territorio, 
aunque se refieran á hechos acaecidos ó á bienes ubicados 
en país extraño. 

Esta regla se aplica, tanto á las personas, cualquiera que 
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sea su nacionalidad, como á los requisitos internos, á las so- 
lemnidades, y á los efectos de los actos y contratos. 

2.0 La ley chilena relativa al estado civil rige todos los 
actos y contratos de los chilenos, ejecutados en pais extra- 
ño, cualquiera que sea el lugar donde deban producir sus 
efectos, en todo lo relativo á la constitución, terminación y 
efectos de dicho estado civil. 

Pero no se aplica la ley chilena, relativa á la capacidad del 
chileno, en los actos ó contratos que se ejecutan en el ex- 
tranjero para tener efecto fuera de Chile; ni la relativa á las 
relaciones de familia respecto del cónyuge y parientes ex- 
tranjeros. 

3.0 La ley chilena rige los efectos (nó los requisitos ínter- 
nos y solemnidades) de los actos ó contratos válidamente 
ejecutados en el extranjero para cumplirse en Chile. 

4.0 La ley chilena rige las sucesiones abiertas en Chile, 
aun cuando el dueño de los bienes haya fallecido en territo- 
rio extranjero. 

5.0 La ley chilena rige las pruebas relativas á instrumen- 
tos públicos cuando han de rendirse y producir efecto en 
Chile, cualquiera que sea la fuerza probatoria de las escritu- 
ras privadas en el país en que hubieren sido otorgadas. 

6.0 La lei chilena rige los derechos que á los chilenos con- 
fiere la ley chilena en las sucesiones abiertas en territorio 
extraño, cuando la ley extranjera menoscaba dichos dere- 
chos. 

7.0 La ley chilena se aplica á los requisitos internos de los 
testamentos hechos en país extraño, conforme á los artícu- 
los 1027 y 1028 del Código Civil. 

8.0 Fuera de los casos expresados, la ley extranjera rige 
todos los actos ó contratos ejecutados fuera de Chile por chi- 
lenos ó extranjeros, sobre cualquiera especie de bienes, res- 
pecto de los requisitos internos, de las solemnidades y de los 
efectos que producen. 

De lo expuesto se deduce que los principios ó aforismos 
Locus regit actum y Tempim regit actum tienen en nuestro 
derecho positivo una aplicación casi general y absoluta, pues 
todo acto ó estipulación válidamente ejecutado en territo- 
rio extraño por extranjeros ó chilenos, se rige en Chile por 
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la ley del lugar de su otorgamiento en cuanto á sus requisi- 
tos internos, á sus formalidades y á los efectos que pro- 
ducen. 

Solamente cuando el acto ó contrato se ha efectuado para 
producir efecto en Chile, dichos efectos se gobiernan por la 
ley chilena. 

£1 chileno mismo no se halla sometido á otras leyes pa- 
trias personales, fuera del territorio de la República, que á 
las del estado civil y sólo respecto de su capacidad para ac- 
tos ó contratos que hayan de producir efectos en Chile, y en 
sus relaciones de familia referentemente á su cónyuge y pa- 
rientes chilenos. 

Las excepciones del principio Locus reffit actum son mui 
pocas. 

IV 

En conclusión, creemos que el señor don Clemente Fabres 
merece la honrosa distineión que confiere el ai'tículo 45 de 
la Ley Orgánica de la Universidad, á los profesores de ins- 
trucción superior, por las tres memorias que ha presentado 
á la consideración de la honorable Facultad. 

Juzgamos equitativo que se le asignen las siguientes gra- 
tificaciones anuales: 

3.0 Por el trabajo ^'La Legislación de Chile con relación al 
Derecho Internacional Privado», 150 pesos. 

José M, Barceló. — Manuel Ammidtegui. — Leopoldo Urrutia. 



APROBACIÓN UNIVERSITARIA 

(Acta de ia 8eRÍón celebrada por el Consejo de Instrucci/ín Pública 

eii 10 de Noviembre de 1890) 

A indicación del señor Rector Aguirre, el Consejo confir- 
mó por unanimidad de votos el acuerdo de la Facultad de 
Leyes y Ciencias Políticas de que se dio cuenta en la sesión 
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de 27 de Octubre último, y que fija en trescientos pesos la 
gratificación que, conforme al artículo 45 de la ley de 9 de 
Enero de 1879, coiTCsponde al profesor don José Clemente 
Fabres en razón de haber redactado las memorias que tie- 
nen por titulo: «Derecho de los hijos naturales en la sucesión 
intestada de los padres», ^Memoria sobre la nulidad y la 
rescisión», «La Legislación de Chile con relación al Derecho 
Internacional Privadlo». 

Se acordó comunicar este acuerdo, para los fines del caso 
al Ministerio del ramo. 
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LA LEGISLACIÓN DE CHILE 



CON RELACIÓN AL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 



Comentario á los artieolos 14 á 18 del Código OítU 

La primera regla á que debe atenderse para el 
fallo de toda cuestión judicial, de cualquiera natu- 
raleza que sea, es la ley del país donde se juzga el 
negocio materia de la controversia. La ley española 
15, tít. 14, Partida 3.*, vigente aún entre nosotros, 
dice así: «E por ende dezimos, e mandamos que toda 
ley deste nuestro libro, que alguno alegare antel jud- 
gador para probar, é averiguar zu entencion; que 
si por aquella ley se prueba lo que dize, que vala e 
que se cumpla. E si por aventura alegare ley, o fuero 
de otra tierra que f ueze de fuera de nuestro Señorío, 
mandamos que en nuestra tierra non aya fuerza de 
prueba; fueras ende en contiendas quefuessen entre 
omes de aquella tierra sobre pleyto (contrato), o 
postura, (convención ó cuasi-contrato) que oviessen 
fecho en ella, o en razón de alguna cosa mueble o 
rayz de aquel logar. Ca estonce, maguer estos ex- 
traños contendiessen sobre aquellas cosas antel juez 
de nuestro Señorío, bien pueden recebir la prueba, 
o la ley, o el fuero de aquella tierra que alegaren 
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antel, e devese por ella averiguar e delibrar el 
pleyto» (1). • 

Esta ley habla de la manera de probar por medio 
de una ley, confundiendo ó asimilando la fuerza le- 
gal con \^ fuerza probatoria: «E devese por e\V¿i ave- 
riguar edel ibrareX pleyto». A pesar de que aparece 
aquí sólo en estado embrionario la materia del Dere- 
cho Internacional Privado, á pesar de la deficiencia 
é imperfección de esta ley, se consigna, no obstante, 
claramente la proposición con que iniciamos este 
escrito: «La primera regla á que debe atendei^e 
para el fallo de toda cuestión judicial, de cualquiera 
naturaleza que sea, es la ley del país donde se juzg-a 
el negocio materia de la controvema». Esta doctri- 
na, aceptada por todas las escuelas en que está di- 
vido el campo del Derecho Internacional Privado, 
es estrictamente verdadera, y no tiene excepción, 
pues aun cuando aplicamos al negocio controvertido 



(1) Hemos dicho que esta ley está en vigor, porque en 
razón de su materia pertenece al Enjuiciamiento Civil, res- 
pecto del cual nos rigen todavía las leyes españolas, pues aun 
no se ha publicado ó sancionado el nuevo Código cíe Enjuicia- 
miento Qvil, cuyo proyecto pende ante la comisión redacto- 
ra, en la que estamos dándole ya la última mano. Sin em- 
ba?*go, las leyes actuales de*enjuiciamionto han recibido al- 
gunas modificaciones en virtud de lo dispuesto sobre varías 
materias por nuestro Código Civil y por una que otra ley es- 
pecial. La ley española, que hemos copiado en parte, las ha 
recibido también, como vamos á verlo en la explicación de 
los artículos del Código Civil, relativos al Derecho Interna- 
cional Privado. (Nota del Autor, en 1892}. 

El Código de Procedimiento Civil, promulgado en 1902, 
derogó, como anunciaba el Autor, esta ley; mas sin consignar 
una disposición expresa sobre los puntos que ella tocaba. En 
este Código, fuera de las disposiciones sobre cumplimiento de 
resoluciones de tribunales extranjeros, legalización y auten- 
ticidad de documentos otorgados fuera de Chile y comunica- 
ciones judiciales con país extranjero (que oportunamente ci 
taremos), no encontramos otra disposición que aluda á estas 
materias, que la del artículo 413, que permite oir en juicio el 
informe de peritos, «sobre puntos de derecho referentes á al- 
guna legislación extranjera» (S. L.) 
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la ley extranjera, no lo hacemos en virtud de la 
fuerza obligatoria de ella, sino en virtud del manda- 
to, autorización ó tolerancia de la ley nacional que 
rige en el lugar del juicio. Así, la ley 6.*, título 4.®, 
Partida 3.^ enumerando todos los puntos que com- 
prende el juramento que debe prestar el juez antes 
de principiar á ejercer su oficio (ó bien, las cosas 
que debe guardar 6 cumplir), dice así: «La quinta, 
que los pleytos (juicios 6 controversias), que vinie- 
ren ante ellos, que los libren bien e lealmente, lo 
mas ayna e mejor que supieren, por las leyes deste 
libro e non por otras» (1). 

De aquí nace la gravísima importancia del estu- 
dio y cabal conocimiento de las lejislaciones positi- 
vas, aún para la recta aplicación de las reglas del 
Derecho Internacional Privado, en las diversas con- 
tiendas que deben resolverse en conformidad á estas 
reglas. Este conocimiento contribuirá, además, po- 
derosamente á la grande obra de uniformar las dis- 
tintas escuelas y las diversas legislaciones, á lo que 
nos impulsa ya, con notable vigor, el principio de la 
reciprocidad^ que ha hecho tanto camino, y que lle- 
gará á ser la regla común de todas las naciones ci- 
vilizadas, porque no sólo se consulta con ella la jus- 
ticia, sino también el verdadero interés del país en 
que él impera. 

Felizmente Chile, con la teoría que ha adoptado 
á este respecto en sus nuevos Códigos, puede com- 
petir con las naciones más adelantadas en legisla- 
ción, por su justicia, por su liberalidad, y por su 
generosidad. Si á un chileno se le preguntase, de 
qué manera querría que se le tratara en el extranje- 
ro, no trepidaría en contestar, que de la misma ma- 



(1) La Ley de Organización y Atribuciones de los Tiibu- 
nales, dispome al respecto lo que sigue, en su art 145: 
«Todo juez prestará su juramento al tenor de la fórmula si- 
guiente: «¿Juráis por Dios Nuestro Señor y por estos Santos 
Evangelios que, en el ejercicio de vuestro ministerio, guar- 
daréis la Constitución y las leyes de la República? ^ - ( S, L.) 
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ñera que se trata en Chile á los extranjeros. El exa- 
men crítico que vamos á hacer de los artículos de 
nuestro Código Civil relativos á esta materia, con- 
firmará la verdad de nuestro aserto. 

Los tratados internacionales complementan la le- 
gislación positiva; y en nuestro país con mayor razón, 
porque deben ser aprobados por las Cámaras Le- 
gislativas para que tengan vigor, y vienen á ser así 
verdaderas leyes. No obstante, como nuestros Códi- 
gos no dejan que desear á los extranjeros en cuanto 
á sus derechos civiles, sólo podríamos tomar de los 
tratados una que otra disposición de detalle y de no 
grave importancia. 

Como sólo á falta del Derecho positivo tienen apli- 
cación los principios del Derecho natural en las cues- 
tiones de Derecho Internacional Privado, es preciso 
conocer primero aquel Derecho. 

Hé aquí los artículos de nuestro Código Civil que 
tratan de esta materia: 



^NAJKMtXl^iURAm^lftm'llwilAv^ 



ARTICULO U 

La ley es oblii^atoria para todos los habitantes de la República, 

inelnsoB los extranjeros 

8UMARI0 

I. Latitud 6 extensión de lo dispuesto en esta ley. 
n. No se comprenden en ella los actos ejecutados, ni los contratos 

celebrados en el extranjero. 
m. '•* uentes de donde se ha tomado la doctrina del artículo. 
IV. Si la ley chilena sujeta al extranjero á todas las leyes civiles, le 

otorga por otra parte todos los derechos civiles. 

V. Excepciones de esta doctrina. 

VI. Justicia y conveniencia de la doctrina del artículo 14. 

VU. Del matrimonio: carece de los elementos constitutivos del con- 
trato. 
Vin. Inmoralidad y funestas consecuencias del divorcio. 



El tenor literal de este artículo es de la más lata 
amplitud en cuanto á los actos ó negocios que se 
ejecutan en Chile. Si se toma en cuenta la primera 
división que nuestro Código hace de las leyes en 
razón de su forma preceptiva, esto es, en imperati- 
vas^ prohibitivas y permisivas (Legis virtus heec est^ 
imperare, vetare, permitiere, puniré^ como decíanlos 
romanos), el artículo que examinamos no puede ofre- 
cer duda ni dificultad alguna. En efecto, lo que la 
ley chilena prohibe, no puede ejecutarse en Chile ni 
por un extranjero, sea domiciliado ó transeúnte; lo 
que ella manda, debe ejecutarse ó respetarse aun 

OBKAS FABRES 2 
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por el extranjero de cualquiera condición; y lo que 
permite^ puede ejecutarse y debe tolerarse aun por 
el extranjero. 

Si se considera la otra división délas leyes que en 
razón de su materia adopta nuestro Código Civil, 
esto es. en personales, reales y relativas á lo^ actos, 
tampoco puede ofrecer dificultades el artículo que 
examinamos, porque no debemos abandonar su te- 
nor literal, que es bien claro y preciso, el cu«l com- 
prende naturalmente las tres clases de leyes; y, en 
consecuencia, el extranjero está sujeto en Chile á 
todas las leyes chilenas, ya sean reales, personales 
ó relativas á los actos. 

Precisando, pues, el mandato que se contiene en el 
artículo de que tratamos, decimos que él es relativo 
sólo á los actos ó negocios civiles que se ejecutan en 
Chile, y que no comprende los actos ó negocios ci- 
viles que tienen lugar fuera del territorio chileno. 
El artículo dice entonces: «Todos los habitantes de 
la República, sean nacionales ó extranjeros, respe- 
tarán y cumplirán todas las leyes de Chile, de cual- 
quiera clase que sean, en los actos ó negocios civiles 
que se efectúen en Chile.» 

Si la disposición del artículo 14 no comprende 
ninguno de los actos ó negocios civiles que se veri- 
can fuera del territorio de la República, no sería 
lícito invocar el precepto de dicho artículo para 
jüzgai' los contratos que se celebran, ó los cuasi- 
contratos ó actos jurídicos que se efectúan en el ex- 
tranjero, aunque sean chilenos los que intervengan 
en ellos. Si en algún caso hubieran de juzgarse en 
Chile estos contratos ó actos, no se tomará en cuenta 
para el juzgamiento el precepto del artículo 14, sino 
otras leyes ó las reglas del Derecho Internacional 
Privado. 

Pero el dicho artículo, volvemos á repetirlo, com- 
prende en su mandato todos los actos y contratos 
ejecutados ó celebrados en Chile, y deben, por lo 
tanto, ser juzgados por la ley chilena, no sólo en 
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cuanto á las obligaciones y derechos que producen, 
sino también en cuanto á los requisitos necesarios para 
su valor y existencia, entre los que se comprende la 
incapacidad, absoluta 6 relativa, según los casos, de 
las personas qne los ejecutan ó celebran. De aquí es 
que en Chile los extranjeros estarán obligados á dar 
alimentos á las personas que determina la ley chi- 
lena, aunque por las leyes respectivas de sus países 
no tuviesen tal obligación. Del mismo modo, un 
joven francés de veinticuatro aflos de edad, será con- 
siderado en Chile como menor de edad, y los actos 
<5 contratos que ejecute ó celebre en Chile adole- 
cerán de nulidad relativa, y podnín, en consecuen- 
cia, rescindirse (^salvo la testamentifacción y algunos 
otros), á pesar de que por la ley de su país es mayor 
de edad y capaz para celebrar contratos. Del mis- 
mo modo, un padi^e de familia extranjero no tendrá 
en Chile, sobre la persona y bienes de sus hijos exis- 
tentes en Chile, otros derechos que los determinados 
por la ley chilena: ó lo que es lo mismo, tendrá en 
Chile patria potestad, aunque no la tenga por las 
leyes de su pnís: y en todo caso, ella se reglará en 
Chile por la ley chilena en cuanto á su naturaleza, 
extensión, ejercicio y modos de terminar. 



II 

Aunque pareco obvio e incontrovertible que el 
artículo 14 no comprende los actos ó contratos que 
tienen lugar en territorio extranjero, sin embargo, 
este segundo punto del comentario ofrece alguna 
dificultad, ya por la deficiencia de nuestro Código, 
ya por las expresiones poco adecuadas que emplea 
en otros artículos. 

Xo tenemos en nuestro Código un artículo espe- 
cial que expresa y generalmente establezca que los 
actos y contratos ejecutados ó celebrados en el ex- 
tranjero, se rijan por la ley del país Monde se ejecu- 



I 
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tan Ó celebran. Esta doctrina se deduce, sin embar- 
go, de los mismos términos del artículo 14: «La ley- 
es obligatoria para todos los habitantes de la Repú- 
blica», nos dice; luego no es obligatoria para los 
que no son habitantes de la República, aunque sean 
chilenos: Inclusio uniíbs est exeludo cUterius. La ley, 
por lo general, y salvo las personales en ciertos 
casos, no puede traspasar las fronteras del Estado 
que la dicta; ésta es una de sus limitaciones. 

Por otra parte, los artículos 15, 16 y 17, vienen 
á continuación del 14, y dictan reglas para juzgar 
los actos ó contratos que se ejecutan ó celebran en * 
territorio extranjero; tanto por los chilenos como 
por los extranjeros, pero sólo en ciertos casos ó con 
ciertas limitaciones; lo cual supone, en virtud de la 
misma regla que hemos citado, que por lo general 
los contratos celebrados y los actos ejecutados fuera 
de Chile, se rigen por la ley del país donde se cele- 
bran ó ejecutan: el artículo 17 reconoce y adopta la 
regla Locus regit actum. 

Podemos aducir todavía, en comprobante, algunas 
otras disposiciones especiales que se encuentran 
desparramadas en los diversos títulos del Código 
Civil; lo que nos ofrecerá un doble provecho, no 
siendo el menor el que podamos organizar así el sis- 
tema que sobre la materia de que tratamos, acepta 
la legislación civil de Chile. 

Conviene, para apreciar la doctrina en toda su 
latitud, hacer notar antes la doble faz en que puede 
ser considerado el contrato y el acto; y á este pro- 
pósito, recordaremos lo que nos dice el artículo 1444 
de nuestro Código: «Se distinguen encada contrato 
las cosas que son de su esencia; las que son de su 
naturaleza, y las puramente accidentales. Son de la 
esencia de un contrato aquellas cosas sin las cuales 
ó no produce efecto alguno, ó degenera en otro con- 
trato diferente; son de la naturaleza de un contrato, 
las que no siendo esenciales en él se entienden perte- 
necerle, sin necesidad de una cláusula especial; y 
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son accidentales á un contrato, aquellas que ni esen- 
cial ni naturalmente le pertenecen, y que se le agre- 
gan por medio de cláusulas especiales.» Según esta 
enseñanza, diríamos que en el contrato de compra- 
venta por ejemplo, es esencial el precio en dinero, 
porque sin precio no hay contrato y si no es en di- 
nero degenera en permuta; es natural, el sanea- 
miento por evicción, porque se contrae esta obligación 
por el vendedor, aunque en el contrato iiada se diga 
á este respecto; y es accidental el pagar el precio 
en un lugar distinto del contrato, porque esta obli- 
gación sólo se contrae en virtud de cláusula es- 
pecial. 

Savigny no le encuentra sabor romano á esta 
teoría, y la atribuye á los jurisconsultos del siglo 
XVII, sin que por esto la condene. Por nuestra parte 
agregaremos, que ella era más propia p^ira la ense- 
ñanza de la escuela que para los preceptos de una 
ley. 

Pero si en realidad la fórmula con que se expresa 
la doctrina, no es muy científica, en el fondo es ver- 
dadera y de provecho positivo para el estudio. 

Creemos, sin embargo, que se ajustaría más al len- 
guaje legal y á los principios de la ciencia, sin dismi- 
nuir su importancia, si se dijese que en cada contrato, 
lo mismo que en los actos jurídicos, hay que distinguir 
los requisitos necesarios para su valor, y las obli- 
gaciones y derechos que producen. Con esta fórmula 
comprendemos toda la enseñanza del artículo 1444; 
porque lo que este artículo Uñnvd esencial no es otra 
cosa que los requisitos del contrato, pues que la falta 
de uno sólo de ellos impide la existencia del con- 
trato ó le hace degenerar en otro divei'so: los requi- 
sitos de un contrato son los elementos constitutivos 
de í>u existencia y lo que constituye la existencia de 
una cosa es esancial en ella. Lo que el artículo 1444 
llama cosas de la naturaleza del contrato, no es 
más que las obligaciones y derechos que produce 
sin necesidad de estipulación expresa, como es el 
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saneamiento de la eviceión, en el ejemplo déla com- 
pra-venta, que antes expresamos. Lo que el artículo 
1444 llama cosas accidentales en un contrato, son 
también derechos y obligaciones, pero no se produ- 
cen por el hecho mismo del contrato, sino por esti- 
pulaci(5n especial. 

Distinguiendo, pues, en el contrato los requisitos 
necesarios para su valor, de las obligaciones que 
produce, diviridíamos estas últimas en naturales y 
accidentales. Tendríamos así, elementos que consti- 
tuyen la existencia, y efectos qae produceesa misma 
existencia. Los efectos pueden variar, aumentar ó 
disminuir á merced de la estipulación; la existencia 
es siempre la misma, los contratantes no pueden 
formarla de una manera distinta de lo preceptuado 
por la ley. 

C<m la fórmula de requisitos y efectos hay otra ven- 
taja, y es que se comprenden perfectamente en ella 
no sólo los contratos sino también los actos jurídicos. 
En estos últimos se distinguen, lo mismo que en 
aquéllos, los requisitos necesarios para su valor y 
las oblign clones que producen. En la emancipación 
voluntaria, la legitimación, habilitación de edad etc., 
se reconoce con mucha facilidad la diferencia que 
hay éntrelos requisitos ó los elementos constitutivos, 
y sus efectos, ó sean, los derechos que producen ó 
estinguen. Hay, sin ertibargo, á este respecto, una 
distinción importantísima entre el acto jurídico y el 
contrato; y es que las obligaciones ó los derechos 
que produce el acto jurídico, son obra exclusiva de 
la ley, no pueden ser alterados por la convención y 
por esto, son siempre los mismos; en los actos no 
hay cosas accidentales^ mientras que las obliga- 
ciones ó derechos del contrato, aún las naturales, 
por lo general y salvo pocas excepciones, quedan á 
merced del convenio. 

Previa esta observación, tratemos va de acumular 
los elementos que deben servirnos para la organi- 
zación del sistema que con relación al Derecho In- 
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ternacional Privado, acepta nuestro Código Civil en 
la parte de que tratamos, esto es, en cuanto al valor 
y á los efectos de los actos ejecutados y de los con- 
tratos celebrados fuera del territorio chileno. 

Nuestra legislación no ha tomado en cuenta, por 
lo general, el domicilio de los extranjeros ni el de los 
chilenos, para dictar las reglas que han deservir en 
el juzgamiento de esta clase de cuestiones; imestro 
Código Civil considera sólo la nacionalidad'^ rarísi- 
ma vez (salvo para la apertura y régimen de la su- 
cesión), el domicilio. Ya con esto se ahorran muchas 
y graves cuestiones; porque así sólo hay que aplicar 
las leyes de Chile para los negocios que tienen lugnr 
en Chile, sin excepción alguna; y para los negocios 
que se efectúan fuera de Chile, las leyes del país 
donde esos negocios se realizan; salvo algunas ex- 
cepciones, en las que únicamente se toma en cuenta 
la calidad de las leyes (reales, personales, ó relativas 
á los actos, ó bien prohibitivas é imperativas de 
orden público) y la nacionalidad de los individuos 
que intervienen en estos negocios. 

Recorriendo ahora los principales artículos de 
nuestro Código Civil á que hemos aludido, encon- 
ti'amos: 

1.^ El artículo 15 que obliga al chileno á respetar 
en el extranjero la ley chilena, en lo relativo al esta- 
do de las personas^ y á su capacidad para ejecutar 
ciertos actos que hayan de tener efecto en (^fiüe. La 
primera consecuencia que resulta de aquí, es que 
la ley civil chilena no rige en los requisitos de los 
actos ó contratos que tienen lugar fuera de Chile; 
porque si existiera esta regla, era iniUil y aún 
peligroso disponer que el requisito de la capacidad 
del chileno, por ejemplo, si rigiese por la ley chilena: 
la excepción afirma la regla en contrario. La se- 
gunda consecuencia es, que la capacidad del extran- 
jero, lo mismo que su estado civil, se juzga ó aprecia, 
en cuanto á los actos ó contratos que se verifican 
en territorio extranjero, por la ley extranjera y no 
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por la chilena. La tercera consecuencia es que, aún 
para los actos ó contratos que hayan de tener efecto 
en Chile, %6\o se. debe tomar en cuéntala ley extran- 
jera con respecto á la capacidad de los extranjeros, 
y á los requisitos necesarios para el valor de los 
dichos actos ó contratos. La cuarta consecuencia es 
que para los actos ó conti'atos que no hayan de 
tener efecto en Chi'e, la capacidad del chileno se 
juzga por h\ ley extranjera, y entonces, á este res- 
pecto, no hay diferencia entre el chileno y el extran- 
jero según la ley chilena. 

Las demás observaciones á que se presta lo dis- 
puesto en el artículo 15 y la materia de que en él 
se trata, tendrán su lugar oportuno en el comenta- 
rio de dicho artículo. Por ahora, sólo perseguimos 
la idea de que, por regla general, los actos ó con- 
tratos que se ejecutan ó celebran en el extranjero, 
no se rigen poi* la ley chilena en cuanto á sus requi- 
sitos ni en cuanto á sus efectos. Notaremos, sin 
embargo, aquí, que en las palabras ciertos actos que 
emplea el artículo 15, se comprenden naturalmente 
los contratos, ya porque no habría razón alguna 
para hacer á este respecto diferencia entre ellos,, ya 
porque el mismo Código define el contrato diciendo: 
que, es un acto por el cual una parte se obliga para 
con otra á dar, hacer ó no hacer alguna cosa. La 
palabra acto, como género, comprende, por consi- 
guiente, el contrato] pero nó viceversa. 

2.*^ El artículo 16, que sujeta á la ley chilena to- 
dos los bienes situados en Chile, agrega en el inciso 
2.*^: «Esta disposición se entenderá sin perjuicio de 
las estipulaciones contenidas en los contratos otor- 
gados válidamente en país extraíio,» Al hacer el co- 
mentario de este artículo, esplica remos el inciso que 
hemos copiado y el siguiente. Basta, por ahora, 
dejar consignado que la ley chilena reconoce el va- 
lor de los contratos otorgados en país extraño, y 
que por el hecho mismo de sujetar á la ley chilena, 
en el inciso 3.^ de este artículo, los efectos de los 
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contratos celebrados en país extraño para cumplirse 
en Chile, acepta que el valor ^ ó sea los requisitos del 
contrato^ se rijan por la ley extranjera y no por la 
chilena. 

3.^ El artículo 119 que dice: «El matrimonio cele- 
brado en país extranjero en conformidad á las leyes 
del mismo país, ó á las leyes chilenas, producirá en 
Chile los mismos efectos civiles que si se hubiese cele- 
brado en territorio chileno.» En este artículo se reco- 
noce esplícita mente que el valor del matrimonio cele- 
brado en el extranjero se juzga por la ley del país 
donde se celebra; y que, en consecuenciH, no sólo las 
solemnidades del matrimonio sino también todos los 
requisitos de fondo ó internos se rigen por la misma 
ley. La limitación que pone en el inciso 2.^ es sólo 
relativa al chileno y como una consecuencia de lo 
dispuesto en el artículo 15, que sujeta al chileno á la 
ley personal chilena en lo relativo al estado de las 
personas. 

No dejaremos de observar que la redacción de 
este artículo adolece de un efecto que pudiera dar 
lugar á un error grave respecto de su vei'dadera ó 
genuina inteligencia. Si se atendiera sólo á su letra, 
podría tal vez alguien creer que el matrimonio cele- 
brado en país extrarijero^ en conformidad á las leyes 
del mismo país, produce en Chile los mismos efectos 
civiles que si se hubiese celebrado en territorio chile- 
no; de manera que sería válido un matrimonio cele- 
brado en Chile en conformidad á las leyes de otro 
país y contraviniendo á las leyes chilenas. No es 
esto lo que ha querido decir el artículo, sino que él 
matrimonio celebrado en conformidad á las leyes 
del país en que se celebra, es tan válido en Chile 
como el que se celebra en Chile en conformidad á 
las leyes chilenas. Estas últimas palabras debió ha- 
berlas agregado el legislador, y si las omitió fué sin 
duda inadvertidamente y por evitar la repetición, 
pues había dicho al principio ó á las leyes chilenas. 
Esta recta interpretación se funda no sólo en lo dis- 
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puesto en el artículo 14 que sujeta á las leyes chi- 
lenas todos los actos de los extranjeros ejecutados 
en Chile, sino también en los artículos 1 17 y 118 que 
determinan la manera cómo se ha de celebrar el 
matrimonio en Chile; y además por los artículos 120 
y 121 que confirman la misma doctrina, esto es, que 
el matrimonio que se celebre en Chile debe confor- 
marse á la ley chilena. Siendo éste un punto inciden- 
tal, no queremos detenernos más en su discución. (1) 
4.^ El artículo 1027 que dispone: «Valdrá en Chile 
él testamento escrito otorgado en país extranjero, si 
por lo tocante á las solemnidades se hiciere constar 
su conformidad á las leyes del país en que se otorgó, 
y si además se probare la autenticidad del instrumento 
respectivo en la forma ordinaria». ICsta es, como se 
ve, una aplicación de la regla Locfis regit cictum. 
Pero de los términos que se emplean en el artículo, 
se deduce que el testamento otorgado en el extran- 
jero, para que tenga valor en Chile, debe conformar- 
se á la ley chilena en cuanto á los requisitos inter- 
nos, ya porque sólo habla de solemnidades, ó sea, 
requisitos externos, ya porque en el § 1 .^ de este tí- 
tulo, en el que se habla del testamentoen general, se 
establecen todos los requisitos internos y se hacen 
comunes á toda clase de testamentos, ó sea, á todas 



(1) La Ley de Matrimonio Civil, de 10 de enero de 1884, 
dijo al respecto lo siguiente, en el artículo 15: 

'«El raatriraonio celebrado en país extranjero, en conformi- 
dad á las leyes del mismo país, producirá en Chile los mis- 
mos efectos que si se hubiere celebrado en territorio chi- 
leno. 

«Sin embargo, si un chileno o chilena contrajere matrimo- 
nio en país extranjero contraviniendo á lo dispuesto en los 
artículos 4, 5, 6 y 7 de la presente ley, la contravención pro- 
ducirá en Chile los mismos efectos que si su hubiere cometí- 
do en Chile». 

Los artículos 4, 5, 6 y 7 referidos, tratan de los impedimen- 
tos y prohibiciones para contraer el matrimonio. — {8. i.) 
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las clases de testamentos de que se habla en el títu- 
lo 3.^ y, por consiguiente, el testamento otorgado en 
el extranjero. 

Reconocemos que éste es un defecto del artículo 
1027, porque la buena doctrina, ó sea la que acepta 
la escuela que sigue nuestro Código, es: ^Que el tes- 
tamento otorgado por un extriinjero en país extraño 
debe valer en Chile, si se hubiere otorgado en con- 
formidad á las leyes de aquel país, ya sea en cuan- 
to á solemnidades (requisitos externos), ya sea en 
cuanto á los requisitos internos; sin limitación algu- 
na.» De manera que la regla del artículo 1027 debía 
ser sólo para los chilenos: y, en consecuencia, que 
el testamento que éstos otorgasen en país extraño 
debía conformarse á la ley chilena en cuanto á 
los requisitos internos, y á la ley del país del otorga- 
miento en cuanto á los requisitos externos, ó sea, las 
solemnidades. Aún respecto del chileno, no debía dic- 
tarse esta regla sino cuando el testamento ha de te- 
ner efecto en Chile, mas nó cuando ha de tener efec- 
to sólo en el extranjero, porque sólo así es conforme 
con la doctrina del artículo 15. 

Desgraciadamente la letra del artículo 1027 y la 
teoría consignada en el p/n-rafo 1.^ del título 3.^, li- 
bro III de nuestro Código Civil, hace común al chi 
leño y al extranjero la disposición de dicho artículo 
1027. Pero esta inconsecuencia, que es más bien una 
distracción, no es de tan grave importancia, porque 
serán muy pocas y aun muy raras las diferencias 
que haya entre nuestro Código y las legislaciones ex- 
tranjeras en cuanto á los requisitos internos: la prin- 
cipal será la del religioso profeso de profesión solem- 
ne, que es en nuestra legislación el único caso de 
muerte civil, la que incapacita para la testamentifac- 
ción activa y pasiva, pero que ocurrirá difícilmente 
alguna vez su discusión ante los Tribunales. Sin em- 
bargo, para salvar en parte la nota de inconsecuen- 
cia, podríamos decir que nuestro Código CBtima los 
requisitos internos del testamento como materia de 
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orden público^ en la que sólo tienen aplicación las 
leyes nacionales. 

5.^ El artículo 2411 que dice: «Los contratos hi- 
potecarios celebrados en país extranjero, darán hi- 
poteca sobre bienes situados en Chile, con tal que 
se inscriban en el competente Registro.» Esta es 
una consecuencia de lo dispuesto en el artículo 16, 
que sujeta á las leyes chilenas los bienes situados 
en -Chile, aunque sus dueflos sean extranjeros y no 
rasidan en Chile: Lex loci reí süae; porque la ley que 
exige la inscripción para el valor ó la existencia de 
la hipoteca (como derecho real, no cómo derecho 
personal), esto es, el contrato en que se estipula la 
constitución de la hipoteca, es ley real. El artículo 
2411 reconoce, pues, ó supone de una manera ine- 
quívoca, la validez de los contratos celebrados en el 
extranjero en conformidad á las leyes del país en 
que se celebran, ó bien, que se deben conformar á 
estas leyes los requisitos necesarios para el valor de 
dichos contratos; pues que lo único que se exige al 
contrato hipotecario para que produzca la hipoteca, 
<) sea, el derecho real, es el que se inscriba en el 
competente Registro y, por consiguiente, esto es, lo 
único en que lo sujeta á la ley chilena. 

6.^ El artículo 2484, cuyo texto es el siguiente: 
«Los matrimonios celebrados en país extranjero y 
que según el artículo 119 deban producir efectos ci- 
viles en Chile, darán á los créditos de la mujer sobre 
los bienes del marido existentes en territorio chileno, 
el mismo derecho de preferencia que los matrimonios 
celebrados en Chile.» Esta ley habla en la suposición 
de que el juicio de concurso de acreedores se sigue 
en Chile; pero la ley chilena no se opone á la prefe- 
rencia para el pago en bienes situados en Chile que 
dictare la ley extranjera y que se aplicase en un fa- 
llo dictado en el extranjero en concurso de acreedo- 
res formado también en el extranjero, con tal que no 
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se arrebatase la competencia del tribunal chileno. (1) 
Las leyes de prelación de créditos para el pago, 
prescindiendo de los derechos reales en que se fun- 
dan algunas causas ó motivos de prelación, son per- 
sonales, y por consiguiente, en un concurso de acree- 
dores formado legítimamente en Chile, se aplicarían 
las leyes de prelación de créditos de Chile aun á los 
bienes del deudor situados en territorio extranjero. 
Pero si lo prohibe la ley del país de la ubicación de 
los bienes, debería ésta prevalecer. 

Por lo demás, de los antecedentes expuestos pode- 
mos sacar estas conclusiones: 1.* Que la ley chilena 
respeta los actos ejecutados y los contratos celebra- 
dos en país extraño, sea por extranjeros ó chilenos, 
(salvo para el chileno en lo relativo á su capacidad, 
cuando el acto ó el contrato han de tener efecto en 
Chile, como lo dispone el número l.^del artículo 15) 
y les reconoce su validez cuando se han ajustado á 
la ley del país donde se efectuaron. De consiguien- 
te, y ajustándose á la teoría que consignamos al prin- 
cipio de este párrafo y que dedujimos del artículo 
1444, decimos que los requisitos necesarios para el 
valor del acto ó contrato, se rigen y juzgan por la 
ley del lugar en que se ejecutó ó celebró; 2.* Que 
los efectos, derechos y obligaciones del acto ó del 
contrato que tienen lugar en territorio extranjero, 
son los que determina la ley del país donde se eje- 
cutó el acto ó se celebró el contrato. 

Estas dos reglas generales sufren las excepciones 
que hemos insinuado y que completaremos en el 
comentario del artículo 16, en cuyo inciso 3.® se 
consigna la más considerable de ellas. 



(1) Véanse, en la Conclusión, las disposiciones del Código 
de Procedimiento Civil sobre cumplimiento de las senten- 
cias extranjeras. (S. L.) 
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III 

Nuestro artículo 14 es igual al 5.^ del Código Ci- 
vil de las Dos Cicílias, que dice: «Las leyes obligan 
á todos los que habitan el territorio del reino, ya 
sean ciudadanos, extranjeros domiciliados ó tran- 
seúntes.» En las notas del seflor Bello, que corren 
publicadas en varias ediciones de nuestro Código 
Civil, se dice que el artículo 14 ha sido tomado del 
3.^ del Código Civil francés y del 9.*^ del de la Lui- 
siana, que son iguales; pero es un error manifiesto, 
que debe atribuirse más bien á una equivocación de 
copia. De ambos artículos resulta no sólo que la ley 
persomil de Francia y de la Luisiana sigue á sus 
respectivos nacionales á cualquier parte donde tras- 
laden su domicilio ó residencia, sino también que el 
extranjero en í^'rancia es regido por la ley personal 
de su nación. Mr. Tronchet lo dijo también de la 
manera más explícita en la sesión del Consejo de 
Estado del 14 termidor, afío 9.^: «El extranjero no 
está sometido á las leyes civiles que reglan el esta- 
do de las personas.» Por otra parte, no es posible 
suponer que el sefior Bello, que sobresana en Chile 
tanto como Mr. Tronchet en Francia, ignorase que 
uno de los puntos de doctrina propios de la escuela 
francesa en Derecho Internacional Privado, es la 
generalidad con que sostiene que las leyes persona- 
les del país á que pertenece un individuo, viajan con 
él, y le siguen donde quiera que vaya, sícut umbra 
corpore, et sicut lepra cutí; expresiones con que tan 
enérgicamente sostenían y explicaban los autores 
antiguos esta doctrina. De manera que nadie ignora 
que ella no es una novedad debida al Código Civil 
francés, sino que por el contrario era aceptada y 
aphcada por la escuela francesa talvez desde la edad 
media. Las mismas palabras de Mr. Tronchet, pro- 
nunciadas en la discusión del proyecto del Código 
Civil francés, lo comprueban inequívocamente. 
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La doctrina de nuestro artículo 14 pertenece á la 
escuela romana, que hoy está representada por la 
alemana. Algunos rastros encontramos en la ley 34, 
ff. De Regláis Jnris: *Semper in stipulationibus et 
ín casterís contractibuH id sequimitr, quod actum est; 
aut si non pareat quid actum est, erít conseqiiens^ 
nt id sequamur quod in regione ín qua actum est, 
frequentatur.y> (1) La antigua legislación española, 
que nos ha regido hasta hace poce, era rigorosa mente 
romana y nuestro Código Civil ha conservado en su 
mayor parte la doctrina del Derecho romano y la del 
español, que es hijo legítimo de aquél. Así, la encon- 
tramos categóricamente formulada en la ley 15, títu- 
lo 1.*^, Partida 1.*, que dice: «Todos aquellos que 
son del señorío del facedor de las leyes, sobre que 
las él pone, son tenudos de las obedecer e guardar, 
e juzgarse por ellas, e non por otro escrito de otra 
ley fecha en ninguna manera: e el que la ley face, 
es tonudo de la facer complir. E eso mismo dezimos 
de los otros que fueren de otro señorío, que ficiesen 
el pleyto o postura, o yerro en la tierra do se juzga- 
se por las leyes. Ca maguer sean de otro lugar, non 
pueden ser escusados de estar a mandamiento de 
ellas; pues que el yerro o el pleyto o la postura fi- 
cieron do ellas han poder. E los que esto non quisie- 
ren facer también deben ser apremiados como los 
otros de la tierra sobre quien las ponen». Nuestro 
Código Civil ha aceptado, como antes lo dijimos, la 
doctrina de esta ley de Partida, según aparece de 
los ténninos en que está redactado el artículo 14, 
objeto de este comentario. 

En Chile no le siguen al extranjero las leyes per- 
sonales de su país; y al chileno le siguen en el ex- 



(1) «En las estipulaciones y en los demás contratos, siem- 
pre seguimos aquello que se trató; y si no apereciese lo que 
se trató, será consiguiente que sigamos lo que se practica 
en el lugar donde se contrajo». {Traducción de Rodríguez de 
Fonseca). 
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tranjero las dichas leyes, pero sólo limitadamente, 
como lo veremos en el comentario del artículo 15. 



IV 

Si el artículo 14 sujeta á los extranjeros á todas 
las leyes civiles de Chile, si les impone todas v las 
mismas obligaciones que al chileno, en compensa- 
ción el artículo 57 les confiere todos y los mismos 
derechos de que gozan los chilenos. Este artículo di- 
ce así: «La ley no reconoce diferencia entre el chi- 
leno y el extranjero en cuanto á la adquisición y 
goce de los derechos civiles que regla este Código.» 
Lo mismo podemos decir de los otros Códigos chile- 
nos, el Penal, el de Comercio y el de Minas. Nos fal- 
ta sólo el de Enjuiciamiento, que tendremos luego; 
y entre tanto nos rigen sobre esta materia las anti- 
guas leyes españolas, con varias modificaciones he- 
chas por algunas leyes especiales de Chile. Tampoco 
hay diferencia alguna á este respecto entre el chi- 
leno y el extranjero; ambos gozan igualmente de la 
misma protección y garantías, y están sujetos á las 
mismas reglas del procedimiento. (1) 

La ley chilena ha sido, pues, ampliamente liberal 
para con los extranjeros: en todos los actos déla 
vida civil, en todos los contratos, en todos los dere- 
chos que nacen exclusivamente de la ley, el extran- 
jero es tratado no sólo por la ley, sino también por 
todas las autoridades chilenas, de la misma manera 
que los nacionales. 

La legislación chilena no ha podido ser más ge- 
nerosa, ha excedido la regla de la reciprocidad: todo 
extranjero, aunque pertenezca á una nación en que 

(1) Promulgados en 1902 y 1906, respectivamente, los Có- 
digos de Procedimiento Civil y de Procedimiento Penal, pue- 
de también decirse de ellos, con toda exactitud, lo apuntado 
aqui por el Autor respecto de las antiguas leves españolas. 
(S. L.) 
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86 niegue á los chilenos el agua y la sal, tendrá en 
Chile los mismos derechos civiles que los chilenos. 

En la disposición del artículo 57, se comprende 
no sólo el extranjero domiciliado, sino también el 
transeúnte, y aun aquel que jamás ha estado en Chile: 
en la palabra extranjero se comprenden estas tres 
clases, V además lo confirma el artículo 997 en la 
parte que pudiera ofrecer alguna duda. Dicho ar- 
tículo dice: «Los extranjeros son llamados á las su- 
cesiones abintestato abiertas en Chile, de la misma 
manera y según las mismas reglas que loschilenos,> 
Los extranjeros gozan en Chile de la testamentifac- 
ción activa y pasiva, tan ampliamente como los chi- 
lenos, y éstos no tienen preferencia alguna sobre 
aquéllos. L^n extranjero que no ha estado jamás en 
Chile, puede recoger una herencia ó un legado de 
im chileno, ó de un extranjero que fallece en Chile 
y cuya sucesión se rija por la ley chilena; y puede 
recoger la herencia por testamento ó abintestato y 
en competencia con el chileno, en la más perfecta 
igualdad. Así, poi* ejemplo, un extranjero ó un chi- 
leno que fallece sin testamento en Chile, puede de- 
jar dos hermanos legítimos, uno chileno y otro ex- 
tranjero; si no hay descendientes ni ascendientes 
legítimos, ni hijos naturales, ni cónyuge, la herencia 
se dividirá en dos partes iguales entre ambos her- 
manos. En el caso propuesto, si el extranjero ó el 
chileno que fallece en Chile hace testamento, puede 
dejarle toda la herencia al hermano extranjero y á 
un extraflo cualquiera, sin participación alguna del 
hermano legítimo chileno. 

El artículo 997, que hemos copiado, habla de las 
sucesiones abiertas en Chile; lo que no es lo mismo 
que las sucesiones de los individuos que mueren en 
Chile. No siempre el lugar donde acaece la muerte 
es el lugar de la apertura de la sucesión. La suce- 
sión en los bienes de una persona, se abre siempre, 
según la ley chilena, en el momento de la muerte de 
dicha persona, pero nó precisamente en el lugar en 

OBRAS FABRKS 3 
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que acaece la muerte, sino en el lugar de su último 
domicilio, que bien puede ser el mismo lugar donde 
acaece la muerte ú otro distinto. Así, un inglés que 
viaja por Chile, y es por consiguiente transeúnte, si 
fallece en Chile, su sucesión se abre en el domicilio 
que tenía en Inglaterra ó en oti^a parte, y nó en 
Chile. 

Se dice abrirse una sucesión^ 6 que tiene lugar la 
apertura de la sucesión de una persona, cuando na- 
cen los derechos que el testamento 6 la ley confieren 
en esa sucesión, y pueden, en consecuencia, ejerci- 
tarse esos derechos. Cuando la ley declara que la 
sucesión se abre en el último domicilio, quiere decir 
que allí deben ejercitarse los derechos que nacen de 
la sucesión. 

La sucesión en los bienes de una persona, se abre, 
pues, en su último domicilio, y no precisamente en 
el lugar de la muerte; y esta regla es sobremanera 
importante para el extranjero transeúnte, porque la 
sucesión se regla por la ley del domicilio en que se 
abre, según lo dispone el artículo 955 de nuestro 
Código Civil. De consiguiente, un extranjero tran- 
seúnte podrá en Chile hacer testamento y disponer de 
sus bienes con arreglo á las leyes del país de su úl- 
timo domicilio; y si muere abintestato, se repartirá 
su herencia ó los bienes de su sucesión en conformi- 
dad á las dichas leyes y no en conformidad á las 
leyes chilenas. 

V 

La doctrina que hemos expuesto en el número 
precedente tiene su complemento en las modifica- 
ciones y excepciones que vamos á enumerar. 

La primera excepción que nos ofrece nuestro Có- 
digo Civil, es laque se encuentra en el artículo 611, 
que dice: «Se podrá pescar libremente en los mares; 
pero en el mar territorial sólo podrán pescar los chi- 
lenos y los extranjeros domiciliados >. — «Se podrá 
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también pescar libremente en los ríos y en los lagos 
de uso público». 

Con la dis[)osición de este artículo, quedan priva- 
dos del derecho de la pesca en el mar territorial los 
extranjeros transeúntes; pero no quedan pi'ivados 
de ella en los ríos ni en los h\goH de uso público. 

Parece que el motivo de esta excepción, es el pe- 
ligro del contrabando; pues, sin duda, so pretexto 
de pescar, le es más fácil ejecutarlo ni extrnnjero 
transeúnte que al domiciliado. Lo com))rueba tam- 
bién el hecho de no prohibírselos hi posea en los ríos 
ni en los lagos de uso público, doíuU^ no (^s ])osible 
en Chile el contrabando. 

Las reglas (jue determinan hiépo(*íi y el lugíir do 
la apertura do la sucesión, como tainbión la ley por 
que ella se regla, tienen asimismo sus modificaciones 
y excepciones. 

Estas reglas se aplicjm no sólo al caso d(,* nnierte 
natural, sino también al déla eiril^ que por la legis- 
lación de Chile no se reconoce otra que la profesión 
solemne en instituto monástico, y la prestfíifa, que 
es la que declaran los Tribunales de Justicia en vir- 
tud del desaparecimiento del individuo do cuya 
sucesión se trata. En este último caso, la sucesión 
se abre en el último domicilio que el desaparecido 
haya tenido en Chile. 

A este respecto, lo más notable qiio (íní^.ontramos 
^n nuestro Código C^iviK es ladisposiciím del artícu- 
lo 998, quediceasí: En la suoesi(>n ahintostatodo un 
extranjero que Fallezca dentro 6 fuera del toi ritoi-io 
de la República., tendrán los chilenos, á título de 
herencia, de porción conyugal ó do alimentos, los 
mismos deroííhos que, según las leví»s chihínas, les 
corresponderían sobre la snoosi(Hi intestada do un 
chileno. 

«Los chilenos interosados ])odrá pedir que se l(*s 
adjudique en los bieiu^s del extranjero existentes en 
Chile, todo lo que les corres})onda en la sucesi()n del 
extranjero. 
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«Esto mismo se aplicará, en caso necesario, á la 
sucesión de un chileno que deja bienes en país ex- 
tranjero.» 

Este artículo, no sólo es una excepción de la re- 
gla que asimila al extranjero con el chileno en cuanto 
á la adquisición y goce de los derechos civiles que 
regla el Código Civil chileno, sino que al mismo 
tiempo es una excepción de la regla que determina 
qne la sucesi<)n en los bjenes de una persona se rige 
por la ley del domicilió en que se abre. 

En efecto, el beneficio (jue otorga el artículo 9í)8, 
es sólo á favor de los chilenos y no de los extran- 
jeros; de aquí puede resultar que los hijos legítimos 
de una misma persona, que son los herederos más 
favorecidos por la ley chilena, po«que ellos excluyen 
á todos los otros herederos, inclusos los ascendientes 
legítimos, tengan distintos derechos hereditarios y 
que los tengan más cuantiosos los chilenos. 

Pero es preciso no olvidar una distinción capital, 
cual es, si la sucesión del extranjero que fallece 
dentro ó fuera del tei ritorio de la República, se abre 
en Chile ó en el extranjero, ó bien, si el extraniero, 
al tiempo de su fallecimiento, tenía su domicilio en 
Chile ó en el extranjero. Si tenía su domicilio en 
Chile, la sucesión se abro en Chile, y los derechos 
que confiere la misma sucesión, se rigen por la ley 
chilena. Entonces los extranjeros y los chilenos tie- 
nen los mismos derechos, y on el caso propuesto^ 
todos los hijos legítimos, ya sean chilenos ó extran- 
jeros, se dividen por partes iguales la herencia in- 
testada del padre (salvo el pago preferente con los 
bienes de Chile que pueden hacer valer los chilenos 
si hay otros bienes en el extranjero y la ley de su 
ubicación les es desfavorable). Y lo mismo hay que 
decir de las otras clases de herederos ó asignatarios 
de alimentos y de porción conyugal, pues que el 
artículo y 9 7 es general y sin limitación. «Los ex- 
tranjeros son llamados á las sucesiones abinstetato 
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abiertas en Chile de Ja miama manera y según las 
mismas reglas que los chilenos.» 

Pero si el extranjero tenía, al tiempo de su falle- 
cimiento, su domicilio en país extraño, su sucesión se 
abre entonces en el extranjero (lugar en que tenía 
su domicilio el difunto), y so rige por la ley del do- 
micilio en que se abre Pero aún así habrá que 
hacer otra distinción: si la ley del domicilio en que 
se abre la sucesión otorga en ella á los chilenos, 
tantos ó más derechos que los que les da la ley chi- 
lena, no hay para qué invocar el artículo 95)8 que 
es un simple privilegio ó favor que puede renun- 
ciai'se, seriis si aquella ley les otorga menos de- 
rechos. 

El favor que otorga á los chilenos el artículo 998 
puede ejercitarae en uno y otro caso, esto es, no 
sólo cuando la sucesión se abre en el extranjero, 
sino también cuando se abre en Chile. El artículo 
no lo dice en estos términos, pero á las espresiones 
que emplea debe dárseles esa significación, porque 
ellas comprenden ambos casos. 

El artículo 998 dice, así: «En la sucesión abintes- 
tato de un extranjero que fallezca dentro 6 fvera 
del territorio de la República^, etc. La círcunstan* 
eia de fallecer en el territorio de la República ó en 
país extraño no produce efecto alguno jurídico ante 
la ley chilena; esa circunstancia no aumenta, ni dis* 
minuye, ni modifica los derechos que por la ley 
chilena coihpeten en la sucesión intestada de una 
persona. Lo que hace cambiar estos derechos es el 
lugar donde se abre la sucesión, ó sea, el lugar 
donde tenía el difunto su domicilio, porque los de- 
rechos (jue confiere la sucesión, son los que deter- 
mina la ley del domicilio en que se abre (artículo 
955 del Código Civil). Puede suceder que un indivi- 
duo fallezca en un lugar donde era transeúnte, 
porque tenía su domicilio en otra parte; pues bien, 
üo es la ley del lugar donde murió sino la ley del 
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lugar donde tenía su domicilio, la que regla su suce- 
sión. Pero como ordinariamente, ó con más frecuen- 
cia, el lugar donde acaece la muerte es el lugar del 
domicilio, la ley, artículo 998, hablando de eo quod 
plerumque fit, toma aquel lugar por este último. 

Si hemos de dar algún significado 6 algún efecto 
jurídico á las palabras fallezca dentro ó fuera del 
territorio de. la República^ no puede ser otro que el 
indicado, esto es, que la sucesión se abra dentro ó 
fuera de la República, porque esto sí que produce 
efectos legales de importancia; y la recta interpi^e- 
tación exige que se prefiera el significado en que las 
palabras producen efecto, sobre aquel en que no 
producen efecto alguno (') en que puede suprimírse- 
las como útiles. 

Pero en ningún caso podría pretenderse que las 
palabras fallezca dentro ó fuera del terntorio de la 
República signifiquen que la sucesicm del extranjero 
no se abra en país extraño; o esas palabras tienen 
el sentido que les hemos dado, ó nada significan. Si 
se aceptara este último término, podríamos suprimir 
'ísas palabras sin inconveniente alguno, y entonces el 
artículo 99S habla en general y sin limitación alguna 
de la sucesi()n abintestato de un extranjero, con lo 
que se comprendería indudablemente, tanto la suce- 
sión que se abre en territorio chileno, como la que 
se abre en país extraño: (|ue es lo que tratábamos 
de demostrar. 

La segunda excepción (jue contiene el artículo 
9Í)S, es relativa, como ya lo hemos dicho, á la regla 
(lue determina que la sucesión en los bienes de una 
persona so rige por la ley del domicilio en que se 
abre. En efecto, con el favor que el expresado ar- 
tículo otorga á los chilenos, se hace prevalecer la 
ley chilena sobre la ley del domicilio en que se abie 
la sucesi()n, sí es (jue por esta ley no obtienen los 
chilenos la misma cuantía de bienes (jue la que les 
otorga la ley chilena á título de herencia, de porción 
conyugal ó de alimentos. Así, por ejemplo, la ley 
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del domicilio en (jue se abre la sucesión determina 
que concurran con los descendientes legítimos los 
ascendientes legítimos, y otorga los dos tercios de 
la herencia á los primeros y el otro tercio á los se- 
gundos. Si suponemos además que la sucesi()n se 
compone de trescientos mil pesos, de los cuales hay 
cincuenta mil pesos en el extranjero y doscientos 
cincuenta mil en Chile, los hijos legítimos chilenos 
se llevarán los doscientos cincuenta mil pesos exis- 
tentes en Chile. No olvidemos que hablamos en el 
supuesto de (jue la sucesión es intestada. Ahora, si 
suponemos que el difunto extranjero de cuya suce- 
sión se trata, deja tres hijos legítimos y uno sólo de 
ellos es chileno y los bienes que deja en Chile valen 
cien mil pesos y los que deja en el extranjero valen 
doscientos mil pesos, el hijo chileno se llevará los 
cien mil pesos existentes en Chile, que es la tercera 
parte de la herencia, ó sea, del acervo formado por 
los bienes existentes en Chile y los existentes en el 
extranjero. 

Pero si suponemos (pie los ascendientes legítimos 
son los chilenos y que los hijos legítimos son extran- 
jeros, no podrán aciuéllos ampararse con la ley chi- 
lena para pretender parte jüguiui de los bienes exis- 
tentes en Chile, porque esta ley no reconoce derecho 
en la herencia intestada á los ascendientes legítimos 
del difunto, cuando éste deja descendientes legíti- 
mos. Sin embargo, los ascendientes legítimos chile- 
nos podrán aprovecharse de la ley del domicilio en 
que se abrió la sucesión del extranjero y dividirla 
con los descendientes extranjeros en la proporción 
que determine la ley extranjera, comprendiendo 
igualmente en la división, tanto los bienes existen 
tes en el extranjero como los bienes existentes en 
Chile. Porque la ley chilena aparece haciendo un 
favor ó gracia á los chilenos; y este es el motivo 
porque antes hemos dicho, que no hay pjira qué in- 
vocar y aplicar el artículo 998 en el caso en que la 
ley extranjera otorga á 1o¿j chilenos iguales ó ma- 
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yores derechos que los qne les confiere la ley chilena. 

La ventaja que al parecer otorga á los chilenos 
el artículo 998. es no sólo contra los extranjeros ó 
en competencia con ellos, sino también contra, los 
mismos chilenos. Si suponemos, pues, que tanto los 
hijos como los asceníiientes legítimos son chilenos, 
se llevarán aquéllos tocios los bienes existentes en 
Chile; aunque éstos compongan toda la herencia ó 
toda la sucesi(5n del extranjero, por no haber de- 
jado otros en parte alguna, pues, que por la ley chi- 
lena los ascendientes legítimos no concurren con los 
descendientes legítimos. 

Esto nos advierte que el favor 6 protección que 
parece otorgar a los chilenos el artículo 998, no es 
caprichoso ó antojadizo, sino que tiene un funda- 
mento sólido en el Derecho Internacional Privado. 
En efecto, es doctrina aceptada en todas las escue- 
las que los bienes* raíces están sujetos á la ley del 
país de su ubicación, le.v lori reí sitae: y la escuela 
romana, que sigue nuestro Código Civil, amplía la 
misma regla á los bienes muebles. También es doc- 
trina que cuenta con mucha aceptación, y en nuestro 
concepto la más probable, que las leyes que reglan 
hi sucesión en los bienes de un difunto, son leyes 
reales y no personales. Xuestro Código, con la ex- 
cepción que establece en el artículo 998, no ha rela- 
jado, pues, la buena doctrina por favorecer á los 
chilenos; al contrario, por respeto á la ley extran- 
jera y por benevolencia hacia la persona de los ex- 
tranjeros, ha permitido (estableciendo como regla 
jeneral), que la sucesión en los bienes de una per- 
sona se rija por la ley del domicilio en que se abra. 
Esta regla sí que es una verdadera relajación de la 
doctrina de todas las escuelas (en cuanto á los lua- 
nes raíces) y una relajación de la doctrina aceptada 
en nuestro artí(»ulo 16 (en cuanto d los bienes mue- 
bles), cuando los bienes situados en Chile se distii- 
buyon en conformidad ala ley extranjera y de dis- 
tinta manera que la determinada por la ley chilena. 
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De modo que Ja disposición del artículo 99cS, que 
aparece como una excepci<')n, es simplemente la ob- 
servancia de la doctrina común en cuanto álos bie- 
nes raíces y la observancia de la escuela romnna, 
española y alemana en cuanto á los bienes muebles: 
no es otra cosa que el ejercicio legítiuio de las atri- 
buciones del poder soberano, que estuí sancionadas 
por la ciencia legal. 

En consecuencia, la protección que al parecer 
otorga á los chilenos el artículo 998, no es protec- 
ción ni favor alguno, sino que, por el contrario, es 
protección y favor para los extranjeros, y es defe- 
rencia respetuosa á la lej" extranjera, el no aplicar 
la misma )*egla á los extranjeros. Nuestro Código 
ha invertido por lo que hace á la forma, el orden 
lógico de las ideas, tomando como excepción la doc 
trina común y como regla la que de ella se aparta, 
guiándose en esto mas por el número de casos que 
por su naturaleza ó sustancia, pero sin que deje de 
merecer encomio por su doctrina y su generosidad. 

El artículo 998 se presta to lavía á otras conside- 
raciones, que enumeramos con la brevedad posible: 

1.* Los derechos que confiere á los chilenos el ar- 
tículo de que tratamos, no son sólo para los asigna- 
tarios forzosos, sino también para toda clase de he 
rederos abintestato: v como semm la. lo\^ chilena, se 
puede morir parte testado y parte intestado (artícu- 
los 952, inc. 2.^; 980, 999 y IIOOk los herederos 
abintestato que se.in chilenos, t(mdrán en la p:n*tc 
de herencia que quede intesta<hul()s derechos que 
les confiere el artículo 998. 

Ejemplo: muere un extranjero dejando cincuenta 
mil pesos en su país y treinta mil [)esos en bienes 
existentes en Chile; en su testamento sólo dispone 
de la mitad de sus bienes, en la que instituye de he- 
redero á un amigo ó paiMente remoto suyo, y deja 
al mismo tiempo dos pi'imos hermanos que son sus 
parientes más inmediatos. Si los dos piimos herma- 
nos son chilenos, se llevarán los treinta mil pesos 
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que hay eu Chile; el heredero instituido en el testa- 
mento se llevará cuarenta mil pesos de los cincuenta 
mil pesos que hay en el extranjero, y los otros diez 
mil se distribuirán según lo disponga la ley ex- 
tranjera. 

Supongamos ahoj^a que uno de los primos herma- 
nos sea extranjero y el otro es chileno. Si la sucesión 
de que tratamos se hubiese abierto en Chile, los dos 
primos hermanos se habrían partiilo por mitad de 
los bienes existentes en Chile; porque, según el ar- 
tículo í)!)7, los extranjeros, aunque wo residan en 
Chile, tienen los mismos derechos que los chilenos 
en las sucesiones abiertas en Chile. 

Pero suponemos que la sucesicin se ha abierto en 
el extranjero, y entonces hay que hacer otra dis- 
tinción. Si la ley extrimjera llama á la herencia in- 
testada á los primos hermanos y en igualdad á los 
chilenos con los nacionnles, no luí y dificulfeul algu- 
na: se partirán los dos primos hermanos por iguales 
partes de los treinta mil pesos (existentes en Chile y 
de los diez mil pesos existentes en el exti'anjero: ó 
lo que es lo mismo, serán herederos abintestnto de 
la mitad de la herencia y cada uno de C'Iossei'á he- 
redero de un cuarto, puesto que la otra mitad corres- 
pondería al heredero instituido. 

Lo mismo será si la ley extranjera llama sólo á 
sus nacionales á la sucesión intestada y excluye de 
ella á los chilenos; pero en este caso, el chileno to- 
mará veinte mil pesos de los treinta mil existentes 
en Chile, y el primo hermano extranjero tomará los 
otros diez mil existentes en Chile, que con los otros 
diez mil que restan en el extranjero, vendrá á tener 
igual porción que el primo hermano chileno. El fun- 
damento de esta decisión es que la ley chilena no 
excluye positiva y directamente á los extranjeros, 
(en las sucesiones abiertas fuera de Chile) de la par- 
ticipación de los bienes existentes en Chile, sino que 
se remite, en cuanto á ellos, á lo que disponga la ley 
extranjera, ó sea, la ley del domiciho en que ge 
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abre la sucesión. Por esto es que el primo chileno 
no puede apoyarse en la ley chilena para sostener 
que él sea el único primo hermano del difunto de 
cuya sucesión se trata; porque no hay ninguna dis- 
posición de la ley chilena que desconozca la calUlad 
de primo hermano en el extranjero do (}ue trata- 
mos. Eñ consecuencia, el primo chileno tiono por 
la ley chilena los derechos de un primo hermano 
en concurrencia con otro primo hermano. Pero su 
calidad de chileno le dará derecho para tomar su 
porción íntegra, ó sea, los veinte mil pesos, en los 
bienes existentes en Chile; con lo que no se perju- 
dica el primo extranjero, pues si sólo toma, diez mil 
pesos de los bienes existentes en Chile, toma por 
otra parte él solo los diez mil pesos que restan de* 
los cincuenta mil existentes en el extranjero, con lo 
que viene- á quedar en igual condición que el 
chileno. 

El segundo miembro de la distinción que venimos 
examinando es, si la ley extranjera vigente en el 
domicilio donde se abrió la sucesión no llama á los 
primos hermanos á la herencia intestada. En este 
caso el primo liermano chileno se llevará los tieinta 
rail pesos existentes en Chile, y el primo extranjero 
no tocará nada. La razón es, porque si la ley chile- 
na no excluye positiva y directamente al primo 
extranjero de la participación de los bienes de Chi- 
le, no le confiere tampoco más derechos que los que 
le da la ley del domicilio en que se abre la sucesión, 
que en este caso suponemos que no le da ninguno. 
El primo extranjero no tiene, pues, de qué quejarse 
de la ley chilena, sino de la ley de su país ó de la 
ley del domicilio donde se abrió la sucesión. 

Supóngase ahora que por la ley vigente en el lu- 
gar de la apertura de la sucesión, concurren en la 
herencia intestada con los primos hermanos, los hijos 
de los primos hermanos, ó, lo que es lo mismo, que 
tiene lugar el derecho de representación en los hijos 
de los primos hermanos. Como por el Código Civil 
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de Chile no se da lugar al derecho de representa- 
ción en el caso supuesto, resulta que si los hijos del 
primo hermano son extranjeros, el primo hermano 
chileno se llev^ará los treinta mil pesos existentes en 
Chikí; y si, á la inversa, el primo hermano es ex- 
tranjero, y los hijos del otro primo son chilenos, 
éstos tocarán la parte que determine la ley extran- 
jera, esto es, la ley del domicilio en que se abrió la 
sucesión. 

Pero donde se verá más clara la deferencia res- 
petuosa de nuestro (\S ligo por la ley extranjera, es 
en el caso siguiente. Vamos en la misma suposición 
de que la sucesión se abre en el extranjero. Si por 
la ley del país donde se abro la sucesión tienen de- 
recho á heredar los parientes colaterales hasta el 
décimo grado, un pariente extranjero de este >¿rado 
se llevará los treinta mil pesos existentes en Chile 
con preferencia al fisco, á pesar de que por la ley 
chilena sólo pueden Inredar abintestato los parien- 
tes colaterales que no excedan del sexto grado, y 
(le (]ue el fisco es preferido en la herencia intestada 
á todos los parientes que estén en el séptimo ó ulte- 
riores grados. 

Si suponemos ahora que por la ley del lugar de 
la apertura de la sucesión, sólo son llamados á la 
herencia intestada los parientes del difunto hasta el 
tercer grado, los primos hermanos no tendrían nin- 
gún derecho á la herencia; y si son extranjeros, no 
tendiian parte alguna de los treinta mil pesos exis- 
tentes en Chile, á pesar de que por la ley chilena 
los primos hermanos y aún los ptirientes colaterales 
hasta el sexto grado, tienen derecho á heredar abin- 
testato. La ley chilena es lógica en el respeto ó de- 
ferencia por la ley extranjera: y si á consecuencia 
de este respeto son perjudicados los extranjeros, no 
pueden atribuirlo sino á su propia ley ó á h» extran- 
jera. Volvemos á repetirlo: la ley chilena en lapio- 
tección con que aparece favoreciendo á los chilenos, 
no hace más que aplicarla regla quédala preferea* 



COMENTAHIO SL ART. 14 45 



cia á la U'x loci reí sitae^ y aceptar la doctrina que 
estima como las leyes reales las que determinan la 
distribución de los bienes en la sucesión por causa 
de muerte. 

Nótese que hemos hablado en la suposición de 
que sean legítimos los parentescos indicados en los 
ejemplos de que nos hemos valido. 

2.* El derecho que el artículo 998 establece á fa- 
vor de los chilenos, es en la sucesión abinfestato de 
un extranjero que fallezca dentro ó fuera del torii- 
torio de la República. ¿Tendrán el mismo derecho 
los chilenos en Ui sucesión testamentaria del extran- 
jero en igual caso? 

En la sucesión testada de un extranjero, se cum- 
plen en Chile his disposiciones testamentarias ni 
más ni menos que las de un chileno. El extranjero, 
aunque no esté domiciliado en Chile, ni haya venido 
jamás á Chile, puede disponer libremente de sus 
bienes situados en Chile, y tienen aún menos limita- 
ciones que los chilenos. 

En efecto, los chilenos tienen limitada la testa- 
mentifacción activa por las asignaciones forzosas, 
que »on: las legítimas, la marta demejoras, la porción 
conyugal y los alimentos que se deben por ley d cier- 
tas personas. Estas mismas limitaciones tendría el 
extranjero si su suce.:ión se abriese en Chile, porque 
entonces se rige por la ley chilena, y en este caso 
tienen igual derecho los extranjeros y los chilenos 
en la referida sucesión. 

Pero la cuestión que vamos á debatir, existe 
cuando la sucesión es testamentaria v se ha abierto 
fuera del territorio chileno. En este caso los exti'an- 
jeros no podrían h:icer valer en Chile, sobre los 
bienes situados en la Rei)nblica, otros derechos que 
los que les confiere la ley del lugar donde se abrió 
la sucesión. Los extranjeros (domiciliados ó tran- 
seúntes) no podrían invocar la ley chilena para recla- 
mar las asignaciones forzosas. De consiguiente, los 
extranjeros que fueran hijos legítimos de un inglés 
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ciivíi sucesión se abre en Londres, no podrían re- 
clurnar en Cliile parte alg-una de la herencia de su 
padre á título de legítima, ni pretender sobre los 
bienes situados en Chile otros derechos que los que 
les otorgue la ley inglesa ó el testamento de su pa- 
dre. Ni el artículo 998, ni otro alguno del Código 
Civil chileno, les confiere otros derechos. 

Mas, no sucede lo mismo con los chilenos: éstos 
pu(^den hacer valeren la sucesión testada de un ex- 
tranjero, que se abre fuera de Chile, el derecho que 
confiere el artículo 9í)8 para el caso de la sucesión 
abintcstato; pero sólo lo pueden hacer valer respecto 
á las asignaciones forzosas. El chileno que es hijo 
legítimo del dicho extranjero, podrá re(*lamar en 
Chile su legítima y la cuarta de mejonis en su caso, 
y hacerse pagar c(m los bienes situados en Chile; el 
mismo derecho compete al cónyuge (*hileno por su 
porción conyugal y á las demás personas chilenas 
en cuanto á los alimentos que se les deba por la* ley 
chilena. 

Podría tal vez decírsenos que el artículo 998 habla 
del caso en que la sucesión es ahintestato y que no 
es legítimo darle interpretación extensiva, compren- 
diendo un caso diverso y aún contrapuesto; que 
aquí sería oportuno aplicar la regla que dice: ínrln- 
m) uniífH est eirdiisio aiterins. 

Este argumento no tiene valor alguno, porque no 
tiene í^quí legítima aplicación la regla citada, ni se 
le di] interpretación extensiva al aitículo 998. 

Para que tenga lugar la regla inrlusío xtnius est 
(uvvlusio alfrriHs, es preciso que en el asunto ó ma- 
teria de (jue se trata se haya debido hablar de aque- 
llo que se (*onsidera excluido: y en nuestro casó, al 
contrai'io, el artículo 998 sólo habla de la sucesión 
intestada, porque el título II del libro 3.^ de nuestro 
Código Civil, donde se encuentra dicho artículo, 
está destinado exclusivamente á la sucesión intesta- 
da, y por eso su epígrafe dice: «Reglas relativas á 
la sucesión intestada». El artículo 998 no tenía. 
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pues, por qué incluir ó excluir á la sucesión testada: 
el objeto que tenía en vista era principalmente la 
sucesión intestada. 

Por otra parte, no se podría pretender que haya 
tal incompatibilidad radical ó tal diversidad absoluta 
entre la sucesión intestada y la testada, que ninj^- 
na de las reglas de aquélla pueda aplicarse á esta 
última: porque esto sería un error no sólo jurídico 
sino también lógico, pues que de hecho tienen varias 
reglas que les son comunes y que, sin embargó, 
nuestro (-ódigo dicta en el título II del libro 3.^ como 
peculiares de la sucesión intestada. Así, por ejem- 
plo, el artículo 997 dice que los extranjeros son lla- 
mados á las sucesiones abintestato abiertas en Chile 
de la misma manera y según las mismas reglas que 
los chilenos] y exactamente sucede lo mismo en las 
sucesiones testadas, pues en éstas no hay diferencia 
alguna entre el chileno y el extranjero. Del mismo 
modo, en el título II del libro 3.® se dicta como re- 
gla de la sucesión intestada el derecho de, represen- 
tación, y aunque no es lo mismo ó con la misma 
generalidad en la sucesión testada, sin embargo se 
da el derecho de representación en las legítimas^ á 
pesar de que la sucesión sea testada. 

No hay, pues, razón ni motivo alguno por qué 
aplicar en esta cuestión la regla recordada; y ade- 
más, hemos dicho que con nuestra doctrina no se da 
al artículo 998 interpretación extensiva. 

En efecto, para aplicar á la sucesión testada, en 
cuanto á las asignaciones forzosas solamente, la re- 
gla de dicho artículo, no procedemos a simile sino 
que argüimos d fortiori^ y decimos: la ley chilena 
confiere un derecho más enérgico, más eficaz, más 
protector á las asignaciones forzosas que á la suce- 
sión intestada; y si respecto de ésta hace prevalecer 
la ley chilena sobre hi ley extranjera, tratándose de 
chilenos y de bienes situados en Chile, con mayor 
razón debe prevalecer en este caso la ley chilena 
sobre la voluntad del testador tratándose de asig- 
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unciones forzosas; porque éstns son idénticamente 
las mismas y se protegen de l.i misma manera en la 
sucesión testada que en la intestada. El artículo 
11()7 las define así: < Asignaciones forzosas son las 
que el testador es obligado á hacer y que se suplen 
cuan lo no las ha hecho, áün con perjuicio de sus 
disposiciones testamentaria expresas.» 

Agregaremos además el artículo 9«S0, que dice: 
:^Las leyes reglan hi sucesión en los bienes de que 
el difunto no ha dispue^to, ó sí dispuso, no lo hizo 
conforme á dere<-ho, ó no lian tenido efecto sus dis- 
posiciones. >^ Según este aitículo, es idéntica la si- 
tuación en que el difunto no ha dispuesto de sus 
bienes, ó sea, sucesión intestada, que aquella en que 
contrarió la ley con sus disposiciones, esto es, en 
que no estable(*ió las asignaciones forzozas. Sí pues 
en la sucesión intestada del extranjero, y tratándose 
de personas que pudieran ser privadas por el testa- 
mento de toda partiítipaeión en ella, la ley otorga á 
los cliilenos el derecho de hacer valer en los bienes 
situados en Cliile lo que les corresponde por la ley 
chilena en esa sucesión; en este derecho van com- 
prendidas con mayor razón his asignaciones forzo- 
sas, no S()lo porque la ley ha identificado, por lo 
menos, ainbós casos, sino porque protege con mayor 
eficacia esta última clase de asignaciones. 

Por otra parte, la ley chilena establece la abso- 
luta iffuahhid de las asignaciones forzosas en la su- 
cesión testada como en la intestada; y después de 
prescribir esta igualdad, el Legislador agrega el ar- 
tículo IIH;}, que dice: «Los legimitarios concurren y 
son excluidos y representados según el orden y re- 
glas de la sucesión intestada»; de manera que en 
cuanto á la legítima no hay diferencia alguna, en 
ningún sentido, entre la sucesión testada y la intes- 
tada: y lo mismo sucede con la porción conyugal y 
con los alimentos que se deben por ley. 
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Líi justicia natural del pi'ecepto consignado en el 
artíí'ulo 14 de nuestro Cíklif^o Civil aparece bien de- 
mostrada con la explicación que acabamos de hacer; 
pero conviene notar su armonía y consonancia con 
los principios fundamentnles de la ciencia legal, ar- 
monía que es un comprobante 6 demostración de la 
misma justicia; y manifiesta también las grandes 
ventajas que él nos procuia, haciendo así consonan- 
te la justicia con la utilidad. 

Antes hemos llamado la atención á que el precepto 
del artículo 14 desconoce la regla aceptada por la 
escuela fiancesa, según la cual las leyes personales 
viajan con el individuo, ó bien que el ciudadano ó 
natural de un país, sigue ligado por los preceptos 
de las leyes personales de su país, á pesar de su re- 
sidencia en país extranjero, salvo la excepción que 
respecto del chileno se consigna en el artículo 15. 

La doctrina del artículo 14, decimos, es peiiecta- 
mente confornic con los principios fundamentales de 
la ciencia legal: 

1.*^ Porque his leyes están natural y necesaria- 
mente limitadas por el teiritorio; no pueden tener 
fuerza obligatoria sino en el recinto en que el poder 
público (pie las dicta ejerce su imperio. Fuera de 
ese recinto, los majistrados que dictan la ley no tie- 
nen carácter de tales, son individuos privados, sus 
voluntades no tienen más fuerza que la de cualquier 
miembro de la familia humana; sus mandatos, que 
no tienen fuerza obligatoria sino en virtud del ca- 
rácter de la autoridad (pie los dicta, pierden su efi- 
aíi(*Ja desde el límite del territorio en que desaparece 
ese carácter (jue les dn la fuerza ó la eficacia. 

2.^ Ponjue la ley no obliga sino en virtud de su 
promulgación, ó sea, de la noticia oficial que se da 
de eila á los individuos sobre quienes ejerce juris- 
dicción la autoridad (pie la dicta. Esa noticia oficial 

OBRAS PARRES A 
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sólo se intenta comunicar por medios ó arbitrios 
que surten su efecto dentro del recinto jurisdiccio- 
nal del Legislador. Este satisface su obligación con 
tal que los medios de promulgación que emplee sean 
adecuados para que la ley sea conocida en aquel 
recinto; él no se cuida y no tiene para qué cuidarse 
de que esos medios lleven la noticia de la ley fuera 
del territorio. Fuera de este país, los extranjeros no 
tienen, jurídicamente hablando, noticia alguna de 
las leyes dictadas en él. 

Contra esto se objeta que el ciudadano conoce las 
leyes personales de su patria, pues que le alcanza 
la promulgación, y su ausencia del país no es motivo 
bastante para borrar sus efectos y romper el vínculo 
con que lo ligaban dichas leyes; que las obligacio- 
nes que ellas le impusieron no reconocen como mo- 
do de extinguirse la ausencia, talvez momentánea, 
del suelo patrio; y que, por consiguiente, es falta de 
gratitud á la patria y es rebelión contra sus legíti- 
mos superiores, la infracción de dichas leyes. 

Este argumento no destruye el fundamento que 
hemos consignado en el número 1.^; lo deja en pié 
y en todo su vigor. El argumento quiere decir que 
el Legislador tiene jurisdicción sobre sus nacionales 
á pesar de su residencia en país extranjero, y esto 
es cabalmente lo que negamos, porque el mismo lí- 
mite de la jurisdicción es el límite del vínculo que 
crea la ley. Hablamos en general y salvo las ex- 
cepciones que consigna nuestro C<>digo en el ar- 
tículo 15. 

Al argumento pueden además dársele dos contes- 
taciones perentorias. Es verdad que la ausencia del 
país natal no borra la promulgación en cuanto sig- 
nifica el conocimiento de la ley, pero borra los efectos 
de la promulgación en cuanto á las obligaciones 
que produce la ley; y de esto último es de lo que 
tratamos. Toda ley promulgada es conocida, ó se 
reputa conocida, pero no toda ley conocida es pro- 
mulgada; la promulgación produce ordinariamente 
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un conocimiento ficto que es más eficaz ante la ley 
que el conocimiento verdadero. Si la ausencia no 
borra la promulgación en cuanto al conocimiento 
de la ley, eso no basta para que la ley tenga efecto 
respecto de las personas con quienes forma relacio- 
nes jurídicas el individuo á quien se le quisiera man- 
tener sujeto á las leyes personales de su país. El, 
en todos los actos que ejecuta, como en todos los 
contratos que celebra, tiene forzosamente que ad- 
quirir derechos y contraer obligaciones relativamente 
á otras personas para quienes no han sido promul- 
gadas las leyes personales del país de dicho indivi- 
duo. Pretender aplicar las leyes personales á los 
actos ó contratos aludidos, es pretender ligar con 
esas leyes á personas k quienes no les obligan, 
porque no existe para ellas la promulgación. 

Supongamos á un extranjero en Inglaterra donde 
se obtiene á los 21 años la mayor edad, y por con- 
siguiente, la capacidad para contratar, pero que por 
la ley de su patria sólo obtiene esa calidad ó estado 
civil á los 25 aflos de edad. Trátase aquí evidente- 
mente de una ley personal, nadie lo duda. Pues bien, 
ese extranjero le compra ó le vende á un inglés en 
Inglaterra, ó celebra con él cualquier contrato, que 
según la ley personal de su país sería nulo como 
celebrado por menor de edad, es decir, por incapaz 
para contratar, pero que según la ley inglesa sería 
válido, porque con arreglo á ella, el contratante es 
mayor de edad y capaz para celebrar el contrato. 
Si se pretende apli(tar á este contrato la lev perso- 
nal del extranjero y se le declara nulo, resulta que 
ligamos con la ley extranjera ó sometemos á ella al 
inglés que contrató en su país y (*on arreglo á las 
leyes personales de su país; ligamos al inglés con 
una ley de que no tiene conocimiento legal, ó cuya 
promulga(*i()n no le alcanzn: damos fuerza y vigor 
jurídico á una ley no promulgada. Ni se diga que 
el contrato sería nulo para el exti'anjero que violó la 
ley de su país, y válido para el inglés para quien no 
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regía diclm ley, porque en ello se cüntieneuna ano- 
malía estrafalaria, que trastornaría radicalmente los 
principios fundamentales de la nulidad relativa. La 
incapacidad es en este caso una especie de protec 
ción que acuerda la ley al menor de edad, y por 
eso la nulidad de los contratos de esta clase de inca- 
paces relativos S()lo puede ser reclamada por los 
mismos incapaces, mas n() por el contratante capaz; 
de manera, que éste puede y debe soportar la acción 
de nulidad ó de recisión, pero el incapaz puede 
pedir la ejecución del contrato (con tal que lo haga 
por medio de su representante legal), y contra él no 
puede ejercitársela acción de nulidad ó de rescisión. 
El contrato, en el caso de (}ue tratamos, es perfec- 
tamente válido para el inglés, porque no ha violado 
ninguna ley promulgada para él, y puede en conse- 
cuencia ejercitar todos los derechos que le confiere 
el dicho contrato con arreglo á las leyes inglesas. 
Empero, si el contrato es válido para el inglés y ca- 
rece de la acción de luilidad, porque no tendría un 
medio legal en que fundarlo, es también válido para 
el extranjero y lo autoriza, para ejercitar todos los 
derechos consiguientos, sin que pueda reclamar la 
nulidad, porque no tendría una ley vigente, ó promul- 
gada que ligase al higlés con esa nulidad. 

La segunda contestaciíai al argumento que veni- 
mos combatiendo, es que una ley (|U0 no tiene san- 
ción, ó que tiene una sancicm ineficaz, que da lo 
mismo, carece de fuerza obligatoria, ó deja de ser 
ley, que es una misma cosa. En la ciencia legal se 
reconoce como incontestable que la sanci<>n de es- 
carmiento, ó sea la pena de los delitos, es más fuerte 
y más inviolable (pie la sanci(>n civil, ó sea la pena 
de las infracciones de la ley civil, que no consiste 
ordinariamente sino en la nulidad del acto ó del con- 
trato ó en la indemniza(*i()n de perjuicios. La sanción 
(le escarmiento es de derecho público, porque tal se 
reputa la materia penal, mientras que la sanción civil 
es generalmente de derecho privado. Pues bien, los 
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actos ejecutados por un individuo, aunque sean repro- 
l)ados y castigaclos por la ley de su país, si son to- 
lerados en el país donde los ejecuta, no llevan san- 
ción alguna. Ese individuo no podiía ser castigado, 
ni nadie lo ha pretendido, por los Tribunales del país 
donde ejecut() el acto, porque no ha infringido una 
ley de este país. La ley que él infringió erasin duda 
personal y no leal y sin embargo á nadie se le ha 
ocurrido sostener que continuaba ligado por esa ley, 
no obstante su residencia en país extranjero, y que 
debía ser castigado por los Tribunales de su pro- 
pio país. En este caso no existe la sanción de escar- 
miento y no existe por consiguiente, la ley penal, ó 
cesa su fuerza, obligatoria. Volvemos á repetir que 
hablamos en general y salvas las exce[)CÍones legí- 
timas, como serían en esta materia la traición con- 
tra la patria y otros delitos de esta clase. 

Otro tanto, y con mayor razón, hay que decir de 
las mfracciones de la ley civil; cuando no les alcanza 
la sanción, cesa la fuerza obligatoria de la ley; deja 
de ser ley, poique no tiene medios como hacerse 
obedecer: los actos y contratos tienen el vigor y las 
consecuencias que les acuerda la ley bajo cuyo im- 
perio se ejecutaron ó celebraron, ley que puede y 
debe amparar su ejecución con la fuerza pública. 
La infracción de las leyes personales en país extra- 
ño, no es, pues, falta de gratitud á la patria, ni re- 
beldía contra sus legítimos superiores, porque la ley 
eá regla de conducta para los actos y contratos que 
se realicen en el recinto de su jurisdicción, que son 
los que especialmente está encargado de dirigir y 
proteger y son los que pueden ofender su soberanía 
por la infracción de sus mandatos. 

La falta de sanción es, pues, el tercer fundamento 
de la teoría que venimos sustentando y que defiende 
la legitimidad de la doctrina en que descansa la dis- 
posición del artículo 1 1. 

Pero se ha ocurrido á la comilas gentiam y á la 
reciproca utüitas para señalarlas como base sólida 
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de la regla que enseña que las leyes personales via 
jan con el individuo y le siguen obligando en cual- 
quier país extranjero á donde traslade su residencia. 
Prescindimos de las dificultades que ofrece la dis- 
tinción entre la simple residencia y el domicilio, y de 
los diversos matices que pueden ofrecer con ella los 
derechos y obligaciones civiles en el choque de las 
leyes de las distintas naciones. Queremos sí demos- 
trar que la urbanidad 6 cortesanía es ó se hace in- 
oportuna por la generalidad que se da á la regla, y 
que no existe 6 no se consigue la recíproca utilidad 
que se persigue, pues al contrario, hay recíproco y 
grave perjuicio con la extensión ilimitada de esta 
doctrina. 

La urbanidad es inoportuna é ilegítima, cuando 
viene á favorecer á los extraños con perjuicio de 
los nuestros. Un Gobierno que protege á los extran- 
jeros con detrimento de los nacionales no comprende 
su misión y quebranta gravemente sus obligaciones. 
El extranjero merece consideración y protección, 
pero el máximum á que el soberano puede llegar 
en este punto, es á igualarlos con los regnícolas, 
jamás á darles preferencia y mucho menos á favo- 
recerlos con perjuicio de egtos últimos. La mejor 
prueba de nuestra defensa será la demostración que 
hagamos de que, lejos de producir la recíproca uti- 
lidad la doctrina que combatimos, ella es nociva á 
los más graves intereses, tanto de la nación donde 
se quieren aplicar las leyes personales, como de la 
nación que dictó las dichas leyes. 

En efecto, la doctrina que hace viajar las leyes 
personales, obliga á los habitantes del país donde se 
ejecuta un acto o se celebra un contrato por un ex- 
tranjero, á conocer en cada caso particular las leyes 
del país á que él pertenece, para no exponerse á una 
nulidad ó á producir resultado distinto del que seña- 
lan las leyes del país donde tiene lugar la ejecución 
del acto ó la celebración del contrato. 

Las consecuencias de tal doctrina son desfavora- 
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bles y no es fácil determinar todos sus funestos re- 
sultados. 

En primer lugar, ella da cabida fácil á una equi- 
vocaci()n ó al fraude; no siempre es fácil conocer 
por el aspecto que es extranjero el individuo con 
(juien tratamos y difícil es en la mayor parte de los 
casos conocer su nacionalidad. ¿Quién no ve aquí un 
medio expedito para cometer un fraude, simulando 
una falsa nacionalidad ol otro contratante? 

En segundo lugar, no es fácil ({ue á los habitan- 
tes del país donde se ejecuta el acto (> se celebra el 
contrato, se les ocurra que deben tomar en cuenta la 
nacionalidad de la persona que va á realizar el acto 
ó el contrato, 6 que dicha nacionalidad pueda alte- 
rar el valor del acto ó del contrato ó sus resultados 
jurídicos. Ello sólo puede ocurrírseles álos juriscon- 
sultos ó á los hombres más ilustrados. 

En tercer lugar, la doctrina que combatimos obli- 
garía en cada caso á solicitar el dictamen de un 
abogado, lo que dificulta gravemente la ejecución 
del negocio con la demora, y lo agravaría con el 
honorario de la consulta, y en muchos casos impe- 
diría su realización. No es posible suponer que la 
generalidad de los habitantes de un país conozcan 
las leyes extranjeras, pues ni la generalidad de los 
abogados las conocen, y mu(*hos ni siquiera tienen 
los medios de conocerlas. La celeridad y la expedi- 
ción en los negocios es hoj^ día una necesidad im- 
periosa del comercio y un elemento poderoso en las 
industrias y en las artes. 

En cuarto lugar, s()lo en las ciudades muy popu- 
losas y muy adelantadas podrían tener lugar los 
negocios de que tratamos, porque sólo en ellas po- 
drían encontrarse jurisconsultos que tenga conoci- 
miento de todas las leyes extranjeras, ó estén en 
aptitud de conocerlas; en la mnyor parte y casi 
en la totalidad de los otros pueblos de todo Estado, 
inclusos los que son cabeceras de importantes sec- 
ciones territoriales, no es fácil encontrar abogadps 
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conocedores de dichas leyes, 6 que tengan facili- 
dad de conocerlas. 

En quinto lugar, el sistema que hace viajar las 
leyes personales obliga á los Tribunales de un país 
extraño á juzgar por leyes desconocidas 6 que no 
le son familiares; los obliga á estudiar é interpretar 
esas leyes aisladamente sin conocer bien el espíritu 
de la legislación que las anima y complementa; todo 
lo cual hace peligrar inminentemente el acierto del 
fallo. 

No creemos que éstos sean los únicos inconvenien- 
tes del sistema que pretende extender la vigencia de 
las leyes personales en ajeno territorio; nadie dejará 
de comprender que ellos refluyen también en los 
mismos extranjeros A quienes se pretende favorecer 
con el dicho sistema, y que los dejará á menudo in- 
habilitados para muchos actos de la vida civil y 
especialmente para muchos contratos de grave im- 
portancia, ó les dificultará el ejercicio de sus res- 
pectivas industrias hasta hacerlos decaer en las em- 
presas más provechosas y benéficas. 

No hay, pues, recíproca utilidad en el sistema en 
que nos venimos ocupando; y mal puede haber 
urbanidad y cortesanía en hospedar al extranjero 
causándole tan grave daño: la comitas gentium y la 
reciproca utiUtas bien entendidas, se encuentran en 
la regla adoptada en el artículo 14 de nuestro Códi- 
go, que coloca á los extranjeros en la misma situa- 
ción que á los nacionales, porque, si las leyes imponen 
obligaciones, también confieren dere(íhos; y un pa- 
dre de familia otorga la más cumplida hospitalidad 
cuando recibe y trata al huésped así como á sus hijos. 

Nuestro Código Civil, en su artículo lo, aplica en 
dos casos la regla que extiende el vigor de las leyes 
personales más allá de la frontera del país; pero 
sólo respecto de los chilenos y de las leyes (*hilenas. 
Esta prudente moderacicin salva los incovenientes 
que hemos señalado á la extensión casi ilimitada 
que se da á la dicha regla en la escuela francesa. 
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El primero de esos casos es en lo relativo al esta- 
do de las personas y á su capacidad para ejecutar 
ciertos actos que hayan de tener efecto en Chile. El 
estado de las personas se considera, en la gene- 
ralidad de las legislaciones, como asunto de orden 
público, y era naturr.l y legítimo que nuestro Código 
tomase precaución contra el peligro de que los chi- 
lenos burlas^en sus mandatos con sólo dar un paso 
más allá de la línea de la frontera. 

En cuanto á la sujeci()n á la ley chilena relativa- 
mente á la capacidad para ejecutar ciertos actos 
que hayan de tener efecto en Chile, tampoco exis- 
ten los graves inconvenientes antes indicados; por- 
que el lugar que se designe páralos efectos del acto 
ó del contrato, hace advertir forzosamente á los que 
lo ejecutan ó celebran, que deben tomarse en cuen- 
ta las leyes del dicho higar: y tanto más justificada 
aparece esta parte del artículo 15 si se nota su riguro- 
sa limitación, pues que restringe su precepto sólo á 
la capacidad y sólo á los actos que hayan de tener 
efecto en Chile: los demás requisitos y los demás 
actos quedan fuera del alcance de la ley chilena. 
También es aplicable aquí la observación que aca- 
bamos de hacer, acerca de la justicia que asiste á 
la ley para precaver el peligro de que se burlen sus 
mandatos por sus nacionales en la misma línea de 
sus fronteras. 

El segundo caso en que el artículo 15 aplica la 
regla de que tratamos, es también sólo para los chi- 
lenos y en las obligaciones y derechos que nacen 
de las relaciones de familia; pero sólo respecto de 
cónyuges y parientes cliileno.s. Las dos restricciones 
que contiene el precepto no sólo lo ponen á salvo 
de los inconvenientes que ofrece la regla que sin li- 
mitación mantiene el imperio de las leyes persona- 
les en ajeno territorio, sino que hacen resaltar su 
•justicia y conveniencia, y evitan que la soberanía 
extraña pueda quejarse de que se hiera su jurisdic- 
ción ó su imperio. Cada país puede ó debe mantener 
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y proteger el vínculo creado por sus leyes con la 
voluntad deliberada y explícita de sus nacionales y 
á favor de los mismos nacionales; porque ese víncu- 
lo es tan poderoso para a(iuel país como el que nace 
del contrato; y debe manteiicrlo favorc(*Jendo sus 
efectos en cuanto esté á su alcance: sin que esto im- 
porte en manera alguna igual obligacicm para el 
país extraño á donde traslade su residencia 6 domi 
cilio el chileno, ni pueda (^sto país quejarse de aten- 
tado contra su soberanía. Los magistnidos chilenos 
harán efectivos los dichos derechos v obMí^aciones 
por los medios que ponga a su alcance la soberanía 
chilena. Las otras naciones no pueden (juejarse de 
que la ley chilena no se {)restc á respetar y ejecutar 
en Chile igual regla con los regnícolas de aquellas 
naciones, puesto que no exige de ellas ni le convie- 
ne exigirles análogo servicio, (¡ue podría ser desi- 
gual ó desproporcionado; porí[ue pudiendo ser muy 
distintas las leyes extranjeras personales de lo que 
son las leyes chilenas, podría llegar el caso de que 
se nos exigiese el apoyo de la autoridad pública 
chilena, pai'a mantener y hacer efectivas relaciones 
de familia inconvenientes 6 extrafias á nuestras cos- 
tumbres y que aún pudieran considerárseles como 
inmorales. Queda á los tratados el regularizar la re- 
ciprocidad. 



vn 



De intento no hemos hablado en los párrafos an- 
teriores del matrimonio, la institucicSn social de más 
alta importancia, como que es la base legítima y úni- 
ca de la familia; queríamos dedicarle por esta razón 
un párrafo especial, haciendo igual cosa con el di- 
vorcio, que es la filoxera del matrimonio y de la fa- 
milia, y al que ha servido de tanto apoyo el protes- 
tantismo con su rebeldía disolvíante en el oi'den re- 
ligioso, como la revolución francesa, con su rebeldía 
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no menos disolvente en el orden social y político, y 
nos ha dado por fruto el matrimonio civil que ha 
venido á vigorizar y á popularizar el divorcio. 

Nuestro Código Civil reconocía como único legítimo 
matrimonio, el católico. Hace poco que uno de nues- 
tros gobiernos liberales, aprovechando un momento 
de inercia de los católicos, ha dictado una ley de matri- 
monio civil, en la que parodia la legislación de la Igle- 
sia Católica: si la quebranta en algunos puntos de gra- 
ve importancia, la conserva en su mayor parte. No se 
han atrevido todavía nuestros libei-ales á introducir 
el divorcio en la ley del matrimonio civil, sin embar- 
go de que ese es el punto á que van á parar ordi- 
nariamente tal clase de leyes; no tenemos, pues, 
para qué tomar en cuenta en este trabajo la dicha 
ley de matrimonio civil. (1) 

El matrimonio lo califica nuestro Código Civil co- 
mo un contrato; y la generalidad (por no decir la 
unanimidad, que es tal vez más propio) de los juris- 
consultos lo estima de la misma manera. En otra 
ocasión (2) hemos tenido la oportunidad de sostener 
que sólo impropiamente puede darse al matrimonio 
ese calificativo, pues que carece de la idea funda- 
mental que Constituye el contrato; que el matrimo- 
nio rigurosamente es un acto religioso; que así ha 
sido reconocido pw todos los pueblos antiguos y mo- 
dernos; y ahora nos vemos en el caso de volver á 
insistir en nuestra opinión. 

El matrimonio, hemos dicho y repetimos, no es 
un contrato, porque carece de la idea fundamental 
de' aquello que constituye todo contrato. Esa idea 
no es otra sino que la convención ó el concurso de 



(1) Dijo este, ley, promulgnda con fecha 10 do Enero de 
1884, en su artículo 19: — «El divorcio no disuelve el matri- 
monio, sino que suspende la vida común de los cónyuges.» 
(S. L,) 

(2) Discurso sobre el matrimonio civil, pronunciado en la 
Gran Asamblea Católica que se celebró en Santiago de Chi- 
le, en los primeros días de Noviembre de 1884. 
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las voluntades sea la causa ó la fuente de las obliga- 
ciones. No basta, ciertamente, que haya el concurso 
de las voluntades de dos ó más personas para que 
exista un contrato, porque ese concurso de volunta- 
tades es sólo un elemento de él. Es cierto que no 
puede haber contrato sin el concurso de la voluntad 
de dos ó más personas, pero no siempre que hay 
concurso de voluntades hay contrato. 

Concurso de voluntades, pero no contrato, había 
entre los róníanos para la legitimación y para la 
adopción, y así decía Modestino en la ley 11, título 
6.^, libro 1.^, tf. «Inviti filii naturales, vel emancipati 
non redigunturin patriam potestatem», (1) lo que se 
confirma en el capítulo 11 de la Novela 89 con estas 
enérgicas palabras: «Nam si invitis liberis potestatem 
solvere patribus non lícet, multo magü sub potesta- 
tem redigere filiam invitum et nolentem sive per 
oblationen curise, sive per confectionem dotalium ins- 
trumentorum, sive alió quoqumque modo, quum for- 
te et patei'namconditionem metuat, ñeque justum, ñe- 
que Imperatori aut legislatoii convenire putamus. » (2) 

Nuestro Código Civil ha mantenido la misma 
doctrina respecto de la legitimación; pues si ha 
declarado que los hijos naturnles se legitiman ipso 
jure por el matrimonio posterior de sus padres sin 
exigir el consentimiento de los lyjos, es porque para 
constituir la filiación natural, ha exigido el concur- 
so de las voluntades del padre ó madre y del hijo, 
y es visto que el que quiere ser hijo ó padi'e natural, 

(1)— «Los hijos naturales ó los emancipados, no se redu- 
cen ni sujetan contra su voluntad á la patria potestad.» 
(Traducción de Rodríguez de Fonseca). 

(2) — «Así como no es lícito á los padres romper los víncu- 
los de la patria potestad sin consentimiento de los hijos, con 
más fuerte razón no es lícito reducir á un muchacho contra 
su voluntad al poder de su padre, cuya suerte le repugna 
seguir; ya le legitimación se verificase por acto ante la curia, 
por otorgación de contratos dótales ó por cualquier otro me- 
dio, creemos que ni el imperio, ni el legislador tienen facul- 
tad para ello.» (Traducción de Bacardí.) 
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con mayor razón quiere ser padre 6 hijo legítimo. 
Podríamos citar todavía otros actos de la vida civil 
en que hay concurso de las voluntades de dos ó más 
personas y que no son contratos ni se les califica de 
tales en ninguna legislación. En la administración 
de todos los sacramentos hay el concurso de las 
voluntades, y en ninguno de ellos hay contrato. 

Los mismos jurisconsultos que estiman el matri- 
monio como un contrato, tienen que reconocer 
esplícitamente que no se le pueden aplicar las re- 
glas de los otros contratos, porque dicen que es un 
contrato sui géneris, lo que importa lo mismo que 
decir que no es contrato. Nos limitaremos á citar 
uno sólo de los jurisconsultos modernos, que repite 
y resume la doctrina común, Fiore, Derecho ínter- 
nacional Privado, libro 1.^, capítulo f).®, numero 7H: 
«Lo que sí admitimos es que aunque el matrimonio 
es un contrato personal y consensúa!, no puede 
confundirse con los demás contratos civiles. El in- 
terés general de la sociedad, el de las partes con- 
tratantes, el de la familia, y el de hi progenitura, 
exige que se le considere como un contrato sui 
géneris. Cada ley puede, pucís, limitar el poder de 
las partes conforme a los intereses de la sociedad, 
(¡ lofi inferescs de las rnis/íafs partes contratantes, 
ú los de la nueva familia que se forma, y á los que 
con a({uellos pueden tener alguna relaciíín.» En el 
número 81 del mismo capítulo, dice: «Aun menos 
coucluyente es la segunda opinión, que sostiene que 
la. ley á que se han referido los contrayentes, es la 
que debe regular el matrimonio y sus efectos. Por 
más (jue el matrimonio, en cuanto se refiere á su 
constitución, sea un (*ontrato consensual y personal, 
no puede, sin embargo, hablarse de él como de 
cualquier oti'O contrato, sino que ha sido considera- 
do en todo ticmiK) como un (*ontrato sui géneris, y 
por niz()n de los gravísimos intereses sociales que 
se derivan de h\ unión conyugal, no es potestativo 
en las partes sustraerse al dominio de la ley que 
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tiene poder y autoridad sobre el contrato mismo. 
Los derechos y los deberes que de la unión conyugal 
se derivan, ya entre los contrcu/ejites^ ya respecto de 
los hijos^ no pueden arreglarse absolutamente según 
la voluntad de las partes, sino que están determina- 
dos por la leyy>. 

Lo que se dice del matrimonio podría decirse de 
la legitimación, de la adopción, de la emancipación, 
etc. La legitimación, se diría, es un contrato perso- 
nal y consensual sui góneris, que no puede confun- 
dirse con los demás contratos civiles, porque los 
derechos y los deberes que de ella se derivan, no 
pueden arreglarse absolutamente según la voluntad 
de las partes, sino que están determinados por la 
ley. Sm embargo, á nadie se le ocunlrá calificar de 
contrato la legitimación. Examinaremos, pues, con 
mjis rigor filosófico las ideas que sobre el matrimo- 
nio como contrato se consignan en los párrafos 
citados. 

Los calificativos de personal y consensual, dados al 
contrato de matrimonio, no son corrientes en la es- 
cuela. En la clasificación que ordinariamente se 
hace de los contratos no podría aceptarse la calidad 
de personal sino como contrapuesta á 7*eal; y si divi- 
diéramos los contratos en personales y reales, deja- 
ríamos comprendidos en un miembro de la división, 
otros en que forzosamente se habría de descompo- 
ner, sin que quedase contrato alguno en la clase ó 
denominaci()n atribuida á o^o miembro; lo que haría 
inútil, y como tal, defectuosa la división. En efecto, 
si contraponemos los contratos personales á los rea- 
les tenemos que dejar entre los primeros los consen- 
súales, los solemnes, y en una palabra, todos los con- 
tratos que no sean reales. Descompuesto el miembro 
de la división que comprende los conti^atos persona- 
les, en consensu(des, solemnes, literales, verbales ó 
de palabra, innominados, no ([uedaría contrato al- 
guno al cual se le pudiese dar con especialidad el 
calificativo de personal] este miembro de la división 
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se desvanecería, lo que es la mejor prueba de que 
se le había comprendido imitilmente en la división. 
Ahora, si por hi píünhva pcrsorud se quiere significar 
que el. contrato debe celebrarse personalmente y que 
no admite procurador, se va contra la doctrina co- 
mún, que admite mandatario en la celebración del 
matrimonio. Si por la palabra personal se ha queri- 
do significar que los derechos y las obligaciones que 
nacen del contrato quedan tan adheridos á la per- 
sona de los contratantes que no pueden trasferirse 
ni trasmitirse, se incurre en el defecto de dar al 
contrato, que es la raffsa, el calificativo que en el 
lenguaje legal se da al efecto^ que son los derechos 
y las obligaciones; así se dice, y es perfecctamente 
aceptado, derecho ú oblif/acíón intrasferible 6 intrdH' 
viÍKÍble\ y no se dice, contrato intrasferible ó Í7itras' 
misíble; porque, en el lenguaje técnico legal, la 
trasferencia y la trífsmisión se aplican sólo al derecho 
ó á la obligación, más nó á la causa del derecho ó 
de la obligación. 

En cuanto al calificativo de consensual, sólo ad- 
vertiremos que sería aceptable respecto del matri- 
monio en puro Derecho natural, pero nó en las 
legislaciones positivas, en las que ordinariamente 
se exigen para celebrarlo ciertas formalidades, sin 
las cuales el matrimonio se reputa nulo ó sin efecto 
alguno. Por esta razón nuestro Código Civil lo ca- 
lifica de contrato solemne; y estaría en la verdad 
científica si en realidad el matrimonio fuera un 
contrato. En la generalidad de las naciones el ma- 
trimonio no se perfecciona por el solo consentimien- 
to, que sería lo que legitimase el calificativo de 
ronsensual. 

Se dice que el matrimonio es un contrato sui gé- 
neris: pero estas expresiones ó nada significan, ó, 
cr»m() hemos dicho, ellas importan lo mismo que 
dcv^ir que el matrimonio no es contrato. 

En efecto, en Legislación y en Derecho se dis- 
tinguen las reglas comunes á todos los contratos y 
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las reglas especiales ó propias de cada contrato. Si 
por las expresiones contrato sui generis se quisiera 
significar que el inarrimonio tiene reglas especiales 
que lo distinguen de los demás contratos, nada se 
diría de particular, porque todos los contratos tie- 
nen reglas propias y distintas de las de los otros 
contratos; y así todos los contratos son sui géneris. 
Pero si con aquellas expresiones se quiere signifi- 
car que al matrimonio no se pueden aplicar las re- 
glas que son comunes á todos los contratos, enton- 
ces se reconoce que el matrimonio no es contrato, ó 
se incurre en una implicancia en los términos; por- 
que la esencia del contrato consiste en su sujeción 
á las reglas comunes de los contratos, ó lo que es 
lo mismo, las dichas reglas forman los elementos 
constitutivos del acto civil que se llama contrato. 
Decir, pues, que al matrimonio no se pueden aplicar 
las reglas de los contratos, es forzosamente reco- 
nocer que el matrimonio no es contrato, porque 
con eso se afirma que le faltan los elementos cons- 
titutivos del contrato. 

Sin duda que en este ultimo sentido emplea el 
distinguido profesor que hemos citado, y así tam- 
bién las otros jurisconsultos, la frase contrato sui 
geneHs. Las palabras que hemos copiado lo de- 
muestran, y son al mismo tiempo, an argumento 
incontestable de que el matrimonio no es un con- 
trato. 

Fiore dice que «eZ matrimonio no puede confun- 
dirse con los demás contratos civiles^ y que cada 
ley puede limitar el poder de las partes conforme á 
los intereses de la sociedad, á los intereses de las 
mismas partes contratantes, á los de la nueva fa- 
milia que se forma, y á los que con aquellas pueden 
tener alguna relaci(3n». Si el matrimonio no puede 
confundirse con los demás contratos civiles, es por- 
que no está sujeto á las reglas de éstos; y el ilustra- 
do profesor da la raz<ni: porque la ley puede limitar 
el poder de las partes contratantes conforme á los 



\ 
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intereses de la sociedad, etc. Esto no significa otra 
cosa sino que el matrimonio es distinto de los de- 
más contratos civiles, porque las obligaciones y los 
derechos que resultan del matrimonio no son obra 
de la voluntad de las partes, como sucede y debe 
suceder en todo contrato, sino que son obra de 
la ley. 

En todas las legislaciones se hace figurar el con- 
trato y la ley como fuentes distintas de las obliga- 
ciones y de los derechos civiles; y por esta razón 
la cualidad, ó diremos más bien, el elemento princi- 
pal que domina en la constitución del contrato, es 
el ser (jenerador de derechos y obligaciones; pero 
es generad(fr en cuanto es obra de la voluntad ó 
del consentimiento de las partes, y en esto so dife- 
rencia de la ley, que engendra las obligaciones y 
derechos sin el consentimiento v aún contra la vo- 
luntad del individuo. El mismo ejemplo de la legi- 
timación, que hemos aducido, lo demuestra inequí- 
vocamente: los derechos y oblignciones que de ella 
nacen son obra exclusiva de la ley; no pueden ser 
aumentados ni disminuidos absolufainente pov hivo- 
luntad de las partes; luego la legitimación no e>i 
contrato. Otro tanto decimos de la emancipa ci()n y 
demás actos constitutivos del estado civil. 

Fiore lo dice en seguida de la manera mas esplí- 
cita: «Y por razón de los gravísimos intereses so- 
ciales que se derivan de la unión conyugal, no es 
potestativo en las partes sustraerse al dominio de la 
ley que tiene poder y autoridad sobre el contrata 
mismo. Los derechos y los deberes que de la unión 
conyugal se derivan, ya entre los contrayentes, ya 
respecto de los hijos, no pueden arreglarse absolu- 
tamente según la voluntad de las partes, sino que 
están determinados por la ley,» Luego el matrimo- 
nio no es contrato, puesto que los derechos y las 
obligaciones que de él nacen no son obra de la vo- 
luntad de los contrayentos (lo que es esencial al 
contrato) sínodo h\ determinación exclusiva de la ley. 

OKRAS FABKKS 5 
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No se extrañe que vayamos todavía á insistir en 
la demostración de que el matrimonio no es contra- 
to, aunque sea de ello prueba bien concluyente lo 
que dejamos dicho; seguimos adelante, porque de 
la califiííación que hagamos de él, dependen las fa- 
cultades ó atribuciones del poder civil para interve- 
nir en su constitución. 

Entre los romanos, el matrimonio, ó mas bien di- 
cho, las nupcias, era una institución que difería 
esencialmente del contrato, y por esto no se les com- 
prendía én ninguna de las clasificaciones de los con- 
tratos; y eso es cabalmente lo que hacen también 
hoy las legislaciones modernas. Fácil es señalar 
los elementos constitutivos del contrato que en vano 
buscaríamos en el matrimonio. • 

En primer lugar, el contrato tiene por objeto in- 
crementar el patrimonio de los contratantes, ó al 
menos el de uno de ellos. Desde que falta el ani- 
mum lucrandl en todos los contratantes, no hay 
contrato; un contrato en que no hubiera espectativa 
de lucro, sería ridículo. En el matrimonio no hay 
ánimo de lucrar, porque no envuelve el propcisito 
de incrementar el patrimonio de los que lo celebran: 
este propósito es completamente ajeno del matrimo- 
nio ó no se le toma absolutamente en cuenta para 
su constitución. Tanto es así, que la ley no admite 
la nulidad de un matrimonio, pedida por la parte 
que hubiera ido á él sólo con la idea de lucro pecu- 
niario, y se encontrara defraudada en sus esperan- 
zas por la real pol)reza de la otra paite, á quién él 
creía poseedora de cuantiosa riqueza. 

En segundo lugar, y como consecuencia del an- 
terior, el contrato exige esencialmente un objeto lí- 
cito para su constitución, esto es, una materia co- 
merciable ó apreciable en dinero; y el objeto ó la 
materia del matrimonio no es comerciable, no pue- 
<le estimarse en dinero. Si se quisiera dar estima- 
ción á la materia del matrimonio, se vendría á cons- 
tituir una especie de servidumbre ó esclavitud, que 
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no sería conforme con el espíritu de las legislacio- 
nes de los pueblos civilizados. 

En tercer lugar, el estado civil de las personas 
no se constituye, ni debe constituirse por contrato. 
En el estado civil predomina el interés público so- 
bre el interés individual; este último es muy inferior 
y se subordina hasta cierto punto al primero. Los 
gravísimos intereses sociales que están vinculados 
iil matrimonio, como lo observa el ilustrado pro- 
fesor italiano en las palabras que hemos copiado, 
quitan á las partes la facultad de sustraerse al do- 
minio de ia ley, y dan lugar á una exacta aplica- 
ción de la regla romana Frivatorum conventio juri 
publico non derogat. El estado civil en general se 
considera como de Derecho público, y por esto no 
es materia apta para la transacción. Por eso el ar- 
tículo 2450 del Código Civil chileno es absoluto: 
«No se puede transigir sobre el estado civil de las 
personas.» Si las obligaciones y derechos que nacen 
del matrimonio se sujetaran á la convención ó á la 
voluntad de las partes, se desnaturahzaría por com- 
pleto la institución; esas obligaciones y derechos 
son de Derecho divino natural; los que celebran el 
matrimonio las contraen ó los adquieren aún igno- 
rándolos. La indisolubilidad del matrimonio, ó sea, 
su perpetuidad, la unidad del varón y de la mujer, 
la mutua fidelidad, la subordinación de la mujer 
al marido, etc., son cosas que aún las legislaciones 
de los pueblos más avanzados en inmoralidad no se 
lian atrevido á dejar al arbitrio délos contrayentes. 
¿Qué contrato es éste en que todas las obligaciones 
sustanciales se sustraen á la voluntad de los que lo 
celebran? 

En cuarto lugar, y como comprobante de lo ante- 
rior, las obligaciones que nacen del matrimonio no 
están sujetas á ninguno de los modos de extinción 
de las obligaciones que nacen de contrato y que se 
reconocen en las legislaciones de los pueblos civili- 
zados. 
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Aquellas obligaciones no se extinguen por otra con- 
vención, ni por la novación, transacción, remisión, 
compensación, confusión, rescisión, evento de con- 
dición resolutoria, prescripción, ni siquiera se le pue- 
den aplicar las reglas de la solución ó pago efecti- 
vo. Para ver que no son aplicables al matrimonio, 
no necesitamos examinar las reglas propias de cada 
uno de estos modos de extinguirse las obligaciones; 
basta su simple enunciación para convencer á quien- 
quiera de la exactitud de nuestro aserto. 

En quinto lugar, y como resumen de lo dicho, 
hacer del matrimonio un contrato es degradar una 
institución santa, única base legítima de la familia 
y de la patria, y causa primordial de la prosperi- 
dad de los Estados; es romper el quicio sagrado del 
orden y de la moralidad públicos; es trastornar la 
sociedad y hacerla retrogradar al paganismo más 
abyecto. 

El matrimonio no es contrato, sino que es una 
institución divina, como lo enseña la Santa Iglesia 
Católica: es una institución de Derecho natural, pri- 
mero, fundada por Dios en el paraíso terrenal, y 
elevada en seguida á la dignidad de sacramento por 
Nuestro Señor Jesucristo. Los mismos partidíirios 
del matrimonio civil no han podido desentenderse 
de esta verdad; y por eso, parodiando la celebi'a- 
ción del matrimonio católico, ponen en boca del 
Oficial del Registro Civil estas palabras: «Yo os de- 
claro casados en nombre de la ley». Luego no es el 
contrato, sino la ley, la que hace el matrimonio, en 
el sentir de estos jurisconsultos. 

Negamos al poder civil la facultad de legislar so- 
bre la constitución del matrimonio y sobre las obli- 
gaciones y derechos esenciales que de el nacen; y se 
la negamos, no sólo con la autoridad de la Iglesia 
Católica, que ya sería bastante, sino con el concur- 
so y asentimiento de todos los pueblos de la tierra. 
Nos agrada, en confirmación, trascribir algunas pa- 
labras del elocuente y sólido discurso de M. Carion- 
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ííisas en el Tribunado en la sesión del 28 ventoso, 
ano II. «En ninguna pártese ha creído, dice el hábil 
é ilustrado tribuno, que fuese bastante un magistrado, 
un hombre, para recibir el juramento de los esposos, 
pnra conferirles tan gran carácter; en todas partes la 
Divinidad misma ha sido llamada como testigo y co- 
mo una garantía. En los bellos días de Roma, y bajo 
las leyes de Xuma, cuando amenazaba estallar al- 
guna discordia entre dos esposos, no era al Foro^ no 
era ante el tribunal del Pretor adonde los amigos y 
parientes arrastraban á estos desgraciados esposos; 
era al templo, era ante los altares de Juno conci- 
liadora, de Juno que presidía á la unión conyugal; 
era á la luz de aquellas mismas antorchas que ha- 
bían alumbrado his pomi)as de su himeneo, bajo 
estas mismas bóvedas en i\\io habían resonado sus 
primeros juramentos; era en estos lugares tan propios 
para hacer revivir tantos recuerdos felices y castos 
pensamientos, donde se l(*s conjuraba en nombre 
de todo lo que hay de santo y de sagrado, que de- 
sistiesen del malhadado d(^signio de separar lo que 
Id sorirdad // Id naturaleza // el cielo y la tierra ha- 
bían unido». 

La misión del poder civil acerca del matrimonio 
no puede ser otra que confirmar y proteger las le- 
ves divinas v eclesiásticas en cuanto á su cons- 
. titución, y determinar sobre sus efectos civiles, pero 
de manera que sus prescripciones guarden conso- 
nancia con las obligaciones y derechos primordia- 
les de aquella institución. 



VIII 



Esto nos conduce naturalmente á tratar del di- 
vorcio, el más recio ataque que en estos últimos 
tiempos ha recibido el matrimonio en algunos pue- 
blos civilizados; del divorcio, que es lo que da lugar 
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á más graves cuestiones en materia de Derecho In- 
ternacional Privado. 

Nuestro Código Civil desconoce el divorcio como 
ruptura al vínculo del matrimonio (1). En Chile no se 
permite el divorcio aun cuando se le admita por la 
egislación del país donde se celebró el matrimonio, 
ó por la legislación del país ó países de la naciona- 
lidad ó domicilio de los cónyuges. Por el artículo 
119 se reconoce y aceptan el valor y efecto civiles 
del matrimonio celebrado en país extranjero en con- 
formidad á las leyes del mismo país ó á las leyes 
chilenas; pero el artículo 120 dice: «El matrimonio 
disuelto en territorio extra njei'o, en conformidad á 
las leyes del mismo país, pero que no hubiera podi- 
do disolverse según las leyes chilenas, no habilita á 
ninguno de los dos cónyuges para casarse en Chi- 
le, mientras viviera el otro cónyuge»; y el artículo 
121 dice: «El matrimonio que según las leyes del 
país en que se contnijo pudiera disolverse en él, no 
podrá, sin embargo, disolverse en Chile, sino en con- 
formidad á las leyes chilenas.» De aquí resulta que 
en Chile no tiene jamás lugar el divorcio; pero si se 
efectúa el divorcio en el extranjero, y los divorcia- 
dos celebran otro matrimonio en conformidad á las 
leyes de aquel país, en Chile se aceptan el valor y 
efectos civiles de ese matrimonio. Esto se entiende 
sólo de los extranjeros, porque para los chilenos 
existe la regia del inciso 2.^ del artículo 119: «Sin 
embargo, si un chileno ó chilena contrajere matri- 
monio en país extranjero, contraviniendo de algún 
modo á las leyes chilenas, la contravención produ- 
cirá en Chile los mismos efectos que si se hubiese 
cometido en Chile» (2). 

Como se ve, en nuestra ley civil están claramente 

(1) Véase nota 1 en la página 59. 

(2) Véase nota 1 en la página . . . , siendo de advertir que 
el primer impedimento que enumera el art. 4 de esa ley> 
comprendo á: «los que se hayaren ligados por vínculo ma- 
trimonial no dísuelto». (S. L.) 
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resueltas las cuestiones relativas á la ley que debe 
prevalecer tratándose del divorcio, sea que se haya 
celebrado el matrimonio por chilenos ó por extran- 
jeros y sea cual fuere el país de la celebración. Aun- 
que no participamos por completo de las ideas que 
han dominado en las decisiones de la ley chilena, 
pues que debiera haber sido más amplio el rechazo 
del divorcio, reconocemos, sin embargo, que en 
cuanto no permite que él se verifique en Chile en 
ningún caso, está en la más rigurosa justicia y per- 
fecta moralidad. 

Porque, apresurémonos á decirlo, el divorcio que 
acaba con el vínculo conyugal es altamente inmo- 
ral, disolvente para la familia y destructor del Esta- 
do. Nos remitimos al discurso de Mr. Carion-Nisas ya 
citado, que se encuentra en la compilación de Lo- 
cré, tomo 5.^, pág. 338, en el cual se demuestran 
esas tres proposiciones de una manera incontesta- 
ble con la estadística en la mano. No podemos re- 
sistir á copiar aquí estas enérgicas expresiones, dig- 
nas de un corazón generoso y patriota: 

«Acordaos de la época aún reciente en que la pa 
labra divorcio resonó por la primera vez entre no- 
sotros, ¿Os acordáis de hi sensación que ella excitó? 
Esta palabra funesta salió de en medio de las orgías 
de este mismo recinto, de esta misma sala quizá en 
que hago oir hoy día ima voz expiatoria. ¿Quién la 
pronunció? XJn hombre tanto más abyecto en la opi- 
nión cuanto más elevado había sido por la fortuna. 
Según la noble práctica de esta antigua República, 
en la que se requería que toda proposición, aun la 
más útil, hecha por un ciudadano envilecido, se pu- 
rificase pasando por el órgano de un hombre de 
bien, se le habría impuesto silencio sin duda. Pero 
¿quién se habría encargado de su proposición? Co- 
locaos vosotros en esas circunstancias: y vo os lo 
pregunto á todos, al uno después del otro, ¿habría 
alguno entre vosotros que hubiese querido entonces 
hacerla? Sin embargo, ella tuvo un grande éxito: se 
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quería entonces disolver el Estado; preciso era co- 
menzar por desorganizar la familia. Hoy día voso- 
tros queréis consolidar el Estado; fundad, pues, la 
familia. La indisolubilidad es su cimiento: así lo ha 
declarado la opinión de toda la tierra. La voz del 
universo ¿es acaso una preocupación? Nó, sin duda; 
y uno se siente tentado á creer que hay algo de so- 
brenatural y de divino en una opinión que ni el cur- 
so de los siglos, ni el de los acontecimientos, ni el 
cambio de las leyes, ni el de las costumbres, han 
podido hacer variar: de la misma manera que se ha 
llegado á establecer por el asenso unánime como 
por el sentimiento íntimo, que el homicidio es un 
gran crmen contra la naturaleza, ¿nose podría tam- 
bién establecer en virtud del mismo asenso que el 
divorcióos en efecto un deíito fundamental contra 
la so('íedadh> 

No podemos guardar silencio sobre lo que relati- 
vamente á este asunto encontramos en Fiore, libro 
1.^, capítulo 8.^, número 117: ^<Son distintas las dis- 
posiciones del Derecho positivo relativamente á la 
indisolubilidad del lazo conyugal. Sancionando al- 
gunas legislaciones la doctrina de la iglesia. Qnod 
DeUrS conjiuuvit homo non separet, (1) consideran la 
muerte del cónyuge como el único medio legítimo 
parala disolución del matrimonio; mientras que otras 
legislaciones, fundándose eir las Santas Escrituras, 
que permiten repudiar á la mujer adúltera, autori- 
zan el divorcio.» Aquí se incurre en dos graves erro- 
res, que por ser referentes á las legislaciones de to- 
dos los pueblos civilizados, ó sea, á los pueblos 
cristianos, no debemos dejar pasar inadvertidos. 

En el texto trascrito se contrapone la doctrina de 
la Iglesia á la de la Santas Escrituras, como si hu- 
biera entre elUis alguna oposición. Las palabras que 
se citan como doctrina de la Iglesia, Qiiod Deus 
conjunxit homo non sepárete son palabras del Salva- 

(1) «Lo que Dios ha unido, no lo desuna el hombre». (Tra- 
ducción de Torres Araat:*San Mateo, cap, 19, v. 6). 
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dor y se encuentran en los Evangelios, de San Ma- 
teo (capítulo 19, vers.® 6.°) y de San Marcos (capítu- 
lo 10, vers.® 9.^) Allí Nuestro Señor Jesucristo con- 
denó el repudio (que no era por cierto del todo igual 
al divorcio) de la manera más formal y absoluta, y 
mostró que su enseñanza no contradecía un punto 
á los sagrados libros: Quoniam Moyses ad dnritiam 
cordis vestri permisit vobis dimitiere uxores vestras: 
ab initío autem nonfuit sic (1). La doctrina de la Igle- 
sia no puede, pues, contraponerse á la de las San- 
tas Escrituras, porque ambas son una misma. La 
doctrina que profesa y enseña la Iglesia sobre el ma- 
trimonio, la ha tomado de las Santas Escrituras y 
de las palabras del mismo Dios, pionunciadas pri- 
mero en el paraíso y después por Nuestro Señor Je- 
sucristo. El repudio se toleró por la ley de Moisés, 
y (ista tolerancia fué abolida por el Salvador del 
Mundo: no pueden fundarse en las Santas Esci'itu- 
ras los que sostienen la inmoral institución del di- 
vorcio. 

Pero, se nos dice, en algunos países civilizados 
S(? reconoce el divorcio, y algunos jurisconsultos sos- 
tienen que deben juzgarse no sólo por las leyes del 
país donde se celebra el matrimonio, sino también 
por las leyes del país donde han trasladado su do- 
micilio los esposos. Por toda contestación diremos, 
que es deplorable que en países civilizados se des- 
conozcan hasta tal punto la moral y la importancia 
del matrimonio, que se le llegue á convertir en ob- 
jeto de tráfico; y que no puede pedírsenos la reci- 
procidad, porque en ningún caso el error y la in- 
moralidad tienen derecho para alterar de igual á 
igual con la verdad, la justicia y la decencia. Prefe- 
rimos que no senos reconozca nuestro derecho, antes 
que obtener su reconocimiento acatando la inmo- 
ralidad. 



(1) «A causa de la dureza de vuestro corazón os permitió 
Moisés repudiar á vuestras mujeres; mas desde el principio 
no fué así». (Traducción de Torres Ámat). 
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A las leyes patrias que reglan las obligaciones y derechos ci- 
viles, permanecerán sujetos los chilenos, no obstante su residen- 
cia ó domicilio en país extranjero: 

i.^ En lo relativo al estado de las personas y á su capacidad 
para ejecutar ciertos actos que hayan de tener efecto en Chile. 

2.0 En las obligaciones y derechos que nacen de las relaciones 
de familia; pero sólo respecto de sus cónyuges y parientes chi- 
lenos. 

SUMARIO 
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gatoria de las leyes personales. 
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IV. Doctrina del Derecho Romano y de la Legislación Española sobre 
esta materia. 

V. Explicación del número l.<>: qué se entiende por estado de las per- 

sonas j cuándo se entenderá que los actos ejecutados en territorio 
extranjero han de tener efecto en Chile. 

VI. Explicación del número 2.o 

VII. Resumen. 



El artículo 14 es un precepto general y absoluto, 
que comprende a todos los extranjeros resi(lcnteH en 
Chile, de cualquier condición que sean, ya domici- 
liados ó ya transeúntes; y que comprende asimismo 
todas las leyes, ya personales, ya reales ó ya rela- 
tivas á los actos; pero no comprende á los extranje- 
ros que no residen en Chile, ni se aplica á los ac- 
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tos ejecutados ni á los contratos celebrados fuera de 
Chile. Por el contrario, el precepto consignado en el 
artículo 15 es limitado; s(51o se aplica á los chilenos. 
Las leyes á que se refiere el artículo 15, siguen al 
chileno en el extranjero; ó bien los derechos y obli- 
gaciones que nacen de dichas leyes no sufren alte- 
ración en el chileno residente en el extranjero, aun 
cuando llegue á adquirir allí domicilio. Pero dichas 
leyes no obligan al extranjero en país extraño ó en 
su propio país, aun cuando esté domiciliado en Chi- 
le. Todas las disposiciones del artículo 15 son extra- 
fias al extranjero, ninguna de ellas lo es aplicable, 
porque son dictadas exclusivamente para el chile- 
no. La primera limitación del artículo I") es, por 
consiguiente, relativa á las personas. 

La segunda limitación es relativa a las leyes. 
Kuestro Código Civil no ha aceptado en este parti- 
cular la doctrina francesa en toda su extensión. Se- 
gún el artículo 15, la ley personal chilena, en su ge- 
nei'alidad, no viaja con el chileno, como lo enseña 
la doctrina francesa; sólo ciertas clas(\s de leyes per- 
sonales, las que so expresan en los niimei-os 1." y 
2.^, son las que siguen imperando sobre el chileno 
fuera de Chile. 

Todavía es mas rígida la segunda limitación; pues 
en cuanto á los actos que el chileno ejecuta en el 
extranjero, la ley chilena sólo califica su capacidad 
cuando esos actos havan de tener efecto en Chile. 

Quedan, por consiguiente, fuera del alcancte del 
artículo 15: 1.^ los actos ejecutados y los contratos 
celebrados por los extranjei'os en país extraño, aun 
cuando uno ú otro hayan de tener efecto en Cubile; y 
la capacidad de los extranjeros para dichos actos ó 
contratos se aprecia por la ley extranjera. Nótese 
bien: los expresados actos ó contratos no son regi- 
dos por el artículo 15, pero pueden ser regidos, y lo 
serán en muchos casos, por otros artículos del Có- 
digo Civil; y 2.^ los actos ejecutados y los contratos 
celebrados en país extraño por un chileno, si esos 
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actos Ó contratos no han de tener efecto en Ohile. 
De consiguiente, un chileno, menor de edad según 
la ley chilena, puede con^prar y vender válidamen- 
te un bien raíz situado en país extrafio, si por la ley 
extranjera es mayor de edad, como sucede en Fran- 
cia, Inglaterra y otros países, donde la mayor edad 
se alcanza á los veintiún aflos, mientras que en Chi- 
le sólo se la alcanza á los veinticinco. 

Resumiendo esta doctrina diremos: que si la dis- 
posición del artículo 14 es general y absoluta en 
cuanto á las personas, pues que comprende á todas 
las residentes en Chile, sean nacionales ó extranje- 
ras, domiciliadas ó transeúntes, y lo mismo en cuan- 
to á las leyes, de cualquiera clase que sean; la dis- 
posición del artículo 15, es limitada á los chilenos y 
sólo á ciertas clases de leyes, como á ciertas clases 
de actos v contratos. El aitículo 14 establece el im- 
perio de la ley chilena en todo el territorio chileno 
y sobre todos sus habitantes; el artículo 15 hace es- 
tensiva la fuerza obligatoria de la ley chilena nuís 
allá de las fronteras de la República, pero sólo res- 
pecto de los chilenos y do ciiertas y determinadas 
relaciones y casos: el artículo 14 se ocupa en la obli- 
gación de obedecer la ley (*hilena en Chile, mien- 
tras que el artículo 15 se ocupa en la obligación de 
obedecerla en el extranjero. 

No podria decirse, para combatir nuestra expli- 
cación, que el inciso 1.^ áiú artículo 15 está conce- 
bido en términos generales; pues que sí lo son sus 
primeras palabras, en seguida y sin interrupción, 
vienen otras que las limitan, y además porque la 
ley podría redactarse en forma negativa sin incon- 
veniente alguno, sin alterar el sentido de la propo- 
sición, diciendo: «Los chilenos domiciliados ó resi- 
dentes en país extranjero no estarán sujetos á las 
leyes patrias que reglan las obligaciones y derechos 
civiles, sino, 1.^ En lo relativo al estado de las per- 
sonas;» etc. 

Sabido es que la ley tiene dos límites, el territo- 
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rio y el tiempo. La ley, como emanación ó expre- 
si(5n de la voluntad soberana, no puede imperar sino 
en la extensión del territorio á donde se extiende la 
soberanía que es su fuente; pero como al mismo 
tiempo la ley ejerce su influencia benéfica en los 
ciudadanos ó sea en los naturales del territorio, y 
puede sujetarlos á su impeno en ciertos casos, sea 
cual fuere su residencia, la buena doctrina legal, 
aceptada por todas las naciones civilizadas, recono- 
ce la legitimidad de su imperio en los ciudadanos 
de su país aún más allá de sus fronteras; pero sólo 
para determinados casos y relaciones, que son aque- 
llos en que pueden recibir la sanción de la misma 
lev. Este es el fundamento lógico de la limitación; 
y así los casos que no están al alcance de la san- 
ción de la ley nacional no son regidos por ella. Por 
esta razón los actos ejecutados y los contratos cele- 
brados por los chilenos en país extraño, que no han 
de tener efecto en Chile, no son regidos por la ley 
chilena, porque no podría alcanzarlos con su san- 
ción sino con cierta violencia injustificada. Puesto 
que dichos actos ó contratos no han podido ofender 
su soberanía ni dañar los intereses nacionales, y 
puesto que la sanción civil no es ordinariamente 
otra que la negación de los efectos civiles del acto 
ó contrato y la indemnización de perjuicios, cosas 
que sólo pueden realizarse en el extranjero, en la 
suposición de que hablamos. 

En cuanto al otro límite de la fuerza obligatoria 
de las leyes, que es el tiempo, nos remitimos á lo 
dispuesto en el artículo 9.^, que es el asunto del 
efecto retroactivo de las leyes. 



n 

El artículo 15 que comentamos ha sido tomado 
del artículo 3.^ del Código francés, del 7.^ del pro- 
yeto de García Goyena, del 4.^ del Código austria- 
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co y del 9.^ del Código de la Luisiana, que es 
igual al 3.^ del francés. 

El Código francés consigna, en las expresiones 
que emplea sobre esta materia, la doctrina y la ju- 
risprudencia que desde largos años viene imperando 
en la escuela francesa. El inciso 3.^ del artículo 3.^ 
de dicho Código, que es el concerniente al asunto 
que tratamos, dice así: «Las leyes que concernien 
al estado y á la capacidad de las personas obligan 
á los franceses aún cuando residan en país extran- 
jero». 

Como se ve, el precepto es general, amplio, no 
tiene las limitaciones que se consignan en el artícu 
lo 15 del Código Civil chileno; no hace más que se- 
guir las enseñanzas de su escuela, según la cual las 
leyes personales viajan con el ciudadano^ ó bien, el 
ciudadano está sujeto á las leyes personales de su 
país, sea cual fuere el lugar á donde traslade su re- 
sidencia. Así vemos que en el proceso verbal del 
Consejo de Estado, sesión del 14 termidor, año IX, 
que antes hemos citado, Mr. Tronchet dice que el 
extranjero no está sometido á las leyes civiles que re- 
glan el estado de las personas. Después Mr. Andrieux 
en la sesión del Tribunado, del 12 de f rimarlo, año 
X, hace mérito de la doctrina consignada en un se- 
gundo proyecto, según la cual un francés que resi- 
de en país extranjero continúa en estar sometido á 
las leyes francesas, relativamente á sus derechos ci- 
viles y á los bienes que posee en Francia. Después 
Mr. Portalis en la segunda exposición de motivos 
en la sesión del Cuerpo Legislativo del 4 de vento- 
so, aflo XI, en los números 12 y 13, se expresa así: 
«¿Se trata de las leyes ordiníirias? Siempre se ha 
distinguido entre las que son relativas al estado y á 
la capacidad de las personas y las que reglan la fa- 
cultad de disponer de los bienes. Las primeras se 
llaman personales y las segundas reales. Las leyes 
personales siguen á la persona por todas partes. 
Así la ley francesa, con ojos de madre, sigue á los 
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franceses hasta las regiones más apartadas; los si- 
gue hasta las extremidades del globo». Mr. Portalis 
concluye el número 13 diciendo: «Los diferentes 
pueblos, con los progresos del comercio y de la ci- 
vilización, tienen ahora más relaciones entre sí que 
las que tenían en otro tiempo. La historia del co- 
mercio es la historia de la comunicación entre los 
hombres. Es, pues, más importante ahora que lo que 
fué antes, fijar la máxima que, en todo lo que con- 
cierne al estado y á la capacidad de la persona, el 
francés, sea cual fuere el país donde se encuentre, 
continúa en ser regido por la ley francesa:^. 

Es de notar que los legisladores franceses, si se 
atiende á las expresiones que emplean, han creído, 
parece, que en las leyes relativas al estado y á la 
capacidad de las personas se comprenden todas las 
personales; pero esto no es así, pues que hay algu- 
nas leyes personales que no son relativas al CvStado 
ni á la capacidad de las personas, como son las rela- 
tivas al domicilio, á la tutela y curaduría, á los ali- 
mentos que se deben por ley á ciertas personas en 
algunos casos, como al donante de donación cuan- 
tiosa, al ex-religioso que por la relajación de sus 
votos vuelve á la vida civil, y algunas otras. 

Resulta de aquí que no puede decirse que el Có- 
digo francés haya consignado en su artículo 3.^ de 
una manera absoluta la teoría que enseña que todas 
las leyes personales viajan con el individuo, sino 
sólo las leyes relativas al estado y á la capacidad 
de las personas. 

Pero esta regla es sin duda mucho más amplia 
que la adoptada por nuestro Código Civil en su ar- 
tículo 15. Según el Código francés, todas las leyes 
relativas al estado y á la capacidad de las personas, 
ligan á los franceses en país extranjero en todos los 
actos que ejecuten y en todos los contratos que ce- 
lebren en el extranjero aunque esos actos ó contra- 
tos no hayan de tener efecto en Francia. iVsí, por 
ejemplo, un joven francés compra en país extraño 
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un bien raíz situado en ese país, y en seguida lo 
vende, careciendo de capacidad para ello seg'ún la 
ley francesa, pero con capacidad según la ley del 
país donde se otorgóla venta. El artículo 3.° del Có- 
digo francés desconoce la legitimidad de ese con- 
trato. 

No sucede lo mismo con el artículo 15 de nuestro 
Código Civil. La ley chilena relativa á la capacidad 
dol chileno sólo le obliga en el extranjero en cuanto 
á los actos y contratos que hayan do tener efecto en 
Chile. Los actos que ejecuta y los co.^.tratos que ce- 
lebra el chileno en país extraño para tener efecto en 
dicho país, no hay necesidad de ajustarlos á la ley 
chilena én cuanto á la capacidad del chileno que 
los ejecuta ó celebra. 

Creemos más conforme con la buena doctrina le- 
gal la disposición de nuestro artículo 15; porque los 
actos que se ejecutan y los contratos que se cele- 
bran en país extraflo para cumplirse en el mismo 
país ó en otro que no sea el de la nacionalidad del 
individuo que los ejecuta 6 celebra, no pueden ofen- 
der la soberanía de la lev ó de la Nación del dicho 
individuo, en cuanto á la capacidad de éste para 
ejecutarlos ó celebrarlos: en este sentido sólo pueden 
ofender la soberanía de la ley del país donde se 
ejecutan ó celebi'an. Por otra parte, la sanción civil 
de dichos actos ó contratos no puede ser otra que 
su nulidad ó su ineficacia v la indemnización de 
perjuicios; y esta sanción sólo puede llevarse a efec- 
to, lógica y naturalmente, en cuanto á la capacidad, 
en el país donde han tenido lugar y donde van á 
tener efecto dichos acatos ó contratos. Para hacer 
efectiva esa sanción en el país de la nacionalidad del 
individuo que ejecutó el acto ó celebró el contrato, se 
necesita de una violencia inaceptable en las buenas 
teorías del Derecho Internacional Privado. 

Así lo vemos actualmente en la misma Francia, 
donde os posible hacer efectiva en ciertos casos di- 

OHRAS KA H RES 6 
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cha sanción, mediante la disposición legal que de- 
clara competentes á los tribunales franceses para 
juzgar los contratos celebrados en el extranjero por 
sus nacionales; disposición dictada, sin duda alguna, 
con la mira de protegerlos, pero que ha dado lugar 
á que las otras naciones tomen su desquite y obser- 
ven la misma regla contra los franceses, guardando 
la más perfecta reciprocidad; y así viene á destruir- 
se ó hacerse ilusoria por completo la protección 
que se quería otorgar. 

Al concluir sobre este punto, observaremos que 
nuestro Código Civil no ha incurrido en el error 
grave y perturbador de confundir la nacionalidad 
con el domicilio, error en que han incurrido otras 
legislaciones y muy doctos jurisconsultos. Ni ha in- 
currido tampoco en el otro error de dar preferencia 
al domicilio sobre la nacionalidad, como fuente de 
todos los derechos civiles. Nuestro Código Civil 
para nada ha tomado en cuenta el domicilio en esta 
materia, sino sólo la nacionalidad. 

Por lo demás, nuestro artículo 15 está de acuerdo 
con el 3.® francés en cuanto á las leyes relativas al 
estado; esto es, el chileno, lo mismo que el francos, 
es regido en el extranjero por sus respectivas leyes 
nacionales en lo que respecta á la constitución del 
estado, ó sea á los requisitos necesarios para su cons- 
titución, en cuanto á para la terminación del estado, y 
en cuanto á las obligaciones y derechos que nacen del 
mismo estado. Sin embargo, hay entre ellos esta di- 
ferencia, que el Código francés sostiene la regla en 
toda su extensión, mientras que el artículo 15 del 
nuestro la limita, en el número 2.^, en cuanto á las 
obligaciones y derechos qiie nacen de las relacio- 
nes de familia^ sólo respecto de stis cónyuges y pa- 
rientes chilenos] y la desconoce ó no la aplica á los 
cónyuges y parientes extranjeros del chileno; y así 
éste queda libre del imperio de la ley chilena rela- 
tivamente á las obligaciones y derechos que nacen 
de las relaciones de familia (que son exactamente 
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las obligaciones y derechos del estado) respecto de 
su cónyuge y parientes extranjeros. 

Resumiendo decimos: que son dos las diferencias 
sustanciales que existen entre las disposiciones del 
artículo 15 chileno y el 3.^ francés: 1.^, las leyes re- 
lativas á la capacidad sólo siguen al chileno en el 
extranjero respecto de los actos ó contratos que ha- 
yan de tener efecto en Chile; mientras que al francés 
le siguen en todos los actos ó contratos, aunque no 
hayan de tener efecto en Francia; 2.^, las leyes re- 
lativas al estado siguen al francés en el extranjero 
sin limitación alguna, mientras que al chileno no le 
siguen en cuanto á las obligaciones y derechos que 
nacen de las relaciones de familia relativamente á 
su cónyuge y parientes extranjeros. 



III 



La base fundamental déla teoría que analizamos, 
consiste en la división de las leyes en reales^ perso- 
nales y relativas á los actos. El célebre jurisconsulto 
Bartolo, invocando la ley romana, decía: Omne fus 
quo titirmir^ vel ad res pertinet^ vel ad personas, vel 
adactiones^veg]íi que se encuentra consignada en la 
Instituta de Justiniano (1). Todas las escuelas han 
aceptado esta base para fundar y desarrollar sus di- 
ferentes sistemas. Esta clasificación délas leyes es la 
clave autorizada pnra la resolución de todos los con- 
flictos que resultan de la colisión de las leyes de 
distintas naciones, ó sea, para resolver las cuestio- 
nes de Derecho Internacional Privado. Hercio, en 
su disertación sobre la colisión de las leyes, enseña 
asimismo que el hombre está sometido á la ley en 
el triple aspecto, vel ratione personae, vel ratione re- 



(1) Libro 1, titulo 111: «Todo el derecho que nos rigo por- 
tenece^ ó alas personas^ ó á lascosas^ ó alas acciones» (/S. £.) 
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intm^ vel ratione actinnn. Esta era también la divi- 
sión que se hacía en el estmiiorlel Derecho Romano, 
división de qne encontrnmos vestigio bien patente 
en la generalidad de los ccnligos modernos y espe- 
cialmente en el Civil nuestro. Así podemos decir que, 
salvo algunas excepciones y muy pocas, las leyes 
del libro 1.^ son peisonales; Ins leyes del libio 2.^ 
son reales; v las de los libros 8.^ v 4/* son relativas 
á los actos; bien que en estos riltímosson numerosas 
las excepciones, pues hay en ellos también nuielias 
leyes reales y personales. 

Como la mayor parte de los autores antiguos, al 
tratar de esta matei'ia, emplean la palabi'a estatuto 
en lugar de ley^ conviene que recordemos, antes de 
ocuparnos en las reglas ({ue sirven para distinguir 
las leyes personales délas reales. (^1 ¡)r¡mitivo origen 
de estas cuestiones. 

La teoría de la divisi()n de los esfatutos en perso- 
nrdes, reales y mixtos, trae su origen del confli(íto 
que nacía entre el derecho voniún^ que así sollamaba 
el romano^ y el derecho ó legislación particnlar 
que regía las ciudades concjuistadas por el imperio 
romano, y que la conservaban después de su incor- 
poración al im{)er¡o, á ¡)esar de quedar sujetas á su 
dominación y sometidas, por consiguiente, á las le- 
yes nuevas que se dictaban en Roma. Pero la pala- 
bra técnica estatuto se empleó especialmente para 
designar las leyes que se formaron en la Edad Me- 
dia para las diversas ciudades de la Italia, las (pie 
constituyeron el derecho ¡Hdiiculur en contraposi- 
ci(>n al eomún, (pie en esa época no lo era ya S(')lo 
el romano sino también QMombardo. De manera (pie 
la palabra estatuto significaba ley munií^ipal, ó de 
una provincia ó ciudad sometida á otra ley común: 
Savigny, capítulo I, párrafo 347; Foelix, capítulo IV, 
numero lí). Más tarde la })alabra estatuto se ha es- 
timado V se (\stima actualmente como sinónimo 
de lev. 

Entre los antiguos han sido muy varias las opi- 
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niones relativamente á bus reglas que deben adop- 
tarse para discernir qué leyes non pe nío nales y cuá- 
les reales. Bartolo, (jue ha sido uno de los fundado- 
res de este sistema, estableció como regla fundamen- 
tal para distinguir el carácter de real 6 de personal 
de una ley. los términos de su redacción; de manera 
que, si la ley dijese: «El primogénito sucederá en los 
bienes del i)aílre», la ley sería perH(mal\ y si dijese: 
«Los bienes del padre pasarán al primogénito con 
exclusión de sus hermanos», la ley sería real. Según 
esta regla, el sujeto de la frase decidiría de la natu- 
raleza de la ley. Pero Baldo ])rimero y despuésotros 
muchos autores citados por Foelix, como también 
Bímllenois, Marcado y Massé, hnn combatido seme- 
jante regla, dando por razcin que, si más debe aten- 
derse á las ideas que á las palabras, no hay porqué 
hacer mérito de la construcción de la frase ó del 
orden en que se coUxjuen las expresione», cuando 
aparezca con claridaíl la misma idea; y que debe, 
en consecuencia, buscarse principalmente el objeto 
definitivo que se propuso el Legislador, y nó la ma- 
nera en que se ha expresado, siempre que ella no 
altere ese objeto, ó sea, la volunüid del Legislador, 
l'an evidente es esta observaci()n que, á no ser por 
el gran prestigio de que ha gozado el jurisconsulto 
Bartolo, ku regla, manifiestamente errónea, rio ha- 
bría raeiecido el honor de ser discutida. 

La división de las leyes eiireales, personales y re- 
lativas á los artos es universalmente aceptada; pero 
algunos jurisconsultos antiguos agi'egnn un cuarto 
miembro á la división, v es el de las leves mixtas, 
considerando como tales las que participan de la 
naturaleza de las reales y de las personales; clasifica- 
ción que es ahora generalmente rechazada. 

La ley porsonal, según la (lefinici(>n común, es la 
que tiene relación directa con el estado de las per- 
sonas, esto es, la (luc estatuye sobre su condición ó 
su capacidad ó incapacidad general ó particular para 
los actos de la vida civil. Foelix, capítulo IV, número 



86 DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 



22, al definir la ley personal, habla sólo de la capa- 
cidad ó incapacidad general, ó de la universalidad 
de la condición; pero BouUenois y otros reconocen 
y sostienen la ley personal particular: «Las leyes 
personales son ó personales universales ó personales 
particulares. Las leyes personales particulares son 
aquellas que no afectan la persona sino para algunos 
actos particularesy limitados», principios 11 y 13, pá- 
ginas 4 y 5, tomo I, cuyos principios se hallan desa- 
rrollados y sostenidos en la observación 4.* comba- 
tiendo la definición de Rodemburgo, Universiis ¡yer- 
sonae statvs aut conditio vertitur citra rerUm cid- 
jectionem^ (l)y los autores antiguos que la sostienen. 
De la misma opinión de BouUenois son Prevot de la 
Jannes y Savigny, como lo reconoce Demangeat en ' 
las observaciones al capítulo IV citado de Foelix. 
Pero esta división de las leyes personales en genera- 
les y particulares, sólo es útil para el más cabal 
conocimiento de la naturaleza de las leyes persona- 
les; pues que en la materia deque tratamos, y espe- 
cialmente según las disposiciones de nuestro artículo 
15, no hay importancia para darle más desarrollo. 
Según esta doctrina, podemos señalar como leyes 
personales las que se encuentran en el libro I de 
nuestro Código Civil, que son las relativas al prin- 
cipio y fin de la existencia de las personas, domici- 
lio, matrimonios y deberes de los esposos, distintas 
clases de filiaciones, obligaciones y derechos que 
ellas producen, estado civil y sus pruebas, alimen- 
tos que se deben por la ley, tutelas, curadurías y 
personas jurídicas. Porque aun las leyes que dictan 
reglas sobre la enajenación ó administración de los 
bienes de las distintas personas y aun sobre los de- 
rechos que en ellos confieren, son leyes personales, 
porque son dictadas en consideración al estado ó 
condición de las personas, tales como el usufructo 



(1) «Todo estado ó condición de las personas se considera 
BCgiln la situación de las cosas». (5. i.) 
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legal del padre de familia sobre los bienes del hijo 
y el del marido sobre los bienes de la mujer, dere- 
chos reales sui generis^ que nacen y expiran ó se li- 
mitan sólo por disposición de la ley. Lo mismo hay 
que decir sobre la décima de los guardadores, etc. 
Se conocerá mejor la naturaleza y extensión de las 
leyes personales cuando se conozca la naturaleza y 
estensión de las leyes reales, no sólo por la contra- 
posición que existe entre ellas, sino porque siendo 
fácil distinguir las unas y las otras de las leyes re- 
lativas á los actos, las que no sean de esta última 
clase, son precisamente ó reales ó personales, ya 
que no hay otro miembro en la clasificación que 
aceptan los jurisconsultos modernos. 

Se llama ley real la que estatuye directamente so- 
bre las cosas, esto es, sobre su naturaleza y modo 
de adquirirlas, sobre los diversos derechos que en 
ellas se tienen, sobre su transmisión y transferencia 
(1) independientemente del estado ó capacidad de la 
persona, y que sólo lo toma en cuenta de un modo 
incidental y por vía de consecuencia. Así, la gene- 
ralidad de las leves contenidas en el libro II de núes- 
tro Código Civil, con pocas excepciones, son leyes 
reales; las diversas clases de bienes ó cosas, el do- 
minio V los otros derechos reales, los modos de ad- 
quirii'los, la posesión, son materia de las leyes rea- 
les. Pero hemos dicho que hay algunas excepciones, 
que no todas las leyes dfel libro II son reales; y en 
efecto, las leyes sobre la gratificación del salva- 
mento en el modo de adquirir llamado ocupación, 
los abonos de mejoras y daños en los poseedores de 



(1) Aunque el Legislador Chileno no ha definido expresa- 
mente las palabras transferir ^^ transmitirle^ empleo constante 
y uniforme que hace de ellas, nos permite establecer que p^r 
la palabra transferir se significan las mutaciones del dominio 
y de los (Jercehos reales ó personales por acto entre vivos; y 
por la palabra transmitir, se significa el tránsito de los mis- 
mos derechos por causa de muerte, sucesión testada ó in- 
testada. (Nota del Autor). 
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buena ó mala fe, por ejemplo, son leyes que partici- 
pan más del carácter personal que del real. 

Del mismo modo, las leyes ({ue prescriben que la 
venta de los bienes raíces del menor se haga en pú- 
blica subasta, que la v(mta de los bienes raíces de 
la mujer casada que el marido esté obligado á res- 
tituir en especie, no puede hacerse sino con autori- 
zación judicial, son leyes personales, por más que 
se trate en ellas de bienes raíces; porque son dicta- 
das en consideración á la persona: y aún cuando en 
ellas se toman en cuenta las cosas (los bienes raíces) 
es sólo en consideración á la persona, para protejer 
al menor y á la mujer casada; y así puede decirse 
que estas leyes pertenecen al estado 6 á la capaci- 
dad de la persona. 

Esta clase de leyes y otras análogas eran las que 
formaban el otro miembro de la clasificación que 
adoptaban algunos jurisconsultos antiguos, llamán- 
dolas mixtas, esto es, reales y pei^sónales á un mismo 
tiempo; clasificación que es rechazada por la gene- 
ralidad de los modernos; y la razón que dan es que 
admitir este nuevo miembro es echar por tierra la 
divisi()n; que así sólo se trata de evadir la dificultad 
sin resolverla, desde que todas las leyes son mixtas 
en el sentido de que, aunque dispongan principal- 
mente sobre las personas ó sobi-e las cosas, disponen 
al mismo tiempo incidente Imente ó por vía de con- 
secuencia, por lo menos, sobre las unas ó sobre las 
otras, y así sólo debo calificárselas de reales 
ó personales según el carácter predominante. Algu- 
nos creen que pueden considerárselas en parte rea- 
les y en parte personales cuando el predominio no 
exista ó no sea fácil establecerlo, sin que por esto 
acepten la calificación de /y¿¿r/«.s\-Massó, tomo I, nú- 
mero f):37; F(rlix, capítulo IV, número 21. Este últi- 
mo autor observa que Houllenois reconoce las leyes 
mixtas; y á la verdad, aun cuando al final de la ob- 
servación segunda, combatiendo la opüiión de D'Ar- 
gentré y de Burgundo, sostiene expresamente que 
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los estatutos no pueden dividirse sino en dos clases, 
á síiber, en personales y en reales, y que no los hay, 
por consig'uiente, mixtos; no obstante, en la obser- 
vación sexta, donde examina detenidamente las opi- 
niones de Ü'Argentré y de Burgundo, después de 
refutarlas v desecharlas, admite los estatutos mixtos 
que producen los efectos de los estatutos reales y 
personales según líoullenois. Pero, si se examina con 
rigor este sistema, los estatutos mixtos debieran cla- 
sificarse entre los personales. He aquí algunas de 
de sus expresiones: II est indifférent par rapport á 
ees Statuts vüxtrs, de diré quih suivent la Loi de la 
HÍtuation,pluii)t que la JjOí du domicüe, parce que 
V^DVíetVautre Jjoiestla ineíiie, le statut vii,vte 7iUigis- 
mnt que sur le domicilié et sur les biens silms dans 
le domicile. Ainsi la Lai du domicile est la Loi de la 
^situatiou, comme la Loi de la situation est la Loi du 
domicile (1). A lo que parece, los estatutos mixtos de 
Boullenois son los (jue otros autores llaman estatu- 
tos paiticulares-personaleíí-reales, como la ley que 
permite al menor casado donar á su cónyuge, que 
es el ejemplo que proponen, y que én el sistema mo- 
derno debiera calificarse simplemente de personal, 
ponjue no es oti'a cosa que la supresión de una de 
las restricciones establecidas por la ley á las facul- 
tades administrativas del menor, ley dictada, en con- 
secuencia, sólo en consideración á la persona y nó 
á las cosas. 

Pudiera tal vez decirse que liouUenois incurre has- 
ta cierto punto en un error semejante al en que cae 
lyArgentré, ([ue sostiene (|ue los estatutos mixtos 
producen el mismo efecto que los reales, y á quien 
se le arguye diciendo, que es inútil agregar unmiem- 

(1) f Es indif<'roíU(\ respecto ú estos estatutos mixtos, de- 
cir (jiic siguen la l(\v de la situnclón eon preferencia á la ley 
del domicilio, por(iu(\ no ocupándole» el estatuto mixto sino 
del domiciliado v de los bienes situados en el domicilio, una 
y otra lev es la misma. Asi la lev domicilio es la lev de la si- 
tuación, como la ley de la situación es la ley domicilio.» {S. L,) 
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bro á una división si no ha de producir efecto algu- 
no distinto de otro de los miembros; si ambos pro- 
ducen un mismo efecto, debemos considerarlos como 
una misma parte ó como un solo miembro de la di- 
visión, pues que ésta sólo se funda en la diferencia 
de sus miembros, y éstos se califican y distinguen 
en razón de los distintos efectos jurídicos que pro- 
ducen. En el caso propuesto por Boulleriois y según 
las reglas generales que ado{)ta, el menor de edad 
podría donar á su cónyuge los bienes situados en 
ajeno territorio, considci-ando ese caso como ley 
personal, y sin embargo, Houllenois establece una 
regla especial para sus estatutos particulares-perso- 
nales-reales, según la cual no siguen al individuo en 
ajeno territorio, lo que es efecto de la ley real. 
(Observación 13, pág. 183.) Savigny combate esta 
división de los estatutos personales en particulares 
y generales, en cuanto se atribuye á los últimos el 
efecto de seguir al individuo en país extranjero, y 
se le niega á los primeros (Lib. 3.^ cap. 1.^, § 3(54). 
El error de Hurgando consiste en calificar de mixtas 
las leyes que recaen á un mismo tiempo sobre los 
bienes muebles é inmuebles, dando por razón que 
los bienes muebles se rigen por la ley del domicilio 
del duefto, y, por consiguiente, dichas leyes son per- 
sonales y reales á la vez; pero no es aceptable que 
las leyes que recaen sobre los bienes muebles sean 
personales, según la doctrina de nuestro Código Ci- 
vil y la escuela alemana, que es la misma de la es- 
pañola, derivadas ambas inmediatamente de la ro- 
mana. 

Basten estas ligeras nociones sobre la naturaleza 
de las leyes reales y de las personales para la mejor 
inteligencia de nuestro artículo 15, puesto que no 
podríamos proponernos dar un conocimiento cabal 
de los diversos sistemas ni dar un desarrollo más 
extenso á las teorías enseñadas por las diversas es- 
cuelas, para lo cual sería necesario una obi'a espe- 
cial y de grande aliento, y porque tendremos que 
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volver sobre este punto en el comentario del artículo 
16. Conviene sí tener alguna noticia del estado déla 
legislación romana y de la española Quando llegó á 
formarse escuela en esta importante materia del De- 
recho Internacional Privado, lo que será el asunto 
del párrafo siguiente. 



IV 

Según enseña Savigny, cuyos profundos conoci- 
mientos y largos estudios en el Derecho Romano lo 
colocan en la primera línea de los maestros, y á 
quien tomamos por guía en este particular, son muy 
pocas las decisiones que se encuentran en los códi- 
gos romanos en la materia de Derecho Internacio- 
nal Privado. En vano buscaríamos en ellos i'eglas 
precisas sobre las leyes reales y personales, ni si- 
quiera formuladas las nociones fundamentales de tan 
grave y difícil asunto. Ni es de extrañarlo, desde 
que el extranjero era h(Mis y no gozaba de la pro- 
tección y ventajas que confei'ían las leyes civiles só- 
lo al ciudadano romano. 

Agregúese á esto, según Savigny, que si se emplea 
una sana y severa crítica, tenemos que excluir como 
extrañas muchas de esas decisiones que á primera 
vista pudieran creerse referentes á la materia del 
Derecho Internacional Privado. Hay todavía que 
observar que la falta de comunicación entre las na- 
ciones, aun de las mismas que estaban sujetas al 
imperio romano, y el atraso ó imperfección de las 
legislaciones de esos pueblos, no daban lugar á que 
pudiera diseñarse siquiera la teoría del conflicto en- 
tre las leyes de distintos territorios sobre las perso- 
nas (ciudadanos y extranjeros) y sobre los bienes 
situados dentro de sus respectivas jurisdicciones. 

Todo el sistema de Savigny en esta materia, con- 
siste en investigar Ins fuentes ú orígenes del Derecho 
para determinar las reglas aplicables á las diversas 
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relaciones de Derecho, 6 sea, los derechos adciuiri- 
dos (1). Las fuentes son tres: la ciudadanúi, el do- 
micilio y la sumisión expresa 6 tácita de los individuos 
á una legislaci(3n particular. Las reglas aplicables 
según el derecho Romano á las diversns relaciones 
de Derecho, deducidas de las pocas decisiones que 
en él se encuentran sobre esta materia, son: 

1.^ Cuando se celebra un contrato por ciudada- 
nos que pertenecen á diferentes Estados regidos por 
distintas legislaciones, no se puede oponer á ningu- 
na de las partes el derecho puramente positiv o del 
Estado extranjero, sino que se les aplica el jus gen- 
tium. Lo mismo parece ser que los ciudadanos per- 
tenezcan á distintas naciones, ó que, siendo el uno 
romano y el otro extranjero, celebren el contrato en 
el exti'anjéro (> que lo celebren en el país de la na- 
cionalidad de uno de ellos. Pero, este principio es 
derogado en ciertos casos por algunos motivos po- 
líticos. 

2.* El derecho de ciudad, (3 hi ciudadanía en una 
nación determinada, fija para cada individuo ó ciu 
dadano el derecho á que está sometido personalmen- 
te, y según el cual debe ser juzgado. Aquí se percibe 
fácilmente la ley personal, y la regla según la cual 
las leyes personales ó algunas de ellas viajan con el 
individuo. 

3.** Si una persona tenía el derecho de ciudadanía 
en una ciudad y el domicilio en otra, prevalecía el 
derecho local de la ciudadanía: si tenía diversas ciu- 
dadanías, ó era ciudadano de diversas naciones, pre- 
valecía la ciudadanía originaria <> lamas antigua: y no 



(1 j En el lenguaje usado por Savi^'uy la expresión relación 
de derecho signiñca el derecho adquirido ó que form í parte de 
nuestro patrhuonio, y se llama institución de dererho las fa- 
cultades que nacen cxchisivamentc de la ley. Asi, el dominio 
que tcn^^o en mi casa y el (TÓdito que tengo contra Pedro por 
diez mil pesos, son relaciones de derecho: y la patria potestad 
ó la potestad marital, son instituciones de derecho, - (Nota del 
Autor). 
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se tomaba en cuenta la ciudadanía romana, la que se 
acumulaba ala ciudadanía particular, pues se aplica- 
ba el derecho local de esta última. Nuestro Códig^o 
Civil sio'ue en este punto el Derecho Romano, pues 
no atiende al domicilio sino á la nacionalidad. 

4.*"^ Faltando la ciudadanía, el domicilio determi- 
naba el derecho local aplicable al individuo. 

No se encuentran en el Derecho Romano reglas 
para decidir en U)s casos ét\ que el individuo care- 
ciera absolutamente de ciudadanía 6 de domicilio, ó 
en que tuviera domicilio en diversas ciudades suje- 
tas á distintas leoislaciones; y Savigny cree que en 
el primer caso debía atenderse al domicilio que hu- 
biese tenido antes^ ó sea el domicilio de orig'en,y en 
el segundo caso, al domicilio más antiguo. (Tratado 
(Ir Derecho Romano, tomo 8.^ i?§ 306, 357 y 359). 

En la legislación cspaflola, y especialmente en el 
Código de las Siete Partidas, encontramos más dise-^ 
fiada la teoría relativa á la naturaleza y extensión 
(le las leyes reales, j)ersonales y relativas á los ac- 
tos, y bosquejado el sistema que ha venido á acep- 
tar nuestro (/ódigo (Hvil. Respecto de las leyes per- 
sonales, puedo decirse que las Partidas no les dan 
los efectíjs ó la extensión (jue les señala la doctrina 
común, especialmente en la generalidad de viajar 
con el individuo á donde quiera que se traslade, 
pero ni siquiera para los mismos nacionales españo- 
les. En efecto, la ley 15, título l.*\ Partida 1." que 
citamos y aún (»o|)iamos en el comentario del artícu- 
lo 14, princij)¡a con estas palabras: «Todos aquellos 
([ue son del señorio del facedor de las leyes sobre 
las íjue el pone, son tenudos de las obedecer e guar- 
dar,' e juzgarse ¡)or ellas, e no por otro escrito de 
otrii ley fecha en ningmux manera: el que la ley 
face, es tonudo • de la facer complir, etc.» Algunos 
autores han creído encontrar aquí, consignada en 
la generalidad, la regla que acepta la escuela fran- 
cesa, según la cual las leyes personales de cada 
país viajan con los ciudadanos del mismo país; pero 
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el contexto y espíritu de las palabras que dejnmos 
copiadas, como el resto de la ley, revelan otra inte- 
ligencia incompatible con la extensión que se atri- 
buye á dicha regla. 

La ley, es cierto, habla en términos generales, 
aplicables tanto á los nacionales como á los extran- 
jeros. Todos aquellos que son del señorío del face- 
dor de las leyes; pero á continuación concreta su 
precepto á los nacionale*, mandando que no se juz- 
gue po7' otro escrito de otra ley. Para encontrar la 
regla consignada en toda su extensión en estas pa- 
labras, es preciso darles dos clases de generalidad, 
una relativa á las personas y otra relativa á los lu- 
gares ó territorios; y haríamos entonces decir á la 
ley: <rTodos los individuos son juzgados sólo por las 
leyes de su nación en cualquier parte que tenga lu- 
gar el juicio». De este modo haríamos legislar á 
don Alfonso el Sabio no sólo para los españoles y 
para la España, sino también para todos los extran- 
jeros y para todas las naciones: y haríamos tam- 
bién decir á la ley: «En Francia los españoles ó in- 
gleses no serán juzgados por la ley francesa sino 
por la ley española ó inglesa». No debemos incurrir 
en la anomalía de hacer tan ignorante al Legisla- 
dor de las Partidas, suponiendo que desconocía el 
límite de sus facultades y que creía poder legislar 
para ajeno territorio y para extranjeros que no re- 
sidiesen en su señorío. 

Si no es posible encontrar en dicha ley 15 la ge- 
neralidad relativa al territorio, es fácil encontrar en 
ella la generalidad relativa á las leyes, para abi-a- 
zar tanto las personales como las reales; y esta ge- 
neralidad excluye la relativa al territorio, tal como 
se consigna explícitamente en la ley, y con repeti- 
ción: del facedor de las leyes. . . son temidos de las 
obedecer^ ¿juzgarse por ellas. Que la generalidad 
reUitiva á las leyes es incompatible con la genera- 
lidad relativa al territorio, es cosa manifiesta y lo 
reconocen los mismos que sostienen la regla en toda 
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SU extensión; porque, sí cada nación debe aplicar 
únicamente sus leyes, tanto las reales como las per- 
sonales (generalidad relativa á las leyes), no es po- 
sible que la ley personal viaje con el individuo, ó 
tenga un mismo efecto en todas las naciones relati- 
vamente á los subditos del Legislador (generalidad 
relativa á los lugares). Del mismo modo, si la ley 
personal viaja C(m el individuo, ó, lo que es lo mis- 
mo, á cada individuo no se le pueden aplicar otras 
leyes personales que las de su nación, en cualquier 
parte que sea juzgado, y por cualquier acto ó con- 
trato regido por dichas leyes personales, (que es el 
significado de la regla en toda su extensión, y que 
es lo que importa la generalidad relativa á los lu- 
gares) es imposible la generalidad relativa á las le- 
yes, esto es, que en cada nación se apliquen siem- 
pre y á todos sus habitantes todas sus leyes, perso- 
nales y reales. 

Si encontramos, pues, en la ley 15, título 1.^ Par- 
tida 1.*, la generalidad relativa á las leyes, puesto 
que no hace distinción alguna, no podemos ver en 
ella consignada la regla de que el individuo viaja 
con las leyes personales, en el sentido general y ab- 
soluto que se le quiere dar, ó en los efectos que se 
le atribuyen. Para conocer bien su sentido y la ex- 
tensión del significado de sus palabras, es preciso 
no olvidar que dicha ley no podía ser dictada sino 
sólo para España, cosa que no necesitaba expresar 
el Legislador, y que las palabras que dejamos co- 
piadas se dirigen especialmente á los es|)añoles. En 
virtud de ser dictada la ley sólo para España, todos 
han entendido que el objeto de la ley era que no se 
pudiesen aplicar por los jueces de España más que 
las leyes españolas. Así dice Gregorio López en la 
glosa: < Vides hicq^fod per alias leges fio npotestjudi' 
cam in istis Regnis: et sic non per leges Imperato- 
rum, sen alias leges juris comnu(nisy> (1); y en la ley 

(1) «Verás aquí, que no puedo juzgai'se en estos Reinos 
por otras leyes, ni por las de los Emperadores ni por las 
del fuero común» — (/S. L,) 
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6.**, título 4.®, Partida 3,**, que cita el mismo López y 
recordamos en el comentario del artículo 14, la quin 
ta C08a sobre que se manda prestar jui'amento á los 
jueces es: «que los pleitos que vinieren ante ellos, 
que los libren bien é leal mente, lo más ayna é mejor 
que supieren, é por laslrycs de este libro e non por 
otr^tsy>. Confírmase esta inteligencia por las palabras 
que agrega la misma ley lo: é el (jf fe la ley f are, es 
temido de la facer com¡)lir\ lo que supone que habla 
sólo del Legislador de Espafla, y de las leyes espa- 
ñolas, porque no es de figurarse que el autor de la 
ley creyera que los reyes de Francia 6 Inglaterra, 
verbigracia, pudiesen hacer cumplir sus leyes en 
España, ni viceversa. Que las palabras copiadas se 
dirigen especialmente á los españoles, se conoce no 
sólo por lo que dejamos dicho, sino porque á ccmti- 
nuación se ocupa en los extranjeros: «E eso mismo 
decimos de los otros que fueren de otro señorío^. La 
generalidad de las palabras de la ley sólo importa 
un considerando ó im fundamento de la disposición 
y puede redactarse así su sentido: «Estando todos 
obligados á obedecer y cumplir todas las leyes de 
su soberano, mando que los españoles, ó mis subdi- 
tos, S()lo sean juzgados por las leyes de España ó 
por mis leyes (el Código de las Siete Partidas fué 
dictado con la intención de que fuese general para 
toda la monarquía) en todos los casos ([ue ocurran 
en los tribunales de este reino.» Por lo que hace á 
los extranjeros dispone (lue respecto de todos los ac- 
tos, contratos y delitos (jue tuvieren lugar en Es[>a- 
ña, sean juzgados por las leyes españolas, sin con- 
sideración alguna á las leyes de sus respectivas na- 
ciones y especialmente á las leyes [)ersonales, por- 
que respecto de las reales establece la excepción en 
la ley 15, título 14, Partida 8.*. Así, pues, aquí se 
fija la regla general (ley 15, título 1.^, Partida 1."), 
en la que se encuentran comprendidas las leyes per- 
sonales, sin que después se las exceptúe, como su- 
cede con las reales. De manera que el contrato de 
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un francés de veintiún aftos de edad celebrado en 
España, sería rescind ible, porque en Espafla es me- 
nor de edad, aunque en Francia sea mayor á los 
veintiún aflos y á pesar de que sean personales las 
leyes que así lo determinan. El contrato celebrado 
en España se juzga por la ley española, no sólo 
en cuanto á su forma, sino también en cuanto á la 
capacidad de los contratantes y demás requisitos, 
como asi mismo respecto de las obligaciones ó dere- 
chos que produce: «E eso mismo dezimos de los otros 
que fueren de otro señorío, que ficiesen el pleito, ó 
postura, ó yerro en la tierra do se juzgase por las 
leyes... é aunque sean de otro señorío, no pueden 
ser excusados de se juzgar por las leyes de aquel 
señorío, en cuya tierra oviesen fecho alguna destas 
cosas. > 

Sin embargo, en la citada ley 15, título 1.^, Par- 
tida 1 .*, encontramos el fundamento de la distinción 
de las leyes personales y reales, aunque no se atri- 
buyan á las primeras los efectos ó extensión que se 
les reconoce en la teoría moderna más generalizada. 
Podríamos decir que, según la ley 15, la ley 'perso- 
nal viaja con el individuo, pero sólo respecto de los 
españoles; ó lo que es lo mismo, los españoles están 
obligados á obedecer y cumplir las leyes españolas 
en cualquier parte donde se encuentren; pero sólo 
las leyes relativas al orden público ó á las buenas 
costumbres, leyes á que no es lícito renunciar y res- 
pecto de aquellos actos ó contratos que se hayan 
de juzgar en España, donde no es lícito juzgar por 
otra ley que la española. No sería lícito al español 
salir de España para burlar la ley de su nación, ni 
efectuar, por consiguiente, un acto ó un contrato 
contrariando la ley de orden púbhco de su patria y 
que haya de tener efecto ó se haya de juzgar en su 
propia patria. En resumen, la ley 15 quiere que en 
todos los juzgamientos que tengan lugar en España 
sea entre nacionales ó entre extranjeros, sólo se apli- 

OURA^ FABRKS 7 
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que la ley española y nó otra ley alguna. Esta es la 
regla general, salvo la excepción de que vamos á 
ocuparnos. 

La ley 15, título 14, Partida 3.*, confirma dicha 
regla general, pero consigna al mismo tiempo lu ex- 
cepción en estos términos: «E si por aventura ale- 
gase ley ó fuero de otra tieiTa que fuese de fuera 
de nuestro señorío, mandamos que en nuestra tierra 
non haya fuerza de prueba^ fueras ende en contien- 
das que fuesen entre ornes de aquella tierra sobre 
pleyto ó postura que oviesen fecho en ella, ó en ra- 
zón de alguna cosa mueble, ó rayz de aquel logar. 
Ca entonce, maguer estos extraños contendiesen so- 
bre aquellas cosas antel juez de nuestro señorío, bien 
pueden recebir la prueba, ó la ley, ó el fuero de 
aquella tierra, que alegaren antel, e débese por ella 
averiguar, e delibrar el pleyto.» La excepción ó li- 
mitación que se consigna en esta ley, como aparece 
con toda claridad, es sólo relativa á los extranjeros 
y para los contratos que celebraren en el extranjero 
ó sobrjB bienes situados en su país. De manera que 
según esta ley, los españoles no pueden ser juzga- 
dos jamás en España sino por las leyes españolas, 
aunque se trate de contratos celebrados en el extran- 
jero ó de bienes situados en el extranjero (la excep- 
ción afirma la regla en contrario inclusio wiius est 
exclusio alterius): y así podemos repetir que la ley 
española reconoce la regla que enseña que la ley 
personal viaja con el individuo, pero sólo respecto 
de los españoles, y nó de los extranjeros; y que es- 
tos últimos son juzgados en España por la ley es- 
pañola y sólo por ella (ya sea real ó personal) en 
los actos ejecutados y en los contratos celebrados en 
España. Gregorio López en la glosa 4.* de esta ley 
reconoce también que la excepción puesta en las 
palabras que dejamos copiadas es sólo relativa á los 
extranjeros. Se expresa así: «Videtur ex ista lege, 
quod si essent subditi, ligarentur istis legibus, vel 



COMENTAKIO AL ART. 15 99 

aliis legibus hujiis Regni, etiajn in bonis^ qiiae essent 
extra territoriitm Regni.^ (1) 

En esta ley es donde se encuentra consignada la 
teoría de las leyes reales; pero, como lo hemos visto, 
sólo se aplican en España las leyes reales extranje- 
ras en las cuestiones de extranjeros, mas nó en las 
que tengan los nacionales, ni tampoco en todas las 
cuestiones entre extranjeros, sino sólo entre aquellos 
que son nacionales del mismo país donde están si- 
tuados los bienes, ó como dice Gregorio López en la 
misma glosa: «Licet per leges probetur allegantis 
intentio, non tamen in dominio unius Regni qua- 
estio est dirimenda per legem alterius Regni, nüi 
Ínter hominis illiiis Regni, fuerit contentiosupercon- 
tractu in Regno suo celebrofo: aut super re mobili 
vel in mobili ülus terrae.y> (2) 

Para concluir esta resefia de la legislación espa- 
fiola sobre las leyes personales y reales, agregare- 
mos que la ley 24, título 2, Partida 4.*, establece 
que los contratos matrimoniales que celebren los es- 
posos prevalezcan sobre la costumbre contraria de 
la tierra á donde mudaren su domicilio; y que aún 
cuando no celebren contrato alguno, prevalezca ó 
se siga con preferencia la costumbre de la tierra 
donde se celebró el matrimonio, en lo relativo á do- 
naciones, arras y gananciales. Algunos jurisconsul- 
tos dan á esta ley una latitud ilimitada, pues encuen- 
tran en ella una regla general para dirimir la coli- 
sión de leyes de distintas naciones y así la aplican 
á los matrimonios celebrados en el extranjero, con- 



(1) «De esta ley se deduce que si fuesen subditos, se re- 
pián por estas leyes ó por otras de este Reino, aún en los 
bienes que existiesen fuera del territorio del Reino.» (S, L.) 

(2) «Aunque la intención del que alega se prueba según 
las leyes, sin embargo, no se ha de dirimir la cuestión, que 
nace dentro de los límites de un Reino, por las leyes de 
otro, á no ser que, entre hombres de otro Reino, se suscita- 
re cuestión sobre contrato celebrado en ese Reino, ya sea 
sobre cosa mueble ó inmueble de esa tierra.» {S. L) 
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formándose á este respecto á la doctrina más gene- 
ralmente adoptada en la materia del Derecho Inter- 
nacional Privado. Pero el tenor de ella revela que 
s<51o se propuso dirimir el conflicto que resultase de 
las costumbres contrarias de los diversos pueblos de 
la misma España, sin derogar la regla general de 
que hemos hablado, cual es que los españoles y los 
extranjeros se juzgan siempre en España por las le- 
yes españolas, excepto en cuanto á los actos que 
ejecutaren ó los contratos que celebraren los extran- 
jeros en s}i propia patria. A ser cierta ó legítima la 
ilimitada extensión que se le quiere atribuir, habría- 
mos de deducir que los españoles podían casarse en 
el extranjero contrariando el estatuto personal de 
su patria, lo que es inadmisible según las leyes que 
antes hemos citado y analizado. Por otra parte, es 
bien significativo que la ley hable de costumbres y 
no de leyes, y en realidad había diversas costumbres 
en la misma España respecto á los derechos que 
producía el matrimonio en cuanto á los bienes de los 
esposos. Véase la glosa de Gregorio López ala mis- 
ma ley 24. 

V 

En la doctrina aceptada por nuestro Código Civil 
en la materia de Derecho Internacional Privado, no 
se reconoce, como antes lo hemos advertido, la regla 
que mantiene sujeto al ciudadano á las leyes perso- 
nales de su país, sea cual fuere el lugar adonde tras- 
lade su residencia. Nuestro Código, siguiendo á la 
ley española, la desconoce por completo en cuanto á 
los actos ejecutados y á los contratos celebrados 
en Chile; aquí están sometidos los extranjeros á las 
leyes personales chilenas en los referidos actos y 
contratos. Así también, los chilenos no están some- 
tidos á las leyes personales chilenas en los actos eje- 
cutados y en los contratos celebrados en territorio 
extranjero, sino en los casos que determina el ar- 
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tículo 15. En los otros deben sujetarse á las leyes 
del país donde los ejecutan ó celebran. 

En cuanto á los actos ejecutados y á los conti-atos 
celebrados por extranjeros en país extraño, nuestro 
Código Civil no ha dictado regla especial ninguna, 
salvo lo dispuesto en el artículo IG; y en consecuen- 
cia esos actos y contratos se rigen en Chile por las 
reglas del Derecho Internacional Privado, que son 
las que se aplican á falta de leyes positivas. 

El primer punto que señala el aVtículo 15 en qi^e 
la ley personal chilena sigue al chileno en el extran- 
jero, es en lo relativo al estado de las personas y á 
su capacidad para ejecutar ciertos actos que hayan 
de tener efecto en Chile. 

Lo que desde luego cumple averiguar es qué en- 
tiende la ley por estado de las personas. El artículo 
304 de nuestro Código Civil dice: ^El estado civil es 
la ccdidad de un inditiduo en cuanto le habilita pa- 
ra ejercer ciertos derechos ó contraer ciertas obliga- 
dones civiles.-» Esta definición adolece de dos graves 
defectos. 

El primero consiste en decir que el estado civil 
habilita para ejercer derechos y contraer obligacio- 
nes, cuando en realidad el estado civil lo constituye 
la existencia ó el conjunto de los derechos y obliga- 
ciones que la ley asigna al estado. Así, el estado de 
padre de familia no es la calidad que habilita para \ 

ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligacio- 
nes civiles, sino que es la existencia de esos mismos 
•derechos, ejérzanse ó no se ejerza;i; y la existencia de 
esas mismas obligaciones, que nacen sólo de la ley, 
ynó la habilidad ó aptitud ^^vficontraerlas^e^\o que 
constituye el estado. Decir que el estado civil es la 
calidad que habilita para contraer las obligaciones 
que la ley señala á ese estado, es suponer que esas 
obligaciones no existen por el hecho mismo del es- 
tado, sino que es preciso además alguna diligencia ó 
algún acto por parte de la persona que tiene el 
estado; esto importaría decir que esas obligaciones 
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no nacen exclusivamente de la ley; lo cual es un error 
manifiesto. El mismo Código Civil, en el artículo 
240, define la patria potestad en estos términos: «La 
patria potestad es el conjunto de uerechos que la ley 
da al pa(lre\eg\W\\iiy sobre sus hijos no emancipados.» 
Todo estado civil, cualquiera que sea, no es masque 
el conjunto de ciertos derechos y de ciertas obliga- 
ciones civiles.' 

El segundo defecto de la definición que da nues- 
tro Código del estado civil está en su vaguedad, por 
la cual la definición comprende conjuntos ó reunio- 
nes de derechos y obligaciones completamente ex 
traños al estado civil. Así, por ejemplo, la tutela ó 
curaduría, ó sea el cargo de tutor ó curador, lo mis- 
mo que el de albacea, es la calidad de un individuo 
en cuanto le habilita para ejercer ciertos derechos 
ó contraer ciertas obligaciones civiles, y sin embargo 
es impropio decir que la calidad de tutor ó curador ó 
de albacea es estado civil. Lo mismo podríamos de- 
cit de otras instituciones civiles, como la propiedad 
fiduciaria, el usufructo, etc., etc. El propietario fidu- 
ciario tiene una calidad que le habilita para ejercer 
ciertos derechos ó contraer ciertas obligaciones ci; 
viles. La definición comprende, por consiguiente, 
mucho más de lo que se trata de definir, y falta así 
á una de las reglas más importantes de una buena 
definición, porque no da un conocimiento cabal y ex- 
clusivo de la cosa que se define. La regla exige que 
se señale en la definición el elemento principal y 
distintivo de la cosa definida, para que no se lacón-, 
funda con otras. 

El estado civil podríamos definirlo diciendo: que 
es el conjunto de derechos y obhgaciones civiles in- 
herentes á la persona, y que no se pueden, por lo 
tanto, transferir ni transmitir; que se adquieren ó se 
contraen por el solo ministerio de la ley, sin que la 
voluntad privada pueda aumentarlos ó disminuirlos; 
y que constituyen una calidad particular del indivi- 
duo en sus relaciones familiares y sociales. 
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El estado civil dice relación especial y. directa- 
mente á la familia y sólo indirectamente á la socie- 
<lad ó á los extraños. Por esta razón la calidad de 
tutor ó de curador y la de albacea, no son riguro- 
samente un estado civil, pues ellas no son relativas 
á la familia; y los derechos que confieren esas cali- 
dades, como las obligaciones que imponen, no son 
meramente civiles ó privadas, al menos en cuanto 
al tutor y curador, sino que son de carácter público 
por tres motivos: 1.^ Por el interés que tiene la socie- 
dad en su buen desempeño, á causa ele la protección 
que ella debe al desvalido; 2.^ Porque los cargos de 
tutor ó curador se confieren por la autoridad públi- 
ca, pues toda tutela ó curaduría debe ser discernida 
(art. 373); y 3.^ Porque se da acción pública ó po- 
pular para reclamar las incapacidades y para pedir 
la remoción (artículos 513, 541 y 542). 

El número 1.^ del artículo 15 dice que el chileno 
permanece sujeto á las leyes chilenas en lo relativo 
al estado de las jjersonas. En el estado de las per- 
sonas hay que considerar la manera cómo él se ad- 
(juiere ó se constituye, los derechos y las obligacio- 
nes inherentes á él, y la manera cómo termina ó se 
cambia. En las palabras empleadas por la ley, en lo 
relativo al estado de las personas.se comprenden las 
tres consideraciones que dejamos apuntadas: consti- 
tución del estado, derechos y obligaciones que le son 
inherentes, su terminación. Pero las palabras que 
agrega el Legislador limitan el significado de una 
(le dichas consideraciones. El número 1." dice que 
el chileno, á pesar de su domicilio ó residencia en 
país extranjero, sigue siempre sujeto á lasleyes pa- 
trias en lo relativo al estado de las personas y á su 
capacidad para ejemtar ciertos actos que hayan de 
tener efecto en Chile. Esta última frase limita la sig- 
nificación de la otra (en lo relativo al estado de las 
personas), en cuanto á los derechos y obligaciones 
inherentes al estado; porque la capacidad que resulta 
del estado y que es uno de los derechos del mismo, 
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no es regida por la ley chilena en lo relativo á los 
actos ejecutados y los contratos celebrados en el ex- 
tranjero, si esos actos ó contratos no han de tener 
efecto en Chile: en este caso dichos actos v contra- 
tos se rigen sólo por la ley extranjera respecto á la 
capacidad y á los derechos y obligaciones con- 
siguientes. 

Pero ¿cuándo se entenderá que los actos ejecutados 
y los contratos celebrados en el extranjero, han de 
tener efecto en Chile? Cuando los derechos que na- 
cen de esos actos ó contratos deben ejercitarse en 
Chile, y cuando las obligaciones que producen los 
mismos actos y contratos deban cumplirse en 
Chile. Los efectos del acto ó del contrato, en gene- 
ral, son los derechos y obligaciones que producen. 
En consecuencia, un chileno ha>>ilitado de edad po- 
dría vender en el extranjero un bien raíz situado en 
el extranjero, si por las leyes del país donde celebra 
el contrato tiene capacidad para ello, porque ese 
contrato no ha de tener efecto en Chile. Pero si el 
bien raíz está situado en Chile, ó el contrato se cele- 
bra para ejecutarse en Chile, entonces la capacidad 
del chileno debe ajustarse á la ley chilena, porque 
esos contratos han de tener efecto en Chile. La regla 
general y legítima es la competencia del foro: si los 
tribunales de Chile son los competentes para juzgar 
del ejercicio del derecho, ó si éste puede reclamarse 
ante los tribunales de Chile, y si ante los mismos 
tribunales puede exigirse el cumplimiento de las 
obligaciones, es lógico que se apliquen las leyes 
chilenas, pues que el chileno debió tomarlas en 
cuenta al ejecutar el acto ó celebrar el contrato que 
habrían de juzgarse en Chile. 

Por lo que hace á la constitución del estado y á las 
maneras como termina, la regla es absoluta; el chi- 
leno, á pesar de su residencia y aún de su domicilio 
en país extranjero, no puede constituir su estado ci- 
vil ni puede ponerle término, sino con arreglo á la 
Jey chilena. Así, por ejemplo, un chileno no será pa- 
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dre legítimo, ni padre natural, si no reúne los requi- 
sitos que exige la ley chilena para obtener esos es- 
tados, ni puede casarse legítimamente sino cumplien- 
do con las disposiciones de la ley chilena; así como 
no se*le estimará muerto civilmente, ni desapareci- 
do, sino en conformidad á las prescripciones de la 
ley chilena, porque todo esto es relativo al estado 
de las personas. 



VI 

El número 2.^ del artículo 15 dispone que el chi- 
leno continúe sujeto á la ley chilena, á pesar de que 
tra^slade su residencia á un país extraño, y aun cuan- 
do establezca en él su domicilio, en las obligaciones 
y derechos que nacen de las relaciones de familia; 
pero, sólo respecto de sus cónyuges y parientes chilenos. 

Elste precepto importa sujetar al conocimiento y 
jurisdicción de los tribunales de Chile el ejercicio de 
los derechos y el cumplimiento de las obligaciones 
que nacen de las relaciones de familia. Si la ley 
chilena es la que impera, ó debe imperar sobre esta 
materia, el juzgamiento puede y debe tener lugar 
en Chile, donde se mantiene en todo su vigor esa 
ley, y porque es la única que puede aplicarse en 
Chile. Si la ley chilena debe regir sobre las relacio- 
nes de familia en cualquier parte que se encuentre 
el chileno, y si los tribunales de Chile son los encar- 
gados de hacer cumplir las leyes chilenas, es lógico 
que ellos sean competentes para el juzgamiento de 
los derechos y obligaciones que nacen de las rela- 
ciones de familia. 

Pero al decir que el juzgamiento de estos derechos 
y obligaciones puede y debe tener lugar en Chile, 
no negamos la competencia que puede tener el tri- 
bunal extranjero si en él se conoce y respeta la ley 
chilena en estos asuntos. El actor ó demandante es 
dueño de elegir cuando hay dos ó más foros compe- 
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tentes; pero también el demandado no estará obli- 
g-ado á obedecer y respetar en Chile el fallo del tri- 
bunal extranjero dictado sobre esta materia, si fue- 
ra contrario á la ley chilena, y podrá asimismo 
declinar de jurisdicción ante el tribunal extranjero, 
según los casos. Esta es materia que suele arreglarse 
en los tratados internacionales; y á falta de ellos, se 
usa con frecuencia la regla de la reciprocidad (1). 

Lo dispuesto en el número 2.'^ del ailículo 15 se 
presta además á las siguientes observaciones: 

l.^ Las obligaciones y derechos que nacen de las 
relaciones de familia son rigurosamente obligacio- 
nes y derechos del estado civil; porque, como lo di- 
jimos en el número anterior, ia frase en lo relativo 
(il editarlo de hiH personas comprende tres cosas: los 
requisitos necesarios para constituir el estado, las 
maneras como termina ó se cambia, y los derechos 
y obligaciones inherentes á él. 

Esta última consideración es tan esencial al esta- 
do, que éste no es otra cosa que el conjunto de dichas 
obligaciones y derechos, como ya lo dejamos com- 
probado. 

Si las obligaciones y derechos que nacen de las 
relaciones de familia son exactamente los mismos 
que los del estado civil, en el número 2.^ del artícu- 
lo 15 se repite algo de lo que se dijo en el número 
1.^ del mismo artículo, Pero esta repetición ei'a, has- 
ta cierto punto, necesaria en vista de la limitación 
que se le agrega á continuación en el mismo nú- 
mero. 

2.^ Esta limitación consiste en que las leyes per- 
sonales chilenas no siguen al chileno, residente ó 
domiciliado en país extranjero, en cuanto á las obli- 
gaciones y derechos que nacen de las relaciones de 
familia respecto de su cónyuge y parientes extran- 
jeros. Sólo el cónyuge y parientes chilenos quedan 



(1) Véanse las disposiciones del Código de Procedimiento 
Civil que se citan en la Conclusión.— (*S. L.). 
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ligados para con el chileno residente en país extra- 
ño por las obligaciones y derechos que la ley chi- 
lena establece en las relaciones de familia. Entre el 
chileno residente en país extraño y su cónyuge y 
parientes extranjeros no existen otros derechos y 
obligaciones, en cuanto a las relaciones de familia, 
que los determinados por la ley extranjera. 

Lo dispuesto en el número 2.^ del artículo 15 no 
importa, en consecuencia, otra cosa que una excep- 
ción de la regla consignada en el número 1.^, es 
como si se hubiese dicho que el chileno residente en 
el extranjero continúa sujeto á la ley chilena en lo 
relativo al estado de las personas, menos en las obli- 
gaciones y derechos que nacen de his relaciones de 
familia, relativam^.nte á su cónyuge y parientes ex- 
tranjeros. 



Vil 

Resumiendo lo dispuesto en el artículo 15, dire- 
mos: que el chileno está sujeto á la ley personal chi- 
lena cuando reside ó se domicilia en el extranjero, 
en estos tres puntos: 1.^, en cuanto á la constitución 
y terminación del estado de las personas: 2.", en 
cuanto á su capncidad para ejecutar los actos y ce- 
lebrar los contratos que hayan de tener efecto en 
Chile; y 3.^, en cuanto á los derechos y obligacio- 
nes propios del estado civil, respecto de su cónyuge 
y parientes chilenos. Los casos no comprendidos en 
alguno de estos tres puntos no son regidos por la 
ley chilena; ó lo que es lo mismo, el chileno que re- 
side en el extranjero no está sujeto á la ley perso- 
nal chilena, sino únicamente en los tres puntos ex- 
presados. 

Lo dispuesto en el artículo 15 es sólo para el caso 
en que el chileno reside ó está domiciliado en país 
extraño; y por lo tanto no es óbice para que el cón- 
yuge y parientes extranjeros puedan ejercitar en 
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Chile, contra el chileno residente aquí, los derechos 
que confiere la ley chilena en las relaciones de fa- 
milia; así como el chileno podrá ejercitar en Chile 
los mismos derechos contra su cónyuge y parientes 
extranjeros, si éstos residen en Chile. La disposición 
del artículo 57 de nuestro Código Civil es general y 
absoluta. «La ley no reconoce diferencia entre el 
chileno y el extranjero en cuanto á la adquisición y 
goce de los derechos civiles que regla este Código.» 

No se crea que lo dispuesto en el número 2.^ del 
artículo 15 es una excepción de lo dispuesto en el 
artículo 57 que acabamos de copiar, y menos que 
en ella se haya tenido en mira proteger al chileno 
en perjuicio del extranjero, ó que se haya querido 
negar á éste la protección con que se quiere favore- 
cer al chileno. Nada de esto ha entrado en la consi- 
deración del legislador chileno al establecer lo dis- 
puesto en el número 2.^ del artículo 15. 

En primer lugar, el artículo 57 habla de los de- 
rechos civiles que nacen en virtud de la ley chile- 
na, y de los que se ejercitan en Chile; el artículo 57 
no habla de los derechos civiles que nacen en el ex- 
tranjero ó se ejercitan en el extranjero. No puede, 
por lo tanto, estimarse como excepción de este ar- 
tículo, lo dispuesto en el número 2.^ del artículo 15, 
dictado para derechos civiles qr.e nacen y se gozan 
en el extranjero. 

En segundo lugar, un legislador no puede ligar 
con sus leyes personales á los extranjeros residen- 
tes en país extraño, y éste es punto en que están de 
acuerdo todas las escuelas. Un legislador no puede 
seguir sujetando á sus leyes personales fuera del 
país sino á sus nacionales, porque los extranjeros 
no le deben obediencia en este caso, por razón del 
territorio y menos por razón de las personas. El le- 
gislador puede sujetar á la ley personal á sus nacio- 
nales, aunque residan en país extraño, porque, mien- 
tras mantengan la nacionalidad, forman parte de la 
sociedad sujeta al imperio de aquella ley. 
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En tercer lugar, la disposición del número 2.® del 
artículo 15 es dictada para las relaciones de los 
chilenos entre sí, y no puede, por lo tanto, contener 
odiosidad alguna para los extranjeros en favor de 
los chilenos. 

En cuarto lugar, lo dispuesto en el número 2.^ del 
artículo 15, deja intactos los derechos que los extran- 
jeros tengan contra los chilenos según las leyes ex- 
tranjeras, que pueden ser más cuantiosos que los 
que determina la ley chilena, pero que sólo pueden 
hacer valer ante los tribunales de su país; y á la in- 
versa, deja intactos los derechos que por la ley ex- 
tranjera puedan corresponder al chileno contra su 
cónyuge y parientes extranjeros, y que hará valer 
ante el tribunal extranjero. Si la ley chilenii, (como 
se reconoce en todos los sistemas de las diversas es- 
cuelas de Derecho Internacional Priv^ado) no puede 
establecer obligaciones en los extranjeros residentes 
en el extranjero, otorgando los derechos correlati- 
vos á favor del chileno, tampoco debe, hablando en 
general y salvo las excepciones, imponer obligacio- 
nes al chileno constituyendo los derechos correlati- 
vos á favor del extranjero que no reside en Chile. 

La ley chilena deja en la más perfecta reciproci- 
dad é igualdad al chileno con el extranjero, cuando 
aquél reside en país extraño, en cuanto á los dere- 
chos y obligaciones que nacen de las relaciones do 
familia, puesto que ambos quedan sujetos á las le- 
yes de aquel país. 
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ARTICULO 16 



Los biene» sitaados en Chile e»táii sujeto» ¿ las leyes chilenas, 
aunque sus dneftos sean extranjeros y no residan en Chile. 

Esta'disposición se entenderá sin perjuicio de las estipulacio- 
nes contenidas en los contratos otorgados válidamente en país 
extraño. 

Pero los efectos de los contratos otor^i^ados en país extrafio 
para cumplirse en Cliile, se arre^irlarán á las leyes chilenas. 

SUMARIO 

I. Puentes de donde ha sido tomado este artícul'. 

II. Explicación del inciso 1.® 

III. Qué leyes deben caliñcarse de reales. 

IV. Excepciones de lo dispuesto en el inciso 1.^ 

V. Explicación del inciso 2.** 

VI. Explicación del inciso 3.o 

VII. Comprobación y complemento de la doctrina con la opinión de 
Savigny. 

I 

Este artículo somete á la ley chilena todos los 
bienes situados en Chile, sin consideración alguna á 
la nacionalidad, residencia ó domicilio de sus due- 
ños; pero hace prevalecer sobre la ley chilena las 
estipulaciones contenidas en los contratos celebra- 
dos válidamente en país extrafio, salvo cuando el 
conti'ato debe llevarse á efecto en Chile, pues en- 
tonces debe ajustarse á las leyes chilenas. 

La primera fuente que se señala al artículo 16 por 
el señor Bello, es el artículo 3.^ del Código Civil 
Francés y el comentario de Rogrón. El inciso 2.® de 
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dicho artículo dice así: «Los inmuebles, aún los po- 
seídos por extranjeros, son regidos por la ley fran- 
cesa.» Aquí no se hace diferencia alguna entre los j 
extranjeros; se comprenden, por consiguiente, tanto 
los residentes en Francia como los residentes y do- ' 
miciliados en otro país; y hi razón que da Rogrón 
comentando este artículo, y que es el fundamento 
de la teoría, confirma nuestra observación: «Las le- 
yes reales, dicp, se aplican aún á los inmuebles po- 
seídos por los extranjeros, porque la soberanía es in- 
divisible. Cesaría de serlo si algunas porciones del 
territorio pudiesen ser regidas por leyes que no i 
emanasen del mismo soberano: así un inmueble po- 
seído por un extranjero se adquiriría en Francia 
por la prescripción en treinta años (artículo 2262 del 
Código Civil), aunque en el país de este extranjero i 
la prescripción no se cumpliese sino por cuarenta 
años.» 

La otra fuente que señala el señor Bello al artículo 
16, es el artículo 10, inciso 2.^, del Código Civil de la 
Luisiana, que dice: «Sin embargo, el efecto de los 
actos verificados en un país, cuando se trata de ejer- 
citarlo en otro país, se regla por las leyes del país 
en que tiene lugar su ejecución». Esta regla, que 
podríamos llamar de Derecho común, es exacta- 
mente la misma que acepta nuestro artículo 16 en ^ 
su inciso 3.® 

También encontramos algún rastro de la teoría 
sobre las leyes reales y personales en la ley 15, tí- 
tulo 14, Partida 3.*, que hemos citado y aún copiado 
en parte en los comentarios de los artículos 14 y 15; 
siendo d^ notar que la dicha ley no hace diferencia, 
como no la hace nuestro artículo 16, entre los bienes 
muebles y los raíces. Por lo demás, esta ley es no- 
toriamente deficiente, como antes lo hemos obser- 
vado. 

Combinada la ley que acabamos de citar con la 
15, título 1.^, Partida 1.*, de que también hicimos 
mención en el comentario del artículo 14, se encuen- 
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tra algún tanto más diseñada la teoría de las leyes 
reales y personales, y hasta cierto punto formulada 
la regla: locus regit actum; pero con dos limitacio- 
nes, ó más bien dicho diferencias: la primera es re- 
lativa á su generalidad, pues según la ley española 
la regla sólo se aplica á los actos 6 contratos que 
tenían lugar en España, sean cuales fueren los que 
los ejecutaban ó celebraban, nacionales ó extranjeros, 
y á los actos y contratos que se efectuaban en el 
extranjero entre ciudadanos del mismo territorio 
donde se ejecutaba el acto ó celebraba el contrato. 
Pero no se aplicaba la regla á los actos ó contratos 
de los españoles efectuados en el extranjero, ni tam- 
poco á los de los extranjeros que no eran ciudada- 
nos del lugar donde se verificaban, pues tanto éstos 
como aquéllos eran juzgados en España por las 
leyes españolas. La teoría común no reconoce esta 
limitación á la regla ^locus regit actum, pues según 
ella se aplica á todos los actos de los nacionales y 
extranjeros y sea cual fuere el lugar ó país donde 
se ejecuta el acto ó se celebra el contrato. 

La segunda limitación, que más propiamente es 
diferencia, era relativa á la naturaleza de la regla, 
pues á los actos y contratos que tenían lugar en Es- 
paña se les aplicaba la ley española, tanto la real y 
la personal, como la relativa á la forma de los actos 
y de los contratos, puesto que era prohibido juzgar 
por las leyes extranjeras, sin distinción alguaa (sal- 
vo el caso de los actos y contratos verificados por 
extranjeros en su propio país): en el mandato de 
juzgar sólo por las leyes españolas, se comprendía 
tanto las reales y personales, como las relativas á 
la forma de los actos y contratos. Lo mismo debe- 
mos decir de los actos y contratos de los extranje- 
ros verificados en su propio país y que se juzgaban 
en España: estos actos eran regidos (según la ley es- 
pañola) por las leyes reales, personales y re^itivas á 
la forma, del país donde se ejecutaban los actos ó 
celebmban los contratos: de modo que la capacidad 

OBRAS F ABRES 8 
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de los que intervenían en dichos actos ó contratos, 
como los requisitos internos y la forma ó solemni- 
dades, y porilltimo, las obligaciones y derechos que 
nacían de los dichos actos ó contratos, eran regidos 
por la ley del lugar donde se verificaban. Entre 
tanto, por la doctrina común, la regla /oc?/.s- regit ac- 
tura no comprende las leyes personales ni todos los 
requisitos internos, y dice relación especialmente á 
la forma del acto ó contrato, ó sea á las solemnida- 
des ó requisitos externos. En el lenguaje jurídico, 
forma, solemnidad y requisito externo significa una 
misma cosa , como tendremos ocasión de comprobar- 
lo en el comentario del artículo siguiente. Así, el 
testamento debe hacerse en la forma ó con las so- 
lemnidades que prescriben las leyes del país donde 
se otorga; y las donaciones y los contratos deben 
también sujetai'se á la forma ó solemnidades pres- 
critas por la ley del lugar donde se verifican. La 
teoría común restringe el significado de la regla 
locus regit actiim^ mientras que tendríamos que am- 
pliarlo en toda su extensión si hubiéramos de juzgar 
por la ley española. 



II 

El inciso 1.^ del artículo 16 dice que los bienes 
situados en Chile están sujetos á las leyes chilenas, 
aunque sus dueños sean extranjeros y no residan en 
Chüe. 

La primera observación que ofrece este precepto 
es relativa á las dos generalidades que contiene, y 
que nos van á servir para resolver algunas de las 
más graves cuestiones á que da lugar esta materia 
del Derecho Internacional Privado. Estas dos gene- 
ralidades son la base fundamental de la teoría legal 
sobre el discernimiento de las leyes reales y su di- 
ferencia de las personales, que es la clave más legí 
tima y más sencilla para el cabal conocimiento y 
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acertada resolución de las principales dificultades 
que ofrece este variado y complicado asunto. Si lo- 
gramos dar reglas precisas para conocer con exac- 
titud cuáles son leyes reales, fácil es conocer tam- 
bién cuáles son personales, porque á, éstas no deben 
ni pueden convenirles las calidades y condiciones 
que constituyen la naturaleza de aquéllas. 

La primera generalidad que contiene el inciso 1.^ 
que analizamos, es relativa á los bienes. La ley no 
hace distinción alguna, comprende todos los bienes, 
tanto los raíces como los muebles; lo único que exige 
el inciso 1.*^ para sujetar los bienes á las leyes chi- 
lenas es la ubicación, que estén situados en Chile. 

El fundamento de esta doctrina es la soberanía 
del Estado en cuyo territorio se encuentran los bie- 
nes; y esta soberanía se ejerce, ó puede y debe 
ejercerse, igualmente sobre los bienes muebles que 
sobre los raíces. El seftor Bello en sus «Principios de 
Derecho Internacional», parte 1.*, capítulo 4.^, nú- 
mero 4.*^ dice «La soberanía, que en cuanto dispone 
las cosas se llama dominio^ en cuanto da leyes y ór- 
denes á las personas se llama propiamente imperio. 
Las funciones del uno y del otro se mezclan á me- 
nudo, y un mismo acto puede pertenecer ya al domi- 
nio, ya al imperio, según se considera con relación 
á las personas ó á las cosas*. «Del dominio y del 
imperio emana la potestad de dar leyes sobre la ad- 
quisición, goce, enajenación y transmisión de las pro- 
piedades existentes en el territorio del Estado». Es 
verdad que á continuación dice el sefior Bello que 
la doctrina común ensefta que se sujetan á las leyes 
del país de su ubicación solólos bienes raíces, ense- 
ñanza que parece aceptar el sefior Bello; pero es 
más cierto, porque es más lógico, que se sujetan á 
las mismas leyes los bienes muebles. El principio de 
la soberanía del Estado invocado por el señor Bello, 
que lo descompone en el dominio y en el imperio^ 
CQjpo la reunión ó el ejercicio simultáneo dje ambos, 
recaen igualmente en los bienes raíces y en los 



116 DERECHO INTEKNACIONAL PRIVADO 

muebles. No se concibe un fundamento bastante ra- 
cional para sustraer del dominio y del imperio de un 
Soberano ó de una Nación, los bienes muebles, como 
vamos á verlo para justificar la teoría adoptada por 
nuestro Código Civil, que es la más conforme con 
las tradiciones del Derecho romano, con la escuela 
alemana y con la legislación española antigua, y 
que sin duda alguna fué aceptada después por el 
sefior Bello al dar la redacción definitiva á nuestro 
Código Civil. 

Pero antes conviene dejar firmemente establecido 
que el inciso 1.*^ del artículo 16 no hace diferencia 
alguna entre los bienes situados en Chile, que los 
comprende á todos, tanto los raíces como los mue- 
bles; pero que al mismo tiempo no comprende en 
ningún sentido los bienes que no están situados en 
Chile; y que, en consecuencia, la ley chilena no 
presume regir ó sujetar á su imperio, los bienes 
muebles de los chilenos ó de las personas domicilia- 
das en Chile, si estos bienes se encuentran fuera de 
su territorio: la ley chilena no acepta, pues, la regla 
que enseña que los bienes muebles se rigen por la 
ley del país donde el dueño de ellos tiene su domi- 
cilio; pero acepta la reciprocidad, y si sujeta á su 
imperio los bienes muebles situados en Chile, lo 
mismo que los inmuebles, no sujeta al imperio de 
la ley chilena los dichos bienes situados en el ex- 
tranjero, aunque sus dueños sean chilenos y estén 
domiciliados en Chile. 

Y la doctrina del inciso 1.^ del artículo 16 es la 
más lógica y la más conforme con los principios 
fundamentales de la ciencia legal. 

Es más lógico sujetar los bienes muebles á la ley de 
su ubicación, porque recae en ellos con igual fuerza 
la misma razón en virtud de la cual se sujetan á la 
ley de su ubicación los bienes raíces. Esa razón es la 
soberanía del Estado, y la soberanía^ ya sea bajo el as- 
pecto de dominio^ ya sea considerada como imperiOy 
puede ejercerse igmilmente sobre los bienes mueblesi 



COMENTARIO AL ART. 16 117 

que sobre los raíces: los bienes muebles no pueden 
sustraerse al dominio y al imperio de la soberanía 
del país donde están situados, mientras conserven 
esta ubicación. La fórnmla misma que usan los pu- 
blicistas en la materia de que tratamos, comprende 
ambas clases de bienes. Lex loci rei sitae, son las ex- 
presiones de que se valen para determinar el régi- 
men legal de las cosas, 6 sea, su sometimiento á la 
ley del lugar de su ubicación; y como se ve, abarca 
en su significación tanto los raíces como los mue- 
bles. Pero la escuela francesa y sus parciales res- 
tringen el significado de la fórmula por medio de 
una ficción, que consiste en suponer que los muebles 
están situados, porque pueden estarlo, en el lugar 
del domicilio del duefio; mientras que los sostene- 
dores de la doctrina contraria aceptan el significado 
de la fórmula en toda su extensión. 

Pero los bienes muebles, se dice por los sostene- 
dores de la doctrina francesa, sé pueden trasladar 
de un lugar á otro, y se pueden, por consiguiente, 
sustraer de la soberanía del país donde están si- 
tuados; esta movilidad hace precaria la soberanía 
del lugar de la ubicación, porque puede fácilmente 
ser burlada trasladando el bien mueble á otro país; 
y una soberanía precaria, que no puede contar con 
medios eficaces para su ejercicio, no puede ser con- 
siderada con base sólida, ni para el dominio ni para 
el imperio. 

Tal es todo el fundamento de la doctrina que ha- 
ce regir á los bienes muebles por la ley del domici- 
lio del dueño; y á la verdad que no puede ser más 
fútil. Desde luego, podría decirse lo mismo y con 
mayor razón de las personas, porque siendo éstas 
más movibles que las cosas, se las puede sustraer 
más fácilmente de la soberanía por medio de la tras- 
lación á otro lugar. Con este argumento se procede 
de la posibilidad al hecho, y lo que es peor del he- 
cho posible al derecho. El domicilio puede también 
cambiarse fácilmente y pende del arbitrio de la per- 
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sona á quien le afecta: la soberanía andaría enton- 
ces fluctuando y se haría precaria. El argumento, 
por tanto, prueba demasiado, porque con él se echa- 
ría por tierra uno y otro sistema. Y el domicilio tiene 
además otro inconveniente, cual es que pueda exis- 
tir al mismo tiempo en dos ó más lugares regidos 
por distintas legislaciones, conflicto que no puede 
realizarse con la ley de la ubicación, porque las co- 
sas no pueden bilocarse. 

Pero la razón capital que demuestra la futileza 
del argumento, es que la doctrina que hace prevale- 
cer la ley del domicilio del duefio sobre la lex loci 
reí sitae^ es perturbadora de esta última soberanía; 
lo que no puede decirse de la doctrina opuesta con- 
signada en el inciso 1.^ del artículo 16. 

Toda soberanía está llamada especialmente á pro- 
teger y fomentar el interés social del territorio don- 
de impera; éste es su primero y más sagrado deber. 
Considerar esta misión como derecho es cambiar 
radicalmente las ideas, dando el carácter de facultad 
á lo que es estrictamente obligatorio. De aquí resul- 
ta que todo lo que perturba el interés social de un 
país, pertúrbala soberanía de ese mismo país, encar- 
gada de la protección de cíie interés. Nos resta sólo 
demostrar que perturba el interés social de un país 
el sustraer de su soberanía los bienes muebles situa- 
dos en él, ó sea, el sujetarlos á otra soberanía. Para 
esto vamos á demostrar que es más conforme con 
los principios fundamentales de la ciencia legal, la 
doctrina que sostiene la lex loci reí sitae en toda su 
generalidad, ó sea el precepto del inciso 1.^ del ar- 
tículo 16. 

Las leyes reales sobre los bienes muebles dicen 
relación al dominio, ó sea los modos de adquirirlo, 
de ejercerlo, de transferirlo por acto entre vivos, de 
transmitirlo por causa de muerte, y á la constitu- 
ción, transferencia y transmisión de los derechos 
reales que puedan afectarles. En una palabra, las 
leyes reales pueden sin inconveniente alguno, aten- 
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diendo sólo á su naturaleza, ejercerse sobre los bie- 
nes muebles lo mismo que sobre los inmuebles; unos 
y otros dan la misma materia para las leyes reales. 
Los que sostienen la preferencia de la ley del domi- 
cilio del dueño no nos alegan la diferencia de los 
derechos reales de que puedan ser materia los bie- 
nes muebles y los inmuebles; podemos, pues, acep- 
tar la igualdad, y dejar este elemento como perfec- 
tamente establecido para el debate de la cuestión 
principal. Descaitaremos todo lo relativo á la trans- 
misión del dominio de los bienes muebles y de los 
derechos reales constituidos en ellos, ó sea, la suce- 
sión por causa de muerte en estos derechos, porque 
este punto esta exceptuado de la regla consignada 
en el inciso 1.^ del artículo 16, excepción que com- 
prende igualmente á los bienes raíces, y de la que 
vamos á tratar después. 

No hay, pues, cuestión alguna acerca de que las le- 
yes reales recaen igualmente sobre los bienes muebles 
que sobre los bienes raíces; ó bien, que las leyes con- 
cernientes al dominio y derechos reales de los bie- 
nes muebles, son leyes reales y de la misma natura- 
leza de aquellas que versan sobre los mismos puntos 
en los bienes raíces. La cuestión está solamente en 
saber por cuáles leyes reales se deben regir los bie- 
nes muebles, si por las del lugar del domicilio del 
dueño ó por las del lugar de su ubicación. 

Veamos lo que pasa ordinariamente en !a transfe- 
rencia del dominio, como en la constitución y trans- 
ferencia de los derechos reales sobre bienes muebles. 
Cuando compro ó vendo una cosa mueble, cuando 
la permuto, cuando la dono ó me la donan, ordina- 
riamente se efectúan estos actos en el lugar de la 
ubicación de la cosa; sólo en raros casos, que pueden 
reputarse excepciones, se verifican esos actos ó con- 
tratos en otro lugar distinto de la ubicación. El que 
ejecuta un acto ó celebra un contrato, no atiende ni 
puede atender á otra ley que á la del lugar donde 
está situada la cosa sobre que versa el contrato, 
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porque ordinariamente también ese mismo es el lu- 
gar donde se cumplen las obligaciones que nacen 
del acto 6 del contrato. 

Este es el fundamento del artículo lf)88 de nues- 
tro Código Civil que dice: «Si no se ha estipulado 
lugar para el pago y se trata de un cuerpo cierto, 
se hará el pago en el lugar en que dicho cuer- 
po existía al tiempo de constituirse la obligación». 
«Pero si se trata de otra cosa, se hará el pago en 
el domicilio del deudor». Esta regla es aceptada por 
la generalidad de las legislaciones europeas, y el Có- 
digo Civil francés ío repite en el título de la venta 
(artículos 1247 y 1609). La ley 32, título 2.^ Partida 
3.*, enumerando los casos del foro competente, seña- 
la también como tal el del lugar donde está la cosa 
mueble: «E la dozena es, quando demandassen algún 
siervo, ó bestia, ó otra cosa mueble por suya. Ca 
aquel á quien la demandassen allí debe responder, 
do fuere fallado con ella, maguer él sea de otra 
tierra» (1). 

En la generalidad de los contratos o negocios ci- 
viles no se toma en cuenta la persona con quien se 
celebra; y de aquí nace la regla consignada en el 
artículo 1455 de nuestro Código Civil, que dice: «El 
error acerca de la persona con quien se tiene inten- 
ción de contratar, no vicia el consentimiento, salvo 
que la consideración de esta persona sea la causa 
principal del contrato». Esta doctrina es reconocida 
por la generalidad de los Códigos europeos y se en- 
cuentra en el artículo 989 del Código español de 

Govena. 

«y 

Si el lugar en que debe hacerse el pago es aquel 



(1) El articulo 216 de la Ley de Tribunales, de 15 de Oc- 
tubre de 1875, dispone lo siguiente: «Si la acción entablada 
fuere de las que se reputan muebles con arreglo á lo preve- 
nido por el articulo 580 del Código Civil, será competente 
para conocer del juicio el juez del lugar donde debe cum- 
plirse la obligación según lo establecido por los articules 
1587, 1588 y 1589 del mismo Código.» (S. L.) 
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en que existía la coscí 6 cuerpo cierto cuando se 
constituyes la obligación, es porque los contratantes 
han teñido en vista naturalmente y por esto no han 
necesitado expresarlo, que el lugar de la ubicación 
de la cosa debía ser el higar del cumplimiento de la 
obligación; é igualmente natural es que hayan teni- 
do en vista que en el mismo lugar se exigiría el cum- 
plimiento de la obligación, ó ante los jueces de ese 
lugar; y, por consiguiente, que esa obligación y su 
cumplimiento debían juzgarse por las leyes vigentes 
en el mismo lugar. 

Del mismo modo, si el error acerca de la persona 
con quien se contrata no vicia el consentimiento, es 
porque para celebrar el contrato no se toma en cuen- 
ta la persona; y si no Be toma en cuenta la persona, 
menos se nos ocurrirá tomar en cuenta su naciona- 
lidad ni su domicilio. Cuando yo vendo ó compro un 
objeto, no me importa ni se me ocurre averiguar, si 
es francés, inglés, alemán ó chileno el comprador ó 
vendedor, porque no se me ocurre que esta calidad 
pueda influir en el precio de la cosa, y menos se me 
ocurre que este contrato pueda quedar sometido en 
algún sentido á las leyes del país donde tiene su do- 
micilio el otro contratante, ó sea, el dueño de la co- 
sa comprada. 

¿Qué es lo que resultaría de la doctrina opuesta? 
Si es la ley real del domicilio del dueño de la cosa 
la que impera sobre los actos ó contratos que ver- 
san sobre la misma cosa, se embarazan y dificultan 
en algunos casos y se impiden en otros, las transac- 
ciones y negocios civiles y comerciales. Si hay que 
atender á la ley real del domicilio del dueño de la 
cosa, se obliga á los contratantes á ser conocedores 
de las legislaciones extranjeras, lo que es un absur- 
do, ó se les obliga en cada caso particular á consul- 
tarse con letrados, lo que entorpece la realización 
del negocio y la difiere quizá por largo tiempo, im- 
poniéndoles además un recargo de gastos. Se les 
obliga también á entrar en averiguaciones, tal vez 



122 DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 



odiosas, acerca del domicilio del dueño; y esto sólo 
es bastante para entorpecer los negocios ó los con- 
tratos y aun para impedir su realización. Y no se 
crea que esto sea raro ó de difícil ocurrencia; por el 
contrario, es cosa frecuente y ordinaria. Así por 
ejemplo, según la ley francesa, con el sólo contrato 
se adquiere el dominio de la cosa mueble: si yo le 
compro un caballo ó una mesa á un francés, domi- 
ciliado en Francia, adquiriría su dominio por el solo 
contrato de compra sin necesidad de la tradición, 
mientras que por la ley chilena (lugar de la ubica- 
ción de la cosa vendida) no adquiero el dominio 
sino por el modo de adquirir llamado tradición. El 
contrato de compra es solamente un título, según 
nuestra legislación, conforme en este punto con la 
española, la romana y muchas ó la mayor parte de 
las europeas y americanas, título que sólo confiere 
derecho personal y no i eal. Lo mismo sería, según 
la doctrina fi-ancesa, si el vendedor fuese español, 
inglés, alemán ó chileno domiciliado en Francia. 

Véase ahora cuánta perturbación resulta para los 
negocios y contratos de la aplicación de la ley del 
domicilio del dueño; perturbación que se aumenta 
si tomamos en consideración los derechos reales, 
como la prenda, y aún en cierto sentido el derecho 
de retención, que tanto juego hace, según nuestro 
Derecho civil, en muchos contratos. 

Todavía hay que agregar otros inconvenientes, 
si no tan graves como los anteriores, no por aso in- 
dignos de atención. El predominio de la ley del do- 
micilio del dueño obliga á los jueces á estar apli- 
cando con alguna frecuencia las leyes extranjeras, 
lo que á más de imponerles un estudio dilatado, fá- 
cilmente será imperfecto. Los procesos civiles reci- 
ben también en estos casos un recargo de dilación 
y de gastos para comprobar satisfactoriamente el 
domicilio, que será la base del juzgamiento. 

La perturbación gravísima del interés social con 
semejante sistema es incontestable, y entonces re- 
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sulta que el soberano se ha despojado de derechos 
inalienables con grave perjuicio de los asociados 
y aún de los mismos extranjeros. Nadie saca ven- 
taja del sistema de la ley del domicilio del dueño, y 
por el contrario, todos sufren embarazos perjudi- 
ciales para los negocios y contratos. 

Ni se arguya con que siendo precaria la sobera- 
nía del lugar donde está situada la cosa mueble, ca- 
rece de medios eficaces para su ejercicio; porque 
mientras subsista esa ubicación de la cosa, la sobe- 
ranía se puede ejercer con medios perfectamente 
eficaces; y lo repetimos, lo mismo sucede con las 
personas, que son tanto ó más movibles que las co- 
sas muebles, y nadie ha tomado en consideración 
esta circunstancia para pretender que se sustraigan 
de la jurisdicción ó soberanía de un lugar, á los 
extranjeros ó transeúntes mientras se encuentran en 
ese lugar. 

En el sistema que da preferencia á la lej»^ del lu- 
gar donde está situada la cosa mueble sobre la ley 
del lugar donde el dueflo tiene su domicilio, no se 
presenta ninguno de los inconvenientes enunciados. 
La ubicación de la cosa üiueble es de fácil conoci- 
miento, y aún evidente en muchos casos: ordinaria- 
mente no necesita de prueba. Los contratantes, que 
es difícil se equivoquen en este punto, pueden tam- 
bién conocer más fácilmente la legislación del lugar 
de la ubicación; el peligro de equivocarse es mucho 
más remoto que en el sistema opuesto. Los negocios 
y contratos no sufren entorpecimiento por la igno- 
rancia de la ley; ni en el caso de proceso ó de liti- 
gio hay recargo de gastos ni de dilaciones. El so- 
berano ó la nación conservan su soberanía natural 
en provecho igual y recíproco de nacionales y ex- 
tranjeros, de domiciliados y transeúntes. 
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III 

La segunda generalidad que se nota en el pre- 
cepto consignado en el inciso 1.® del artículo 16, es 
relativa á las personas: las leyes reales chilenas 
obligan á todas las personas sin distinción alguna; 
la ley enunció á los extranjeros solamente, porque 
éste era el punto único que podía ofrecer dificultad, 
y en los extranjeros van comprendidos hasta los so- 
beranos y con mayor razón los Ministros diplomá- 
ticos. Ninguna duda ha ofrecido ni puede ofrecer 
este precepto en cuanto á las otras clasificaciones 
que h«cen las leyes respecto de las personas: todas 
ellas están igualmente sujetas á las leyes reales del 
lugar de la ubicación. Para conocer la fuerza obli- 
gatoria de las leyes reales y toda su extensión, no 
se necesita distinguir ni clasificar las personas; aquí 
no hay qué tomar en cuenta la calidad de menor de 
edad, ni la de mujer casada, ni otra clase de inca- 
pacidad. 

Pero muchas leyes hablan de los bienes de las 
personas incapaces, y especialmente de los bienes 
raíces de estas personas; muchas leyes determinan 
cuándo pueden ó nó enajenarse los bienes raíces 
que les pertenecen, dictan reglas precisas para su 
enajenación, lo mismo que para la constitución de 
derechos reales en esos mismos bienes. De aquí las 
dificultades y los conflictos para determinar en 
cada caso si es la ley extranjera ó la chilena, (que 
suponemos sea la del lugar de la ubicación) la que 
debe aplicarse ó hacérsela prevalecer. Un joven in- 
glés de veintidós afios de edad y domiciliado en In- 
glaterra ¿puede vender libremente un bien raíz que 
le pertenece y que está situado en Chile? Un ex- 
tranjero domiciliado en el extranjero ¿puede vender 
un bien raíz de su mujer extranjera sin sujetarse á 
los requisitos y trámites prescritos por la ley chile- 
na, lugar de la ubicación? 
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Para resolver estas y otras muchas complicadas 
cuestiones, lo primero que hay que establecer, es la 
calidad de la ley, si es real 6 personal; ésta es la 
primera base de la discusión, y esta es una de las 
principales dificultades que ofrece esta materia. No 
es extraño, por consiguiente, que sea éste el tropiezo 
más frecuente de los jurisconsultos más distinguidos. 
Procuraremos fijar las ideas sobre las leyes reales, 
y analizaremos en seguida algunos ejemplos para 
presentarlas con má& claridad. 

Ya hemos dado algunas nociones sobre el parti- 
cular en el númei^o III del comentario del artículo 
15. Allí dijimos que la ley real era la que estatuía 
preceptos sobre las cosas sin tomar en cuenta las 
personas ni sus distintas cualidades, no obstante 
que las personas eran las que quedaban obliga- 
das con los preceptos de las leyes reales, puesto que 
las cosas no son susceptibles de derechos ni de obli- 
gaciones; y que á pesar de que las leyes en general 
tratan de las cosas, porque en el lenguaje legal bie- 
nes^ cosas y derechos tienen la misma significación, 
sin embargo, no puede haber ley alguna que no tra- 
te al mismo tiempo de las personas, porque no pue- 
de haber ley alguna que no imponga obligación á 
las personas. De aquí es que si el primer elemento 
de la ley real es el que versa directamente sobre las 
cosas, tomándolas como asunto principal de su man- 
dato, el segundo elemento consiste en que compren- 
de á todas las personas igualmente, sin hacer distin- 
ción alguna entre ellas. Este segundo elemento de 
la ley real se encuentra en el inciso primero del ar- 
tículo 16, en la jeneralidad que él contiene relativa- 
mente á las personas. 

No encontraremos una sola ley real que no con- 
tenga estos dos elementos; y por el contrario, no encon- 
traremos una sola ley que carezca de uno siquiera 
de esos elementos y que no sea personal. El contras- 
te de los dos elementos nos hará ver la distinción 
profunda que hay entre ellos, y que no obstant3 se 
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olvida fácilmente por algunos jurisconsultos en la 
apreciación y juzgamiento de las difíciles cuestiones 
á que da lugar esta vasta y delicada materia. 

Principiemos por las más fáciles: la ley prohibe al 
guardador la venta de los bienes raíces del pupilo, 
y cuando la permite, ordena que se haga en subasta 
pública. Estas leyes ¿son reales ó personales? Entre 
los jurisconsultos a ntiguos, unos las calificaban de rea- 
les y otros de mixtas; pero en vista de los elementos 
que hemos señalado á las leyes reales, es indudable 
que las dichas leyes son personales. Ellas son dicta- 
das en consideración á las personas; su propósito es 
proteger á los pupilos, procurando que no sean de- 
fraudados sus intereses con la venta de los bienes 
raíces. 

Pero la ley, se dice, toma en cuenta esta clase de 
bienes; su objeto principal versa sobre los bienes raí- 
ces; luego la ley es real. De aquí resulta que si la ley 
hablase de todos los bienes del pupilo, de cualquiera 
clase que fuesen, la ley sería personal, porque los 
bienes raíces se contraponen á los muebles. ¿Y quién 
no ve lo monstruoso de esta consecuencia? La ley 
no tiene por objeto los bienes raíces sino los bienes 
raíces de los pupilos. No se puede separar la persona 
ó desentenderse de ella en el objeto, ni en el propó- 
sito de la ley. Si las leyes de que tratamos en el 
ejemplo propuesto, fueran reales, lo serían también 
todas las que determinan las facultades administra- 
tivas de los guardadores, de los padres de familia, 
de los maridos, etc. El número de las leyes reales 
se multiplicaba extraordinariamente, y el número de 
las leyes personales quedaría excesivamente redu- 
cido. Vendríamos á parar á la doctrina que enseña 
que es ley real la que trata en cualquier sentido 
sobre los bienes, doctrina que es generalmente re- 
chazada. 

Las leyes del ejemplo propuesto son leyes perso- 
nales, porque les faltan l.os d[os elementos que cons- 
tituyen las leyes reales. Son leyes que tienen por 
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objeto directo y principal reglamentar las facultades 
administrativas délos guardadores; tienen por único 
propósito proteger los intereses de los pupilos; son 
leyes que tienen relación directa con la capacidad 
de las personas para ejecutar ciertos actos ó conti'a- 
tos; y en este triple aspecto son leyes personales. 
Les falta el primer elemento de las leyes reales, 
cual es que versen directa y principalmente sobre 
los bienes; y les falta también el segundo, porque 
no comprenden á todas las personas indistintamente 
sino que se dirigen á cierta clase de personas. Es el 
favor á las personas, la protección de las personas, 
las facultades ó la capacidad de las personas, la idea 
y el propósito que dominan esas leyes y que les ha 
dado origen. 

Veámoslo más claro estudiando la naturaleza de 
las incapacidades. El artículo 1447 de nuestro Códi- 
go Civil establece dos clases de incapacidades, ab- 
soluta y relativa. Ambas incapacidades son referen- 
tes á la administración de los bienes, ó al ejercicio 
de los derechos que tenemos en las cosas. La inca- 
pacidad absoluta no priva al incapaz de la aptitud 
para adquirir bienes y derechos, con tal que lo ha- 
ga por medio de sus representantes legales, pero ni 
siquiera le priva de la aptitud para contraer obliga- 
ciones, con tal que lo haga por el mismo medio; pe- 
ro ie priva, salvo muy rara excepción, de la aptitud 
para adquirir por sí mismo los bienes y los derechos, 
y para contraer obligaciones. No necesitamos tomar 
en cuenta la naturaleza de la incapacidad absoluta 
para dilucidar la cuestión de que tratamos, y no ha- 
blaremos más sobre ella. 

El mismo artículo 1447, después de enumerar los 
casos comunes ú ordinarios de incapacidad relativa, 
agi'ega: «Pero la incapacidad de estas cinco clases 
de personas no es absoluta, y sus actos pueden te- 
ner valor en ciertas circunstancias, y bajo ciertos 
respectos, determinados por las leyes». La inca- 
pacidad absoluta, á más de ser general para todos 
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los actos y contratos del incapaz, es también gene- 
ral en cuanto á sus efectos, pues los impide por com- 
pleto, incluso la obligación natural; y por esto es 
que causa nulidad absoluta: mientras que la inca- 
pacidad relativa no impide todos los efectos legales, 
y sólo da lugar á la acci(>n rescisoiúa, que compete 
únicamente á las personas en cuyo beneficio la han 
establecido las leyes; y por esto es que la nulidad 
del acto ó del contrato de esta clase de personas es 
también relativa, que puede sanearse retroactiva- 
mente y se purga con el lapso de cuatro aflos. 

Después de las palabras que hemos copiado, agre- 
ga el artículo 1447: «además de estas incapacidades 
hay otras particuhires que consisten en la prohibi- 
ción que la ley ha impuesto á ciertas personas para 
ejecutar ciertos actos >. Estas incapacidades particu- 
lares, como las llama la ley, son también relativas 
y participan de la naturaleza de tales; no impiden, 
en consecuencia, la obligación natural y la caución; 
admiten el saneamiento, etc. Incapacidad de esta 
clase es la que establecen los artículos 1797 y si- 
guientes, prohibiendo vender á los administradores 
de establecimientos públicos los bienes que adminis- 
tran, y comprar al empleado público, á los jueces, 
abogados, procuradores y escribanos, los bienes en 
cuya venta mter vengan en el carácter expresado. 
Las leyes en que se establecen estas prohibiciones, 
¿son reales ó personales? En esas leyes se habla de 
toda clase de bienes, muebles y raíces; la prohibi- 
ción los comprende á todos. Aquí aparece con más 
claridad que estas leyes son personales, porque sólo 
se toma en cuenta la persona y no las cosas; aquí, 
nos dice la ley, se trata sólo de incapacidad^ la in- 
capacidad es personal; y el número 1 .^ del artículo 
15 habla 'también de la capacidad como de mate- 
ria propia de las leyes personales, las que siguen al 
chileno á pesar de su residencia ó domicilio en país 
extranjero; leyes que no obligan al extranjero en 
los actos ó contratos efectuados en país extraño por 
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el hecho mismo de ser personales, y porque si fue- 
ran reales, no habrían necesitado expresar que se- 
guían al chileno en cualquiera parte adonde trasla- 
de su residencia ó domicilio. 

Marcadé (comentario al artículo 3.^ del Código 
Francés, § IV, número 74), resumiendo su modo de 
pensar sobre la difícil cuestión de saber cuándo es 
real y cuÁnáo pe7'so?ial la ley que se ocupa al mismo 
tiempo y como asunto principal de la persona y de 
los bienes, en el caso de sucesión por causa de muer- 
te, se expresa así: «En una palabra, todas las veces 
que los términos de la ley so ocupen simultánea- 
mente de la persona y de los bienes, todas las veces 
en que aparece que la ley tiene por objeto al mismo 
tiempo la capacidad de la persona y la conservación 
ó la transmisión de los bienes, es menester aplicar la 
regla siguiente: 

«Si la prohibición de enajenar ó de adquirir, de 
transmitir ó de i^ecibir, es la crmsecuencia y uno de 
los efectos de una incapacidad general de la perso 
na, la ley es personal; en el caso contrario, como no 
es el estado de la persona lo que se ha querido arre- 
glar, el estatuto es real.» 

Esta doctrina, formulada como una regla y casi 
á manera de axioma, es contraria á la opinión que 
venimos sosteniendo. Si nos atenemos á la dicha re- 
gla, debemos reconocer como personales las leyes 
que estatuyen sobre la incapacidad general, y como 
reales las que establecen incapacidades especiales ó 
particulares. No es difícil demostrar que esto es un 
error muy grave; y que casi puede compararse con 
aquel en que incurrió el célebre Bartolo con su fa- 
mosa regla fundada en el sujeto de la frase para 
distinguir las leyes reales de las personales. La razón 
misma que aduce Marcado para dictar la regla, es 
el primer argumento que emplearemos para com- 
batirlo. 

Marcado dice que las leyes relativas á la incapa- 
cidad general de las personas son personales; por- 
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que arreglan su estado. No hay duda que las leyes 
relativas al estado de las personas son personales; 
pero es falso que las leyes que establecen incapaci- 
dades especiales no arreglen el estado de las perso- 
nas. Así, la calidad de menor habilitado de edad es 
un estado, lo mismo que el de casado, viudo, padre 
de familia, etc.: y no puede ofrecer duda alguna que 
arreglen el estado del menor habilitado de edad las 
leyes que limitan sus facultades administrativas y 
su capacidad para ciertos actos ó contratos. Las le- 
yes que declaran incapaz al menor habilitado de 
edad para ser guardador ó alba cea y para aprobar 
las cuentas de su tutor ó curador, arreglan su esta- 
do civil, á pesar de que establecen incapacidades 
especiales, ni más ni menos que arreglan el estado 
civil las leyes que declaran á los menores de edad 
generalmente incapaces para todos los actos ó con- 
tratos. Del mismo modo, pertenece al estado civil 
del menor habilitado de edad, la incapacidad que es- 
tablece otra ley para que pueda enajenar ó hipote- 
car sus bienes raíces; y como consecuencia rigorosa, 
hay que sostener que esta última es personal y nó 
real, ni más ni menos que las otras incapacidades 
especiales, como las generales de los menores de edad 
y de las mujeres casadas, porque todas ellas sin di- 
ferencia alguna arreglan el estado civil. 

Es, pues, un error grave tomar como base, la ca- 
lidad de general 6 de particular de la incapacidad, 
para calificar de personales ó de reales las leyes que 
las establecen; porque el fundamento sólido y uni- 
versalmente reconocido, para esa calificación, es el 
objeto ó el propósito del Legislador: si la ley trata 
de favorecer á la persona, si toma más en cuenta 
las personas que las cosas, si se propone más am- 
pliar ó restringir las facultades de las personas, que 
los derechos y obligaciones que sin consideración á 
las personas son inherentes á las cosas, la ley es per- 
sonal y nó real; y á la inversa, si la ley toma más 
en cuenta las cosas, sin consideración especial á las 
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personas, esto es, su calidad ó estado civil, si para 
el propósito ú objeto de la ley no se necesita clasifi- 
car las personas ó atender á su estado civil, la ley 
es real y no personal. 

Si atendemos, pues, al propósito de la ley en las 
incapacidades especiales que impone al menor habi- 
litado de edad, para ser guardador ó albacea, para 
aprobar las cuentas de su tutor ó curador y para 
enajenar ó hipotecar sus bienes raíces, se verá que 
no es otro que el favor ó protección á la persona del 
menor. En cuanto á las dos primeras, no puede ofre- 
cer duda alguna; es evidente que la ley no ha tenido 
bastante confianza en las aptitudes del menor habi- 
litado de edad para ejercer el cargo de guardador ó 
de albacea y para aprobar las cuentas de su tutor ó 
curador, porque se ha creído que podía ser dañado 
gi'avemente y con facilidad ó bien dafíará los pupi- 
los ó testamentarías que se le confiasen: la calidad 
del estado civil, el favor ó protección á la persona 
del menor, es el único motivo de la ley. Lo mismo 
hay que decir de la prohibición de enajenar ó hipo- 
tecar sus bienes raíces: la ley sólo se ha propuesto 
proteger los intereses del menor, lo que es un favor 
á la persona; y si la prohibición la ha limitado á los 
bienes raíces, es porque son ordinariamente los más 
estimables, los más fáciles de conservar v los más 
productivos; la ley versa sobre los bienes, pero sólo 
en consideración á la persona. 

Para conocer mejor cuan errónea es la regla for- 
mulada por Marcado, examinemos uno de los ejem- 
plos que propone en el número 72 del comentario 
del artículo 3.^ del Código í'rancés, que lo califica 
como evidentemente real^ y apliquémosle la regla 
citada y la teoría que hemos establecido en vista de 
la letra y espíritu del inciso l.o de nuestro artículo 
16. Dice así Mai'cadé: «Es también un estatuto real, 
evidentemente, el que declara inalienable los bienes 
inmuebles que los esposos han sometido por su ma- 
trimonio al régimen dotal. No es seguramente con 
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el fin principal de establecer una incapacidad en la 
persona de la mujer v del marido, que ha dictado 
esta prohibicl(5n. Esta incapacidad no es más que un 
medio y no un fin; se ha establecido para impedir 
que estos inmuebles salgan de la familia, y para 
asegurar su conservación á la mujer y á sus hijos.» 

Hemos tomado casualmente un ejemplo que por 
su sencillez es de los más fáciles para ser bien apre- 
ciado; y que por la misma razón, la divergencia de 
opiniones sobre su calificación nos prueba, al mis- 
mo tiempo, las graves dificultades que ofrece la 
materia y la facilidad con que talentos tan distin- 
guidos como los de Marca de, incurren en el error. 
Pues bien, lo que á Marcado lo parece rrident emen- 
te cierto, nos parece á nosotros una (/nivísima equi- 
vocación. 

Marcado reconoce esplícitamente que la prohibi- 
ción de vender los bienes raíces de la mujer casada, 
ca el régimen dotal, es una incapacidad; pero sostie- 
ne que esa prohibición es ley real porque la incapa- 
cidad no es el fin ó el propósito de la ley, sino un 
medio para conseguir aquel fin. En la teoría de 
Marcado, esta razón es enteramente fútil, puesto que 
su regla establece que todas las incapacidades par- 
ticulares, como lo es, sin duda alguna, la dicha pro- 
hibición, son otros tantos estatutos reales, pues sólo 
acepta como leyes personales las que establecen 
incapacidades generales. Por consiguiente, según 
la doctrina de Marcado, no hay para qué atender á 
si la incapacidad es fin ó es medio; basta que sea 
incapacidad particular para que la ley sea real. 
Pero el hecho mismo de que Marcado tome en cuen- 
ta, para calificar de real ó personal la prohibición 
de enajenar en el caso propuesto, el propósito del 
Legislador ó el fin de la ley, es la mejor prueba de 
que su regla no es legítima, porque supone que si 
fuora otro el prop()sito del Legislador (como si tra- 
tara de proteger la persona) la prohibición de ena- 
jenar ó la incapacidad particular que ella cqnstitu- 
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ye, no sería la real. Luego es falso que las incapa- 
cidades particulares confieran por su propia natura- 
leza, á las leyes que las constituyen, el carácter real. 
Luego es necesario, segün la misma opinión de 
Marcadé, para calificar de real ó personal una ley, 
atender al fin que ella se propone. Luego, si en el 
caso de que tratamos el Legislador se ha propuesto 
proteger los intereses de la mujer casada, si es la 
calidad de la persona la que ha movido al Legisla 
dor á dictar la ley, es íógico establecer que la ley 
es personal y nó real. 

En efecto, no es difícil descubrir que el favor ó la 
protección á la mujer es el móvil que ha guiado al 
Legislador al dictar la prohibición de enajenar sus 
bienes raíces. Se ha querido garantir los intereses 
de la mujer contra las pretensiones del marido ó 
sus peligrosas negociaciones; se ha querido asegu- 
rarle los medios de subsistencia con la conservación 
de sus bienes raíces, que son los más seguros, los 
más permanentes y más productivos. La conserva- 
ción de los bienes en la familia, decimos por nues- 
tra parte, es un medio, no es el fin. 

Apliquemos ahora nuestra teoría, y veamos si 
concurren en la prohibición de enajenar los bienes 
raíces dótales, los dos elementos que deben tomarse 
en cuenta para constituir el carácter real de la ley. 
El primero es que la ley tenga por objeto directo 
los bienes, y el segundo, que es el comprobante del 
primero, consiste en que hi ley no tome en cuenta 
para su mandato ó prohibición, la calidad ó estado 
de las personas que están en relación con los bienes 
que son asunto de la ley. 

Ninguno de estos dos elementos encontramos en 
la ley que prohibe la enajenación de los bienes raí- 
ces dótales. No el primero, porque, como lo acaba- 
mos de observar, no son los bienes el objeto directo 
de la ley, sino la persona de la mujer casada, su 
protección, el asegurarle los medios de subsistencia. 
El mismo Marcado lo reconoce después, y toma de 
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esta consideración argumento muy sólido para sos- 
tener que son alienables los frutos de los bienes dó- 
tales. En el comentario del artículo 1654 del Códi- 
go Francés, párrafo IV, discutiendo la cuestión que 
acabamos de insinuar sobre inalienabilidad de los 
frutos de los bienes raíces dótales, se expresa así: 
«Es bien claro que estos ft'utos no pueden ser pro- 
pia y rigurosamente inalienables, pues que su des- 
tino mismo es ser enajenados para las necesidades 
de la familia (porque emplear los frutos en pagar á 
los diversos proveedores, es precisamente enajenar- 
los). Pero de que los frutos sean necesaria y esen- 
cialmente alienables para este objeto, no es lícito 
concluir, como lo hace Mr. Troplong (números 3288- 
92), que lo son absolutamente y con cualquier fin; 
y la naturaleza de las cosas obliga á decir como lo 
señalaba en otro tiempo y como lo decide bajo el 
Código una jurisprudencia constante, que estos fru- 
tos no son disponibles en las manos de los cónyu- 
ges sino para las necesidades de la familia ó des- 
pués de satisfacer estas necesidades. ¿De qué ser- 
viría, en efecto, haber ordenado la inalienabilidad 
de un bien, si fuera permitido enajenar su goce 
mientras durase la unión conyugal? ¿Qué significa- 
ría para los esposos y los hijos tener un patrimonio 
considerable y que no puede salir de la casa, si se 
pudiese perder la totalidad de sus frutos? 

<üLos frutos tienen la destinación legalmcnte obli- 
gada de hacer frente á las cargas del matrimonio; 
y como es precisamente para asegurar la conserva- 
ción de la dote con este fin (como también para su 
restitución más tarde) que se ha establecido la ina- 
lienabilidad dotal^ sería desconocer el pensamiento 
fundamental de la ley, admitir, como lo hace Mr. 
Troplong, la plena y entera disponibilidad de los 
frutos. En vano el sabio magistrado nos dice que, 
si el marido emplea mal los frutos, la mujer tendrá 
el recurso de la separación de bienes. Estaño es una 
respuesta, porque si fuese cierto que los frutos son en- 
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teraniente disponibles en las manos del marido antes 
de la separación, lo serían también en manos de la 
mu^er después de la separación; de suerte que esta 
separación no haría más que cambiar de lugar, sin 
minorarlo, el peligro que la ley ha querido pi^evenir; 
en uno y otro caso, el comprometer la totalidad de 
los frutos podría hacer necesaria la enajenación de 
los mismos inmuebles para proveer á los alimentos 
de la familia (art. 1558), de suerte que la restricción 
puesta á la disponibilidad de los frutos, no es sino 
la consecuencia de la inalienabilidad de los inmue- 
bles. Es menester, pues, distinguir dos partes en 
estos frutos: la una comprende lo que es necesario 
á la casa y participa de la inalienabilidad del in- 
mueble, en el sentido de que no puede ser enajena- 
da sino para satisfacer las cargas del matrimonio; 
la otra se compone de lo superfino y queda plena- 
mente disponible.» Es evidente, pues, que, en sentir 
de Marcado, el propósito de la ley al prohibir la 
enajenación de los bienes dótales, es proveer á los 
alimentos de la mujer y de la familia, y que no ha 
tenido entonces por objeto directo los bienes, faltan- 
do, en consecuencia, el primer elemento que da á la 
ley el carácter de real. 

Pero le falta también el segundo elemento, que 
es el comprobante del primero: la ley ha tenido on 
mira la protección ó el favor de las personas, ha 
tomado en cuenta especial y directamente la condi- 
ción de la persona, su estado civil; la prohibición 
de enajenar forma en este caso parte del conjunto 
de los derechos y obligaciones que constituyen el 
estado civil de canado bajo el régimen dotal. La ley 
no se ha propuesto otra cosa que proteger los inte- 
reses de la mujer casada; si el propósito final de la 
ley fuera, como lo pretende Marcado, conservar los 
bienes raíces en la familia, ¿por qué no dispuso lo 
mismo respecto de los bienes raíces del marido? 
¿Qué diferencia legal podría señalarse en cuanto al 
dicho propósito entre los bienes raíces de la mujer 
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y los del marido? Por más que se piense, no se en- 
contraría otra razón para prohibir la enajenación 
de los bienes raíces de la mujer y nó los del mari- 
do, que la protección á que es acreedora aquella en 
razón de su debilidad y del predominio del marido. 

Fácil es conocer la importancia de las dos doctri- 
nas opuestas que acabamos de examinar, en vista 
de las consecuencias legales que resultan de su 
aplicación. Si la prohibición do enajenar los bienes 
raíces de la mujer casada (prohibición que tenemos 
también en Chile, artículo 1754 del Código Civil) 
fuera una ley real, no sería lícito á los cónyuges 
extranjeros, residentes en el extranjero, vender ó 
hipotecar los dichos bienes ubicados en Chile sino 
con arreglo á las prescripciones de la ley chilena; 
pero si por el contrario la ley es personal, como 
sostenemos por nuestra parte, los cónyuges extran- 
jeros y residentes en el extranjero podrían vender 
é hipotecar los dichos bienes raíces sujetándose á 
lo dispuesto en las leyes de su domicilio ó en las le 
yes del país donde celebrasen el contrato, según 
los casos. Pero los cónyuges chilenos no podrían 
efectuar esa enajenación ó hipoteca, porque la ley 
chilena sigue al chileno en pais extranjero en lo re 
lativo al estado de las personas y á s}( capacidad 
para ejecutar ciertos actos, que hayan detener efec- 
to en Chile (art. 15, núm. 1.^). 

Seguiremos examinando algunos otros ejemplos 
de leyes pei'sonales y que en concepto de juriscon- 
sultos notables deben calificarse de reales, lo que, 
si demuestra las dificultades de que está erizada 
esta importante materia, nos servirá al mismo tiem- 
po para hacer más patente la legitimidad de nuies- 
tra teoría, ó sea, la interpretación que damos al ar- 
tículo 16 de nuestro Código Civil. 

Las leyes que determinan el premio del guarda- 
dor, que en Chile es la décima de los frutos, las 
que conceden al padre de familia el usufructo de los 
bienes del hijo, ¿son reales ó pei^onales? Si son leyes 
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reales, los guardadores y padres de familia extran- 
jeros y residentes fuera de Chile, tendrían en los 
bienes situados en Chile la décima y el usufructo; 
pero si las dichas leyes son personales, los guarda- 
dores y padres de familia no tendrán otros derechos 
que los que les confieran las leyes del domicilio. 

El señor Concha y Toro, en su notable discurso 
pronunciado al tiempo de .incorporarse en la Facul- 
tad de Leyes y Ciencias Políticas, estima como rea- 
les las referidas leyes, y resumiendo su opinión, 
dice: «Pero, cualquiera que fuese esta ley que con- 
cede la administración, de todos modos, desde que 
ella se ejerce sobre bienes situados en Chile, habría 
de conformarse con la ley chilena. El usufructo de 
que hablamos no es más que una recompensa por 
los cuidados de la administración, el salario de una 
gestión, y el padre que desempefia esta gestión, 
que ejerce esta administración sobre bienes situados 
en Chile, no podría justamente ser despojado de la 
retribución que la ley chilena le otorga.» «En con- 
formidad á estos principios deberán resolverse las 

cuestiones sobre las atribuciones y facultades de los 

t.' 

tutores y curadores extninjeros sobre bienes de sus 
huérfanos situados en Chile, y la remuneración de- 
bida á sus servicios; todo lo cual se arregla necesa- 
riamente por la ley chilena.» 

Nosotros creemos, por el contrario, que todas es- 
tas leyes son personales, que todas ellas son dicta- 
das únicamente en consideración á las personas, que 
ellas entran á formar el conjunto de derechos y obli- 
gaciones que constituyen el estado civil de hijos de 
familia y menores sujetos á tutela ó curaduría; que 
esas leyes no tienen por objeto directo los bienes, 
sino la protección de las personas de cierta clase, ó 
sea, su estado civil. El examen de las razones en 
que funda su opinión el seflor Concha y Toro nos 
servirá para dar más desaiToUo á nuestra doctrina. 

El fundamento de esta opinión consiste en que la 
administración de los bienes se ejerce en Chile, por 
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lo tanto debe ella ajustarse á la ley chilena. La con- 
secuencia es errónea, porque no es ni puede ser la 
ley del lugar de la ubicación de los bienes la que 
determine las reglas á que debe ajustarse la admi- 
nistración, ó sea, las facultades administiativas y la 
manera de ejercerlas; y la razón es clara; porque no 
es la ley de la ubicación de los bienes la que con- 
fiere la administración: ésta se confiere por la ley 
que discierne el cargo de tutor ó curador, y este 
discernimiento, ó sea, el título de guardador, es el 
que determina los derechos y obligaciones del guar- 
dador, que no son otra cosa que las facultades ad- 
ministrativas y la manera de ejercerlas, y el premio 
que le corresponde por esa administración. El dis- 
cernimiento es el mandato^ y el mandato se ajusta 
á la ley bajo cuyo imperio se otorga, sin considera- 
ción al lugar donde están situados los bienes que se 
van á administrar con el mandato. Los derechos y 
obligaciones del mandatario, lo mismo que los del 
representante legal, no son inherentes á los bienes, 
sino á las personas, y no son, por consiguiente, ma- 
teria de leyes reales, sino de leyes personales. Lo 
mismo hay que decir del usufructo del padre de fa- 
milia sobre los bienes del hijo: ese usufructo lo otor- 
ga la ley que da origen á la patria potestad, y nó 
la ley donde están situados los bienes; ese usufructo 
forma parte del conjunto de derechos y obligacio- 
nes que constituyen el estado civil de padre de fa- 
milia, y las leyes del estado civil son esencialmente 
pei^sonales, y por eso siguen al individuo, aunque 
traslade su residencia ó domicilio á país extranjero. 
El representante legal tiene que ajustarse á la ley 
que confiere la representación, lo mismo que el 
mandatario tiene que ajustarse al contrato y á la 
ley bajo cuyo imperio adquirió la existencia; en uno 
y otro caso sólo hay obligaciones y dei'echos perso- 
nales; en uno y otro caso las leyes tienen relación 
directa con las personas, é indirecta ó secundaria- 
mente con los bienes. 
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Más difícil es la calificación de las leyes relativas 
á la prelación de créditos. El señor Concha y Toro 
las estima como reales, y sostiene, en consecuencia, 
que la preferencia para el pago de los créditos con 
los bienes situados en Chile debe regirse por la ley 
chilena. En favor de esta opinión puede alegarse que 
las dichas leyes tienen por objeto directo los bienes, 
porque tratan de determinar la responsabilidad de 
ellos á favor de los acreedores. En efecto, el artículo 
2465 de nuestro Código Civil dice así: «Toda obli- 
gación personal da al acreedor el derecho de perse- 
guir su ejecución sobre todos los bienes raíces ó 
muebles del deudor, sean presentes ó futuros, excep- 
tuándose solamente los no embargables, designados 
en el artículo 1618.» De paso advertiremos que hay 
otros bienes no embargables á más de los designa- 
dos en el artículo 1618.(1) Aunque esta ley está redac- 
tada en forma facultativa, como si se tratase de dar 
una facultad ó un derecho á los acreedores, en rea- 
lidad ella establece una responsabilidad en los bie- 
nes del deudor; y la mejor prueba de que su propó- 
sito tiene relación directa con los bienes, es que ex- 
ceptúa de esa responsabilidad cierta clase de bie- 
nes, los no embargables. Así pudo redactarse la ley 
sin inconveniente alguno, y emitiendo exactamente 
la misma idea, en estos términos: «Todos los bienes 
de una persona, sean presentes ó futuros, excep- 
tuándose solamente los no embargables, responden 
de sus obligaciones personales.» Esta idea es con- 
sonante con la que expresa el inciso final del artículo 
1619, que dice: «La cesión no trasfiere la propiedad 
de los bienes del deudor á los acreedores, sino sólo 
la facultad de disponer de ellos y de sus frutos has- 
ta pagarse de sus créditos.» Estas leyes tienen, pues 



(1) Hoy día, es el art. 466 del Código de Procedimiento 
Civil el que establece cuáles son los bienes no embarga- 
bles. (S, L.j 
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relación directa con los bienes, y en cuanto estable- 
cen la responsabilidad de los bienes de una persona 
para el pago de sus deudas, son sin duda leyes rea- 
les, pues no toman en cuenta la calidad de las per- 
sonas, no tratan de favorecer á una clase espe- 
cial de individuos. 

Pero las leyes que dan preferencia á cierta clase 
de acreedores para ser cubiertos de sus créditos, no 
son todas de la misma clase; porque, si bien algunas 
no toman en cuenta la calidad de las personas, sino 
sólo la naturaleza del crédito, para establecer esa 
preferencia, otras, por el contrario,* sólo toman en 
cuenta la calidad personal del acreedor para darle 
la prelación. Así sucede con los créditos de los pu- 
pilos, de las mujeres casadas, del Fisco, etc. Estas 
leyes tienen relación directa con las personas, tra- 
tan de protejer las personas, establecen un privi- 
lejio en favor de las personas; el espíritu que 
inspira á la ley, el propósito que persigue, es el fa- 
vor de las personas: son, por consiguiente, persona- 
les y no reales. 

De esta calificación depende, necesariamente, la 
legitimidad y el acierto del fallo que se dicte en la 
colisión de las leyes extranjeras con las nacionales. 
Cualquiera otra consideración es subalterna, ó debe 
ceder ante la calidad de la ley; porque si no debe 
olvidarse que estamos tratando de esta difícil mate- 
ria según los principios adoptados por nuestro Có- 
digo Civil, debe también tenerse presente que la 
distinción de las leyes en reales y personales, y el 
predominio de las reales sobre los bienes situados 
en el territorio donde ellas imperan, al menos en 
cuanto á los raíces, es doctrina aceptada por todas 
las escuelas. 

Felizmente, con la doctrina ampliamente liberal 
y generosa adoptada por nuestro Código Civil, se 
disminuyen considerablemente los casos de conflic- 
to entre las leyes patrias y las extranjeras, sin ne- 
gar por esto que contribuyen también al mismo pro- 
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pósito las reglas en que están de acuerdo los diver 
sos sistemas. 

Si suponemos que el concurso de acreedores se 
abre en Chile y que los bienes están situados en 
Chile, no hay conflicto alguno, aunque algunos 
aci'eedores sean extranjeros que jamás hayan esta- 
do en Chile, y sean menores, mujeres casadas, etc. 
La cuestión sobre sí son reales ó personales las leyes 
que otorgan privilegio ó prelación a las dichas per- 
sonas, es inútil, porque sean de la clase que fueren 
hís expresadas leyes, el privilegio so puede hacer 
valer: si son reales, los bienes del deudor se distri- 
buirán en el pago de sus acreedores según la ley 
chilena, y por consiguiente, según la prelación que 
dicta esta ley, y esto no puede ofrecer duda alguna, 
porque sería conforme con el principio aceptado 
por todas las escuelas. Si, por el contrario, las di- 
chas leyes son personales, podrán siempre hacer va- 
ler su privilegio las personas indicadas lo mismo que 
lo podrían hacer valer los chilenos, en conformidad 
al artículo 57 del Código Civil, que dice: «La ley 
no reconoce diferencia entre el chileno y el extran- 
jero en cuanto á la adquisición y goce de los dere- 
chos civiles que regla este Código». En la palabra 
extranjero se comprende naturalmente no sólo á 
los domiciliados y transeúntes, sino también á los 
que no habitan en la República y no han venido ja- 
más á ella. Así también el artículo 997, aunque sin 
necesidad, repite la misma idea. «Los extranjeros, 
dice, son llamados á las sucesiones ab intestato abier- 
tas en Chile de la misma manera y según las mis- 
mas reglas que los chilenos.» No puede caber, pues, 
duda alguna de que los extranjeros, sean ó nó resi- 
dentes en Chile, gozan de todos los derechos civi- 
les, lo mismo que los chilenos. 

Aún el artículo 2484, que podría talvez servir de 
argumento para sostener que son reales las leyes 
que otorgan privilegio á ciertas personas para el 
pago de sus créditos, comprueba el sentido que da- 



142 DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

mos á la palabra extranjero. El dicho artículo dice 
así: «Los matrimonios celebrados en país extranje- 
ro y que según el artículo 119 deban producir efec- 
tos civiles en Chile, darán á los créditos de la mu- 
jer sobre los bienes del marido existentes en temto- 
rio chileno, el mismo derecho de preferencia que los 
matrimonios celebrados en Chile». Aquí la ley com- 
prende indistintamente á chilenos y extranjeros de 
cualquiera clase, residentes ó no residentes; lo único 
que exige la ley es que el matrimonio celebrado en 
país extranjero produzca efectos civiles en Chile. 

Volvemos á repetir: en los concursos de acreedo- 
res formados en Chile y sobre bienes situados en 
Chile, no puede haber conflicto entre las leyes na- 
cionales y las extranjeras. Supóngase (escogemos 
el caso más desfavorable á nuestra tesis) que una 
mujer francesa casada con un francés se presente 
al concurso abierto en Chile á su marido con bie- 
nes situados en Chile, y supóngase que por la ley 
francesa la mujer no goce de privilegio para el pa- 
go de sus créditos. Aunque por la doctrina francesa 
las leyes personales viajan con el individuo, la mu- 
jer francesa gozará en Chile del privilegio, porque 
aquí no se acepta esa doctrina, al menos con esa la- 
titud, y porque el extranjero goza en Chile de los 
mismos derechos civiles que el chileno; y todavía 
más, porque en la suposición que examinamos, la 
ley francesa, si no le da á la mujer el privilegio, no 
le prohibe gozarlo en el extranjero. Pero en reali- 
dad, la ley francesa otorga el privilegio de que ha- 
blamos, á la mujer casada y con más amplitud y 
eficacia que el que otorga la ley chilena. ¿Podrá la 
mujer ejercer en el concurso de su marido, abierto 
en Chile, y en los bienes situados en Chile, el privile- 
gio para el pago en la forma que se lo otorga la ley 
francesa? Evidentemente nó, aunque sea la ley per- 
sonal, ya porque la ley de Chile no acepta la doc- 
trina de que las leyes personales sigan al extranje- 
ro en su residencia en Chile, ya porque no distin- 
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giie entre el extranjero y el chileno en cuanto á la 
adquisición y goce de los derechos civiles que re- 
gla nuestro Código. La ley no ha dicho que el ex- 
tranjero tendrá en Chile los mismos derechos civiles 
que el chileno, sino que no reconoce diferencia entre 
uno y otro; y por consiguiente, no es posible que el 
extranjero tenga en Chile derechos civiles más cuan- 
tiosos que el chileno, estando ambos en las mismas 
circunstancias. 

Pero puede existir el conflicto si suponemos que 
el concurso de acreedores se forma en Chile y hay 
algunos bienes del deudor situados en territorio ex- 
tranjero. Sin embargo, es fácil resolverlo con la dis- 
tinción de las leyes reales y personales. Los bienes 
situados en el extranjero están sujetos á la ley del 
país de la ubicación. Nuestro Código no establece 
este principio general, pero lo aplica ó lo reconoce 
respecto de los bienes situados en Chile, y la doc- 
trina uniforme de todas las escuelas lo acepta en 
toda su latitud, al menos en cuanto á los bienes 
raíces. El predominio de la ley de la ubicación, lex 
loci rei sita'., es, por otra parte, incontestable, desde 
que los bienes no pueden sustraerse á la soberanía 
y á la fuerza pública de ese lugar. 

En el caso supuesto, los Tribunales de Chile ten- 
drían que respetar y aplicar la ley de la ubicación 
de los bienes en todos los capítulos de prelación que 
se fundasen en leyes reales, y vendidos o realizados 
los bienes, el resto del valor, después de satisfechos 
aquellos créditos, se repartiría en Chile dando lugar 
á las prelaciones que establezca la ley personal chi- 
lena, esto es, pupilos, mujeres casadas, etc. 

Esta decisión no ofende la soberanía del lugar de 
la ubicación de los bienes; la venta se hace en el 
lugar del juicio; la justicia de este lugar es el repre- 
sentante legal del deudor concursado, y por esto el 
artículo 671, inciso 3.^ dispone: «En las ventas for- 
zadas que se hacen por decreto judicial á petición de 
un acreedor en pública subasta, la persona cuyo 
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dominio se transfiere es el tradente y el juez su re- 
presentante legal»; y el inciso final del artículo 1619 
dice: «La cesión no transfiere la propiedad de los 
bienes del deudor á los acreedores, sino sólo la 
facultad de disponer de ellos y de sus frutos hasta 
pagarse de sus créditos. > 

Como se ve, el sistema adoptado por nuestro Có- 
digo Civil es sencillo, lógico y ajustado á los prin- 
cipios más generalmente reconocidos. En compro- 
bante nos permitimos copiar lo que sobre esta deli- 
cada é interesante cuesti()n consigna M)\ Paul Pont 
en el número 438 de su tratado sobre privilegios é 
hipotecas (tomo I, pág. 424). «Pero una hipótesis 
verdaderamente delicada puede presentarse en este 
caso de matrimonio celebrado en el extranjero. Pue- 
de suceder que un extranjero que se casa en su 
país, ya sea con una extranjera, ó sea aun con una 
francesa (lo que no cambhi la situación, pues que 
la mujer francesa pierde su cíilidad de francesa por 
su matrimonio con un extranjero), posea inmuebles 
en Francia. La hipoteca legal, que la ley establece 
por el hecho solo del matrimonio, ¿le corresponderá 
á la mujer en este caso? Y la mujer ¿podrá ejercer 
esta hipoteca sobre los inmuebles situados en Fran- 
cia contra los terceros que allí hubiesen adquirido 
algunos derechos? Sobre este punto, la doctrina y 
la jurisprudencia presentan divergencias notables y 
sistemas muy varios. 

«Dos opiniones opuestas se han presentado desde 
luego. Por una parte se ha sostenido que no hay 
diferencia en cuanto á la hipoteca, entre el francés 
y el extranjei*o que poseen inmuebles en Francia, 
y en consecuencia, que la mujer del extranjero pue- 
de gozar, en cuanto al ejercicio de su hipoteca legal 
sobre los inmuebles situados en Francia que perte- 
nezcan a su marido extranjero, del beneficio de la 
ley francesa. (Vid. en este sentido Grenoble, 19 de 
julio de 1849; J, P., 1850, tít. II, pág. 233; M. M. 
Merlin, lieport . V. Rcmploi^ § 2, núm. 9; Troplonq 
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niíms. 429 i 513 ter. — M. Tessier admite igualmente 
la hipoteca, pero solamente en el caso en que el ma- 
trimonio de la mujer extranjera haya tenido lugar 
en Francia, De la (¡oti\ t. II, uúm. KkJ). Por otra 
parte, se ha dicho, al contrario, y es la opinión que 
ha prevalecido largo tiempo en doctrina y en juris- 
prudencia, que la hipoteca legal debe negársele á 
la mujer extranjera,porque la hipoteca es mía con- 
cesión del Derecho Civil que se ha establecido sólo 
en favor de los regnícolas, y que, en consecuencia, 
no puede aprovechar á las mujeres extranjeras, á 
las que no ha podido tener en vista la ley civil. 
(Lieja, 16 de mayo de 1823; Burdeos, 17 de marzo 
de 1834; Amiens, 18 de agosto de 1834: Douai, 24 
de junio de 1844: Burdeos, 14 de julio de 1845: 
Rennes, 30 de agosto de 1845:. J. P, 1844, t. II, pá- 
gina 491; 1845, ^t. II, pág. 441; 1846, t. II, pág. 
676. -Vid. asimismo M. M. Grenikr, niims, 246 y 
247; DiTHANTON, t. XIX, núm. 292; Baltur, t. lí, 
núm. 354: Zacharie v sus anotadores Aubry y Rau, 
t. II, pág. 125 y nota 15; Massk, Droit comni. t. II, 
mira. 332; Gaudry, Rei\ do Lérj, t. II, pág. 300 y 
siguientes; Fcelix, Eers. Extranjera y írancrsa, 
t. IX, pág. 25, y Tratado de derecho internacio- 
nal privado^ t. I, pág. 136). 

«En seguida se han presentado otros dos siste- 
mas, ambos intermediarios. Según el primero de 
estos sistemas, los matrimonios celebrados en el ex- 
tranjero y bajo el imperio de una ley extranjera, dc;- 
berían producir aun en Francia todos los efectos 
que les atribuye la ley extranjera, cuando estos 
efectos no son contrarios al orden público estable- 
cido en Francia. De lo que se seguiría que la mujer 
extranjera á quien la ley de su país acuerda una 
hipoteca sobre los bienes de su marido, podría ejer- 
citar esta hipoteca aún sobre los inmuebles situados 
en Francia; y que, por el contrario, la mujer ex- 
tranjera no tendría ningún derecho que ejercitar 
en los inmuebles de su marido situados en Francia, 

OBRAS FAlíRRS lO 
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H¡ la ley de su país no consagra en su favor la ga- 
rantía de la hipoteca. (Vid. París, 19 de agosto de 
1851; J. P., l<So2. t II. pág-. 452.— Vid. también M. 
]\í. CuBAiN, iJr. des feííníLiiúm, 679; Rapetti, Cond. 
des iHi\, pág\ 121; Valette, núm. 139, pág. 267 et 
suir: Demangeat, Cond, cii\de>>ctr. en France^pág. 
380, núm. 82; et Kotes sur le IJr. Int. de F(elLi'^ t. I, 
pág. 136, nota a). El segundo sistema intermedia- 
rio se deriva del principio de reciprocidad consa- 
grado por el artículo 1 1 del Código Napoleón, y en 
consecuencia, es como si se dijera que el matrimo- 
nio celebrado en el exti'anjero entre dos extranje- 
ros, no confiere á la mujer hipoteca legal sobre los 
bienes de su marido situados en Francia, sino en 
cuanto un tratado diplomático entre la Francia y el 
país á que pertenece/i los esposos, acuerda á la mu- 
jer francesa hipoteca sobre los bienes de su marido 
situados en este país. Los últimos 'datos que sumi- 
nistra la jurisprudencia convergen hacia este último 
sistema, el que lia sido consagrado, en principio, 
por una sentencia reciente de la Corte de Metz, y 
ha recibido su aplicación en dos sentencias más re- 
cientes aún de la Corte de Grenoble, según las cua- 
les la mujer sarda, casada en Cerdefla, tiene, en 
virtud del tratado celebrado el 24 de marzo de 1760, 
entre el rey de Francia y el rey de Cerdeña, hipotecii 
legal sobre los inmuebles que su marido sardo po 
sea en Francia, en garantía de sus aportes y crédi- 
tos matrimoniales, 

«Por lo que á nosotros toca, hemos sido de dicta- 
men que entre estas cuatro opiniones, la primera es 
la única verdadera. Después de un nuevo examen 
de la cuestión, cor.servamos nuestro dictamen. Per- 
' sistimos en creer que cuando el matrimonio, que 
es el hecho de que nace la hipoteca legal, ha adqui- 
rido en F'rancia (aunque se haya celebrado en el 
extianjero) una notoriedad completa, esta garantía 
de la hipoteca legal debe existir de la misma ma- 
nera que si el matrimonio se hubiera contraído en 
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Fruncici y entre franceses. Desde luego, lo hemos 
dicho, la mujer extranjera no está menos que la mu- 
jer francesa, respecto de su marido, en las condicio- 
nes de dependencia que son la raz(5n fundamental 
de la hipoteca legal; y á este respecto, no se ve por 
qué la ley francesa rehusaría su protección á la 
mujer extranjera, cuyo marido poseyese inmuebles 
en Francia, y por qué espíritu de hostilidad y de 
egoísmo negase á esta mujer el derecho de obrar 
sobre estos inmuebles para la reparación del daño 
que haya podido causarle la administración mari- 
tal, que su estado de sumisión no le ha permitido 
censurar. En seguida, y hablando en derecho, la 
pretensión de la mujer extianjera ¿no se sostiene en 
motivos razonables? En definitiva, es un principio 
de nuestro Derecho Público que los inmuebles si- 
tuados en Francia, aún los poseídos por extranjeros, 
son regidos por la ley francesa (Código Napoleón, 
art. 3.^); y están, por consiguiente, sujetos á todas 
las cargas que la ley francesa hace pesar sobre 
ellos. Es así que la hipoteca que la ley establece 
en favor de la mujer, y atribuye al solo hecho del 
matrimonio, es precisamente una de esas cargas. 
¿Por qué razón los inmuebles que un extranjero po- 
see en Francia estarían exentos de la hipoteca en 
perjuicio de su mujer extranjera? ¿Se dirá que la 
hipoteca, por cuanto es un efecto del Derecho Civil, 
no protege sino á los regnícolas? Este sería un error 
evidente; porque si las formahdades prescritas para 
la inscripción útil de las hipotecas, si el modo que 
debe emplearse para poner en juego el ejercicio del 
derecho^ son una creacicin del Derecho Civil, sin 
embargo, nadie se ha atrevido á negar á los extran- 
jeros el derecho á la hipoteca convencional, ni el 
derecho á la hipoteca judicial. Hay que invocar en- 
tonces el principio mismo de la hipoteca, este prin- 
cipio de eterna justicia, según el que cada cual está 
obligado á satisfacer sus obligaciones con sus pro- 
pios bienes; y se ve en la hipoteca de los inmuebles 
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algo que, lo mismo que en las convenciones, perte- 
nece al Derecho de Gentes v á las garantías consti- 
tuídas sobre los inmuebles situados en Francia á 
favor de aquellos que (extranjeros 6 nacionales, 
puesto que ningi'm texto hace distinción á este res- 
pecto), se encuentren en las condiciones que hacen 
adquirir la hipoteca en Francia. Así, pues, es nece- 
sario decir lo mismo de la hipoteca legal que de la 
hipoteca convencional ó judicial, pues que ella exis- 
te en los bienes del obligado por la sola fuerza de 
la ley francesa y por el solo hecho de la cualidad 
de tutor 6 de marido que pertenece á este obligado, 
la cual, de seguro, es de IJerecho de Gentes, al mis- 
mo tiempo que los bienes de Francia están afectos 
á causa de esta cualidad por la ley civil de Francia. 
En consecuencia, si un extranjero que posee inmue- 
bles en Francia está investido de una de estas cua- 
lidades de marido 6 de tutor, es menester que estos 
inmuebles (pues que no pueden ser poseídos por el 
extranjero, sino con la condición -sine qtut non de 
ser regidos por la ley francesa) soporten la aplica- 
ción de las disposiciones de la ley francesa que ase- 
gura á la mujer y á los menores una hipoteca so- 
bre los inmuebles de su deudor, y en el instante 
mismo de la adquisición. 

«Que nos sea, pues, permitido mantener aquí la 
opinión que hemos ya sostenido, y que se nos auto- 
rice para repetir, al terminar nuestras observacio- 
nes sobre la causa de la hipoteca, lo que hemos di- 
cho al principio, á saber: que la hipoteca legal en 
favor de la mujer nace del solo hecho del matrimo- 
nio, sin que haya que tomar en cuenta las .circuns- 
tancias en que el matrimonio fué celebrado.» 

La opinión que abraza Mr. Paul Pont es, sin duda, 
la más equitativa, la más generosa y la que debiera 
prevalecer en todas las legislaciones; es la que ha 
aceptado de lleno nuestro Código Civil, ya se cali- 
fique de real, ya de personal, la ley que confiere la 
hipoteca legal á la mujer casada en los bienes del 
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marido; 6 bien que le da preferencia p^ira el pago 
en los mismos bienes, lo que viene A importar lo 
mismo que la hipoteca. Si la ley es personal, como 
la ley chilena no reconoce diferencia entre el chile- 
no y el extranjero en cuanto á la adquisición y goce 
ile los derechos civiles que regla el Código Civil, la 
mujer extranjera tiene el mismo derecho de prefe- 
rencia para el pago que la mujer chilena. Si la ley 
es real, se aplica iguahnente al extranjero que al 
<'.hileno, puesto que los bienes situados en Chile es- 
tán sujetos a las leyes chilenas^ aunque sus dueños 
sean extranjeros y no residan en Chile: la ley real 
aprovecha y grava igualmente al chileno que al ex- 
tranjero. 

Pero la opinií')n de Mr. Paul Pont no es conforme 
á la doctrina francesa en esta materia de Derecho 
Internacional Privado, y las razones en que la funda 
no tienen mérito jurídico, sino en el supuesto de que 
la ley f]'ancesn <jue concede hipoteca á la mujer 
i-asada en los bienes de su marido, sea una ley real, 
<iue es lo que hemos negado. Creemos haber de- 
mostrado que la dicha ley es personal, porque se ha 
dictado en favor de la persona de la nuijer casada, 
y forma partí* de los derechos que (*onstituyen su 
estado civil; es de la misma naturaleza que su in- 
capacidad para ejecutar ciertos actos y para cele- 
brar contratos: la ley ha te»iido en mira primaria- 
mente la persona y secundariamente los bienes; se 
ha tratado de garantir con ella los intereses perso- 
nales de la mujer contra la administiación del ma- 
rido, que se ejerce sin censura ni corrección inme- 
diata, como lo reconoce Mr. Paul Pont; es una ga- 
rantía en favor de la debilidad y dependencia de la 
mujer casada. 

Si la dicha ley fuera reaL la opinión de Mr. Paul 
Pont estaría ajustada á la doctrina de la escuela 
francesa. No ha dicho expresamente que sea real 
esa ley; pero las razones en que funda su dictamen 
«u ponen necesariamente ese carácter en la ley. Las 
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consideraciones de congruencia que aduce al prin- 
cipio y que podríamos estimar como argumento en 
legislación, los debemos descartar aquí, porque no 
pueden prevalecer sobre las reglas positivas, acep- 
tadas ó reconocidas por las distintas escuelas, y aún 
consignadas en algunos Códigos. Mr. Paul Pont 
ao^reo-a: «En seguida v hablando en Derecho, la 
pretensión de la mujer extranjera ¿no se sostiene 
en motivaos razonables? En definitiva, es un princi- 
pio de nuestro Derecho Público que los inmuebles 
situados en Francia, aun los poseídos por extranje- 
ros, son regidos por hi ley francesa (Códig'o Napo- 
león, artículo 3.^j, y están, por consiguiente, sujetos 
á todas his cargas que la ley francesa hace pesar 
sobre ellos.» Esto no importa otra cosa, ni más ni 
menos, que decir que es mil y no pinsonal la ley 
que otorga la hipoteca legal á favor de la mujer 
casada; peao en las palabras que hemos trascrito 
no se encuentra la prueba de que la ley tenga el 
carácter de mil. Después concluye M. Paul Pont su 
argumento con estas palabras: «En consecuencia, si 
x\n extranjero que posee inmuebles en Francia está 
investido de una de estas cualidades, de marido <> 
de tutor, es menester que estos inmuebles (pues que 
no pueden ser poseídos por el extranjero sino con la 
condición sine qiia non de ser regidos por la ley 
francesa), soporten la aplicación de las disposicio 
nes de la ley francesa que asegura á la mujer y á 
los menores una hipoteca sobre los inmuebles de su 
deudor, y en el instante mismo de la adquisición. >^ 
Observamos lo mismo que antes: en estas palabras 
sólo encontramos la afirmación de que es real la ley 
que concede hipoteca á la mujer casada en los bie- 
nes de su marido, pero no se descubre en ella la 
prueba de esa afh'mación. 

Xo hay, pues, duda alguna de que para Mr. Paul 
Pont la referida ley es real y nó per>sonal: sus pala- 
bias no. pueden tener otra significación: y sólo así 
tienen mérito jurídico los argumentos de que echa 
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mano, por cuanto ellos conducen á sostener el ca- 
rácter de redi en la referida ley. Porque, lo volve- 
mos á repetir, si es real la ley de que tratamos, la 
opinión de Mr. Paul I^)nt no sólo es la más equita- 
tiva y generosa, sino que estaría ajustada á la doc- 
trina de la escuela francesa, y sei'ía la prefcM'cnte en- 
tre las cuatro que ha enunciado: pero la dicha ley 
es personal: y nos (confirma remos en esta idea exa- 
minando los argumentos que aduce Mr. Paul Pont 
en favor de su opinión, ó sea para probar que la 
lev es real. 

El primero de esos arg^umentos, consiste en esta- 
blecer que la hipotecca leo'al en favor de la mujer 
casada es una carga que la ley impone á los inmue- 
bles del marido, y es una carga semejante á las 
hipotecas convencional y judicial: tan creación de 
la ley civil, nos dice, es la hipoteca legal á favor de 
la mujer casada, como las formalidades prescritas 
para la inscripción '/itil de las hipotecas, (') bien el 
modo (jue debe em{)learse para poner en juego el 
ejercicio del derecho. Si hi hipote(*a legal es seme- 
jante á la convencional y á la judicial, y si de estas 
hipotecas tienen derecho á gozar los extranjeros, 
no hay razón por qué negarles aquéllas. 

Este argumento no tiene fuerza alguna en Dere- 
cho, por([ue está fundado en un error ca})ital. Es 
falso que hi hipoteca legal de la mujer casada sea 
una carga de los inmuebles del marido; como es 
erróneo que la hipoteca legal sea semejante á la 
convencional. 

La palabra carr/a^ tratándose de bienes raíces, 
significa (brecho real, y la hipoteca legal de la mu- 
jer casada no es derecho real, y si lo es la hij)oteca 
convencional, siendo ésta la primera y más radical 
diferencia que existe entre ambas. Prueba inconcu- 
sa de esta proposición es qué la hipoteca legal no 
pasa contra terceros poseedores, y no es, por lo 
tanto, propiamente una limitación del doi^inio: 
mientras que la hipoteca convencional pasa contra 
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terceros poseedores, y es propia y estrictamente 
una limitaci(5n del dominio, y ésta es la razón por 
qué en la prohibición de enajenar se coraprcjnde la 
constitución de hipoteca, prenda, servidumbre, usu- 
fructo y todo derecho real. (Ley 7/, tít. 51. Cód. 
I)v rchus (úirn, non alirn^ y ley 10 tít. 33, Part. 7.^) 
La hipoteca legal no viene á importar principal- 
mente más que la preferencia para el pago, pero 
que puede ser preferida á la hipoteca convencional 
si aquella es más antigua, mientras que en la doc- 
trina de nuestro Código la hipoteca convencional 
es siempre preferida, de cualquiera fecha que sea. 
Por estas razones nuestro Código no ha calificado 
de hipoteca, sino de prinlci/io, el favor (jue otorga 
á la mujer casada para garantir sus derechos con 
el pago preferente. 

Podríamos señalar todavía otras diferencias en- 
tre la hipoteca legal y la convencional: aquélla es 
general, se extiende á todos los inmuebles, y en 
cuanto á la preferencia |)ara el pago, que es el ob- 
j(ít() de la ley ó la sustancia de la garantía, se ex- 
tiende á los nuiebles y compnMide, por consiguien- 
te, todos los bienes; mientras que la hipoteca con- 
vencional es siempre especial, no i)uede recaer sino 
en bienes raíces, y bien especificados y determi- 
nados. La hipoteca legal es obra exclusiva de la 
ley, no puede ser alterada ni destruida por el con- 
trato ó la voluntad de los interesados, ni en cuanto 
á su extensión, ni en las maneras determinar; mien- 
tras que la hipoteca convencional es obra del con- 
trato, y se sujeta en la mayor parte de sus efectos 
á las estipulaciones de los interesados, y puede ser, 
por consiguiente, más 6 menos limitada, condicio- 
nal y desde ó hasta cierto día, y terminar por la 
mera voluntad del acreedor. En la hipoteca legal, 
la acci()n jx'rsonal se confunde vx)n la rval^ 6 son 
una misma cosa, mientras (jue en la convencional 
las dos ac(*¡()nes, i*eal y personal, se sostienen per- 
fectamente distintas, y aún independientes, mientras 
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subsista la hipoteca; y puede, por consiguiente, de- 
saparecer la acción real 6 hipotecaria y quedar vi- 
gente la acción personal, lo que no puede suceder 
en la hipoteca legal. 

El segundo de los argumentos de que se vale Mr. 
Paul Pont, para sostener que es real la ley que otor- 
ga la hipoteca legal á favor de la mujer casada, 
consiste en hacer notar que si la hipoteca legal es 
una creación del Derecho Civil, lo es igualmente la 
hipoteca convencional, |)uesto que las f'onndlidade^i 
prescritas para la liiscripríón útil de las hipotecas, 
como el modo que debe emplearse para poner en 
juego el ejercicio del derecho de hipoteca , son crea- 
ciones de 1 aley civil, y, sin embargo, nadie se ha 
atrevido tí negar á los e.vtranjeros el derecho á la 
hipoteca convencional. Refuerza todavía su argu- 
mento Mr. Paul Pont con la consideración de que 
la hipoteca, ya sea legal, ya convencional, no es 
más que la aplicación del principio de eterna justi- 
cia, (lue nos ensena que cada cual está obligado á 
satisfacer sus obligaciones con sus propios bienes, 
y entonces la hipoteca, lo mismo que las conven- 
ciones, pertenece al Derecho de Cí entes. Agrega en 
seguida: «Así, })ues, es necesario decir lo mismo de 
la hipoteca legal que de la hipoteca convencional, 
^ues que ella existe en los bienes del obligado por 
"a sola fuerza de la ley francesa y por el solo hecho 
de la cualidad de tutor 6 de marido que pertenece 
á este obligado, la cual, de seguro, es de Derecho 
de Gentes, al mismo tiempo que los bienes de Fran- 
cia están afectos, á causa de esta cualidad, por la 

lev civil francesa. 

» 

En este argumento se incurre en varios errores 
capitales. Consiste el primero en establecer la iden- 
tidad délas hipotecas legal y convencional, en cuan- 
to á ser la una v la otra creaciones exclusivas de la 
ley civil. Que la hipoteca legal es pura creación de 
la ley civil, es cosa incuestionable, y en esto esta- 
mos de acuerdo con Mr. Paul Pont; pero la hipoteca 
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convencional no es lo mismo, pues hay que distin- 
guir en ella los requisitos externos, ó sea, las solem- 
nidades, y la sustancia, ó sea la garantía para el 
pago. En cuanto á las solemnidades, como es, ver- 
bigracia, la inscripción en el Registro, la hipoteca 
convencional es pura creación de la ley civil, y en 
esto se asemeja á la hipoteca legal; pero en cuanto 
á la garantía para el pago, es obra exclusiva del 
contrato, ó como dice Mr. Paul Pont, es de Deiucho 
de GentvH.j en esto se desemeja de la hipoteca legal. 

El segundo error consiste en confundir ó asimilar 
las creaciones exclusivas de la ley civil con los de- 
rechos que nacen directamente de la ley natural; y 
así vemos que ]\Ir. Paul Pont trata de probar que la 
hipoteca es de Derecho de Gentes porque es creación 
de la lev civil. En este argumentóse hace una remi- 
niscencia imperfecta de la teoría romana que dis- 
tinguía el Derecho (priritario del Derecho de Gentes, 
atribuyendo el primero exclusivamente al ciudada- 
no romano, y otoi'gando el segundo también á los 
extranjeros. No hay duda que tenemos afectos, por 
Derecho Natural ó Derecho. de Gentes, que es lo mis- 
mo, todos nuestros bienes al pago de nuestras obli- 
gaciones; pero en cuanto al pago preferente, ó sea, 
el privilegio de ciertos créditos pai a ser cubiertos 
antes que los otros, que es en lo que consiste la hi- 
poteca, ó sea, el fondo de esta entidad jurídica, hay 
que hacer la distinción que antes enunciamos: si esa 
preferencia nace del contrato (hipoteca convencio- 
nal), es una enajenación, es la trasferencia. de una 
paite del dominio, es de Derecho Natural primario 
y directo, puCvSto que lo es la propiedad y su transfe- 
rencia por la voluntad del dueño; si la preferencia 
para el pago nace exclusivamente de la ley civil 
(hipoteca legal), sin concurso alguno de la voluntad 
del dueño de los bienes, es de derecho civil primario 
y dii*e(*to, y sólo puede reputarse de Derecho Natu- 
ral secundario é indirecto. 

En tercer lugar, Mr. Paul Pont reconoce que la 
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hipoteca legal existe en los bienes del obligado por 
la sola fuerza de la ley francesa y por el sólo hecho 
de la cualidad de tutor ó de marido^ lo cual es un 
antecedente incontestable para establecei- que es 
personal la ley que crea la hipoteca legal, pues que 
en ella se tiene en mira primaria y directamente el 
interés de la personn; esa ley no tiene otro propósi- 
to que proteger al pupilo y á la mujer casada; si su 
mandato recae sobre los bienes, es sólo en conside- 
ración á las personas. Luego la ley es personal y 
nó re(d. Mientras tanto, la ley que estatuye ó prote- 
ge la hipoteca convencional es dictada sólo en con- 
sideraci()n <i los bienes; no se toma en ello para nada 
en cuenta las i)ersonas; no se trata de proteger ó de 
favorecer á personas determinadas, ni á cieita cla- 
se de personas; la ley es por consiguiente, real y nó 
personal. 

Si la ley que establece la hipoteca legal á favor 
de la mujer casada 'es una ley personal, la opinión 
de Mr. Paul Pont no es conforme á la doctrina de 
la escuela francesa en materia de Derecho Interna- 
cional Privado; y si se hubiera de juzgar por esta 
doctrina, habría (jue rechazar aquella opinión por 
más que sea la más equitativa y la más generosa. 
Pero si no hubiera de aceptarse la opinión de Mr. 
Paul Pont, con mavor razón deberíamos rechazar 
la opinión opuesta, y que es la segunda de las enun- 
ciadas en el párrafo que hemos trascrito. Esta opi- 
nión se funda en (|ue la hipoteca leyal es una conce- 
sión del Derecho Civil que se ha establecido sólo en 
favor de los regnícolas; y que, en consecuencia, no 
¡ruede aprovechar á las mujeres extranjeras, d las 
que no ha podido tener en vista la ley civil. Esta 
opinií'm corresponde a) sistema más desacreditado, 
al más hnnediato á la época de la barbarie de la 
ciencia legal del Derecho Internacional privado, y 
no es conforme á la doctrina de la escuela francesa 
en esta materia. 

En esta doctrina predomina el comitas gentiuní y 
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la reciproca uttiifas, y por ellas se acepta, entre otras 
realas; el que las leyes persoriíilesdeun país siguen 
al ciudadano á cualquiera parto donde vaya; y asi 
resulta que las leyes personales extienden su juris- 
dicción más allá de las fronteras de la nación que 
las dicta; pero sólo respecto de los ciudadanos de es- 
ta nación y en cuanto no contraríen al orden {mbli- 
co establecido en el país donde se trata de aplicar 
la ley. Los jurisconsultos de la es(»uela francesa di- 
cen que las leyes personales viajan con el ciudada- 
no, que le siguen lo mismo que la sombi'a sigue al 
cueri)o (pie la proyecta, y le están tan adheridas 
como la lepra al cutis. Si la ley pcMsonal viaja con 
el individuo: y si se cree y sostiene que la cortesa- 
nía ó comedimiento para con los extranjeros, lo mis- 
mo que la- recíproca utilidad de la naciones, exigen 
que no se apliípieal extranjero la ley personal fi^an- 
cCvSa, sino la ley personal (le su propio país, y si la 
ley que estatuye la hipoteca Ic^gal á favor de la mu- 
jer casada es perscmal y no es contraria al orden 
pilblico establecido en P'rancia, es claro que la (jpi- 
nión de Mr. Paul Pont peca po:* demasiado general, 
como asimismo i)or las razones en ipie la funda. Se- 
o^ún la doctrina de la escuela fi'ancc^sa, si hi lev del 
país á que pertenece la mujer extranjera le otorga 
la hipoteca legal en los bienes de su marido, como 
esta hipoteca no contraría el ordc^i i)úblico de Fran- 
cia, g(^zará igualmente de ella en los bienes situados 
en Francia, lo mismo que la mujer francesa; sccus^ 
en el caso ccmtrario. Ci'eemos, en consecuencia, que 
la tercera de las opiniones enunciadas j)or Mr. Paul 
Pont sería la mejor fundada, si el negocio se hubie- 
ra de juzgar según la doctrina de la escuc^la francesa. 
Felizmente, como antes lo hemos dicho, esta cues- 
tic'm no ofrecería dificultad alguna si hubiera de ser 
fallada con arreglo á bis leves chilenas: en Chile la 
mujer extranjera, sin excepcicin algunív, gozaría del 
privilegio de ser pagada preferentíímente con los 
bienes de su marido situados en Chile, aunque por 
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la ley personal de su país no goce de este privilegio 
ó de hipoteca legal; pero tampoco gozará en Chile 
de otro privilegio que el que le otorga la ley chile- 
na, por más que la ley de su país le conceda hipo- 
teca legal ú otra clase de privilegio. Volveremos á 
recordar las disposiciones de nuestro Código Civil: 
«La ley es obligatoria para todos los habitantes de 
la República, inclusos los extranjeros» (art. 14); «La 
ley no reconoce diferencia entre el chileno y el ex- 
tranjero en cuanto á la adquisición y goce de los 
derechos civiles que regla este Código» (art. 57); 
«Los extranjeros son llamados á las sucesiones abin- 
testato abiertas en Chile de la misma manera y se- 
gún las mismas reglas que los chilenos» (art. 1)97); 
«Los matrimonios celebrados en país extranjero y 
que según el artículo llí), deban producir efectos 
civiles en Chile, darán á los créditos de la mujer so- 
bre los bienes del marido existentes en territorio chi- 
leno, el mismo derecho de preferencia que los matri- 
monios celebrados en Chile» (art, 2484). Los térmi- 
nos de este último artículo comprenden tanto á los 
extranjeros residentes en Chile como á los no resi- 
dentes, y esta observación recae igualmente en el 
marido y en la nmjer: la ley habla de matrimonios 
celebrados en ¡míís extranjero^ con lo que no cabe 
distinciim alguna entie marido y mujer extranjeros. 
Nos hemos detenido en el estudio de esta cuestión 
no sólo para fijar mejor nuestras ideas sobre la dis- 
tinta naturaleza de las leyes reales y personales, y 
conocer mejor las reglas que eviten el peligro de 
cambiarlas ó confundirlas, cuanto para hacer resal- 
tar la importancia del sistema que tiene como base 
para resolver esta clase de cuestiones, la divisiíhi 
de las leyes en reales, personales y relativas á los 
actos; sistema que se ha tratado de desconceptuar 
por cuanto no alcanza á disminuir, á satisfacción de 
todos, las complicadas cuestiones ([ue ofrece esta 
matei'ia, y que nacen en gnin parte (como hemos 
ti'atado de inculcarlo) del error en que se incurre al 
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calificar una ley de real 6 pe/\sonal. Queríamos 
al mismo tiempo llamar la atención á las ventajas 
que ofrece el sistema que ha formado nuestro Códi- 
go Civil. 

Este sistema lo componen las reglas que, sin des- 
conocer las tradiciones del Derecho Romano en su 
parte más legítima, son en la actualidad reconoci- 
das en las distintas escuelas que tienen dividido el 
campo de la ciencia del Derecho Internacional Pri- 
vado. Reduciendo el número de esas reíalas v ffone- 
1-alizando sus preceptos, ha conseguido darles m^ís 
claridad y más facilidad en la ejecución, y lo que 
es más importante, mayor equidad y generosidad, 
acercándonos así al ideal tan anhelado: la uniformi- 
dad de las legislaciones en esta materia. 

Los que desprecian la distmción del estatuto real 
y personal no han podido formar un sistema que 
tenga una base medianamente sólida y científica, y 
so han convertido en casuistas, sin más recursos que 
los argumentos de congruencia, que sin ser los más 
satisfactorios, nos precipitan con frecuencia en la 
arbitrariedad. Se recurre también á los argumentos 
de autoridad, ó sen, la opinión de los jurisconsultos; 
3ero en esta materia, como en todas las ciencias fi- 
osóficas, ese es el último argumento de que debe 
echarse mano. 



IV 



La regla que se consigua en el inciso 1.^ y que 
dispone que todos los bienes situados en Chile están 
sujetos á las leyes chilenas y sea cuales fueren sus 
dueños, tiene sus excepciones. 

La primera y la más importante es la que se con- 
signa en el artículo 955, que dice: v<La sucesión ea 
los bienes de una persona se abre al momento de 
su muerte en su último domicilio; salvo los casos ex- 
presamente exceptuados». «La sucesión se regla por 
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la ley del domicilio en que se abre; salvas las ex- 
cepciones legales». 

La sucesióri por causa de muerte, ya sea testa- 
mentaria ó abintestato, es un modo de adquirir eldo- 
rairio y los derechos reales, excepto los que no pue- 
den trasmitirse y perecen con el poseedor 6 dueño, 
ccmio son el usufructo, el uso vía habitación. Todas 
las leyes relativ^as á los modos de adquirir el domi- 
nio son reales, porque versan directamente sobre las 
cosas sin consideración alguna á las personas, y, por 
consiguiente, las leyes sobre trasmisión de los bienes 
por causa de muerte son taml)ién leyes reales. Con- 
secuencia rigurosamente Icigica era que la sucesión 
por causa de muerte, ya sea testada ó intestada, se 
rigiese por las leyes chilenas en cuanto á los bienes 
situados en Chile. Pero el artículo 955 establece dos 
excepciones á la regla general del inciso 1.^ del ar- 
tículo 16, que dice que los bienes situados en Chile 
están sujetos á las leyes chilenas. 

El artículo 955 contiene Ires reglas, que conviene 
distinguir. 

Regla 1.^ «La sucesión en los bienes de una per- 
sona se abre al momento de su muerte». La apertu- 
ra de la sucesión, según la teoría de nuestro Código 
C>ivil, es el nacimiento de los derechos que confiere 
el testamento ó la ley, según sea la sucesión testada 
<) ab intestato, y la consiguiente delación de las asig- 
naciones testamentarias ó ab intestato, salvo las con- 
dicionalesde condición suspensiva (artículos 688,722, 
í)56, 1226, 1239, 1078). Esta regla no tiene otra li- 
mitación que la que ofrece el caso de la muerte pre- 
sunta, en el que los interesados no pueden hacer 
valer sus respectivos derechos sino desde que se de- 
creta la posesión provisoria ó la definitiva (artículos 
83, 84, 90. 91), salvo las medidas precautorias que 
pueden impetrarse. Esta regla no importa una ex- 
cepción á lo dispuesto en el inciso 1.® del artícu- 
lo 16. 

Regla 2.* «La sucesión en los bienes de una per- 
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sona se abre en su último domicilio, salvo los casos 
expresamente exceptuados». El cnso de excepción 
más notable es el del desaparecido,* cuya sucesión 
se abre en el ultimo domicilio que haya tenido en 
Chile (art. 81), á pesar de que puede haber tenido 
su domicilio en otra parte, lo cual supone la ley que 
se ig-nora. Esta regla 2/ determina la competencia 
del juez del último domicilio del difunto para todas 
las diligencias consiguientes á la apertura de la su- 
cesión, como la apertura y publicación del testa- 
mento (art. 1009), la guarda y aposición de sellos 
(arts. 1222 y 1223), la facción de inventario, la par- 
tición de los bienes hereditarios y el ejercicio de los 
derechos que por el testamento ó por la ley nacen 
de la misma apertura, como asimismo del juicio de 
petición de herencia, nulidad del testamento, etc. 
(art. 221 de la Ley de Organización y Atribuciones 
de los Tribunales de 15 de octubre de 1875). Pero 
es preciso no confundir los derechos que nacen de 
la apertura de la sucesión, ó Iñen sea los derechos 
á la sucesión, que son de los que hemos hablado, y 
los derechos contra la sucesión ó contra la heren- 
cia. Los deiechos á la sucesión se hacen valer en el 
domicilio de la apertura; pero los derechos contra 
la sucesión se hacen valer -en el domicilio que co- 
rresponda como si no hubiese muerto el obligado, <> 
bien aquel á quien repi'csenta la sucesi()n (Ule de 
cifJHs sifcressione agitnr): es decir, que la muerte no 
cambia el lugar donde pudieran ó debieran ejerci- 
tarse esos derechos. De la misma manera, los dere- 
chos que competen á la sucesión, que son aquellos 
que competían al difunto, deben ejercitarse en el 
mismo lugar y ante los mismos tribunales en que 
habría podido ó debido ejercitarlos el difunto: la 
muerte no altera estos derechos, ni la manera de 
ejercitarlos. 

Esta segunda regla puede ya considerarse como 
una excepción de lo dispuesto en el inciso 1.^ del 
artículo 16, porque los bienes situados en Chile no 
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quedan sujetos á las leyes chilenas en cuanto á la 
apertura de la sucesión, publicación del testamento, 
inventario, etc. 

Regla 3.*^ «cLa sucesión en los bienes de una per- 
sona se regla por la ley del domicilio en que se abre, 
salvíís las excepciones legales. > Estas excepciones 
son las del número 2.^ del artículo 15; la sucesión del 
chileno que muere domiciliado en país extranjero 
se rige por la ley chilena, pero sólo respecto de su 
cónyuge y parientes chilenos; lo que se confirma 
con el inciso final del artículo 998; y la otra ex- 
cepción es relativa á la sucesión del extranjero, que 
según el mismo artículo 998 se sujeta ala ley chile- 
na en cuanto á los derechos que ella confiere á los 
chilenos, esto es, sucesión ab intestato y asignacio- 
nes forzosas, según lo hemos explicado en el número 
V del comentario del artículo 14. 

Esta regla 3.* es otra excepción del precepto del 
inciso 1.*^ del artículo 16. Según esta regla, los bienes 
situados en Chile se rigen por la ley extranjera en 
cuanto á la transmisión del dominio y de los derechos 
reales, como en cuanto á los demás derechos y bie- 
nes transmisibles, salvas las excepciones legales. Si 
se trata de un extranjero que no deja cónyuge ni 
parientes chilenos, su sucesión se arregla por com- 
pleto según la ley del domicilio en que se abre, en 
cuanto á los bienes situados en Chile; salvos empero 
los derechos del Fisco chileno, como lo expresa Be- 
llo Derecho Internacional, 1.* parte, capítulo 4.^, nú- 
mero 4. Finalmente, cualquiera influencia que se 
conceda á las leyes de un Estado sobre los bienes 
situados en suelo extraño, debe siempre quedar á 
salvo el derecho del Fisco de cada nación para suce- 
der en los bienes que en ella existen, á falta de todo 
otro heredero; bien que el Fisco en este caso sucede 
menos como heredero, que por su derecho, á ocupar 
los bienes vacantes; derecho inherente á la sobera- 
nía territorial. Igual cosa sucede si se trata de un 
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chileno que muere domiciliado en país extraño y no 
deja cónyuge ni parientes chilenos. 

La ley chilena atiende sólo al domicilio y nó á la 
nacionalidad del difunto para determinar la ley que 
debe regir su sucesión. La sucesión del individuo 
que muere domiciliado en Chile, sea nacional ó ex- 
tranjero, se rige por la ley chilena, la que da en ella 
iguales derechos á los chilenos y á los extranjeros, 
salvo la preferencia excepcional á favor del chileno 
de que habla el artículo 998 y que es sólo para el 
caso en que hay bienes en país extranjero y en que 
la ley de este país no da igual derecho á los chile- 
nos que á los regnícolas. La ley chilena usa de per- 
fecta reciprocidad en cuanto al extranjero que mue- 
re domiciliado en el extranjero y que no deja cón- 
yuge ni parientes chilenos; su sucesión se regla ex- 
clusivamente, en cuanto á los bienes situados en Chi- 
le, por la ley del domicilio en que se abrió. Si un 
inglés domiciliado en Espafia'muere en Francia, Ita- 
lia, Prusia ó en cualquiera otra parte, su sucesión 
en cuanto á los bienes situados en Chile, se rige por 
la ley española, que es la del domicilio y nó por la 
ley inglesa, que es la ley de la nacionalidad. Puede 
suceder que la ley del domicilio disponga que la su - 
cesión se rija por la ley de la nacionalidad, entonces 
los bienes situados en Chile se regirán por esta úl- 
tima ley y se cumplirá así la ley chilena, porque en 
este caso la ley de la nacionalidad viene á ser la ley 
del domicilio, única que se respeta en Chile. 

Las disposiciones de la ley chilena son bien cla- 
ras y terminantes á este respecto. Pero ¿conviene dar 
preferencia á la ley del domicilio sobre la ley de la 
nacionalidad? Creemos que sí: y que nuestro Código 
está en la buena doctrina, porque es la más lógica 
y la más conveniente para los extranjeros. Es la más 
lógica, porque el hecho de elegir un lugar como do- 
micilio supone, el ánimo de atemperarse á los usos, 
costumbres, idioma, leyes, etc., de ese mismo lugar; 
supone un principio de gratitud y correspondencia 
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entre la protección que recibe el extranjero y su so- 
metimiento á las leyes ó reglas de conducta que im- 
peran en el lugar que él mismo ha elegido para re- 
sidir permanentemente. ¿Querría el extranjero que 
en sus funerales se hiciera uso de ciertas pompas ó 
aparatos que no son esenciales á las creencias reli- 
giosas y que se estimaran ridiculas en el lugar del 
domicilio? ¿No ha cambiado tal vez bástala forma y 
calidad del traje y hasta las maneras sociales? Lógico 
es entonces suponer la uniformidad y que, eligiendo 
el extranjero un lugar para su residencia, haya in- 
tentado, no sólo acomodarse á los usos, costumbres 
y manera de vivir propios de ese lugar, sino tam- 
bién á las leyes que distribuyen los bienes de un 
individuo que fallece sin disponer de esos mismos 
bienes. 

ha doctrina de nuestro Código es también la más 
conveniente para los extranjeros; porque la sucesión 
por causa de muerte puede ser testada ó intestada, 
y en uno y otro caso le es más fácil al extranjero, 
generalmente hablando, conocer la ley del domicilio 
que la de la nacionalidad; en el testamento intervie- 
ne, por lo regular, un funcionario ilustrado que puede 
dar conocimiento al extranjero de la ley del domici- 
lio y que no podrá dárselo de la ley de la naciona- 
lidad y, por otra parte, muchos pi-eceptos de fondo 
están relacionados y entrelazados con otros precep- 
tos de forma, lo que embarazaría ó limitaría la tes- 
tamentií'acción en el lugar del domicilio, si se qui- 
siese exigir allí el cumplimiento de la ley de la nacio- 
nalidad. En cuanto ala sucesión intestada, también 
le es más fácil al extra;njero conocer la ley del do- 
micilio que la de la nacionalidad: de la primera le 
podrán dar conocimiento todos los abogados y hasta 
los legos, mientras que de la segunda será difícil 
que encuentre abogado que la conozca. 

En la sucesión intestada es donde puede ofrecer 
más interés esta cuestión, porque acerca de ella 
hay más divergencia entre las legislaciones de los 
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distintos países, mientras que hay más uniformidad 
respecto á la sucesión testamentaria , i)uesto que en 
ésta predomina la voluntad del testador. Pero, ¿qué 
es la sucesión intestada? No es otra cosa que el tes- 
tamento que hace la ley por el difunto. La ley dis- 
tribuye los bienes de la persona que no hace testa- 
mento, y los distribuye de la manera que sospecha 
ó presume que los habría distribuido el difunto. 
Esta es la base filosófica de la sucesión intestada 
en los pueblos civilizados. Se pregunta entonces, 
¿cuál ley interpretará mejor la voluntad del difun- 
to? ¿Cuál ley estará en mejor aptitud para conocer 
esa voluntad? Decimos con nuestro Código Civil 
que es la ley del domicilio; porque si el extranjero 
ha aceptado deliberadamente los usos, costumbres, 
idioma, leyes y modo de vivir de un lugar, no ha- 
bría razón por qué exceptuar la ley que arregla la 
sucesión intestada, rompiendo así esa uniformidad; 
y si la sucesión intestada guarda relación ordina- 
riamente con los mismos usos, costumbres y modo 
de vivir, es claro que el extranjero ha tenido la 
intención de que sus bienes se distribuyan según la 
ley del domicilio, y nó segiln la ley de la nacio- 
nalidad. 

Distinta es la cuestión sobre si conviene la regla 
'¿.^ del artículo 955, esto es, que prevalezca la ley 
extranjera, ó sea, la del domicilio del difunto sobre 
la ley chilena, en la sucesión por causa de.muerte, 
en cuanto á los bienes situados* en Chile. Creemos 
también generosa y iltil esta preferencia; que es 
una derogación del principio consignado en el inci- 
so 1.® del artículo 16. La razón es porque conviene 
á los extranjeros la uniformidad, ó sea. la unidad 
del sistema en la distribución de los bienes heredi- 
tarios, puesto que es fácil reconocer que ofrecería 
dificultades y perturbaciones el hacer regirla suce- 
sión hereditaria por distintas legislaciones al mismo 
tiempo. Esta preferencia de la ley extranjera, por 
otra parte, no perjudica á los chilenos, en virtud de 
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las limitaciones ó contra-excepciones que establece 
el artículo 998; y por último, no daña al orden pú- 
blico, ni á la soberanía de nuestro país. 



V 

La otra excepción de la regla consignada en el 
inciso 1.^ del artículo 16 se encuentra en el inciso 
2.^ del mismo artículo, que dice: «Esta disposición 
se entenderá sin perjui(úo de las estipulaciones con- 
tenidas en los contratos otorgados válidamente en 
país extraño.» ¿Cuál es el significado y el alcance 
de esta excepción? ¿Será que en los contratos otoi^- 
gados válidamente en país extraño, se pueden con- 
trariar ó infringir todas las leyes reales de Chile sin 
distinción alguna, para venir en seguida á pedir aquí 
su cumplimiento? De ninguna manera: nuestro Có- 
digo no ha podido intentar que fuese lícito hacer 
estipulaciones, en un contrato celebrado en país ex- 
traño, que serían reprobadas como contrarias al 
orden público ó á las buenas costumbres si se con- 
signasen en un contrato celebrado en Chile, y auto- 
rizar así ó proteger aquí su cumplimiento. Nuestro 
Código no ha querido dar más eficacia y valor á las 
estipulaciones de los contratos celebrados en el ex- 
tranjero que á los celebrados en Chile cuando aque- 
llos deben llevarse á efecto en Chile; ha querido sólo 
equipararlos. Nuestro Código no ha podido pretender 
el conferir autorización al chileno y al extranjero, 
para violar leyes de orden público, con sólo dar un 
paso inás allá de la línea de sus fronteras. 

El inciso que hemos copiado tiene dos significa- 
ciones bien obvias; la ley chilena respeta y reconoce 
el valor legal de las estipulaciones consignadas en 
los contratos celebrados en el extranjero sobre bie- 
nes situados eii Chile; aunque con esas (stipulaciones 
se contraríen ó infrinjan las leyes de Chile, pero con 
la limitación que establece en el inciso siguiente y 
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entonces hay que distinguir: si el contrato se ha ce- 
lebrado en el extranjero y para cumplirse en el ex- 
tranjero, la ley chilena no rige en ningún sentido, 
aunque los bienes sobre que verse el contrato estén 
situados en Chile (como los muebles que pueden 
trasportarse al extranjero); en este contrato se pue- 
den infringir todas las leyes de Chile. Si el contrato 
se ha celebrado en el extranjero para cumplirse en 
Chtle, entonces sus efectos (derechos y obligaciones, 
nó los requisitos) se rigen por la ley chilena; las es- 
tipulaciones consignadas en é! deben ajustarse á la 
ley chilena lo mismo que si se hubieran celebrado en 
Chile: la ley chilena permite hacer en el extranjero 
las mismas estipulaciones que permite ó autoriza en 
Chile: pero las unas y las otras, en cuanto á los de- 
rechos y obligaciones que producen (que son los 
efectos), se rigen por la ley chilena. 

La segunda significación que contiene el inciso 
segundo, de que tratamos, es que la ley chilena re- 
conoce y respeta el valor del contrato celebrado en 
el extranjero en confonnidad á la ley extranjera: el 
contrato que es válido según la ley del país en que 
se celebra, es también válido en Chile; el inciso di- 
ce: contratos otoi'gados válidamente enpais extraño. 
Dijimos en el comentario del artículo 14, que en todo 
contrato deben distinguirse los requisitos necesarios 
para su valor y los efectos que produce, ó sea, las 
obligaciones y derechos que emanan de él. Nuestro 
inciso dice, entonces, que los requisitos necesarios pa • 
ra el valor del contrato se rigen por la ley del país 
donde se celebra; y todos los contratos celebrados 
en el extranjero sin distinción alguna, tanto los cele- 
brados para cumplirse en el extranjero, como los 
celebrados para cumplirse en Chile. 

El sentido obvio y natural de la frase contratos 
otorgados válidamente en país extraño^ no puede ser 
otro sino que la validez se juzgue por la ley áeípaís 
extraño^ 6 sea, del país donde se celebra; es decir, 
que sea válido según esta ley; porque si la validez del 
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contrato se juzgase por la ley chilena, podía resultar 
que según esta ley fuese válido, y nulo según la ley 
del país extraño, y entonces no podría decirse con 
propiedad que el contrato se había otorgado válida- 
mente en país extraño: celebración y la validez son 
dos circunstancias perfectamente unidas en la frase, 
una y otra tienen lugar en país extraño. 

Pero tenemos, á más del sentido obvio y natural 
de la frase, dos argumentos en que apoyar la legiti- 
midad de nuestra interpretación. El primer argu- 
mento lo tomamos del número 1.® del artículo 15, 
que dice que los chilenos permanecen sujetos á las 
Jeyes chilenas, no obstante su residencia ó domici- 
lio en país extranjero, e?i cuanto á su capacidad pa- 
ra ejecutar ciertos actos que hayan de tener efec- 
to en Chile; luego, a contrario sensu^ el chileno no» 
permanece sujeto á la ley chilena en cuanto á los 
otros requisitos del acto ó contrato; si permaneciera 
sujeto en cuánto á todos los requisitos, habría sido 
no sólo superfino sino inconveniente decir que que- 
da sujeto en cuanto á la capacidad, porque habría 
dado ocasión á un error. Pero ni siquiera permane- 
ce sujeto á la ley chilena, en cuanto á la capacidad, 
cuando el acto no ha de tener efecto en Chile. El 
artículo 15, número 1.®, sólo exige del chileno que 
observe la ley chilena en cuanto á la capacidad^ y 
sólo en los actos que hayan de tener efecto en Chile; 
los otros requisitos que no importan capacidad^ co- 
mo los actos que no han de tener efecto en Chile, no 
se sujetan á la ley chilena: esta sujeción no la exige 
el número 1.® del artículo 15, ni ninguna otra ley 
chilena. Aquí piesta argumento sólido la regla, 
inclussio unins est exclussio alterius^ porque la ley 
habla taxativamente, por enumeración y no por vía 
de ejemplo. 

El segundo argumento lo suministra el inciso 3.® 
del artículo IG, que dice: «Pero los efectos de los 
contratos otorgados en país extraño para cumplirse 
en Chile, se arreglarán á las leyes chilenas.» Este 



168 DERECHO INTÍEKNACIONAL PRIVADO 

inciso rio sujeta á la ley chilena sino los efectos del 
contrato; es así que los requisitos no son efectos^ lue- 
go no los sujeta á la ley chilena. Podemos dar á este 
argumento el mismo desarrollo que al anterior y 
agregarle los mismos fundamentos. Notaremos tam- 
bién la otra deducción legítima que fluye de este 
inciso 3.^, y es, que los efectos (derechos y obliga- 
cionesj del contrato celebrado en país extrafto para 
cumplirse en el extranjero, no se arreglan á las le- 
yes chilenas. 

Todavía más, las dos significaciones que hemos 
dado á la disposición del inciso 2.^ que nos ocupa, 
la colocan en la buena doctrina; y este es otro ar- , 
gumento en favor de nuestra interpretación, pues 
que los pasajes obscuros y contradictorios de una 
ley, deben interpretarse del modo que más conforme 
parezca al espíritu general de la legislación y á la 
equidad natural, como lo dispone el artículo 24 de 
nuestro Código Civil. 

En cuanto á la primera significación, distinguire- 
mos tres casos: 

Primero: el contrato se celebra en el extranjero y 
para cumplirse en el extranjero; verbigracia: se 
venden en el Perú doscientos bueyes existentes en 
Chile, pero obligándose el vendedor á entregados en 
el Perú. Este contrato se rige por las leyes del Perú 
en cuanto á sus requisitos y en cuanto á sus efectos, 
y ninguna ley chilena tiene en él cabida. Si, por 
ejemplo, según la ley peruana el vendedor no res- 
ponde de vicios redhibitorios, el comprador no ten- 
drá, en el ejemplo propuesto, la acción de saneamien- 
to por vicios redhibitorios, por más que se la otorgue 
la ley chilena; y si la ley del Perú concede la acción 
de lesión enorme, la tendrán los contratantes, aun 
que la ley chilena la niega en la venta de bienes 
muebles. Este primer caso es de notoria justicia, no 
puede haber sol)re él divergencia de opiniones; pero 
es todavía evidente que los contratantes han podido 
hacer estipulaciones contrariando ó infringiendo las 
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leyes de Chile de cualquiera clase, si esas estipula- 
ciones son lícitas ó válidas según la ley peruana; 
por ejemplo, que el comprador no responda del sa- 
neamiento de los vicios ocultos de los bueyes, aun 
cuando tenga conocimiento de dichos vicios y no dé 
noticia de ellos al comprador. Por la ley chilena es 
ilícita esta estipulación y no vale; pero si por la ley 
peruana no está reprobada, vale y no se toma en 
cuenta la ley chilena. 

Segundo caso: el contrato se celebra en el extran- 
jero para cumplirse en el extranjero, pero se viene 
á pedir su cumplimiento en Chile. Tomemos el mis- 
mo ejemplo de los doscientos bueyes existentes en 
Chile, vendidos en el Perú y para entregarlos en el 
Perú, pero que el vendedor no los entrega, y se vie- 
ne á pedir á Chile el cumplimiento del contrato ante 
tribunal competente. En los tribunales de Chile se 
juzgaría el asunto según la ley peruana, y no ha- 
bría más diferencia del caso anterior, sino que no se 
reconocería el valor, ni se ordenaría, en consecuen- 
cia, el cumplimiento de la estipulación ih'cita según 
la ley chilena; esto es, al vendedor se le obligaría 
al saneamiento de los vicios redhibitorios de que tu- 
vo conocimiento y de que no dio noticia al compra- 
dor: esta disposición afecta á las buenas costumbres, 
y las leyes de esta clase se estiman lo mismo que las 
que son de orden público; es doctrina corriente, y 
creemos que unánimemente aceptada, que no se pue- 
de pedir ante los tribunales de un país el cumplimien- 
to de estipulaciones que violen sus leyes de orden 
público ó que afectan á las buenas costumbres, por- 
que sería pedir á los tribunales la protección de un 
delito. Tal acontece con las estipulaciones sobre el 
derecho de suceder por causa de muerte á una per- 
sona viva, ó sea sobre la sucesión futura de una per- 
sona, que en algunas legislaciones se permite con 
ciertas limitaciones ó entre cierta clase de personas, 
y que en Chile son absolutamente reprobadas, si- 
guiendo la regla romana: Servanda non stint pacta 
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qiue ad delinquendum invitant. (1) En estos casos de- 
be pedirse el cumplimiento do las estipulaciones ante 
los tribunales del país donde se celel)ró el contrato, 
porque éstos no tendrán embarazo alguno para or- 
denarlo, pues que según sus leyes son válidas y le- 
gítimas. El cumplimiento de la sentencia que dicten 
los dichos tribunales, será el que pueda pedirse en 
el otro país, si es que en él se da cumplimiento á las 
sentencias extranjeras sin revisión ó examen del 
negocio. (2) 

Tercer caso: el contrato se celebra en el extran- 
jero para cumplirse en Chile; entonces los efectos de 
este contrato, esto es, los derechos y obligaciones 
que produce, se rigen por la ley chilena; no se po- 
drían hacer estipulaciones en ese contrato que vio- 
lasen la ley chilena, ni podrían hacerse otras esti- 
pulaciones que las que podrían hacerse en Chile. De 
este caso trata el inciso 3.^ del artículo 16, de cuvo 
comentario nos vamos á ocupar lue^o. 

La segunda significación que damos al inciso 2.® 
del artículo 16, es también de buena doctrina. Deci- 
mos que en ese inciso se reconoce el valor del con- 
trato celebi-ado en el extranjero en conformidad á 
la ley del país en que se celebra. Los requisitos ne- 
cesarios para el valor del contrato, ya sean inter- 
nos, ya sean externos, se rigen por la ley del país 
en que se celebra; para saber si un contrato es vá- 
lido, sólo hay que atender á la ley vigente en el lu- 
gar y tiempo en que se celebra, salvas dos escep- 
ciones: 1.*, la capacidad del chileno, si el contrato ha 
de tener efecto en Chile (artículo 15, núm. 1.^); y 
2.*, el instrumento público, cuando la ley chilena lo 



(1) «No tiene valor el pacto que induce á cometer un do- 
lito». 

(2) El art. 242 del actual Código de Procedimiento Civil 
exije, cuando falten tratados que resuelvan el caso, para 
dar cumplimiento en Chile á las resoluciones de tribunales 
extranjeros, que éstas «no contengan nada contrario á las 
leyes de la República». (S/L.) 
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exige como prueba que ha (Je rendirse y producir 
efecto en Chile (artículo 18). 

No cabe aquí la excepción que pone el inciso 3.^ 
del artículo 16, respecto de los efectos del contrato 
celebrado en el extranjero para cumplirse en Chile. 
En cuanto al valor del contrato, ó sea, los requisi- 
tos, todos los contratos celebrados en el extranjero 
sin distinción, se rigen por la ley del lugar de la 
celebración, aunque se hayan otorgado para cum- 
plirse en Chile. 

Decimos que ésta es buena doctrina, no tanto 
porque cuente con la opinión de la mayoría de los 
jurisconsultos ó de una parte principal de ellos, 
cuanto porque se funda en principios y razones in- 
contestables. 

En primer lugar, las leyes del lugar en que se 
ejecuta el acto ó se celebra el contrato, son las que 
lo protegen, favorecen su ejecución ó celebración, 
procurando los medios adecuados y reprimiendo á 
los que tratan de impedir la ejecución ó la celebra- 
ción. Cuando no fuera por respeto á la soberanía, 
por gratitud y correspondencia á esa protección, 
nos deberíamos conformar á sus mandatos. 

En segundo lugar, las leyes del país en que se 
ejecuta el acto ó se celebra el contrato, protegen la 
ejecución y la celebración, pero sólo de la manera 
ó con los requisitos que ellas exigen. Esas leyes no 
prestan su protección al acto ó al contrato, sino en 
conformidad á las reglas que ellas mismas prescri- 
ben; y para lo cual han tomado en cuenta las cir- 
cunstancias de la localidad, los usos y costumbres 
de los habitantes y hasta su carácter y sus tradi- 
ciones. 

En tercer lugar, en el país donde se ejecuta el 
acto ó se celebra el contrato, es fácil conocer las le- 
yes que prescriben los requisitos necesarios para su 
valor; no sólo los abogados, sino también el comiln 
de las personas ilustradas tienen noticias de esos 
requisitos. Mientras tanto, es difícil encontrar per* 
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sonas en ese lugar, ni aún entre los abogados, que 
conozcan las leyes extranjeras y puedan apreciar, 
sin gran peligro de equivocación, los requisitos in- 
ternos y externos que esas mismas leyes exigen. 
¡Cuántas demoras, cuántas dificultades y embarazos 
no traería consigo la regla contraria á la doctrina 
de nuestro Código, que es la común! Si pregunta- 
mos á los abogados más aventajados de la Francia 
y de la Alemania, por los requisitos que exige la ley 
chilena para otorgar un testamento ó celebrar un 
contrato, es seguro que necesitarán algunas horas de 
estudio, y teniendo el Código Civil Chileno á la ma- 
no, para contestar esa pregunta, y casi siempre con 
grave peligro de equivocai'se. Ahora, si hacemos la 
misma pregunta á los abogados de la mayor parte 
de los pueblos de la Alemania y de la Francia, no 
podrán absolutamente contestarla, porque no tienen 
ni podrán procurarse un ejemplar de nuestro Código 
Civil, como no tienen, ni les es fácil procurarse con 
prontitud, la mayor parte de los Códigos extranje- 
ros. De manera que en gran número de casos, si 
nó en la mayor parte, los extranjeros estarían inha- 
bilitados para hacer testamentos y celebrar contra- 
tos fuera de su patria. 

En cuarto lugar, en muchos casos será imposible 
la celebración del contrato y la ejecución del acto, 
si no se han de verificar en conformidad á las leves 
del país donde se realiza la ejecución ó la celebra- 
ción. En efecto, es posible en algunos casos, y no 
muy raros, que la ley extranjera exija requisitos 
irrealizables en el lugar de la ejecución ó celebra- 
ción, porque la ley de este lugar no suministra los 
medios adecuados, ó bien la ley del dicho lugar 
exige requisitos sin los cuales no permite la celebra- 
ción del contrato ó la ejecución del acto. Por ejem- 
plo: la ley extranjera exige la autorización judicial, 
previos otros trámites, para la enajenacicin de los 
bienes raíces de menores ó mujeres casadas (^es- 
tas leyes son peraonales, no reales); pero en el. 
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lugar donde se celebra la venta no se exige ese 
requisito, sino la tasación por peritos oficiales. Si 
se va á pedir en este lugar la autorización judi- 
cial, los tribunales rehusarán dictar providencia al- 
guna por no autorizarlos para ello la ley del lugar; 
y si se pidiese esa autorización, y suponiendo que 
se consiguiese en el país de la ubicación de los bie- 
nes ó de la nacionalidad de los contratantes, no por 
eso se podría realizar el contrato, porque siempre 
se exigiría la tasación por peritos oficiales; de ma- 
nera que habría necesidad de ejecutar todos los re- 
quisitos exigidos en los dos países y talvez en los 
tres. ¿Quién no ve que es un absurdo obligar á una 
persona á viajar por distintos lugares para celebrar 
un contrato, ú obligarla á celebrarlo sólo en un lugar 
determinado? En el otorgamiento de un testamento 
se ve más fácil la hipótesis que hemos sefialado, y 
la radical impotencia para ejecutar ciertas formali- 
dades requeridas para el valor del acto. Por esta 
razón, el artículo 1027 de nuestro Código Civil reco- 
noce el valor del testamento otorgado en país ex- 
tranjero con las solemnidades prescritas por las le- 
yes del mismo país; y el artículo 2411 reconoce asi- 
mismo el valor de los contratos hipotecarios celebra- 
dos en país extranjero, y sólo exige, para la consti- 
tución de la hipoteca, el que se inscriban en el com- 
petente registro. En esta misma consideración, se 
funda la regla que sujeta las formalidades del tes- 
tamento á las leyes vigentes á la fecha de su cele- 
bración, ó como dice Savigny tempus regit actum. 



VI 



El inciso 3.^ del artículo 16 dice: «Pero los efec- 
tos de los contratos otorgados en país extraño para 
cumplirse en Chile se arreglarán á las leyes chile- 
nas.» Este inciso es una excepción ó una limitación 
de lo dispuesto en el inciso 2.^, así como á su vez 
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este último inciso es una excepción de la regla con- 
signada en el inciso 1.^ 

Volvemos á recordar la distinción capital que hi- 
cimos en el comentario del artículo 14, entre los re- 
quisitos necesarios para el valor ó la existencia del 
contrato, y que son sus elementos constitutivos, y 
los efectos del contrato, que no son otra cosa que 
los derechos y obligaciones que produce. En un con- 
trato de compra- venta son requisitos la capacidad 
de los contratantes, el consentimiento sin vicio, una 
cosa comerciable y el precio justo y en dinero. Si 
falta uno de estos requisitos, el contrato es nulo ó 
rescindible, ó bien puede degenerar en otro contra- 
to como ser la permuta. Ninguno de estos requisi- 
tos pueden considerarse como efecto del contrato, 
porque no emanan del contrato, sino que son el con- 
trato mismo, sus elementos constitutivos. Por el con- 
trario, son efectos del contrato de compra-venta las 
obligaciones que produce: para el vendedor las de 
entregar la cosa vendida y sanear la evicción y los 
vicios redhibitorios, que son al mismo tiempo los de- 
rechos del comprador; como son obligaciones de 
éste último, la de pagar el precio en el tiempo y lu- 
gar estipulados. El contrato no existe ni puede exis- 
tir sin que existan ó se cumplan los requisitos; pero 
existe perfecto" y acabado sin que se cumplan las 
obligaciones. Por esta razón se dice que el contrato 
es causa ó fuente de las obligaciones, y no se dice 
ni podría decirse que es fuente de los requisitos ne- 
cesarios para su valor. 

En el párrafo anterior hemos visto que, según la 
doctrina de nuestro Código Civil, los requisitos ne 
cesados para el valor del contrato se rigen por la 
ley del país donde se celebra. Ahora en el inciso 3.^ 
se sujetan á la ley chilena los efectos de los contra- 
tos celebrados en país extraño con el propósito ó 
intención de cumplirse en Chile. Este es el sentido 
natural y obvio que presenta la frase por su cons- 
trucción y aún por su puntuación; por lo menos no 
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puede ofrecer duda alguna de que están incluidos 
en el precepto de este inciso los contratos que se ce- 
lebran en país extraño con la intención de cumplir- 
los en Chile. No creemos que sea necesario que se 
exprese esta intención en el contrato, basta que se 
deduzca de sus términos ó del objeto sobre que ver- 
sa. Así, la compra-venta de un bien situado en Chi- 
le supone que debe cumplirse en Chile, si nada di- 
jieren á este respecto los contratantes, y como los 
bienes raíces no pueden trasladarse de un punto á 
otro, los contratos que versen sobre ellos suponen 
forzosamente la intención de cumplirlos en el lugar 
de la ubicación de dichos bienes. 

El efecto natui^al y propio de la disposición del 
inciso 3.^, es que los contratos celebrados en país 
extranjero con la intención de que se cumplan en 
Chile, son iguales ó se rigen por las mismas reglas 
que los contratos que se celebren en Chile; pero esta 
igualdad ó semejanza es sólo en cuanto á los efec- 
tos, ó sea, los derechos y obligaciones que produ- 
cen. De manera que según la ley chilena es lo mis- 
mo vender en el extranjero que vender en Chile un 
bien raíz situado en Chile, porque este contrato se 
celebra con el propósito de cumplirse en Chile; y en 
consecuencia, ese contrato da lugar á la acción del 
saneamiento por evicción, por vicios redhibitorios, 
y á la rescisión por lesión enorme, aun cuando por 
la ley del país donde se celebró el contrato no se 
otorguen estas acciones. 

Pero también se deduce con claridad de lo dis 
puesto en el inciso 3.^, que si el contrato no se ha 
celebrado para cumplirse en Chile, sus efectos (de- 
rechos y obligaciones) no se rigen por la ley chile- 
na. En consecuencia, aun cuando exista en Chile el 
objeto material del contrato, por ejemplo, mil fane- 
gas de trigo, si se estipula que se entreguen en el 
país extraño donde se celebró el contrato ó en cual- 
quiera otro país extranjero, y en general, cuando el 
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contrato no se ha celebrado para cumplirse en Chi- 
le, sus efectos no se rigen por la ley chilena. 

También se deduce inequívocamente de la letra 
del inciso 3.^, que es lícito hacer en los contratos 
referidos las mismas estipulaciones que podrían ha- 
cerse en los contratos que se celebren en Chile, y 
que á falta de estipulaciones especiales, los dichos 
contratos producen los derechos y obligaciones que 
determinan las leyes chilenas. 

Para conocer mejor el alcance de esta observa- 
ción, conviene recordar lo que dijimos en el comen- 
tario del artículo 14, explicando el artículo 1444 de 
nuestro Código Civil, en que se distinguen las cosas 
que son de la esencia del contrato, las cosas que son 
de su naturaleza y las que son accidentales':^ y se 
dice en este artículo que son de la naturaleza de un 
contrato, las cosas que no siendo esenciales en él^ se 
entienden pertenecerle^ sin necesidad de una cláusula 
especial. Por nuestra parte dijimos, que eran de la 
naturaleza del contrato las obligaciones que ema- 
nan del contrato por el solo hecho de su celebración, 
sin necesidad de cláusula especial, con lo que es 
conforme la disposición del artículo 1546 que dice: 
«Los contratos deben ejecutarse de buena fe, y por 
consiguiente, obligan no sólo á lo que en ellos se 
expresa, sino á todas las cosas que emanan precisa- 
mente de la naturaleza de la obligación, ó que por 
la ley ó la costumbre pertenecen á ella;» y es con- 
forme asimismo con el artículo 1563, que dice: «En 
aquellos casos en que no apareciere voluntad con- 
traria, deberá estarse á la interpretación que mejor 
cuadre con la naturaleza del contrato.» «Las cláu- 
sulas de íiso común se presumen, aunque no se ex- 
presen.» Por último, dijimos que eran accidentales 
en un contrato las obligaciones que producía sólo 
en virtud de estipulación ó cláusula especial. 

Pues bien, los derechos y obligaciones que son de 
la naturaleza del contrato y que se producen sin ne- 
cesidad de estipulación expresa, son exactamente 
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iguales en los contratos que se celebran en Chile, 
que en los que se celebran en el extranjero para 
cumplirse en Chile; en los unos y en los otros se 
entienden incorporadas las leyes de Chile en cuan- 
to á Ins obligaciones y derechos que son de la na- 
turaleza del contrato; y para decirlo en uua pida- 
bra, la naturaleza del contrato que se celebra en 
el extranjei'o con el propósito de cumplirse enClii- 
le, es igual á la naturaleza del contrato que se ce- 
lebra en Chile. 

Resulta también de aquí, que como por la ley de 
Chile se permite modificar, alterar ó suprimir las 
obligaciones 6 los derechos que son de la natura- 
leza del contrato, salvos los casos expresamente 
exceptuados, pueden hacerse esas modificaciones ó 
supresiones tanto en los contratos que se celebran 
enX^hile como en los que se celebran en el extran- 
jei'o para cumplirse en Chile, y que ni en los unos 
ni en los otros pueden hacerse las modificaciones () 
supr(\si()nes cuando lo prohibe ó no lo permite la ley 
chilena. 

En cuanto á las cosas accidentales, que son las 
obligaciones y derechos que nacen sólo de estipula- 
ci(>n () cláusula especial, debe decirse lo mismo; en 
los contratos que se celebran en el extranjero para 
cumplirse en Chile, pueden hacerse las mismas esti- 
pulaciones que podrían hacerse en los contratos que 
se celebran en ('hile, y no pueden hacerse las esti- 
pulaciones que no estén autorizadas por la ley chi- 
lena. 

El fundamento de esta doctrina es, que al señalar 
los contratantes un luaar ó país donde debe cum- 
plirse el contrato, natural y l<)gicameiite se presu- 
me que han querido conformarse á las leyes de ese 
país en cuanto á los derechos y obligaciones que 
emanan de él: porque el señalamiento del lugar don- 
de del)(^ cumplirse el contrato, importa, la elección 
del fuero competente; ese señalamiento significa qno 
los contratantes se sometcni á los tribunales del mis- 
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mo lugar para exigir el cumplimiento de las obliga- 
ciones que emanan del contrato, lo que significa 
igualmente la voluntad implícita, pero inequívoca, 
de ajustarse á las leyes que rigen en ese lugar, ó 
sea, á las leyes por las cuales juzgan los tribunales 
de dicho lugar. Esta doctrina no ofrece los incon 
venientes que seOalamos á la pretensión de someter 
los requisitos del contrato ó del acto, á las leyes del 
país adonde se llevan á efecto las obligaciones que 
de ellas nacen. 

La única cuestión á que pudieran dar lugar las 
palabras empleadas por el Legislador en el inciso 
3.®, es si los contratos celebrados en el extranjero 
con el ánimo de cumplirlos en el extranjero, deben 
. ajustarse á las leyes chilenas, en cuanto á' sus dere- 
chos y obligaciones, cuando por algün accidente se 
viene á pedir su cumplimiento en Chile. Por nuestra 
parte sostenemos la negativa, y nos fundamos en 
que el contexto de la frase no da cabida á los con- 
tratos que se celebran en el extranjero sin la inten- 
ción de curaphrse en Chile. El complemento para 
cumplirse en Chile dice rela(*ión sólo con los contra- 
tos otorgados en país extraño, de manera que for- 
man una sola frase; y por eso están separados por 
ima coma de las palabras que siguen, se arregUwdn 
á las leyes chilenas. Si el Legislador hubiese tenido 
la intención de sujetar á las leyes chilenas todos los 
contratos otorgados en país extraño cuando se trate 
de cumplirlos en Chile, habría hecho que las pala- 
bras para ciiínplírse en Chile formai'an una sola fra- 
se con las siguientes, se arreglarán á las leyes chi- 
lenas; entonces habría puesto la coma en la palabra 
extraño y así la expresión para cumplirse en Chile 
no habría sido modificativa de la que precede, los 
contratos otorgados en país extraño^ y aquellas pa- 
labras habrían formado una sola frase con las si- 
guientes, ,sY^ arreglarán á las leyes chilenas. Pero la 
puntuación empleada por el Legislador (en lo que 
era muy perito el seflor Bello, redactor del Código 
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Civil) hace dar al inciso 3.^ el sentido que hemos se- 
ñalado, y que es lo mismo que si hubiera dicho: «Se 
arreglarán á las leyes chilenas los efectos de los 
contratos otorgados en país extraño para cumplirse 
en Chile.» Aquí tenemos exactamente las mismas 
palabras, que no podrían ofrecer duda y cuyo sen- 
tido es igual al que damos al inciso 3.^ 

Insistiremos todavía en esta observación. Si el 
Legislador hubiese querido comprender en su pre- 
cepto á todos los contratos celebrados en país ex- 
traño, cuando se tratase de cumplirlos en Chile, á 
más del caminó que hemos indicado, habría podido 
emplear otros dos; ó bien dejar entre comas la frase 
jkira cumplirse en Chile^ formando así un paréntesis, 
con lo que la segregaba de la anterior, los contratos 
otorgados en país extraño^ la constituía independien- 
te y le quitaba así su calidad de complemento, que 
es el papel que. está haciendo actualmente; ó bien, 
en lugar de la frase para cumplirse en Chile^ decir 
cuando se hubieren de cumplir en Chile, que es el 
sentido contrario 6 distinto del que creemos debe 
darse al inciso 3.° 

Otro argumento incontestable de la rectitud de 
nuestra interpretación, es el fundamento de la doc- 
trina consignada en dicho inciso. Uno de los moti- 
vos principales por que se sujetan á las leyes chile- 
nas los contratos que se han otorgado en país 
extraño para cumplirse en Chile, es, como antes lo 
hemos expresado, la voluntad positiva y deliberada 
de los contratantes de someterse á las leyes de Chi- 
le, voluntad que revelan 6 que va incluida en la 
intención de í*umplir el contrato en Chile, y de so- 
meterse á la jurisdicción de los tribunales chilenos 
para el ejeicicio de los derechos y cumplimiento de 
liis obligaciones que nacen del contiato. No podría 
decirse lo mismo de los contratos que se celebran 
en el extranjero sin el pi'opósito de cumplirse en 
Chile; faltando este propósito, los contiatantes no 
han podido tomar en cuenta la leyes de Chüe, ni 
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han tenido, por consiguiente, el ánimo de adquirir 
los derechos ni de contraer las obligaciones que se- 
gún la ley chilena corresponden á la 7iaturaleza del 
contrato; los contratantes habrían adquirido dere- 
chos y contraído obligaciones f>in su voluntad y aún 
contra su voluntad, y se atacaría así la raíz ó sus- 
tancia del contrato. 

No es justo, ni es razonable someter todo contrato 
indistintamente á las leyes del país en que se trata 
de cumplirlo. No es justo, porque el contrato es espon- 
táneo, es obra de la voluntad de los que lo celebran; 
y así como no puede obligarse á nadie á celebrnr 
un contrato, tampoco puede atribuirse al (íontrí\to 
más derechos y obligaciones que los que han estado 
en el ánimo de los contratantes al otorgarlo. La 
ley. al señalar los derechos y obligaciones que na- 
cen del contrato, ó al fijar lo que es de su natura- 
leza^ no hace más que interpretar la voluntad de los 
contratantes, á la manera de la sucesión intestadn, 
en la que la ley dispone de los bienes del difunto de la 
manera que presume que él habría dispuesto de 
ellos si hubiese hecho testamento. Por esta razón los 
contratantes, salvas raras excepciones, pueden mo- 
dificar, derogar ó cambiar los derechos y obligacio- 
nes que son de la naturaleza del contrato; ó bien, 
la estipulación expresa prevalece sobre la naturale- 
za del contrato. 

No es tampoco razonable someter indistintamente 
el contrato á las leyes del país donde se 'exige su 
cumplimiento; porque no es fácil, y muchas veces es 
imposible, saber al tiempo de la celebración del con- 
trato cual será el país donde habrá necesidad mns 
tarde de pedir su ejecución. En cuanto á las leyes 
del país donde se celebra el contrato y las del país 
donde los contratantes tienen la intención de cum- 
plirlo, no hay dificultad alguna: los contratantes 
han podido y debido conocerlas; han querido some- 
terse á ellas en toda su extensión si no han estipu- 
ladcf lo contrario. Pero pretender que se consideren 



COMENTARIO AL AUT. 16 181 



incorporadas en el contrato leyes en las cuales no 
«c ha pensado, que tal vez no han podido ser cono- 
cidas de los contratantes, es una anomalía que se 
reagrava por la circunstancia de que pueden ser, no 
*s()lo distintas, sino contiadictorias las leyes de los 
distintos países en que puede pedirse el cumplimien- 
to del contrato; de manera que se supone que se ha 
estipulado al mismo tiempo el sí y el nó^ y que se 
han estipulado dos cosas contradictorias sin tener 
siquiera posibilidad de saber lo que se estipulaba. 

Concluiremos este punto tan importante de nues- 
tro comentario con una ol)servaci()n A que ya antes 
hemos llamado la atención. Al someter nuestro Le- 
gislador á la ley chilena los efectos de los contratos 
<|ue se celebran en país extraño para cumplirse en 
Chile, ha querido que en esos contratos se respeten 
las leyes de orden público ó relativas á las buenas 
<*08tumbres. La ley chilena fundada en el axioma 
(jue dice Privatonnn (^oiivcntio juri publico non de- 
rof/<ff, no permite que s<^ estipule en (^1 extranjero 
un derecho 6 una oblio-ación que viole el orden })ií- 
blico ó las buenas costumbres, y (jue se veno-a á 
pedir en seguida, su ejecución á los tribunales de 
Chile. Los magistrados de Chile no podrían legíti- 
mamentv3 reconocer en Chile el ejercicio de un dere- 
cho II ordenar el (cumplimiento de una obligación, 
violando una ley de orden público ó relativa á bis 
buenas (costumbres, ponjue eso vendría á tenei- la 
misma importancia que la ejecuciíVn de un delito. 
La genuina inteligencia déla disposicííui del inciso 
3.^ del artículo 16, es que para, la ley chilena no hay 
diferencia alguna entre el contrato celebrado en 
(.^hile y el celc^brado en el extranjero para cumplir- 
se en (.'hile, relativamente á los derechos y obliga- 
ciones que nacen de esos contratos. 

Todavía, la doctrina común da mayor extensión 
á la reoia y á nuestro modo de ver con bastante 
fundamento. Según ella, no es lícito á los tribunales 
de un país ordenar el cumplimiento de una obliga- 
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ción Ó respetar el ejercicio de un derecho, cuando 
por ello se quebrante una ley de orden público 6 
relativa a las buenas costumbres, aún cuando el 
contrato de que nace el derecho ó hi obligación se 
haya celebrado en otro país en el cual era lícita la 
estipulación de este derecho ó de esta obligación; y 
aún cuando el contrato se hava celebrado con la 
intención de cumplirlo en el mismo país, y que sólo 
por un accidente se vaya á pedir su cumplimiento 
en otra parte. 

Este fundamento descansa en una consideración 
de justicia incontrovertible. La jurisdicción y el 
imperio que ejerí^en los magistrados de un país á 
nombre de la soberanía nacional, tiene por objeto 
primordial la conservación del orden público y la 
observancia de las buenas costumbres, ó sea, de la 
moralidad, que es el primer elemento del bienestar 
y prosperidad de un país. Venir á pedirles el apoyo 
de la fuerza pública para el cumplimiento de una 
obligación ó el ejercicio de un derecho con los que 
se quebrantan una ley de orden público ó de mora- 
lidad, es lo mismo que venir á pedirles la ejecución 
de un delito. 



VII 



Daremos término á nuestro comentario del artícu- 
lo 16 con la cita de Savigny, tomo VIII, página 266^ 
§ 374, Tratado del Derecho Romano actual (traduc- 
ción al francés de Mr. Guenoux), para justificar 
nuestras observaciones y completar la doctrina en 
esta parte; pero sin que por esto se crea que preten- 
demos reconocer la conformidad absoluta de las 
opiniones de Savigny con las enseñanzas de nues- 
tro Código Civil, por más que revelen en el fondo 
la identidad de origen y la unidad de escuela. 
Debemos también prevenir que por nuestra parte 
nos hemos limitado al comentario de los artículo^ 
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del Código Civil y á su defensa ó justificación, ó 
sea, al Derecho Positivo Chileno, mientras que Sa- 
vigny, aunque toma por base el Derecho Romano, 
su acción la ejercita en un campo más vasto y más 
independiente. Savigny dice así en el lugar citado: 
- "Debemos establecer como principio que la vali 
dez de la obligación depende del derecho local á que 
está sometida la obligación misma (J? 372), derecho 
determinado, según los diferentes casos, por el lu- 
gar de la ejecución, por aquél en que la obhgación 
ha tenido origen, ó por el domicilio del deudor. Esta 
regla sufre, sin embargo, excepción todas las veces 
que, eii el lagar en que se intenta la acción, hay 
una ley positiva rigurosamente obligatoria (1) que le 
es contraria. 

«El principio que acabo de establecer es recono- 
cido por la mayor parte de los autores, salvas natu- 
ralmente las diferencias de aplicación que correspon- 
den á las distintas opiniones sobre la determinación 
misma del derecho local de la obligación. 

«Sin embargo, este acuerdo no existe sino para el 
contraste de la validez absoluta de la obligación y 
de su validez (de su nulidad). Pero entre estos dos 
extremos se encuentran muchos casos intermedia- 
rios, y están muy divididas las opiniones sobre la 
cuestión de saber cuál derecho local es aplicable. 

«Desde luego, se presentan los casos en que la 
obligación aunque válida en sí, no es protegida por 
una acción (naturalis obligatio)] después, los casos 
mucho más numerosos en que la acción que nace de 
la obligaci()n se encuentra rechazada por una ex 
cepción perentoria. Muchos autores, estimando las 
acciones y las excepciones como instituciones de 
procedimiento, han querido aplicar á los casos de 



(1) No sólo Savigny, sino la generalidad de los jurisconsul- 
tos, califican de ley rigurosamente ohligatona á todas las que 
son de orden público ó versan sobre las buenas costumbres. 
(Nota del Autor), 
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esta especie hi ley del lugar en que se entabla la 
acción. Pero esta opinión debe ser rechazada por 
completo. Todas las reglas que nos ocupan deter- 
minan hasta qué grado y bajo cuáles formas la va- 
lidez de la obligación es incompleta (1) y ellas 
recaen sobre el fondo del derecho y no sobre el 
procedimiento, lo mismo que las reglas relativas <V 
la validez absoluta ó A la nulidad de la obligación. 
No se podría, pues, sin inconsecuencia, aplicar á 
estas dos especies de reglas principios diferentes, 
sobre todo cuando se trata de las legislaciones mo- 
dernas, en que frecuentemente faltan las definiciones 
"rigurosas y las expresiones técnicas, únicas en que 
esta distinción podiía fundarse. 

<E1 princi])io que acabo de establecer se aplica 
especialmente ala (wccptio non ninneratae pacuniao', 
p()r(|ue si ella i)arece que correspcmde al procedi- 
miento como medio de prueba especial, en realidad 
})ertenece al derecho que rige ciertas especies de 
()l)ligaciones. Otro tanto digo do la exceplio cxccu- 
>isioíu's,y de la (jue resulta del bciwfitiuní coNtpcfrn- 
ti(i(\ Por otro lado, este })rincipio no se aplica á la 
(,v(r¡)tio Sr. ^í(^(T(U()U(uu. ct Se. ViiUcjaní: i)orque 
ollas no resultan de que la obligacicin sea defectuo- 
sa en sí, sino de que las partes no tienen capacidad 
completa de ol)rar, yde la misma manera que todas 
las relaciones iW derecho del mismo género, deben 
juzgarse segiui el Dei'ccho en vigor en el domicilio 
de ía pei'sona. 



ri) V. vol. IV. § § 202 y 20;í. --«No ten^'o necesidnrl de de- 
cir que esta re^la se aplica únicamente á las excepciones 
basadcís en el fondo del derecho uisí, á todas las excepciones 
perentorias», y (jue no se aplica á las excepciones fundadas 
en una simple piescnpción de procedimiento, cuya natura 
leza es simple dilatoria. V. vol. V, § 227, pííí;s. 184 k 189. 
Para cótas últinias se sigue ciertamente el derecho del lugar 
en que se intenta la acción; y quiza la confusión de estas dos 
especies de excepciones es lo que ha contribuido al estable- 
cimiento de la falsa doctrina». (Nota del Autor que se cita). 
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«Las acciones que sirven para atacar y anular 
una oblig-ación se juzgan, lo mismo que las excep- 
ciones, según el Derecho del mismo lugar al cual la 
obligación está sometida en general. 

«("ütaré como aplicaciones de esta regla: la resci- 
sión de una venta por lesión de más de mitad: la 
rescisión de una venta en virtud de la acción redhi- 
bitoria ó de la de actio quanti minoris. En fin, 
todas las restituciones contra un contrato obliga- 
torio. 

«Entre las excepciones de que acabo de hablar, 
la que es de aplicación más general, como también 
la más importante, es la excepción de la ])res(*rip- 
ción. Debemos (l^tener^()s en ella, porque ha dado 
lugar á grandes divergencias de opiniones, divergen- 
cias de que ya he hablado á prop()sito de las excep- 
ciones en general, pero (pie tienen aquí un carácter 
m:is pronunciado. Así, cuando en el lugíir fijado 
para la ejecu(*ión (donde se establece el asiento de 
la obligación), la prescripciím difiere de la. estable- 
cida en el lugar en cpie se intenta la accicaí, por 
ejf^nplo, el domicilio del deudor, ¿cuál d(^ estas dos 
prescripciones se debe aph'car? 

«Muchos autores prcítenden que las leyes sobre la 
prescrijxMÓn son leyes de procedimiento, y (pie. en 
consecuencia, se aplican á todas las acciones enta- 
bladas en los [)aíses (pie ellas rigen, sin cí>iisi(l(»ra- 
ción al D(MnH*lu) local de la obligación. 

v<S(^giin los verdaderos priníiipios, no es el Dere- 
cho del lugar en que se intenta hi acción, sino más 
bi('n el Derecho local de la obligaci()n, el (pie deter- 
mina el tiempo de la prescripci()n; y esta n^gla, 
establecida más arriba para las excepciones en ge- 
neral, se adapta tanti) más á la prescripci()n, cuanto 
los diversos motivos (pié le sirven de base se n^fie- 
ren á la esencia misma de la obligación. Así, esta 
doctrina ha sido en todo tiempo adoptada por un 
gran número de autores. 

«Esta doctrina, conforme al rigor de los princi- 
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pios, se recomienda aderaás por motivos de equidad; 
porque determinando de una manera absoluta cual 
ey debe de regir la prescripción, impide todo lo 
que la voluntad arbitraria de cada una de las partes 
podría emprender en perjuicio de la otra. De esta 
manera, cuando hay muchas jurisdicciones compe- 
tentes, el demandante no puede escoger para inten 
tar su acción el lugar en que la prescripción es de 
más largo tiempo. Recíprocamente, el demandado, 
cambiando su domicilio á un lugar en que la pres- 
cripción es más corta, no puede sacar de ello ven- 
taja, pues que el Derecho local de la obligación 
contraída en su antiguo domicilio y la jurisdicción 
especial de la obligación, se encuentran determina- 
dos de una manera inmutable. Tampoco habría en 
esto nada duro para el acreedor, si en el lugar se- 
ñalado para la ejecución hi prescripción fuese de- 
masiado corta, y que el deudor evitando de intento 
presentarse en este lugar, impidiese el ejercicio de 
la acción antes deque la prescripción se consumase; 
porque el acreedor puede siempre ejercer su acción en* 
el domicilio del deudor. Si la jurisdicción del lugar 
de la ejecución fuese la única competente, el acree- 
dor debería entonces recurrir á los medios de Dere- 
cho que protegen contra la prescripción á los que 
se encuentran en la imposibilidad de intentar sus 
acciones. 

«La regla establecida más arriba (pág. 267), que 
la validez de una obligación se juzga según la ley 
del lugar al que la obligación está sometida en ge- 
neral, debe ser limitada por una excepción impor- 
tante. En efecto, cuando la validez de una obliga- 
ción se encuentra en contradicción con una ley 
positiva y rignrosamente obligatoria ^ no es el Dere- 
cho local de la obligación el que se aplica^ sino el del 
lugar en qtie se intenta la acción^ el del juez llamado 
á fallar. 

«Esta excepción no es más que una simple con- 
secuencia de un principio muy general sobi*e la 
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autoridad de las leyes rigairosaraente obligatorias 
(§§ 341) 372 A). Ella se aplica positiva y negativa- 
mente, es decir, que el juez está obligado á obedecer 
á la ley rigurosamente obligatoria de su país, aún 
cuando ella no existiese en el lugar que es asiento 
de la obligación; y aún cuando estuviese en vigor 
en el asiento de la obligación, el juez no debe obe- 
decerla, si ella no es conforme á la ley de su país. 

«Esta excepción se aplica igualmente á los con- 
tratos y á los delitos. 

«Entie los contratos de esta especie deben colo- 
carse los prohibidos por las leyes sobre la usura. 
Así cuando se reclaman ante un juez intereses que 
no admite la ley de su país, el juez debe rechazar 
la demanda, aún cuando esta lev sobre la usura no 
existiese en el lugar asiento de la obligación. Por- 
que el sentido de una ley semejante es que todos 
los tribunales establecidos bajo su imperio deben 
rehusar su protección al contrato usurario como 
inmoral y contrario al interés público. Recíproca- 
mente, en un país en que esta estipulación de inte 
reses no está prohibida por la ley, el juez deberá 
aceptar la demanda sin miramiento á la prohibición 
que pueda existir en otra parte, por ejemplo, en el 
lugar que es el asiento de la obligación. Esta pro- 
posición negativa no es solamente una consecuencia 
lógica (le la proposición positiva que precede, sino 
que además se funda en el motivo siguiente. «La 
aplicación de un deiecho local determinado á una 
obligaciíHi, reposa principalmente en una presunción 
de sumisión voluntaria; ¿y cómo suponer la sumi- 
sión voluntaria á una ley que no admite la validez 
de la obligación? (1) 

(1) La reciprocidad absoluta que establece aquí Savigny 
no tiene fundamento sólido en Derecho Romano; y la razón 
que aduce de la sumisión voluntaria sólo tiene valor pai*a el 
caso en que se juz^a de la obligación en el mismo lugar en 
que debía ser cumplida según el contrato. En este sentido 
se expresa el mismo Savigny en el § 372 C. página 246. t Se 
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«Lo que acabo de decir de los intereses usurarios 
se aplica igualmente á las deudas de juego, cuando 
ellas son reconocidas por una ley y rechazadas por 
otra. La validez de la obligación se juzga esclusi- 
vamente según la ley del lugar en que se intenta la 
acción. 



ha dicho fi-ecuen temen te que, cuando hay más de un derecho 
local reputado aplicable en sí, se del.>e escoger aquel que 
asegura más la existencia del acto jurídico. Así, generalizado 
este principio, no resulta del derecho actual, sino que se po- 
dría juzgar á pro[)(>sito para hacer de él una ley positiva 
nueva. Sin embargo, esta proposición es justa en un sentido. 
Cuando según his leglas establecidas más ai*riba, el contrato 
se encuent]*a sometido á un derecho local lel del lugar de la 
ejecución, por ejemplo) que lo declai'a nulo, miejitras que 
sería válido según el derecho del domicilio, no podría admi- 
tiise que las pai'tes haytm querido someterse á un derecho 
local en contradicción directa con sus intenciones.» Después 
agrega en la página siguiente: «So ha contestado I'iecuente- 
mente el principio establecido por mí, que el señalamiento 
de un lugar para la ejecución, determina al mismo tiempo 
el derecho local aplicable. Una parte de los autores, y aún 
el mayor número, están de acuerdo conmigo sobre este pun 
to. Oti'os, por el contrario, pretenden (|ue el derecho local 
se determina únicamente por el lugar del acto obligatorio; 
que el seilalamiento de un lugar para la ejecución no ejerce 
aquí ninguna influencia, pues que todos los textos del Dere- 
cho R^m.ino que hablan de esta convención se refieren es- 
clusiv amenté á la jurisdicción y nó al deií^clio local.» Pues 
bien, el y)rincipio ([ue invoca Savigny. cual (^s, que el seíia- 
lamienfo de un lugar para la ejecución de un contrato importa 
que se le someta d la let^ rigente en ese lugar^ es el que act^pta 
nuestro Código Civil; pero este mismo principio, lo mismo 
que la presunción de sumisión voluntaria en que se finida, 
rcííhazan la reciprocidad absoluta que quiere establecer el 
sabio jurisconsulto. Cuando los contratantes señalan pava la 
ejecución del contrato un lugar distinto de aquel en que lo 
celebran, sin duda que hay motivo bastante para presumir 
que han querido someterse á la ley vigente en el lugar de 
la ejecución, porque evidentemente lian querido que las 
cuestiones á que se preste el contrato se juzguen en dicho 
lugar; y este es el principio que sirve do base á nuestro Có- 
digo Civil cuando dispone que deben ajustarse á las leyes 
chilenas los efectos de los contratos que se celebran en país 
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«Lo mismo h^y que decir respecto á la Lex 
Anastcmnna relativa á los créditos que se compran 
por menos de su valor nominal. Esta ley descansa 
<3n, la suposición de que estns ventas pueden llegar 
á ser para el deudor una causa do peligros y de 
opresión, y se propone impedirlos como inmorales 
y contrarios al interés general, ordenando que el 
adquirente do semejante clase de créditos no pueda 
reclamar sino el precio real de la venta. Esta ley 
es aplicable ó no aplicable, según que ella exista ó 
no exista en el lugar en que se entabla la acción; el 
derecho del lugar de la obligación primitiva, ó el 
del lugar de la cesión, no tiene aquí influencia nin- 
guna. (Savigny pone aquí la nota siguiente: «Una 
sentencia del Tribunal supremo do Munich, de 1845, 
decide, por el contraiio, que se debe seguir el dere- 



extraAo con la intención de cumplirse en (-hile. Aqui sí que 
hay presunción bastante de que los contratantos han querido 
someterse á la lov chilena. Pero cuando los contratantes han 
celebrado el contrato para cumplirlo en el mismo lugar de la 
celcbí-ación, es también fundado y legitimo pi'esumir que 
han querido sometei'se á la ley vigente en ese lugar para 
todos los efectos del contrato, conjo para todas las cuestiones 
que de él n iz(*an. Si por algún accidente se exige el cumpli- 
miento de ese contrato ó se va á juzgar de él en un lugar 
distinto de la celebración, es equitativo y lógico que se apli- 
que la ley del lugar de la celebración, porque es á ésta á la 
que se han querido someter las partes y nó á la del lugar 
donde se v.i á juzgar; y en consoíuiencia, si por aquella ley 
el contrato es repi'obado, aunque no lo sea por la ley del 
país donde se juzga, los tribunales de este país no pueden 
reconocerle un valor de que carece, ni proteger unos efec- 
tos que recliaza la ley á {\\ie está souK^tido dicho contrato. 
Como se ve. la doctrina de nuestro Código Civil no es com- 
patible con la reciprocidad absoluta (jue sostiene Savigny. 
IjOS tribunales de Chile, juzgando sobre un contrato celebrado 
en país extraño con el ánimo de cumplirlo en el país de la 
celebración, d(íben aplicar la ley vigente en dicho país; y si 
por esta ley el contrato es reprobado, aun(^ue sea licito por 
la ley chilena, sei'án rechazados y desconocidos sus efectos, 
ajustándose el fallo á la ley del lugar de la celebración. Pero 
en la misma hipótesis, si el contrato y sus efectos son lícitos 
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cho bajo cuyo imperio se ha contraido la obligación 
en su oríjen (Seitffert, Archiv., val. /, nñm. 402)». 

«La ley francesa sobre los créditos de los judíos 
contra los cristianos parece que debiera encontrar 
aquí su lugar; pero en realidad pertenece más bien 
á la cuestión de la capacidad para obrar, y ya he 
hablado de esta materia (§ 365, A, núm. 5). El re- 
sultado práctico es el mismo en los dos casos. 

«La aplicación de esta excepción á las obligacio- 
nes que resultan de los delitos, es completamente 
general, porque las leyes que castigan los delitos 
son siempre del número de las leyes positivas rigu- 
rosamente obligatorias. 

«Estas obligaciones se juzgan, pues, según la ley 
del lugar en que se juzga el delito, nó según la ley 
del lugar donde se cometió. Aquí, lo mismo que 
para los contratos, el principio vale como positivo y 
como negativo, es decir por ó contra la aplicación 
de una ley que admite una obligación fundada en 
un delito. Esta cuestión no se ha controveitido os- 



en el país de la celebración, y son aprobados por la ley chi- 
lena como contrarios al orden público ó á las buenas cos- 
tumbres, los jueces chilenos no deben protegerlo ni recono- 
cer los efectos de esa naturaleza, aún cuando el contrato no 
se haya celebrado para, cumplirse en Chile. Rechazamos 
también, en consecuencia, como contrario á la doctrina de 
nuestro Código Civil, lo que agrega en seguida Savigny: «Lo 
que acabo de decir de los intereses usurarios, se aplica igual- 
mente á las deudas de juego, cuando son reconocidas por 
una ley y rechazadas por otra. La vahiez de la obligación 
se juzga esclusivamente según la ley del lugar en que la ac- 
ción es intentada». Rechazamos esta doctrina por las mis- 
mas razones en que se ha fundado antes Savigny: como 
contraria á la regla que se apoya en la presunción de sumi- 
sión voluntaria, y como contraria ¿I la equidad, que no per- 
mite que el acreedor ó demadante tengan en ningún caso la 
ventaja de dar valor al contrato ó hacerle surtir efectos me- 
diante la elección del tribunal que haj^a de juzgar el negocio; 
y la rechazamos, por último, como contraria á lo que el 
mismo Savigny dice y sostiene al principio del pánafo que 
estamos trascribiendo. (Nota del Autor,) 
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pecialmente á propósitos de las obligaciones que 
resultan de la cohabitación fuera de matrimonio. 
Para exponerla con toda claridad, tomaré como 
punto de partida la disposición absoluta contenida 
en el artículo 340 del Código Civil Francés: La in- 
dagación de la paternidad es prohibida. Esta ley 
descansa evidentemente en la convicción de que to- 
da acción judicial motivada por la cohabitación fue- 
ra de matrimonio debe ser prohibida por el interés 
de las buenas costumbres; oti*as legislaciones des- 
cansan en la convicción contraria. Tenemos, pues, 
aquí de una y otra parte una ley positiva rigurosa- 
mente obligatoria. Si una acción de esta clase se 
presenta ante un tribunal sometido ala ley francesa, 
debe ser rechazada aún cuando el hecho de la co- 
habitación que se alega haya tenido lugar en un 
país en que la ley admite y protege esta acción. Re- 
cíprocamente, los tribunales de semejante país de- 
berían aceptar la demanda aún cuando la cohabita- 
ción hubiese tenido lugar en un país rejido por el 
Derecho francés. Lo que digo de estos dos casos 
extremos, la admisión y el rechazo absoluto, se apli- 
ca igualmente cuando el contraste entre las diversas 
legislaciones es menos pronunciado, y no se refiere 
sino á las condiciones y ala extensión de la deman- 
da. — Esta cuestión ha sido juzgada de distintas ma- 
neras por los tribunales (1). 

«Esta cuestión tiene, afinidad con la de saber si 
nuestros tribunales deben castigar un delito come- 
tido en país extranjero, y con qué penas. Sin em- 
bargo, estas dos cuestiones no deben identificarse, 



(1) Por el lugar de la acción (que ordinariamente es tam- 
bién el del domicilio del demandado): sentencia del tribunal 
supremo de Stuttgait, Seuffeiit, Archh für Enfsicheidunger 
der obersten Gerichte in den Deutschen Staaten^ vol. II, núm. 4. 
Por el lugar de la cohabitación: sentencia del tribunal supre- 
mo de Munich y dos sentencias del tribunal de Jena, Seüf- 
FEKT, vol. I, núm. 153, vol. II, núm. 118. 
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porque el derecho penal, como parte integrante del 
derecho público, es objeto de consideraciones que 
son extrañas á las obligaciones que nacen de los 
delitos. 

«De los principios que acabo de establecer, resul- 
ta que en los casos en que existen leyes rigurosa- 
mente obligatorias, se atribuye frecuentemente al 
demandante un gran poder; porque teniendo de or- 
dinario la libertad de escoger entre muchas jurisdic- 
ciones igualmente competentes, puede por esto mismo 
determinar entre machos derechos locales el que 
sea aplicable. Esta es una consecuencia necesaria 
de la naturaleza particular de las leyes de esta es- 
pecie. En seguirla, el peligro del demandado se dis- 
minuye por las condiciones restrictivas á las que 
está subordinada la jurisdicción especial de la obli- 
gación (párrafo 371, Z). 

«Los efectos de una obligación, especialmente la 
extensión de estos efectos, se regla según el Dere- 
cho del lugar donde está el asunto de la obligación 
en general; y tal es la significación capital del dere- 
cho local de la obligación. Así, esta cuestión se 
presta menos que cualquiera otra á la duda y á la 
controversia. Algunos ejemplos bastarán para ha- 
cerla comprender bien. 

«Según muchas leyes locales, la venta no se per- 
fecciona sino con la tradición, principio extraño al 
derecho común. Se trata aquí de saber si una ley 
semejante está en vigoi* en el lugar de la situación 
del innmeble, sin consideración al lugar del contrato 
() al del litigio; porque la venta, de un inmueble im- 
plica siempre un lugar determinado de ejecución, 
que es, al mismo tiempo, el asiento de la obligación, 
y cuyo derecho local es el único aplicable (§§ 370- 
372). Oti'o tanto digo de la ley local que para los 
fundos rústicos admite una reconducción tácita de 
tres anos. Esta ley se aplica á todos los inmuebles 
situados en la extensión de su imperio, y por el mismo 
motivo que en el caso precedente. 
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«El Derecho común quiere que los intereses de 
la mora se paguen según la tasa usada en cada épo- 
ca, es decir, según el uso establecido de hecho. 
Ahora, si en diferentes lugares existe para los inte- 
reses de la mora una tasa legal, y esta tasa es dife- 
rente, cada obligación se juzga según el Derecho 
del lugar en que ella tiene su asiento; así, por ejem- 
plo, según el Derecho del lugar en que se hace el 
pago, cuando este lugar ha sido estipulado. (1) 

«A la obligación puede estar afecto un derecho 
de prenda general ó especial. La cuestión de saber 
si esta convención tácita existe ó nó, se juzga según 
el Derecho local al que la obligación está sometida 
en general. Pero la cuestión de saber si un derecho 
de prenda existe en virtud de esta convención, se 
juzga, por el contrario, según el Derecho del lugar 
en que la cosa está situada (§ 368)». 

( 1 ; F. Pand., XXH, I, § II, En la L. I, pr., De Usur. (XXn, 1), 
se lee: ex more regionis ubi contractum est. Este texto supone 
el caso más ordinario, aquel en que dos habitantes de la 
misma ciudad hacen allí un contrato; pero nó habla de un 
contrato hecho fuera del domicilio, ó de un otro lugar seña- 
lado para el pago. 
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Artículo 17 



La forma de lo8 instrumentos públicos se determina por la ley 
del país en que hayan sido otorgados. Su autenticidad se proba- 
rá según las reglas establecidas en el Código de Enjuiciamiento. 

La forma se refiere á las solemnidades externas, y la autenti- 
cidad al hecho de haber sido realmente otorgados y autorizados 
por las personas y de la manera que en los tales instrumentos 
se exprese. 

SUMARIO 

I. Fuentes de donde se ha tomado este artículo. P'eñci encía de su 
disposición, 

II. ¿Qué se entiende por formaí Diferencia entre el requisito extemo 
y el interno, 

III. Qué cosa es la autenticidad. 



Podemos señalar corao fuentes de donde ha sido 
tomado el presente artículo, el inciso 1.^ del artículo 
10 del Código Civil de la Luisiana; el 10 del Pro- 
yecto de García Goyena, y los 47 y 1317 del Códi- 
go Civil Francés. Antes de ocuparnos de estos ar- 
tículos, recordaremos lo que el señor Bello dice so- 
bre el particular en su obra Principios de Derecho 
Internacional, parte 1.^, capítulo IV, §4.^: «Whea- 
ton observa que, según el Derecho Internacional 
Privado que reconocen las nficiones continentales 
de Europa, un acto de venta, donación ó testamento 
ejecutado con las formalidades requeridas por la ley 
del lugar del acto ó contrato [lex loci actus vel con- 
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tractus)^ es válido, no sólo en cuanto á los muebles, 
sino en cuanto á los inmuebles, cualquiera que sea 
la situación de estos últimos, con tal que, según las 
leyes del país en que están situados los inmuebles, 
puedan éstos enajenarse por actos entre vivos ó 
por testamento; sin perjuicio de las solemnidades 
externas que son necesarias para que conste la au- 
tenticidad del acto en el país donde debe producir 
sus efectos.» 

El inciso 1.^ del artículo 10 del Código de Lui- 
siana dice así: «La forma y el efecto de los actos 
públicos y privados se reglan por las leyes y los 
usos del país en el que estos actos se han verifica- 
do.» El artículo 10 del Proyecto de García Qoyena 
dice: «Las formas y solemnidades de los contratos, 
testamentos y de todo instrumento público, se regi- 
rán por las leyes del país en que se hubieren otor- 
gado.» El artículo 47 del Código Civil Francés dice: 
«Todo acto del estado civil de los franceses y de 
los extranjeros hecho en país extraflo hará fe si ha 
sido redactado en las formas usadas en dicho país.» 
En el proyecto del Código Francés se había consig- 
nado un artículo en términos más generales: «La 
forma de los actos se regla por las leyes del país 
en el que se han ejecutado ó celebrado.» Mr. An- 
drieux decía en la sesión del Tribunado de 3 de 
Diciembre de 1801: «Esta es una máxima de Dere- 
cho que jamás ha sido contestada. — Pero la redac- 
ción podría tal vez ser mejor. ¿Qué dice á la letra 
del artículo tal como está concebido? No otra cosa 
sino que en cada país se sigue, en cuanto á las for- 
mas de los actos, las leyes del país. Este artículo 
Dertenece entonces al proyecto de la ley relativo á 
os extranjeros.» El artículo se suprimió y no figu- 
ra en el Código Civil Francés. Del artículo 1317 de 
este último Código nos ocuparemos en el § III del 
comentario de nuestro artículo 17. 

Tanto de los textos legales que hemos copiado 
como de las opiniones de los jurisconsultos á que nos 
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hemos referido, resulta que en la doctrina común de 
las naciones europeas la regla es más general que 
lo que parece en el texto del artículo que comenta- 
mos. En efecto, la regla que aceptan todas las es- 
cuelas de Derecho Internacional Privado y todos los 
jurisconsultos que tratan de esta materia, se formula 
así: locvs regit actum. Este es un axioma de Derecho 
y se le da toda la amplitud que soportan sus pala- 
bras. Los actos civiles de cualquiera clase, entre los 
que se comprenden también los contratos, se suje- 
tan, en cuanto á su forma ó solemnidades, á la ley 
del lugar donde se verifica el acto ó se celebra el 
contrato. Si el acto ó el contrato carece de alguna 
solemnidad que se estima como sustancial en el lu- 
gar donde se efectúan, son nulos; pero si revisten 
todas las solemnidades requeridas por la ley del di- 
cho lugar, no solamente son válidos en él, sino tam- 
bién en todas partes. 

Esta regla, en toda su latitud, es de una equidad 
incontestable y es por lo mismo de altísima conve- 
niencia para todas las naciones. No hay talvez regla 
alguna en materia de Derecho Internacional Privado 
que reúna en grado tan superior estas dos con- 
diciones. 

La equidad de la regla y la necesidad de su apli- 
cación rigurosa resultan, no sólo de la facilidad ó 
comodidad de ejecutar el acto ó celebrar el contrato 
en la forma que prescribe la ley del lugar de la eje- 
cución ó celebración, sino principalmente del respe- 
to y miramiento que debemos á la ley que nos am- 
para y protege en dicho lugar y en el momentp mis- 
mo de la ejecución ó celebración. Por otra paite, no 
es posible señalar otra ley para determinar las so- 
lemnidades del acto ó del contrato, como antes he 
mos tenido ocasión de demostrarlo. Si las obligacio- 
nes que nacen del acto ó del contrato pueden tener 
su ejecución en distintos lugares ó en lugares inde 
terminados, no es posible exigir que el acto ó el con* 
trato reúna las distintas solemnidades que se eidjan 
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en todos esos lugares, porque en muchos casos ha- 
bría contradicción entre elhis, y, por consiguiente, 
verdadera imposibilidad en la ejecución, y en otros 
casos, siendo indeterminados el lugar ó lugares de 
la ejecución, tampoco podría saberse qué solemni- 
dades deberían ser preferidas. 

La gran conveniencia que ofrece para todas las 
naciones la regla locu>i regit actiim^ es tan evidente, 
que nadie la ha puesto en duda, y es doctrina co- 
mún en Derecho y en Legislación. 

La disposición del inciso K^ del artículo 17 de 
nuestro Código Civil, que habla sólo de la forma de 
los instrumentos públicos, es por lo tanto, deficiente. 
Sin embargo, no podría decirse que, según la doc- 
trina de nuestro Código Civil, no se acepta en toda 
su generalidad la regla de que tratamos. Porlo que 
hace al matrimonio y al testamento, que son los actos 
más importantes de la vida civil, tenemos disposi- 
ciones expresas en que se aplica la regla menciona- 
da. El artículo 119 reconoce la validez del matri- 
monio celebrado en país extranjero en conformidad 
á las leyes del mismo país. Sólo exceptúa el matri- 
monio que celebra el chileno contraviniendo á las 
leyes chilenas. El artículo 1027 reconoce la validez 
del testamento otorgado en país extiafto, si se han 
observado en él las solemnidades prescritas por la 
ley del lugar del otorgamiento. Ese artículo le pone 
una limitación á la regla, porque exige que el tes- 
tamento sea escrito, de modo que un testamento ver- 
bal otorgado en país extranjero no vale en Chile, 
aunque se legalice y ponga por escrito coíi todas 
las formalidades que previene la ley del país donde 
se otorgó y aunque en lo demás esté del todo con- 
forme con dicha ley. 

Esta limitación la hemos estimado como un defec- 
to, porque la buena doctrina y la conveniencia per- 
sonal de los chilenos están porque se dé á la regla 
toda su extensión. En efecto, el motivo porque se 
exigen para el testamento tantas solemnidades, e? 
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el peli^o del fraude; pero la necesidad 6 la. soma 
conveniencia de poder otorgar testamento, ha hecho 
que se relaje el rigor de las solemnidades y que se 
dé lugar al testamento privilegiado: vale más expo- 
nernos al peligro del fraude, que quedarnos mn tes- 
tamento. Si esta consideración ha dado mérito bas- 
tante para que se dé valor al testamento privilegiado 
que se otorgue en Chile, ella debe también autorizar 
al que se otorgue en país extranjero; y si debemos 
confiar en la ilustración y prudencia de las legisla- 
ciones extranjeras en cuanto al testamento solemne, 
otro tanto debe hacerae respecto del privilegiado, 
sin perjuicio de las excepciones que por circunstan- 
cias especiales se crea conveniente establecer. 

Además de lo dispuesto en los artículos 119 y 
1027 respecto del matrimonio y del testamento, 
tenemos otro fundamento más amplio con que sos- 
tener que nuestro Código Civil acepta en toda su 
extensión la regla loctis regit actum. Ese fundamen- 
to es la doctrina misma que ha consagrado en el 
artículo 16. En el inciso 2.^ de este artículo, se reco- 
noce el valor de los contratos otorgados en país 
extranjero,. ó lo que es lo mismo, que los requisitos 
necesarios para el valor del contrato se arreglan á 
la ley del país dónde se otorgan, y como confirma- 
ción de esta idea se agrega en el inciso 3.® que los 
efectos (ó sea, los derechos y obligaciones) dé los 
contratos otorgados en país extraño para cumplirse 
en Chile^ se arreglan á leyes chilenas. Aquí tiene 
perfecta aplicación el argumento á contrario sensu 
y la regla inclusio unius est exclusio altei^ins^ como 
heaaos tenido ocasión de demostrarlo en el comen- • 
tario del dicho inciso 3.^ del aitículo 16; deducien- > 
do con todo rigor lógico que, según nuestro Código 
Civil, los requisitos del contrato deben ajustarse á 
la ley del lugar del otorgamiento, y que los efectos, 
ó sea, los derechos y obligaciones, se rigen por la 
misma ley, salvo que el contrato se haya cele- 
brado para cumplirse en Chile, pues entonCei^ .86.. 
arreglan por la ley chilena. 
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II 

Hemos dejado establecido en el párrafo anterior, 
que la regla lociis regit actum significa que la foi^- 
ma de los actos y contratos, debe ajustarse a la 
ley vigente en el lugar en que se realiza el acto ó 
se celebra el contrato; pero nos resta averiguar 
qué es lo que se entiende por forma. Nuestro artículo 
17, en su inciso 2.^, dice: «la forma se refiere á 
las solemnidades externas»; lo que en buena doc 
trina quiere decir que la forma es lo mismo que las 
solemnidades, ó que ambas expresiones son sinóni- 
m^iS. Tendremos entonces que averiguar qué es 
solemnidad. 

La solemnidad es un requisito necesario para el 
valor del acto ó del contrato; pero hay requisitos 
que no son solemnidades. Así, la capacidad, el con- 
sentimiento sano ó sin vicio, el objeto lícito, etc., 
son requisitos necesarios para el valor del acto ó 
del contrato, y no son solemnidades; de aquí ha 
nacido la división de los requisitos en internos y ex- 
ternos y el uso constante y uniforme de llamar .soZem- 
nidad dX requisito externo, de manera que las ^?í\di' 
hraB forma^ solemnidad j requisito externo^ son sinó- 
nimas. La locución solemnidad externa es defectuosa, 
porque es un pleonasmo, y porque ella supone 
una contraposición que no existe, porque no hay ni 
puede haber solemnidad interna. Es cierto que 
nuestro Código Civil emplea á veces la expresión 
solemnidad externa^ que sólo puedo tolerarse en 
cuanto da más energía ó viveza á la idea, pero en 
ninguna parte enconti'aremos la expresión solemni^ 
dad interna] y sí podemos encontrar que en mu- 
chas ocasiones ha dicho simplemente solemnidades^ 
sin otro calificativo, refiriéndose inequívocamente á 
las externas. Podemos, pues, establecer sin peligro 
de equivocación, que tanto en el lenguaje de los ju- 
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risconsultos, como en las leyes chilenas y espaflolas 
antiguas, la palabra solemnidad significa siempre la 
externa, y que para significar la interna^ ó más 
bien dicho, para expresar la contraposición á la 
palabra solemnidad, se emplea la de requisito interno. 

La solemnidad externa, ó simplemente solem- 
nidad, que es más propio, tal como la encontramos 
en los autores y en las leyes, no es otra cosa que 
la prueba especial que se exige para justificar la 
existencia del acto 6 del contrato, y que podría 
llamársela sacramental, porque no puede ser reem- 
plazada por otra. La solemnidad es siempre proba- 
toria, tiene por objeto dar constancia fehaciente del 
acto ó del contrato. 

Escriche, Diccionario de Legislación, palabra 
Solemnidad, dice: «Las formalidades que prescri- 
ben las leyes para que un acto ó instrumento sea 
válido ó auténtico, y haga prueba en justicia.» 

Rogrón, al principio de la sección 1.*, capítulo V 
del título, II, libro 3.^, Código Francés, se expresa 
así: «Se llaman formas ó formalidades de un acto, 
la manera arreglada por las leyes para hacer prueba 
de su verdad, y mediante ellas establecer su va- 
lidez. > 

Merlín, citado por Chabot en sus Cuestiones 
transitorias, palabra Testament, dice lo siguiente: 
«Es preciso distinguir en todos los actos de la vida 
civil, lo que peitenece á su forma meramente pro- 
batoria, délo que es relativo á Incapacidad requerida 
para hacerlos, y al fondo de sus disposiciones.» 
«Para todo lo que conviene á la capacidad de las 
pal tes y al fondo de las disposiciones, es de princi- 
pio que se debe atender principalmente á las leyes 
que existen en el momento en que nace y se 
adquiere el derecho que se deriva de los actos. Así, 
para saber si un testador ha podido disponer, y si 
no ha trasgredido los límites legítimos, se debe con- 
sultar la ley del día en que murió; porque es en 
este día solamente cuando ha podido nacer el dere- 
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cho ítJe loe herederos instituidos ó de sus legatarios. 
Mas, para todo lo relativo á la forma meramente 
probatoria^ no hay ni puede haber otra ley que 
seguir que la del lugar y la. del momento en que se 
ejecuta el acto; una vez el acto ejecutado, la forma 
probatoria <le que oBtá revestido le asegura su 
efecto, y este efecto es indivisible; la observancia 
ríe esta forma y el derecho de hacer prueba de todo 
lo que el acto contiene, son dos cosas correlativas, 
inseparables la una de la otra.» 

Escaflo, en su tratado De testamkntis, capítulo I, 
números 27 y 28, expone la división de los requisi- 
tos del testamento que establecen Trumola y Ro- 
drigo Suárez, que es preferida por Menochio y Bar- 
tulo, y que es recibida comúnmente. In testamento 
dúplex datvr forma^ svbstantialis, et probatoria, et 
ita dúplex tantiim perfectio, qiioe est uniquique for- 
mee conveniant debet considerari; et a forma subs- 
tantiali^ quw est voluntas, desuinitur perfectio vo- 
luntafis^ et a forma probatoria quoc est solemnitas, 
perfectio solemnitatis^ et sic ommtiniter recepta est. 
(1) Cita en seguida, en el número 40, á Cancerio, 
número 76, que dice: Cum dúplex sit forma te'hta- 
menti^ probatoria etsubstantialis, circa formam pro- 
BATORIAM, ut omnis solemnitas juris civilis est relaxa- 
ta in testamento ínter líber os et ad pias causas et 
militari] etc. (2) 



(1) «En el testamento debe considerarse una doble forma? 
la sustancial y la probatoria, y en consecuencia, debe consi- 
derarse esta doble perfección que conviene á cada forma. 
En la forma sustancial, que os la voluntad, la perfección na- 
ce de la voluntad, y en la forma probatoria, que es la solem- 
nidad, la perfección nace de la solemnidad, y así se entien- 
de comúnmente».- (S, L.) 

(2) «Siendo doble la forma del testamento, probatoria y 
sustancial, respecto de la forma probatoria, como toda so- 
lemnidad do derecho civil, ella está relajada en los testa- 
mentos de personas libres, por causas pías y militares, etc.>. 
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En el capítulo 11, habla ¡ndividiuilmente de las 
dos perfecciones (requisitos) del testamento, la sus- 
tancial ó de la voluntad y la probatoria ó de la 
solemnidad. Y respecto de la segunda, después de 
exponer los fundamentos y su necesidad, se pre- 
gunta cuáles son esas solemnidades, y dice que se 
encuentran en las leyes 1.* y 2.* título IV, libro 5.^, 
Recopilación, que son las 1.* y 2.* título XVIII, 
libro 10 de la Novísima, en cuyas leyes sólo se 
señalan como solemnidades las meramente proba- 
torias, semejantes á las que señala el párrafo 2.^ del 
título III, libro 3.^, de nuestro Código CiviL 

Antonio Gómez, en su comentario á la ley 3.* de 
Toro, número 23, se pregunta: Ratio per quam re- 
quiratur tanta forma in testamento de juri commu- 
ni (1); y contesta: Quia ex caussa justa et commttni^ 
potest lex civilis hifmana positiva distinguere, decla- 
rare vel limitare jtis dirimim et in testamentis et ídti- 
mis voluntatibvs tractatur de probanda vobintate 
defimctipost ejus inortem, quiveritatem per feote scie- 
bat^ et non potest eani. declarare^ nec se et bona sita de- 
fendere, si de ea dubitatur, et potest facilius falsitas 
committi; ergo mérito requiritur proedicta solemni- 
tas. (2) Continúa citando otros autores y leyes que 
confirman su doctrina. 

Burgo de Paz, comentando la dicha ley 3.* do 
Toro, sostiene la misma doctrina, y concluye: Codi- 
cilli antean solemnitatem testamenti nunciipativi ha^ 
bere debent: aliter autem testamenta et codicilli si 



(1) «Por qué razón, se requiere tanta formalidad en el tes- 
tamento de derecho común». — [S. Z.) 

(2) «Porque por causa justa y común, puede la ley civil 
humana y positiva distinguir, declarar ó limitar el derecho 
divino, y en los testamentos y últimas voluntades se trata 
de probar la voluntad del difunto, después de su muerte, 
quien sabía perfectamente la verdad y no puede declararla, 
ni defender sus bienes, si de ello se trata, y puede inás fácil- 
mente originarse la falsedad; luego, con razón, so requiere 
la predicha solemnidad».— (/S\ L), 
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míe DiCTis soLEMNiTATiBüS conficüitur minime fa- 

CÍUNT FIDEM. (3) 

Como se ve, en el lenguaje corriente de los juris- 
consultos la palabra solemnidad significa la prueba 
especial que se exige para justificar la existencia 
del acto ó del contrato. Otro tanto sucede con las 
leyes. La 3.* de Toro, que es la 2.*, título XVIII, 
libro 10 de la Novísima Recopilación, emplea la 
palabra solemnidad en el sentido de prueba, y con- 
cluye estableciéndolo del modo más explícito. «Los 
cuales dichos testamentos y codicilos, si no tuvie- 
ren la dicha solemnidad de testigos, mandamos 
que no hagan fe ni prueba en juicio, ni fuera de él.» 

Nuestro Código Civil, artículo 1699. dice: «Instru- 
mento público ó auténtico es el autorizado con las 
solemnidades legales por el competente funciona- 
rio». El 1700 dice: «El instrumento público hacepZ^- 
na fe en cuanto al hecho de haberse otorgado y su 
fecha, pero nó en cuanto á la verdad de las deela- 
ciones que en él hayan hecho los interesados. En es- 
ta parte no hace plena fe sino contra los declaran- 
tes». Aquí se ve que la palabra solemnidad^ sin otro 
calificativo, significa la externa^ que el instrumento 
que tiene esas solemnidades es público y hace plena 
fe en cuanto al hecho de haberse otorgado y su fe- 
cha, y por consiguiente, que el carácter probatorio 
del instrumento lo saca de las solemnidades. Por es- 
ta razón, distingue el Código con separación las dos 
pruebas que produce el instrumento; las solemnida- 
des sólo recaen sobre el hecho de haberse otorgado 
y su fecha, y por eso hacen prueba contra todos; 
pero las solemnidades no justifican la verdad de las 
declaraciones, y por eso estas declaraciones no ha- 
cen fe sino contra los declarantes; mas» el hecho de 
haberse expresado las declaraciones es inconcuso 
aun para los terceros. 

(3) «Los codicilos deben tenei* la solemnidad del testa- 
mento nuncupatívo, porque de otro modo, si sin esas solem- 
nidades se otorgan, mucho menos hacon fe».— (6\ L.) 
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Hemos dicho también que la solemnidad es una 
prueba especial ó sacramental, esto es, que no pue- 
de reemplazarse por otra prueba; éste es el lenguaje 
comün de los jurisconsultos, y lo vemos confirmado 
en los artículos 1701 y 1713 del Código Civil; el pri- 
m* ro de estos artículos dice: «La falta de instrumen- 
to publico no puede suplirse por otra prueba en los 
actos y contratos en que la ley requiere esa «oZem- 
nidad^ y se mirarán como no ejecutados ó celebra- 
dos aun cuando en ellos se prometa reducirlos á ins- 
trumento público dentro de cierto plazo, bajo una 
Cláusula penal: esta cláusula no tendrá efecto alguno» . 
El artículo 1713 dice que la confesión judicial hace 
plena prueba salvo lo dispuesto en el artículo 1701, 
esto es, que el instrumento público no puede ser 
reemplazado por la confesión judicial, cuando la ley 
exige el instrumento pro forma ó como solemnidad. 

En consecuencia, las capitulaciones matrimonia- 
les, la compraventa de bienes raíces, la constitución 
de un censo, que son contratos solemnes: y la eman- 
cipación voluntaria, el reconocimiento de un hijo 
natural, la legitimación, que son asimismo actos so- 
lemnes, porque en aquéllos y en éstos exige la ley 
la escritura pública, como solemnidad, no tienen va- 
lor alguno sin la escritura pública, ó sólo pueden 
probarse por este medio; ni la confesión, ni los testi- 
gos, ni otro género alguno de prueba, puede reem- 
plazar a la escritura pública. 

Sin embargo, podemos establecer como doctrina 
corriente la opinión de Llamas y Molina que dice, 
en el comentario á la ley 22 de Toro, número 71: 
«Aunque la escritura se requiere pro forma para la 
subsistencia de la promesa de no mejorar, esto no 
impide que si llegase á faltar ó pei'ecer la escritura 
por incendio ú otro cualquier accidente, se admita 
prueba de testigos para acreditar su otorgamiento, 
como lo afirma Diego Castillo en esta ley, rer. scrip- 
tara pública con Gómez al número 28 y otros, fun- 
dados en la ley 18 C. de test.^ y lo mismo indica la 
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ley única, fí. Si tabulce testamenti stabimt». A la 
opinión de Llamas y de los jurisconsultos que cita, 
podemos agregar la deMascardus, De prohationibus^ 
conclussio 32*, números 20 á 22. Podemos todavía 
agregar en apoyo de esta opinión las leyes 14, título 
XX, y S.'^y 20, título XXI, libro 4.^, C. En consecuen- 
cia, si el acto se ha ejecutado y el contrato se ha ce- 
lebrado con el otorgamiento de la respectiva escri- 
tura pública, la pérdida del instrumento no vicia el 
acto ó el contrato. Probado por testigos ó por otro 
medio legal el hecho de haberse otorgado la escri- 
tura pública y que se ha perdido ó destruido, se ad- 
mitiría igualmente prueba de testigos ó de otrr„ cla- 
se para justificar las estipulaciones del contrato. 

Concluiremos repitiendo que forma es lo mismo 
que solemnidad ó requisito extorno, y (\\xe solemnidad 
es la prueba especial ó sacramental que exige la ley 
para el valor del acto ó del contrato y para probar 
su existencia. 



III 



El artículo 1317 del Código Civil Francés define 
así el título ó acto auténtico: «Acto auténtico, es el 
que ha sido recibido por oficiales públicos que tienen 
el derecho de actuar en el lugar en que el acto ha 
sido redactado y con las solemnidades requeridas»; 
y el artículo 1699 de nuestro Código Civil, dice: «//¿s- 
trtimeíito público ó auténtico es el autorizado con las 
solemnidades legales por el competente funcionario» . 
Pero con más propiedad ha dicho el inciso 2.*^ del 
artículo 17 que comentamos, que la autenticidad se 
refiere al hecho de haber sido realmente otorgados y 
autorizados por las 2:>crsonas y de la manera que en 
los tales intrumentos se exprese. 

El efocto principal de la autenticidad es hacer fe 
ó merecer crédito; pero esto no es la autenticidad 
misma. Para que exista la autenticidad, es preciso 
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que el acto (en que se comprende también el contra- 
to) ó el instrumento, esté autorizado por un funcio- 
nario público que invista este carácter por nombra- 
miento de la autoridad pública competente* Se re- 
quiere, además, que el funcionario sea competente, 
esto es, que esté autorizado por la ley para ejercer 
aquella función determinada; que esté en actual 
ejercicio ó no se halle suspendido de sus funciones; 
que ejerza su ministerio en el lugar ó en el distric- 
to señalado por la ley, porque fuera de él, carece de 
carácter público; que no esté implicado para fun- 
cionar en el acto ó en el asunto á que se refiere el 
instrumento; y, por último, que el acto ó el instru- 
mento revista las otras solemnidades que respecti- 
vamente son requeridas por la ley, como ser la con- 
currencia de testigos, el papel sellado, la incorpora- 
ción en un protocolo, etc. 

El artículo 17, en su inciso 1.^, dice que la auten- 
ticidad del instrumento público se probará según las 
reglas establecidas en el Código de Enjuiciamiento. 
Aun no se ha publicado el Código de Enjuiciamien- 
to, y no tenemos en nuestra legislación vigente le- 
yes especiales que determinen el procedimiento pa- 
ra establecer la autenticidad de un act/O ó de un ins- 
trumento, y habría entonces que ocurrir á los me- 
dios ordinarios ó comunes de probar cualquier 
hecho (1). 

Una especie de prueba de autenticidad es la que 

(1) El Códif^o de Procedimiento Civil, promulgado en 1902, 
dispone <al respecto lo que sigue, en su articulo 334: 

«Los instrumentos públicos otoi'gados fuera de Chile debe- 
rán presentarse debidamente legalizados, y se entenderá que 
lo están cuando en ellos conste el carácter público y la ver- 
dad de las firmas de las personas que los han autorizado 
atestiguadas ambas circunstancias por los funcionarios que, 
según las leyes ó Ja práctica do cada país, deban acreditarlas. 

«La autenticidad de las firmas y el carácter de estos fun- 
cionarios se comprobará en Chile por alguno de los medios 
siguientes: 

«l.o El atestado de un agente diplomático 6 consular cbi- 
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entre nosotros se llama legalización de documentos, 
ya sean los otorgados en país extranjero y que se 
quiere hacerlos valer en juicio (5 ante otras autori- 
dades pitblicas chilenas, ya sean los otorgados en 
Chile y de los que quieren valerse los interesados 
ante los tribunales ó funcionarios públicos extran- 
jeros. 

En cuanto á las escrituras públicas otorgadas en 
el extranjero, la firma del notario que autoriza los 
instrumentos es certificada por tres notarios que 
declaran al pie del instrumento que la firma y sig- 
no del dicho notario que aparecen en el instrumen- 
to, son realmente puestos por él, y los mismos que 
acostumbra usar en el ejercicio de su cargo; que el 
dicho notario se halla en actual ejercicio y que me- 
rece crédito en sus actuaciones. El Ministro de Re- 
laciones Exteriores del país donde se otorgó el ins- 
trumento da igual certificado respecto de los tres 
notarios y sus firmas; y el Ministro diplomático ó 
Cónsul chileno abona á su vez la firma del Ministro 
de Relaciones Exteriores; y el Ministro de Relacio- 
nes Exteriores de Chile abona la firma del agente 
diplomático ó consular chileno. A falta de agente 
diplomático ó consular chileno, se ocurre al agente 
diplomático ó consular de una nación amiga de Chile. 
Si el instrumento ha sido autorizado por un funcio- 



leno, acreditado en el país do donde el instrumento procede, 
y cuya firma se compruebe con el respectivo certificado del 
Ministerio de Relaciones Exteriores; 

«2.0 El atestado de un agente diplomático ó consular de una 
nación amiga acreditado en el mismo país, A falta do funcio- 
nario chileno, certificándose en este caso la firma por con- 
ducto del Ministerio do Relaciones Exteriores del país á que 
pertenezca el agente ó del Ministro diplomático de dicho píiis 
en Chile, y además por el Ministerio de Relaciones Exterio- 
res de la República en ambos casos; y 

«a.^' El atestado del agente diplomático acreditado en Chile 
por el Gobierno del país en donde se otorgó el instrumento, 
certificándose su firma por el Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores de la República.» (5. L.) 
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nario público que no es notario, entonces su firma 
es abandonada por el Ministro de Relaciones Exterio- 
res del país del otorgamiento, quien certifica, además, 
sobre la competencia del funcionario para autorizar 
el acto Ó instrumento y el crédito que merece. La 
firma del Ministro es abonada por el funcionario 
diplomático ó consular chileno ó de una nación 
amiga, y la de éste, por el Ministro de Relaciones 
Exteriores de Chile. 

Tal es la práctica respecto de la legalización de 
documentos extranjeros; pero no creemos necesaria 
la certificación ó abono de firmas hecho por el Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores extranjero, pues, lo 
sustancial es que el funcionario diplomático ó con- 
sular chileno abone la firma del notario ó funciona- 
rio extranjero y certifique sobre su competencia ó 
actual ejercicio. 

En cuanto á los instrumentos otorgados en Chile, 
para producir efecto en el extranjero, se practica 
análogo procedimiento. 
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Artículo 18 



En los casos en que las leyes chilenas exigieren instrumentos 
públicos para pruebas que han de rendirse y producir efecto en 
Chile, no valdrán las escrituras privadas, cualquiera que sea la 
fuerza de éstas en el país en que hubieren sido otorgadas. 

SUMARIO. 

I. — Lo dispuesto en este artículo no es una limitcación de la regla Lo- 
CH8 regit actiim. 

II. — Explicación de la doctrina que él contiene. 
III. — Interpretación extensiva que debe dársele. 



La doctrina que se consigna en este artículo re- 
lativamente á la fuerza probatoria que ha do darse 
en Chile al instrumento privado que se otorga en 
país extranjero, no es una limitación de la regla 
general y ampliamente aceptada por los juriscon- 
sultos y por nuestro Código Civil, y que dice: Locifs 
regit actnm. Esta regla significa, como lo dejamos 
establecido en el comentario del artículo anterior, 
que la forma, ó sea, las solemnidades del acto, con- 
trato ó instrumento, deben' ajustarse á ías leyes del 
país donde se otorgan ó realizan; mientras que 
nuestro artículo 18 dispone que el instrumento pri- 
vado, aun cuando revista todas las solemnidades 
requeridas por la ley del país donde se otorga, en 
Chile no tendrá la fuerza probatoria de un instru- 
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mentó público; ó, lo que es lo mismo, en Chile ten- 
drá la misma fuerza probatoria de un instrumento 
privado otorgado en Chile. 

Como se ve, la regla Locus regit actum es ajena 
ala doctrina del artículo 18; la dicha regla es reía- . 
tiva solamente á los requisitos externos del acto, 
mientras que el artículo 18 dice relación á los efec- 
tos del acto; y en el comentario de los artículos 16 
y 17, hemos tenido especial cuidado de hacer resal- 
tar la grande é importante diferencia que hay en 
legislación y en Derecho, en la doctrina y en la ley, 
entre el requisito necesario para el valor del acto y 
los efectos que produce, ó sea, los derechos y obli- 
gaciones que de él nacen. La regla Locus regit 
actiívi determina los requisitos externos; la disposi- 
ción del artículo 18 determina los efectos del instru- 
mento privado en cuanto á su fuerza probatorhi 
ante las autoridades chilenas; entre la regla y la 
disposición del artículo 18 haj^, por consiguiente, la 
misma diferencia que entre el requisito y el efecto. 



II 

Fácil es ahora conocer el significado y todo el 
alcance de lo dispuesto en el artículo 18. Aquí no 
se hace más que aplicar á un caso especial la regla 
general que resulta de la doctrina consignada en el 
artículo 16. 

En el comentario de este último artículo, § V, di- 
jimos que por contrato válido otorgado en el extran- 
jero, entendía nuestro Código Civil el que se ajusta- 
ba en cuanto á los requisitos á las leyes del país 
donde se otorgaba; y que nuestro Código, ó sea, el 
artículo 16, sujetaba también á las mismas leyes 
los efectos de dicho contrato, cuando no se estipula- 
ba expresa ó tácitamente que debiera cumplirse en 
Chile, puesto que según el inciso 3.*^ de dicho ar- 
tículo, sólo se rigen por la ley chilena los efectos 
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del contrato celebrado en el extranjero cuando ese 
contrato debiera cumplirse en Chile. 

Ahora, como se ve, en el artículo 18 no se hace 
otra cosa que aplicar al instrumento privado hi re- 
gala que para los contratos establece el artículo 16. 
Uno de los efectos, y el principal, de los instrumen- 
tos públicos y privados, es hacer prueba de los he- 
chos sobre que ellos versan. Si, ¡)ues. el instrumento 
privado se presenta como prueba en Chile, y para 
producir efecto en Chile, es lógico y cong'ruenre con 
la regla del artículo 16, que el efecto del instrumen- 
to privado, ó sea, su fuerza probatoria, se ajuste á 
la ley chilena, y que, en consecuencia, no pueda 
reemplazar al instrumento público en todos los ca- 
sos en que la ley chilena no permite ese reemplazo. 

En este caso se encuentra el poder para litigar 
en juicio, que por la ley chilena debe otorgíírse por 
escritura pública (1); y lo mismo habremos de decir 
de los contratos solemnes, ó sea, aquellos que exigen 
la escritura pública, como la hipoteca, el censo, etc., 
porque si están situados en Chile los bienes que van 
á quedar gravados con esos contratos, éstos forzo- 
samente tienen su cumplimiento en Chile, puesto 
que la tradición, que es uno de los efectos de esos 
contratos, debe forzosamente verificarse en Chile, 
y que, por lo tanto, debe decirse que se ha celebra- 
do para cumplirse en Chile. 

El artículo 18 niega la fuerza probatoria al do- 
cumento privado otorgado en país extraño ó no per- 
mite que pueda reemplazar al instrumento público 
cuando concurren las dos circunstancias que él ex- 
presa; á saber, que la prueba se rinda en Chile ó 



(1) Sí bien el artículo 7.*^ del actual Código de Procedi- 
miento Civil, admite otros medios de otorgarse el poder pa- 
ra juicio, á más de la escritura pública, siempre subsiste la 
observación del Autor en cuanto al rechazo del instrumento 
privado, pues, todos los medios que enumera el dicho articu- 
lo 7.« son instrumentos públicos. — {3. L.) 
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deba rendirse en Chile, y además deba producir 
efecto en Chile. La prueba debe rendirse en Chile, 
cuando se sigue el juicio ante los tribunales do Chi- 
le, (5 el acto ó gestión judicial en que se quiere ha- 
cor figurar el instrumento privado tiene lugar en 
Chile; y debe producir efecto en Chile cuando la 
sentencia, resolución ó decreto de la autoridad pú- 
blica chilena debe cumplirse en Chile, ó versa so- 
bre bienes situados en Chile ó sobre personas resi- 
dentes en Chile y sujetas á la ley chilena. 

Lo dispuesto en el artículo 18 tendría perfecta 
aplicación en el concurso de acreedores, pendiente 
ante un tribunal de Chile, y en el que se quisiese 
hacer valer la preferencia de la cuarta clase á fa- 
vor de bienes ó derechos de la mujer del concursado, 
ó de sus hijos ó pupilos. Según el artículo 2483 de 
nuestro Código Civil, es preciso probar por escritu- 
ra pública, inventario solemne, testamento, acto de 
partición, sentencia de adjudicación, ú otro instru- 
mento de igual autenticidad, los aportes matrimo- 
niales, ó los bienes del hijo ó pupilo que recibió ó 
de que es responsable el deudor concursado. No se 
podría hacer valer con eficacia en dicho concurso 
un documento ó escritura privada otorgada en país 
extranjero en favor de la mujer, hijo ó pupilo, aun 
cuando por la ley del país donde se otorgó la escri- 
tura privada, ésta tuviese la misma fuerza probato- 
ria de un instrumento público ó auténtico para jus- 
tificar los aportes matrimoniales ó el recibo de los 
bienes del hijo ó del pupilo. En el caso propuesto, 
la prueba debe rendirse en Chile, produce efecto en 
Chile, y la ley chilena exige que la prueba tenga la 
calidad del instrumento público ó auténtico. 

Pero no caería bajo el precepto del artículo 18 el 
caso en que la prueba no debe rendirse en Chile, 
aunque por algún accidente se rinda aquí; como 
cuando el juicio se sigue en el extranjero y la prue- 
ba se rinde en Chile por comisión ó decreto del juez 
extranjero. El artículo 18 no dice pruebas que se 



\ 
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rindan en Chile, sino pruebas que han de rendirse 
en Chile; lo que significa que la prueba debe rendir- 
se en Chile, como sucede cuando el juicio en que se 
rinde la prueba se sigue en Chile. Queda, por con- 
siguiente, dentro del precepto del artículo 18, el 
caso en que la prueba se rinde en el extranjero por 
comisión ó decreto del juez chileno, porque enton- 
ces la prueba debía rendirse en Chile, ó es como si 
se rindiese en Chile, por cuanto el juicio se sigue ante 
los tribunales chilenos. 

Decimos que no cae bajo el pi ecepto del artículo 
18 el caso en que la prueba no debe rendirse en 
Chile, aun cuando haya de producir efecto en Chi- 
le: como sucedería, sosteniendo el mismo ejemplo, 
cuando el juicio de concurso se sigue en el extran- 
jero y la sentencia que en él se pronuncie haya de 
afectar bienes situados en Chile ó haya de tener 
algún otro efecto en Chile. Nuestro Código ha esta- 
do, ó está, en la buena doctrina, porque entonces 
no es el documento privado, ó la prueba que él pro- 
duce,, lo que surte efecto en Chile, sino la sentencia 
que se pronuncia en el juicio, lo que es materia di- 
versa ó extraña á las disposiciones de nuestro Códi- 
go Civil sobre Derecho Internacional Privado, y que 
parece que el Legislador ha reservado para el Có- 
digo de Enjuiciamiento, que es su lugar oportuno. (1) 



IIl 

Hemos hecho notar en el número I del presente 
comentario del artículo 18, que su disposición no te- 
nía por objeto limitar la regla Locus regit actum^ por- 
que esta regla dice relación á los requisitos del acto 
ó del contrato, mientras que la calidad probatoria 
del instrumento privado que se quiere hacer valer en 



(1) Véanse esas disposiciones en la nota (2) que ponemos en 
la Conclusión, pág. 224. — (<S. L.) 
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Chile, es un efecto del instrumento, y que, en con- 
sonancia con lo dispuestx) en el inciso último del ar- 
tículo 16, debía ajustarse á la ley chilena. 

Lal(5gica nos conduce entonces, rigurosamente, á 
dar interpretación extensiva á lo dispuesto en el ar- 
tículo 18, ó bien, á dar aplicación más amplia á la 
doctrina que se acepta en este artículo. En efecto, 
combinado el precepto del inciso final del artículo 
16 con el que se establece en el artículo 18, es in- 
dispensable reconocer que el instrumento privado 
otorgado en país extranjero no puede tener en Chi- 
le la fuerza de un instrumento público, aunque la 
tenga por la ley del país donde se otorgue, no sólo 
en el caso de que se presente como prueba judicial 
ó para hacer fe de cualquier modo ante nuestros 
tribunales, sino también en todos los casos en que 
la ley chilena exige instrumento público para produ- 
cir efecto en las oficinas públicas ó ante los funcio- 
narios públicos chilenos. Así, verbigracia, no podría 
admitirse en una oficina del conservador de bienes 
raíces un instrumento privado como título translati- 
cío del dominio, ni el juez podría mandar que se 
inscribiei-a. El artículo 63 del Reglamento para la 
oficina del Registro conservatorio de bienes raíces, 
dispone: «Los instrumentos otorgados en país ex- 
tranjero no se inscribirán sin previo decreto judi- 
cial que califique la legalidad de su forma y su 
autenticidad, conforme á lo dispuesto en los artículos 
16, 17 y 18 del fJódigo Civib. Este artículo reco- 
noce implícitamente, pero de una manera inequívoca, 
la necesidad de la interpretación extensiva que de- 
be darse al artículo 18, puesto que entiende que la 
doctrina del dicho artículo 18 es aplicable al caso 
de la inscripción del título en el Registro del Conser- 
vador; caso distinto y que no está comprendido en 
aquéllos en que se exige el instrumento público para 
prueba que ha de rendirse en Chile^ que son los que 
contempla literalmente el precepto del expresado 
artículo. 
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Puede todavía servirnos de confirmación de las 
ideas emitidas, lo dispuesto en el artículo 2411 del 
Código Civil, que dice: «Los contratos hipotecarios 
celebrados en país extranjero, darán hipoteca sobre 
bienes situados en Chile, con tal que se inscriban 
en el competente registro*. ¿Podría inscribirse en 
Chile, en ell^egistro del Conservador, un instrumen- 
to privado en que se estipulase uña hipoteca sobre 
bienes situados en Chile? Creemos que nó, sin em- 
bargo de que no se trata aquí de prueba, que ha 
de rendirse en Chile, Si para inscribir el título hipote- 
cario de que tratamos, se necesitaría de decreto judi- 
cial, y si para dictar este decreto el juez debería 
calificar la legalidad de la forma del instrumento y 
su autenticidad conforme á lo dispuesto en el ar- 
tículo 18, parece indudable que no podría admitirse 
en este caso el instrumento privado, cualquiera que 
sea la fuerza que le recor responda por la ley del 
país en que se hubiera otorgado. 

Aquí se ve más claro que se trata del efecto de 
un instrumento, ó si se quiere, de un contrato, otor- 
gado para cumplirse en Chile, y que se encuentra 
por consiguiente, dentro de la letra y del espíritu 
del inciso final del artículo 16. Tratándose de la 
venta de un bien raíz situado en Chile ó de la cons- 
titución de un derecho real sobre bienes de la mis- 
ma clase, el contrato se ha celebrado precisamente 
para cumplirse en Chile: porque la entrega ó tradi- 
ción, que es uno de los efectos del contrato, ó sea, 
una de sus principales obligaciones, ha de verifi- 
carse necesariamente en Chile; y como la ley chi- 
lena no reconoce otra especie de tradición para los 
inmuebles ó los derechos reales que en ellos se 
constituyen, que la inscripción del título en el 
Registro del Conservador, es de rigor ajustarse á 
la ley chilena para el cumplimiento de esa obliga- 
ción, ó sea, este efecto del conti'ato. 



J 



CONCLUSIÓN 

SUMARIO 

Efecto en Chile de las sentencias de tribunales extranjeros. 

Hemos dado término al comentario de los artícu- 
los de nuestro Código Civil que tienen relación con 
el Derecho Internacional Privado. Nuestro trabajo 
no es completo, porque no abraza todas las relacio- 
nes á que se presta la materia; pero como nuestro 
propósito era sólo explicar los preceptos consigna- 
do en las leyes civiles, la deficiencia de éstas debía 
necesariamente refluir en nuestra obra. 

No debemos, sin embargo, guardar silencio sobre 
un punto de la más grave importancia y que puede 
ser ^^« uso frecuente. Queremos hablar del efecto 
qu.' deben producir en Chile las sentencias pronun- 
ciadas por los tribunales extranjeros. 

Las sentencias judiciales son mandatos de la 
autoridad soberana de un país, é iguales á las leyes 
en cuanto al origen, en cuanto á su fuerza obliga- 
gatoria ó sus efectos, y en cuanto á la extensión 
del territorio donde ejercen su imperio. 

Las sentencias se asemejan á las leyes en cuanto 
al origen, porque unas y otras son emanaciones de 
de la autoridad soberana del país, ya sea que se 
ejerzan independiente y soberanamente los dos po- 
deres públicos, judicial y legislativo, como suce- 
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de en Chile y en todas las Repúblicas; ya sea que 
el Poder Judicial se ejerza en nombre y como dele- 
gación del Poder Ejecutivo, como sucede por lo ge- 
neral en las monarquías. Las sentencias no se dis- 
tinguen de las leyes en cuanto al origen, sino en 
la forma en que se dicta el mandato y en la clase 
de los magistrados que las dictan. 

Se asemejan las sentencias a las leyes en cuanto 
á su fuerza obligatoria, ó sea, sus efectos, porque 
ambas son igualmente fuentes de derechos y obli- 
gaciones civiles. Es verdad que el objeto de la sen- 
tencia V su esfera do acción consiste en declarar ó 
reconocer un derecho ii obligación existentes, más 
no en crear ese derecho ú obligación, porque esto 
compete primaria y dij'cctamente á la ley; pero 
como la sentencia puedo ser contraria á la ley y á 
la verdad por varios motivos, y como es indispen- 
sable poner un término á las actuaciones judi- 
ciales, hay que acatar la sentencia aunque sea in- 
justa ó conti'aria á la verdad, y hay que darle en 
cada caso especial más fuerza que á la ley, ó más 
propiamente, que prevalezca la sentencia sobre la 
ley; y entonces decimos que la sentencia es la fuen- 
te del derecho ó de la obligación, ó como decían 
los romanos, hace de lo blanco neijro y de lo negro 
blanco. Por esta misma razón la sentencia produce 
la acción de lo juzgado, actio judicati\ lo que im- 
porta una especie de novación, y que como acción 
personal dura veinte años. 

Se asemejan también las sentencias judiciales á 
las leyes en cuanto á la extensión del territorio don- 
de ejercen su imperio. Como las unas y las otrjis 
son igualmente emanaciones de la autoridad sobe- 
rana de un país, y como ésta no puede ejercer su 
acción fuera del territorio que está sujeto á su juris- 
dicción, las sentencias, lo mismo que las leyes, 
deben quedar circunscritas á los mismos límites. 

Pero así como las naciones civihzadas, por su re- 
cíproca utilidad, han tenido que aceptar en su propio 
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territorio el imperio de las leyes extranjeras, reco- 
nociéndoles sus efectos en ciertos casos, v no sólo 
respecto de los extranjeros, sino también de sus na- 
cionales, el mismo móvil las impulsa á seguir igual 
procedimiento con las sentencias dictadas por los 
tribunales extranjeros. 

Tres sistemas se ofrecen en la práctica de las na- 
ciones modernas relativamente á los efectos de las 
sentencias pronunciadas por un tribunal extranjero. 
El primero consiste en ordenar el cúmplale ó el pa- 
reatis de la sentencia extranjera con sólo probar su 
autenticidíid.Este sistema ofrece graves inconvenien- 
tes, que se salvan en el segundo sistema, el cual 
consiste en calificar previamente, no sólo la auten- 
ticidad de la sentencia, sino también la competencia 
del tribunal que la dictó y examinar si el fallo ataca 
en algún sentido las leyes de orden público de la 
nación donde se pide el cumplimiento. 

Por último, el tercer sistema es el de la reciproci- 
dad, que consiste en tratar á las sentencias extran- 
jeras y reconocerles los mismos efectos, tal como lo 
practique la nación en que fueron dictadas relativa- 
mente á las que pronuncien los tribunales de la na- 
ción donde se pide el cumplimiento. Este sistema, 
que parece el más equitativo por la igualdad, ofrece, 
sin embargo, casi los mismos inconvenientes que el 
primer sistema, respecto de las naciones que por celo 
indiscreto en la protección de sus ciudadanos decla- 
ran, arbitrariamente, competente á sus jueces en las 
contiendas en que forman parte sus nacionales, con 
ofensa de la legítima jurisdicción y soberanía ex- 
tranjera. 

Toca á los tratados internacionales ajustar el pro- 
cedimiento de esta importante materia, y llenar así 
el vacío que se note en la legislación positiva de 
cada país. 

Desgraciadamente, no encontramos en nuestras 
leyes nacionales disposición alguna que nos auto- 
rice para dar cumplimiento á las sentencias dictadas 
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por un tribunal extranjero, ó bien sea, para recono- 
cerles su carácter ejecutorio. Ni en las leyes españo- 
las, vigentes en la época de nuestra emancipación 
política, encontramos tampoco ley alguna sobre el 
particular. (1) 

En el silencio de nuestra legislación no será lícito 
á nuestros tribunales dar á las sentencias extranje- 
ras el mismo carácter y efecto que á las nacionales. 
Por esta razón, en las sentenciáis de 9 y 20 de Sep- 
tiembre de 1867, dictadas por la Hustrísima Corte de 
Apelaciones de La Serena, se negó lugar al exhorto 
dirigido por el juez letrado de San Juan (República 
Argentina), en el que pedía el cumplimiento de las 
sentencias libradas por ese juzgado; y en aquellas 
sentencias se consignan entre otros considerandos 
los siguientes: «4.® que los juicios ó sentencias de un 
tribunal extranjero de jurisdicción competente no 
pueden tener en ningún caso más valor que como 
títulos ó pruebfís del derecho que se reclama; y 5.®, 
que don N. N no demanda con la sentencia restitu- 
toria que ha exhibido, del juzgado de letras de San 
Jufui, sino que solicita meramente que se ponga el 
cúmplase^ etc.» 

Nos parecen legítimos los considerandos que he- 
mos trascrito, y creemos que si en el estado actual 
de puestra legislación, no puede darse en Chile ca- 
rácter ejecutorio á las sentencias pronunciadas por 
tribunales extranjeros, puede sí admitírselas como 
títulos ó pruebas del derecho que se demanda; lo que 
viene á importar algo semejante al segundo sistema 
que hemos sefialado en el procedimiento que más 
comunmente se ha adoptado por las naciones mo- 
dernas. 

Aunque las sentencias de la Corte de la Serena no 
citan ley alguna en qué fundar esta doctrina, cree- 



(1) Este Vcicío lo vino á llenar, en 1902, el actual Código 
(le Procedimiento Civil, cuyas disposiciones pertinentes al 
caso se reproducen en la nota (2) de la pág. 224. (aS. L.) 
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mos que ella podría apoyarse en la ley 15, título 14, 
Partida 3.*, aplicándola por analogía. En esta ley, 
que hemos citado y aún copiado en el comentario 
del artículo 14, se admite como prueba la ley ó fue- 
ro nacional y agrega en seguida: «E si por aventura 
alegasse ley, o fuero de otra tierra que fuesse de 
fuera de nuestro Seflorio, mandamos que en nuestra 
tierra non aya fuerca de prueva; fueras ende en con- 
tiendas que fuessen entre omes de aquella tierra, 
sobre pleyto, o postura que oviesen fecho en ella, o 
en razón de alguna cosa mueble, o rayz de aquel 
logar. Ca entonces, maguer estos extraños conten- 
diessen sobre aquellas cosas antel juez de nuestro 
Señorío, bien' pueden recebir la prueva, o la ley, o 
el fuero de aquella tierra, que alegaren antel, e de- 
vese por ella averiguar, e delibrar el pleyto.» 

Hemos dicho que esta ley podría aplicarse por 
analogía, porque en efecto la hay, y muy notable, 
entre la sentencia y la ley, como lo dejamos demos- 
trado al principio de este párrafo: y todavía agre- 
garemos que la ley 15, que en parte acabamos de 
trascribir, reconoce la eficacia del contrato celebra- 
do en país extranjero, y supone que sea reconocido 
por los tribunales nacionales. Si se admite la fuerza 
probatoria, y aún diremos creadora de la ley extran- 
jera y del contrato celebrado en país extraño, no 
habría razón por qué negársela á la sentencia, que 
reviste las mismas condiciones que la ley, y que 
tiene aún más fuerza obligatoria que el contra- 
to y que la ley. Debemos notar que en los conside- 
randos que hemos trascrito, se habla de tribunal 
extranjero con jurisdicción competente^ porque sólo 
así podrían sus sentencias servir de títulos ó de 
pruebas. 

Pero no podrían servir de título ejecutivo, como 
la sentencia pronunciada por un tribuíial chileno, 
porque aunque en el artículo 1.^ de la ley de 8 de 
Febrero de 1837 sé da mérito ejecutivo á la senten- 
cia pasada en autoridad de cosa juzgada, esto sólo 
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puede entenderse de las sentencias pronunciadas por 
un tribunal chileno, y porque en el artículo 3.^ de la 
misma ley se dispone: «Las obligaciones contraídas 
en países extranjeros no serán ejecutivas en el te- 
rritorio chileno, sino con arreglo á las leyes de la 
República». Las expresiones de este artículo son ge- 
néricas; habla de las obligaciones contraída» en país 
extranjero, sea cual fuere su fuente, y se compren- 
den, por consiguiente, las obligaciones que nacen de 
una sentencia. (1) 

«En cuanto á la ejecuci()n de las ,Hentencias arbi- 
trales pronunciadas en país extranjero, dicen los se- 
ñores Menresa, Miquel y Reus en sus Comentarios 
á la Ley de Enjuiciamiento civil española, los publi- 
cistas distinguen entre el arbitraje forzoso y el volun- 
tario. En aquél, como las partes están obligadas por 
la ley á someter sus diferencias á la decisión de ar- 
bitros, se conceden al fallo de éstos los mismos efec- 
tos que á los dictados por los tribunales ordinarios, 
y se sujetan, por tanto, á las mismas reglas respecto 
de su ejecución. Pero en el voluntario, como depen- 
de de la simple convención de las partas, es consi- 
derado el fallo arbitral para dicho fin como cual- 
quier otro contrato». En Chile tendría perfecta apli- 
cación esta doctrina, y nada tenemos que observar 
á su respecto: los laudos que se pronuncian en los 
juicios de partición de herencias ó de cosas comu- 
nes, de sociedades ó de cuentas, como los otros que 
tengan lugar con arreglo á la legislación del país 
donde se pronuncien, quedan sujetos ala misma re- 
gla (1). 

(1) El articulo 455, número 1, del actual Código de Proce- 
dimiento Civil, da mérito ejecutivo á la «sentencia firme, 
bien sea definitiva ó interlocutoria»; y el articulo 242 del 
mismo establece que, en los casos en que no haya tratados ni 
reglas de reciprocidad á que sujetarse, «las resoluciones de 
los tribunales extranjeros tendrán en Cliile la misma fuerza 
que si se hubieren dictado por tribunales chilenos,» siempre 
que reúnan los requisitos que en seguida enumera. — (5. L.) 

(2) El Código de Procedimiento Civil, en cuya redacción y 
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discusión tuvo participación tan importante el Autor, consig- 
na las siguientes disposiciones sobre la importante materia 
tratada en este capítulo: 

« Art. 239. Las resoluciones pronunciadas en país extran- 
jero tendrán en Chile la fuerza que les concedan los trata- 
dos respectivos; y para su ejecución se seguirán los proce- 
dimientos que establezca la ley cliilena, en «uanto no apa- 
rezcan modificados por dichos tratados. 

«AuT. 240. Si no existieren tratados relativos á esta ma- 
teria con la nación de que procedan las resoluciones, se les 
dará la misma fuerza que en ella se diere á los fallos pro- 
nunciados en Chile. 

«Art. ^Jil. Si la resolución procede de un país en que no 
se da cumplimiento á los fallos de los tribunales chilenos, no 
tendrá fuerza en Chile. 

«Art. 242. En los casos en que no pudiere aplicare ningu- 
no de los tres artículos precedentes, las resoluciones de los 
tribunales extranjei^os tendrán en Chile la misma fueizu que 
8i se hubieren dictado por los tribunales chilenos, con tal 
que reúnan !as circunstancias siguientes: 

«1.* Que no contengan nada contrario á las leyes de la 
República. Pero no se tomarán en consideración las leyes de 
procedimiento á que hubiere debido sujetarse en Chile la sus- 
tanciación del juicio; 

«2.«^ Que tampoco se opongan á la jurisdicción nacional; 

«3.*^ Que no havan sido dictadas en rebeldía; v 

«4.*^ Que estén ejecutoriadas en conformidad á las leyes 
del país en que hubieren sido pronunciadas. 

«Art. 243. Las reglas de los artículos precedentes son 
aplicables á las resoluciones expedidas por arbitros. En este 
caso se hará constar su autenticidad y eficacia por el visto 
bueno ú otro signo de aprobación emanado de un tribunal 
ordinario del país donde se hubiere dictado el fallo. 

«Art. 244. En todos los casos á que se refieren los artícu- 
los precedentes, la resolución que se trate de ejecutar se pre- 
sentará á ta Corte Suprema en copia legalizada. 

«Art. 245. En los casos de jurisdicción contenciosa, se dará 
conocimiento de la solicitud á la parte contra quien se pi- 
diere la ejecución, la cual tendrá para exponer lo que estime 
conveniente un término igual al de emplazamiento para con- 
testar demandas. 

«Con la contestación de la parte ó en su rebeldía, y con 
previa audiencia del ministerio público, el tribunal declarará 
si debe ó no darse cumplimiento á la resolución. 

«Art. 246. En los asuntos de jurisdicción no contenciosa, 
el tribunal resolverá con sólo la audiencia del ministerio pú- 
blico. 

OBRAS FABRES 1$ 
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«Akt. 247. Si el tribunal lo estima necesario, podrá abrir 
un término de prueba antes de resolver, en la forma y por 
el tiempo que este Código establece para los incidentes. 

«Art. 248. Mandada cumplir una. resolución pronunciada 
en pais extranjero, se pedirá su ejecución al tribunal á quién 
habría correspondido conocer del negocio en primera ó en 
única instancia, si el juicio se hubiera promovido en Chile.» 

Finalmente, creemos oportuno tomar nota aquí de la si- 
guiente disposición que consigna el mismo Código de Proce- 
dimiento Civil, en orden á las comunicaciones judiciales con 
países extranjeros: 

«Art. 79. Cuando hayan de practicarse actuaciones judi- 
ciales en pais extranjero, se dirigirá la comunicación res- 
pectiva al funcionario que deba intervenir, por conducto de 
la Corte Suprema, la cual la enviaiti al Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores para que éste á su vez le de curso en la 
forma que estuviere determinada por los tratados vigentes 
ó por las reglas generales adoptadas por el Gobierno. En la 
comunicación se expresará el nombre de la persona ó per- 
sonas á quienes la parte interesada apodere para practicar 
las diligencias solicitadas, ó se indicará que puede hacerlo 
la persona que lo presente ó cualquiera otra. 

«Por este mismo conducto y en la misma forma se recibi- 
rán las comunicaciones de los tribunales extranjeros para 
practicar diligencias en Chile.» — (S. Lj 
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Notí destinada al Ministro de Italia en Chile, en 1882, por el Mi- 
nistro de Justicia don José Eugenio Versara, sobre la con- 
veniencia de establecer realas uniformes en negocios de Dere- 
cho Internacional Privado. 

.Santiago, £0 de agoato de 1882, 

Oportunamente Ilefcó á mis manos la trascripción que 
V. S. se d¡g:nó hacerme de la nota que le fué dirigida con 
fecha G de marzo último por el honorable señor Encargado 
de Negocios de S. 51. el Rey de Italia, en la que, por encargo 
de su Gobierno, invita al nuestro á concurrir con él v con 
los Gobiernos de otros Estados á la celebración de acuerdos 
ó pactos internacionales que garanticen y uniformen el goce 
de los derechos civiles del extranjero en el país de su resi- 
dencia, á fin de prevenir, hasta donde sea posible, los con- 
flictos más ó menos graves y frecuentes á que da margen la 
diversidad de los principios que rigen á este respecto ea la 
legislación de cada país. 

En el memorándum anexo á esa nota, redactado por S. E. 
el señor Mancini, Ministro de Relaciones Exteriores de S. M. 
el Rey de Italia, se resumen é indican como tópicos principa- 
les sobre que convendría versasen esos acuerdos, los si- 
guientes: 

1.^ ¿Cuál es la influencia que puede ejercer sobre la na- 
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cionalidad de una persona su nacimiento en otro país que el 
de la nacionalidad de sus padres? 

2.0 ¿Cuál la que el matrimonio puede ó nó tener sobre la 
nacionalidad de la mujer? 

3.0 La pérdida ó el cambio de nacionalidad del marido ó 
del padre de familia ¿debe considerarse como un hecho per- 
sonal y aislado, sin trascendencia alguna hacia la naciona- 
lidad de la mujer ó de los hijos, ó será capaz de influir sobre 
la nacionalidad de aquélla ó éstos? 

4.0 ¿Por qué ley deberá ser regida la capacidad civil de 
las personas? ¿Será por la ley de su nacionalidad ó por la 
de su residenciaf 

5.0 ¿A qué ley deberán estar sometidos los bienes raíces y 
muebles? ¿Convendrá que esa ley sea uniforme para esa^ dos 
clases de bienes ó distinta para cada una de ellas? ¿Preva- 
lecerá la ley de su ubicación actual ^ locus rei sitm, sobre la 
del domicilio y la nacionalidad del propietario, ó vicev^ersa? 
6.0 ¿Cuál es el genuino significado y legitimo alcance de la 
máxima locus regit actumf ¿Obra sólo sobre la forma externa 
del acto ó impera también sobre su /bntZo ó sustancia? 

7.0 ¿Por qué ley deberá ser regida la sucesión hereditaria! 
¿prevalecerá la máxima de dividirla en partes, tot hceredi- 
dates quot regiones, ó deberá considerársela como un solo 
todo, universum jus, fruto de la combinación simultánea del 
derecho de propiedad y del derecho de familia, regido, en con- 
secuencia, por una sola ley, la de la nacionalidad del difunto? 
Habiendo elevado esta nota al conocimiento de S. E. el 
Presidente de la República, me ha encargado expresar á 
V. S., y por su conducto al Honorable Representante de S. M. 
el Rey de Italia cerca de nuestro Gobierno, cuáles son las 
ideas que S. E. profesa en orden á los laudables fines á que 
se encaminan los ilustrados esfuerzos del Gobierno de S. M. 
y cuál el grado de cooperación que por parte del nuestro 
podría prestarse para concurrir á alcanzarlos. 

De tiempo atrás, los jurisconsultos más eminentes vienen 
haciendo votos por que se adopten ciertos principios gene- 
rales de Derecho Internacional Privado, que destierren del 
campo de la jurisprudencia las fluctuaciones, dudas y con- 
tradicciones que reinan acerca del goce de los derechos civi- 
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les de los extranjeros en el país de su residencia, y que á ve- 
ces suelen hacen precaria su situación y hasta incierto el 
derecho de propiedad sobre los bienes que poseen. Interesa- 
do el Gobierno de Chile en fomentar la inmigración á su 
territorio, se asociará gustoso á toda empresa que tienda á 
hacer más cierta y segura la condición del extranjero, á fa- 
cilitarle los medios de labrarse un porvenir holgado para él 
y su familia en el seno de nuestra sociedad, y á garantirle 
hasta donde sea posible los frutos de un trabajo honrado, al 
amparo de nuestras instituciones y do nuestras leyes, ins- 
piradas por principios sinceramente liberales y de la más 
amplia y generosa hospitalidad. S. E. el Presidente de la 
República ve, pues, con satisfactoria complacencia la inicia- 
tiva tomada por el ilustrado Gobierno de S. M. el Rey de Ita- 
lia, para propender á estrechar los vínculos que la civilización 
y el comercio establecen día á día entre los pueblos; y, consul- 
tando los intereses generales de la humanidad y en especial 
los de Chile, tendrá á honor concurrir con sus esfuerzos á 
secundar los generosos propósitos de ese Gobierno hasca 
donde la Constitución y las legítimas exigencias de esos in- 
tereses se lo permitan. 

Sin embargo, por laudables que sean esos propósitos, 
menester es no disimularse las dificultades que pueden con- 
trariarlos. La Constitución política de cada país, sus creen- 
cias religiosas, los hábitos inveterados de sus habitantes que 
forman la base del carácter nacional de un pueblo, sus ten- 
dencias espansivas ó egoístas que alternativamente condu- 
cen al cosmopolitismo ó al aislamiento, la diversa elevación 
del nivel intelectual, moral, ó social que se observa entre 
las diversas agrupaciones humanas, el menor ó mayor desa- 
rrollo del comercio internacional, etc., son otras tantas cau- 
sas que imprimen á cada nación una fisonomía especial, un 
modo de ser propio; y en ello es permitido ver el origen pri- 
mordial de los contrastes que se reflejan en los principios 
dominantes en sus respectivos códigos. Es de esperar que, 
á medida que el progreso avance y que el comercio abata 
poco á poco las barreras que crean intereses antagónicos 
entre los pueblos, esas dificultades irán desapareciendo gi'a" 
dualmente. Por desgracia, este porvenir lisonjero se divisa 
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algo lejano aún de nuestra época. Pero esto no podrá ser 
motivo suficiente para retraernos de todo esfuerzo que ace- 
lere su advenimiento. Lo que las convenciones de extradi- 
ción han hecho para vigorizar el sentimiento moral éntrelos 
pueblos y garantirse mutuamente contra la devastadora ac- 
ción de los criminales, y lo que las convenciones telegráfi- 
cas y postales han hecho también para facilitar las comuni- 
caciones internacionales, ¿por qué no habría de poder hacer- 
se asimismo en obsequio de las relaciones que más interesan 
al hombre en sociedad, de relaciones que le asedian ácada 
momento y que le siguen desde la cuna hasta el sepulcro? 
Si por de pronto no es posible que los esfuerzos combinados 
de todos los Gobiernos civilizados se aunen para uniformar 
los principios del Derecho Internacional Privado, es de es- 
perar á lo menos que esa uniformidad se obtenga siquiera de 
una manera parcial; y perseverando en esta vía con ince- 
sante tesón, los buenos rebultados que de caqui se obtengan fa- 
cilitarán el camino para llegar á la conquista de otros más 
extensos y fructuosos para la humanidad. 

Expuestas estas ideas generales acerca del modo como S. E. 
el Presidente de la República aprecia la invitación que 
ha dirigido á nuestro Gobierno el de S. M. el Rey de Italia, 
paso ahora á manifestar cuáles son los puntos sobre que, á 
juicio de S. E., podría ser aceptada esa invitación. 

Los tres primer^js temas del programa redactado por 
S. E el señor Mancini, no podrían ser materia de pactos in- 
ternacionales entre nuestro Gobierno v el de S. M. el Rev 
do Italia. Los modos como la ciudadanía chilena se adquie- 
re ó pierde están taxativamente enumerados en los artícu- 
los 6.**, 7.° y 11 de nu'BStra Constitución política; y no siendo 
posible modificarlos por medio de leyes ordinarias, no sería 
posible tampoco someterlos al resultado de negociaciones 
diplomáticas. 

Conviene, no obstante, observar que nuestra Constitución 
no da influjo alguno al matrimonio sobre la nacionalidad de 
un chileno. La mujer chilena casada con un extranjero con- 
tinúa siendo chilena; y esta cualidad la habilita para trans- 
mitir á sus hijos la ciudadanía chilena, aunque nazcan en 
territorio extranjero, por el hecho sclo de que vengan más 
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tarde á avecindarse en Chile. Siendo, pues, la nacionalidad 
un atributo inherente á la persona, es lógico deducir de 
aquí que la pérdida de nacionalidad debe ser considerada 
como un hecho aislado, que afecta sólo al individuo que la 
sufre, y sin trascendencia alguna á la nacionalidad de su 
mujer é hijos. 

Sólo los cuatro puntos posteriores del programa antes ci- 
tado podrían ser admitidos por nuestro Gobierno como ma- 
teria de discusión y de arreglos internacionales; y aún en 
esto, esos arreglos deberían dirigirse, hablando en general, 
más bien que á modificar nuestra legislación interna, á pro- 
curar que la de los otros países so conformen á ella. 

Paso á exponer á la ligera los principios que nuestra le- 
gislación consagra acerca de los últimos cuatro puntos que 
abraza el programa de S. E. el señor Mancini. 

El primero de ellos, que corresponde al que dejo enuncia- 
do bajo el número 4.°, versa sobre cuál deberá ser la ley 
que determine la capacidad civil de una persona que obra ó 
contrata en país extranjero: ¿será la ley de la nacionalidad 
ó de la residencia actual de esa persona? 

Hé aquí planteada netamente la tan debatida cuestión del 
estatuto personal^ acerca de la cual se profesan las ideas más 
variadas. Según algunos jurisconsultos, el estado civil de las 
personas es esencialmente distinto de las cualidades jurídi- 
cas que se derivan de él, ó sea, de la capacidad ó incapaci- 
dad que ese estado produce para poder ó nó ejecutar váli- 
damente ciertos actos. En este sistemií, el estado civil es re- 
gido por la ley de la nacionalidad del individuo; y las cuali- 
dades jurídicas ^ por la ley de la residencia. A juicio de otros, 
esa distinción es arbitraria y aérea; pues en la práctica no 
interesa conocer cuál sea el estado de una persona, sino sólo 
para saber cuál sea su capacidad civil y siendo ésta una con- 
secuencia de aquel, no hay lógica eri someterlos al imperio 
de leyes diferentes. Esta falta de lógica en el sistema que 
prohija tal distinción, lo condena como absurdo. La única 
distinción posible versa sobre la capacidad general de una 
persona para ejecutar toda clase de actos, y su incapacidad 
especial para ejecutar ciertos actos, debiendo regirse la pri- 
mera por la ley de la nación á que la persona pertenece, y 
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la segunda por la áel lugar donde resida actualmente. Un 
tercer sistema, más absoluto que los dos priniei'os, los conde- 
na y repudia igualmente. En concepto de los que lo profe- 
san, sea que se trate del espado en sí mismo ó de sus cuali- 
dades jurídicas, ó que se trate de la capacidad genérica ó 
específica de las personas, la única ley á que deberá aten- 
derse es á la de la nacionalidad del autor ó autores del acto; 
á menos que el reconocimiento de ese estado ó de esa capa- 
cidad choque contra alguna ley moral ó rigorosamente obli- 
gatoria del país donde reside actualmente el extranjero, 
como sucedería si se tratase de hacer que se reconociese la 
poligamia en un país cuyas leyes condenan como inmoral 
la unión simultánea de un hombre con muchas mujeres, ó 
la esclavitud donde no se admite que el ser humano pueda 
ser objeto de comercio. Contra este sistema no cabe objetar, 
como contra los anteriores, su falta de lógica; pero sí el en- 
sanche excesivo que da al imperio de la ley y los embara- 
zos que presenta su aplicación práctica. El imperio de la 
ley, como el de la soberanía eminente de un Estado, es esen- 
cialmente territorial] y el prescribir como regla que los tri- 
bunales de uu país reconozcan, por ejemplo, como mayor de 
edad al que, según sus propias leyes, debe ser tenido como 
menor, es una pretensión contraria á la soberanía del país á 
que esos tribunales pertenecen, sin que tenga autoridad al- 
guna para ellos la ley dictada por una nación extraña, En 
consecuencia, carece de toda base legal y es atentatorio á la 
independencia y soberanía de un Estado, el sistema que atri- 
buye fuerza extraterritorial á las leyes concernientes al es- 
tado do las personas ó que reglan las capacidades ó incapa- 
cidades que de él resultan. Agregúese á esto que siempre 
será embarazoso para los contratantes y para los tribunales 
de un país conocer las leyes de otro, á fin de apreciar y de- 
terminar, según ellas, si el acto que se trata de ejecutar ó 
acerca del cual se suscitare contienda, puede ó ha podido 
ejecutarse ó nó válidamente en conformidad á leyes extra- 
ñas que en la mayor parte de leseases les serán descono- 
cidas. 

Nuestro Código Civil da de mano á todos esos sistemas; y 
cautelando la soberanía del país, á la vez que respetando la 
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ajena, sienta dos principios generales, el uno relativo á la 
condición del extranjero en Chile, y el otro á la del chileno 
en país extranjero, compatibles ambos con la independencia 
de cada Estado. 

El primero de esos principios consagra el imperio exclusi * 
vo y absoluto de nuestra legislíición sobre el extranjero, 
mientras resida en Chile. Él está formulado en los siguientes 
términos: 

«Art, 14. La ley es obligatoria para todos los habitantes 
de la República, inclusos los extranjeros*: 

En consecuencia, la capacidad civil del extranjero que eje- 
cuta algún acto ó celebra algún contrato en Chile, será cali- 
ñcada conforme á la ley chilena, siempre que dicho acto ó 
contrato haya de producir efecto en Chile, ó se reclame la 
intervención de los tribunales chilenos para amparar ó pro- 
teger los derechos ú obligaciones que de él resulten. Así, 
aunque el francés, austríaco ó prusiano, residente en Chile, 
pudiera ser tenido como mayor de edad á los veintiuno, vein- 
tidós ó veinticuatro años, según la ley de su respectivo pais, 
obrando ó contratando en Chile, deberá ser reputado, sin 
embargo, como menor, mientras no cumpla veinticinco años. 

El segundo principio, concerniente á la condición del ciu- 
dano chileno en país extranjero, está concebido en estos tér- 
minos: 

« Art. 15. A las leyes patrias que reglan las obligaciones y 
derechos civiles, permanecerán sujetos los chilenos, no obs- 
tante su residencia ó domicilio en país extranjero: 

«1.^ Ea lo relativo al estado de las personas y á su capaci- 
dad para ejecutar ciertos actos, que hayan de tener efecto en 
Chile; 

«2.0 En las obligaciones y derechos que nacen de las re- 
laciones de familia; pero sólo respecto de su cónyuge y parien- 
tes chilenos*. 

En consecuencia, el sometimiento del chileno á las leyes pa- 
trias mientras tenga su residencia ó domicilio en país ex- 
tranjero, no es absoluto, sino limitado á los dos solos casos 
prescritos en ese artículo; y, s i! vo esta excepción, en todo lo 
demás se halla sometido al imperio de las leyes del país de 
su residencia. 
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La primera de esas excepciones se refiere al estado de las 
personas y la capacidad civil que de él resulta. Pero ella ira- 
pera sólo en el caso que los actos que se ejecuten á virtud 
de las facultades ó de la capacidad que este estado confiere, 
hayan de tener efecto en Chile. Si no lo tuvieren, la capacidad 
civil del chileno queda regida por la ley del país donde resi- 
da actualmente. De este modo, la lev limita cuerdamente el 
imperio de sus disposiciones á lo que puede ser eficazmente 
dominado por ella: lo que por la naturaleza de las cosas 
se sustrae á su autoridad, lo abandona: es res ínter altos acta. 
Una consecuencia del principio establecido en esa excepción, 
es: que «si un chileno ó chilena contrajeren matrimonio en 
pais extranjero, contraviniendo de algún modo á las leyes 
chilenas, la contravención producirá en Chile los mismos efec- 
tos que si se hubiese cometido en Chile» (inc. 2.° del art. i 19 del 
Código Civil). Asi, si un chileno que profesa la religión cató- 
lica se casa civilmente en Francia sin haber hecho bendecir 
su matrimonio por el competente párroco católico, mientras 
resida en Francia ó en cualquiera otra parte del globo, su 
matrimonio será tenido por legítimo; pero si se traslada á 
Chile, nuestras leyes no reconocerán como válida esa unión, 
ni como legítimos á los hijos que nazcan de ella. 

La segunda excepción establecida en el precitado artículo 
15 concierne á los derechos y obligaciones que resultan de 
las relaciones de familia, pero solo respecto de cónyuges ó 
parientes chilenos. YA carácter de esta excepción es más ge- 
neral que el de la primera, y aquí la ley tiende á ejercer una 
acción extraterritorial. Por ejemplo, la mujer ó hijos chile- 
nos cuyo cuyo marido ó padre se hubiese establecido en 
Francia ó Italia, quedan autorizados para demandar á éste 
ante los tribunales del pais de su residencia por prestación 
de alimentos ó por otras obligaciones que de sus relaciones 
de familia resulten, sin que el habitar en país extraño sea 
una circunstancia que releve ó exima al marido ó padre del 
cumplimiento de esas obligaciones. Pero, en rigor de Dere. 
cho, esta excepción no lo es. En ella se trata de dar vigor á 
una obligación legal, desvirtuando la excepción de caducidad 
por la trtaslación de la residencia ó del domicilio del obliga- 
do. La ley no hace más que aplicaren este caso á las obliga- 
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clones legales el mismo principio que á las convencionales. 
Cuando estas últimas no tienen un domicilio especial para su 
cumplimiento, el obligado puede ser constreñido en cualquie* 
ra parte donde resida para que las cumpla. En este caso, más 
bien que la ley, la obligación en si misma es la que tiene efi- 
cacia y valor extraterritorial; y este efecto de las obligacio- 
nes, mientras no pugne con el Derecho Público ó con las 
disposiciones morales y rigurosamente obligatorias del Esta- 
do donde el deudor es requerido por su cumplimiento, es 
amparado y protegido por las leyes de todas las naciones 
civilizadas. Este respeto y amparo que se dispensa en un 
país á las obligaciones válidamente contraidas en otro, no es 
atentatorio á la soberanía é independencia de las naciones* 
Esa protección se dispensa al hombre en su calidad de miem- 
bro de la humanidad, y nó en la de ciudadano de un Estado 
determinado. 

Bien examinadas las dos excepciones al principio do la 
acción exclusivamente territorial de la ley que consagra el 
artículo 15 de nuestro Código Civil, se ve que en realidad no 
lo son; pues la primera, si bien es cierto que subordina la 
capacidad civil del chileno al imperio d« la ley patria para 
ejecutar ciertos actos en territorio extranjero, no lo es me- 
nos que ese sometimiento sólo tiene lugar cuando tales actos 
hayan de producir efecto en Chile. Y en cuanto á la segunda, 
más bien que la ley, es la obligación misma resultante de 
los actos legales que la producen, la que surte efecto en te- 
rritorio extranjero; y el proclamar el sometimiento á esa obli- 
gación de la persona que la contrajo, sea cual fuere la na- 
ción en que resida, no importa atentar contra la soberanía 
del Estado alguno, sino simple protección al hombre en su 
calidad de miembro de la humanidad. 

Nuestro Código, apartándose asi de la senda seguida por 
las legislaciones de otros países, ha prevenido y salvado el 
escollo de las colisiones ó conflictos con ellas, y dado por 
este medio mavores fiícilidades v certidumbre á los actos 
jurídicos. En esta materia, ha seguido un rumbo análogo al 
que las legislaciones de algunos países han adoptado con re- 
lación á la letra de cambio. Este poderoso agente de la circu- 
lación monetaria del universo, es la institución jurídica más 
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cosmopolita que se conoce; y destinada á pasar de naano á 
mano y por diversos países, bien se concibe cuan embarazoso 
sería apreciar la capacidad civil de todos los que intervie- 
nen en ella como libradores, tomadores, endosantes, librata- 
rio3, etc., si para calificarla hubiera de ser necesario colsuI- 
tar la ley de la nacionalidad de cada una de esas personas. 
La necesidad ha hecho recurrir al arbitrio de no estarse 
más que al imperio de la ley en que alguno de esos actos se 
ejecuta para apreciar la capacidad civil del autor de ese 
acto, hecha abstracción completa de lo que acerca de esa 
misma capacidad dispusiere la ley de su propia nacionalidad- 
Bebida en esta fuente la inspiración de la idea consignada 
en nuestro Código, su adopción confirma la observación he- 
cha ya por algunos jurisconsultos, acerca de la tendencia 
cada vez más invasora del espíritu del Derecho Comercial 
en la esfera del Derecho Civil; fenómeno que se esplica fá- 
cihnente, y que es digno de ampararse y desarrollarse, si se 
observa que los progresos de la civilización impelen á los 
pueblos á multiplicar y estrechar sus relaciones, y que el 
comercio es el medio más eficaz y poderoso para auxiliar 
ese movimiento de unificación. 

A juicio de S. E. el Presidente, no habría ventaja alguna 
pai'a el país en modificar en esta parte nuestra legiclación 
interna, ni ella ofrece las dudas á que dan margen las dis- 
posiciones de otros Códigos para que pudiera reconocer la 
necesidad de aclararla por medio de pactos ó acuerdos in- 
ternacionales. 

El otro punto indicado por el memorándum como tema de 
\xn\\ convención ó arreglo internacional, se refiere á la ley 
que deba imperar sobre los hienefi, sean muebles ó i*aíces. 

Nuestro Código ha zanjado las dificultades que de aquí pu- 
dieran sui'gir, de una manera tan -sencilla como feliz, profe- 
sando en lo absoluto la regla locus reí sitm, sin distinción al- 
guna entre bienes muebles y raíces. El dispone en su artículo 
16: «Los bienes situados en Chile están sujetos á las leyes 
chilenas, aunque sus dueños sean extranjeros y no residan 
en Chile». No tiene, pues cabida entre nosotros la ficción 
adoptada por otras legislaciones, de reputarse los bienes 
muebles como adheridos á la persona que pertenecen, mobilia 
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OHsibus inh€erentj para inferir de aquí que ellos están ubica, 
dos en el domicilio del propietario, y sometidos en conse 
cuencia, al derecho local de éste y nó al derecho local de la 
ubicación de tales bienes. 

Hay, entre otras, una consideración muy obvia que justi- 
fica la equidad de esta regla. Una cosa mufíble puede per- 
tenecer en común á varias personas, cada una de las cuales 
puede tener una nacionalidad ó un domicilio diverso. Si 
para decidir cuál es la ley á que esa cosa debe estar someti- 
da, hubiera de atenderse á la nacionalidad ó domicilio del 
dueño, en la hipótesis indicada no se sabría qué ley debería 
seguirse con preferencia; pues cada comunero podría pre- 
tender que prevaleciese la de su nacionalidad ó de su do- 
micilio, y á todos ellos asistiría igual derecho para apoyar 
esa pretensión. Pero toda incertidumbre ó conflicto desapa- 
rece adoptando la regla absoluta del locit^ rei ntcBj sin hacer 
distinción entre bienes muebles y raíces, como lo dispone 
nuestro Código. 

Puede haber casos, sin embargo, en que la aplicación de 
esa regla ofrezca dificultades serias. Tal sería, por ejemplo, 
el del transporte de mercaderías despachadas por mar ó por 
tierra á diferentes países del globo,' teniendo que atravesar 
en su curso diversos territorios ó mares sujetos al imperio 
de leves también diversas. Si mientras la mercadería está 
en viaje interesase conocer cuál es la ley á que se halla so- 
metida en cierto momento dado, sería en estremo embara 
zoso determinarla. Pero la duda no nace aquí de la re^la 
misma, sino del significado que se dé á la palabra ubicación^ 
cuando se trate de aplicarla. Una cosa sujeta actualmente á 
un movimiento de traslación, no e^thfija en parte alguna, 
ni tiene, por consiguiente, ubicación. La adquirirá sólo cuan- 
do llegue al punto á que ha sido despachada, á menos que 
accidentes acontecidos durante el viaje impidan su trasla- 
ción á él. En el' primer caso, el derecho local aplicable á la 
cosa será el del punto de su destino; y en el segundo, el del 
lugar donde el viaje se interrumpe y es forzoso que la mer- 
cadería permanezca. 

La contemplación de estos casos excepcionales es lo que ha 
preocupado de preferencia la atención de algunos juriscon- 
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sultos, Hiles como Story, é inclinándoles á preferir la máxi 
ma mobilia ossibus inha^rejif, ú la del locus rei sitce, bien que e 
mismo Story hace presente que los tribunales de la Luisiana 
aplican constantemente la segunda de estas miiximas, y nó 
la primera. 

S. E. el Presidente cree que tampoco hay interés científi- 
co ni de conveniencia en modificar la regla que acerca de 
este punto establece nuestra legislación. 

Otro de los temas designados como materia de acuerdo 
entre nuestro Gobierno y el de S. M. el Rey de Italia, es el 
enunciado bajo el número (i, esto es: definir la genuina sig- 
nificación y el legitimo alcance de la máxima locíis regit 
áctiim. 

Este punto no se presta á duda alguna en nuestra legisla- 
ción. Ella, á la vez que admite la máxima Iocuh regit acUim, 
cuida de demarcar la esfera dentro de la cual debe conte- 
nerse su aplicación. En efecto, el artículo 17 de nuestro 
Código dice: hLb, formí de los instrumentos públicos se de- 
termina por la leydelpah en quehayun sido otorgados, ^\x 
autenticidad se probará según las reglas establecidas en el 
Código de Enjuiciamiento. 

«La forma se refiere d las solemnidades e^rternas^ y la au- 
tenticidad al hecho de haber sido reahnente otorgados y au- 
torizados por las personas y de la manera qne en los tales 
instrumentos se exprese*. 

Dicho artículo se ocupa sólo de la forma de los instrumen- 
tos públicos^ y nada dice de los instrumentos privados. La 
causa de esta preterición es obvia. Los instrumentos priva- 
dos no tienen forma alguna determinada por la ley: era, por 
tanto, inútil que el Legislador se preocupara de prescribir 
algo que concerniera á inquirir su observancia, cuando tales 
instrumentos están exentos de la obligación de ajustarse á 
forma alguna. 

Cuida, sí, de advertir que por forma de un acto se entien- 
den las solemnidades externas de que debe estar revestido. 

En cuanto á los documentos privados, sea cual fuere su 
forma, la ley los acoge siempre, á menos que versen sobre 
actos que hayan de producir efecto en Chile y para cuyo 
otorgamiento se requiera instrumento público, según las le- 
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yes chilenas. Así, el testamento ológrafo admitido como vá- 
lido en ciertos países, pero en el carActer de instrumento 
privado, no podría ser admitido en Chile como testamento 
para disponer de bienes situados en el territorio de la Re- 
pública; pues según nuestro Código Civil, el testamento 
debe ser ordinariamente un acto solemne^ admitiéndose sólo 
por excepción el testamento privilegiado 6 menos solemne, (\\xq 
es el verbal á presencia de tres testigos y en casos de extre- 
mada urgencia el militar y el maritimo. (1) 

La regla precedente se halla consignada en el artículo 18 
de nuestro Código en los siguientes términos: «En los casos 
en que las leyes chilenas exigieren instrumentos públicos 
para pruebas que han de rendirse y producir efecto en Chile, 
no valdrán las escrituras privadas, cualquiera que sea la fuer- 
za de éstas en el país en que hubieren sido otorgadas». 

El fondo ó sustancia de los actos jurídicos se rige por otros 
principios. Para juzgar de su valor intrínseco, es menester 
tomar en cuenta elementos complejos, dominados por reglas 
diferentes: 

I. o Capacidad civil del autor ó autores del acto jurídico. — 
Este punto es generalmente regido por la ley del país donde 
el acto se ejecuta, con las limitaciones ya expuestas ante- 
riormente. 

2.'* Lugar de ubicación de la cosa sobre que versa el acto. — 
La ley de ubicación es una circunstancia que por necesidad 
domina la validez del acto que á dicha cosa se refiero. Así 
la donación entre cónyuges, válida según la legislación de 
algunos países, sería revocable con relación á bienes situa- 
dos en Chile, en lanto que no quedase perfecta y confirmada 
por la muerte del donante antes que la del donatario (arts. 
1138, inc. 3.^ y 1139, Código Civil). 

3.^ Domicilio convencional mente señalado para el cumplid 



(1) Conviene recordar la disposición especial que establece para el 
Ciiso el artículo 1027 de nuestro Códif^o Civil: «Valdrá en Cliile el tes- 
tamento escrito j Qtorfi^ado en j)aís extranjero, si j)or lo tocante á las 
solé nnndades se luciere constar su conformidad á las leyes del país en 
que se otorgó, y si además se probare la autenticidad del instrumento 
respectivo en la forma ordinaria». — (/S\ L.) 
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miento de la obligación, — La designación de un lugar en que 
la obligación debe cumplirse, implica el sometimiento volun 
tario de los contratantes á la ley de ese lugar. En armonía 
con esta consideración, el inciso 3.** del artículo 16 de nues- 
tro Código Civil dispone: «Pero los efectos de los contratos 
otorgados en país extraño para cumplirse en Chile, se arre 
glarán á las leyes chilenas.* En consecuencia, si se vende en 
Francia una especie mueble que debe ser entregada en Chi- 
le, el dominio sobre esa especie no empezará á existir para 
el comprador sino desde el instante de la tradición; porque 
ésta es requerida por las leyes chilenas como modo legal de 
adquirir, sin que baste para ello, come sucede en Francia, el 
sólo consentimiento del vendedor y comprador. Así también, 
la 7nora y las indemnizaciones á que pudiera dar lugar el re- 
tardo ó la falta de cumplimiento de la obligación, serán re- 
gidas por la ley chilena, con prescindencia absoluta de lo que 
á este respecto pudieran disponer las leyes del país donde se 
hubiere celebrado el contrato. 

En consecuencia, la máxima locus regit actum se halla per- 
fectamente definida y deslindada en cada uno de los elemen- 
tos á que pudiera extenderse su aplicación, sin que por nues- 
tra parte se reconozca la necesidad de aclararla. 

El último punto del memorándum se refiere acerca de la 
duda de cuál deberá ser la ley que rija en materia de suce- 
siones hereditarias. 

Esa duda, si puede existir en otras legislaciones, por for- 
tuna no la hay en la nuestra, y el modo cómo se la resuelve 
es el más generalmente adoptado y recomendado por los ju- 
risconsultos. 

Nuestro Código Civil, aunque admite el principio de que 
se puede morir parte testado y parte intestado, en contradic- 
ción con el Derecho Romano, se conforma, sin embargo, á 
éste en cuanto á reputar la masa de bienes que componen la 
sucesión de un difunto, como un universum jus. Esta univer- 
salidad del patrimonio hereditario implica la idea de unidad 
de ley y de jurisdicción para regirlo y distribuirlo entre los 
herederos y legatarios del difunto. 

Hé aquí los principios fundamentales que nuestro Código 
admite en esta materia: 
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«Art. 955. La sucesión en los bienes de una persona se 
abre al momento de su muerte, en su último domicilio; sal- 
vos los casos expresamente exceptuados. 

«La sucesión se regla por la ley del domicilio en que se 
abre; salvas los excepciones legales». 

Es excepción á esta regla la establecida á favor del cón- 
yuge, hijos y parientes chilenos que por nuestras leyes ten- 
gan derecho á porción conyugal, legitima ó alimentos en la 
sucesión de un extranjero, aunque ella se abra fuera del te- 
rritorio de la República. Si, conforme á las leyes del lugar 
de su último domicilio, su viuda é hijos no tuvieren derecho 
en su herencia, lo tendrán, no obstante, en conformidad ¿I las 
leyes chilenas sobre los bienes que el difunto hubiere deja- 
do en Chile. Esta excepción se halla establecida en los si- 
guientes términos: 

«Art. 998. En la sucesión ab-intestato de un extranjero que 
fallezca dentro ó fuera del territorio de la República, tendi'án 
los chilenos, á titulo de herencia, de porción conyuí^al ó de 
alimentos, los mismos derechos que según las leyes chilenas les 
corresponderían sobre la sucesión intestada de un chileno. 

«Los chilenos interesados podrán pedir que se lea adjudi- 
que en los bienes del extranjero existentes en Chile todo lo que 
les corresponda en la sucesión del extranjero». 

Si el extranjero muere con testamento y no deja á su mu- 
jer é hijos la porción conyugal ó la legitima que les deba 
conforme á las leyes chilenas, los artículos 1217 y 1221 del 
Código Civil les autorizan para hac3r valer sus respectivos 
derechos por medio de la acción de reforma del testamento. 
En este caso, para reintegrar á los reclamantes en los dere- 
chos de que se intentó privarles, se procederá contra los bie- 
nes que el testador hubiere dejado en Chile, de la misma ma- 
nera que en el caso de sucesión intestada. 

Esta excepción encuadra en el principio general estable- 
cido en el artículo 16 de nuestro Código, según el que: «Los 
bienes situados en Chile están sujetos á las leyes chilenas, 
aunque sus dueños sean extranjeros y no residan en Chile». 
No estará de más advertir que, como consecuencia de la 
disposición general contenida en el artículo 57 de nuestro 
Código, que dice: «La ley no reconoce diferencia entre el chi- 

OBRAS FABRE5 l6 
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lena y el extranjero en cuanto á la adquisición y goce de los 
derechos civiles que regla este Código», se establece en el 
artículo 997 lo siguiente: «Los extranjeros son llamados á las 
sucesiones abiertas en Chile de la misma manera y según las 
mismas reglas que los chilenos*. 

Esta equiparación entre el chileno y el extranjero, en 
cuanto á la adquisición y goce de derechos civiles, la estable- 
ce nuestro Código de una manera absoluta, sin contar siquie- 
ra con la condición de reciprocidad que las legislaciones de 
otros países requieren, para que el extranjero goce de los 
mismos derechos que el nacional ó regnícola. 

Por esta sucinta exposición podrá ver el Gobierno de S. 
M. el Rey de Italia cuáles son los principios que imperan en 
nuestra legislación acerca de los puntos que él desea se arre 
glen ó definan por medio de convenciones internacionales, y 
cuan poco fructuosa sería esa labor, á menos que ella se di- 
rija á hacer concordar con la nuestra la legislación de otros 
países. En este sentido, y con tal objeto, mi Gobierno estaría 
en la más perfecta disposición para concurrir con el de S. 
M. á la realización de los propósitos que le animan. 

Hay dos puntos acerca de los cuales mi Gobierno vería 
con satisfacción que se iniciasen acuerdos internacionales: la 
autoridad de los fallos de los tribunales de su país ante los 
tribunales de otro, y el efecto extraterritorial de la quiebra 
civil ó comercial, sea voluntaria ó forzada. La divei'sidad de 
jmisprudencia acerca de estos dos puntos, afecta profunda 
mente las relaciones enti*e países que están ligados, más ó 
menos estrechamente, por los vínculos de la inmigración y 
del comercio. Sería, pues, muy fructuoso al fomento de esas 
relaciones allanar las causas que embarazan su desarrollo. 

Pocos puntos hay en el Derecho Internacional Privado 
que den margen á mayores dificultades que la insolvencia ó 
quiebra de una persona, cuando ésta tiene establecimientos 
comoiciales ó bienes en distintos, países y acreedores en ca- 
da uno de ellos. Las principales cuestionen que de aquí re- 
sultan, pueden reducirse á las siguientes: 

L« ¿Cuál es el juez competente para declarar á un deudor 
en estado de insolvencia ó quiebra? ¿Es el del lugar de su 
nacionalidad^ el de su domicilio actual^ 6 el de la ubicación do 
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cualquiera parte de sus bienes? Y en caso que varios jueces 
tengan igual competencia, como puede suceder, verbigracia, 
si el deudor tuviere establecimientos comerciales ó industria- 
les en diversos países, la iniciativa tomada por uno de «ellos 
en el procedimiento declaratorio de la quiebra ¿priva ó nó á 
los otros de jurisdicción para declararla igualmente? 

2.* Declarada la insolvencia ó quiebra por los tribunales 
de un país ¿qué efecto surte esta declaración ante los tribu- 
nales de otro? ¿Debe ó nó reconocerse por estos últimos en 
el territorio de su jurisdicción como insolvente ó fallida á la 
persona que hubiere sido declarada tal por los primeros? 

3.* Si un solo tribunal debe conocer de la quiebra, ¿con 
forme á qué la ley calificará el rango prelativo de los acree- 
dores de diversos países, dado caso que no haya uniformi- 
dad entre la ley que rige los actos de ese tribunal y la del 
lugar donde so contrajo ó debió cumplirse la obligación? 
¿Prevalecerá el principio lex f(yri sobre lex loci contractwí^ ó 
viceversa? 

4.* La unidad de jurisdicción sobre la insolvencia ó quie- 
bra ¿es exclusiva para los créditos personales que existan con- 
tra la masa fallida, ó se extiende también á los créditos ga 
rantídos con prenda ó hipoteca? 

5.* ¿Es admisible la distinción entro la cesión voluntaria y 
la cesión forzada de bienes que haga un deudor á sus acree- 
dores, para determinar, según ella, los efectos fuás ó menos 
amplios que su insolvencia ó quiebra deba producir ante 
los tribunales de otro país? 

Hay tribunales, como los de Francia, que, previo el parea- 
tis respectivo, dan fuerza ejecutoria sobre los bienes situa- 
dos en su territorio á los autos declaratorios de quiebra ex - 
pedidos por un tribunal extranjero, sin distinción entre la 
cesión voluntaria de bienes y la forzada. Y hay otros, como 
los de los Estados Unidos de Norte América, que admiten 
esa distinción. A la primera forma de declaración de insol- 
vencia ó quiebra, aplican en toda su extensión el prifu-ipio 
dejM« disponendi et lejitimi dominii, respetando en el deudoi- 
la facultad de trasmitir sus bienes á sus acreedores, con la 
misma libertad que podría enajenarlos á cualquiera en cii'- 
cunstancias ordinarias. En este caso, aceptada la cesión vo- 
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luntaria de bienes por los acreedores ante un tribunal ex- 
tranjero, ella es reconocida como eficaz por los tribunales de 
los Estados Unidos de Norte América, aún sobre los bienes 
que en su territorio tenga el fallido: estos bienes se entre- 
gan sin resistencia alguna al sindico ó sindicos de la quie- 
bra. Pero si el abandono de bienes por el fallido no es un 
acto voluntario de su parte, sino forzado, por cuanto un fallo 
declaratorio de quiebra le somete á embargo y á interdicción 
para seguir poseyéndolos y administrándolos, en este caso 
los tribunales americanos aplican la regla Iocuh rei sitce, y 
no reconocen competencia ni* autoridad alguna en el tribu- 
nal del país que hubiese declarado la quiebra, rechazando, 
en consecuencia, los efectos extraterritoriales de toda ley y 
decisión judicial extranjera que pueda inferir perjuicio á los 
derechos é intereses de los ciudadanos americanos. Si el 
deudor hace honor á sus créditos en el territorio de los 
Estados Unidos, no se le inquieta; pero si deja de cubrirlos, 
se le somete á concurso, y con los bienes que allí posea se 
cubre á sus acreedores. 

Hay otro sistema que, sin aceptar distinción entre la 
cesión voluntaria ó forzada de bienes, no admitt) tampo- 
co la unidad de jurisdicción ni de ley en cuanto á la 
quiebra; sino que, en protección de los intereses de los 
habitantes del país profesa la regla tot decoctiones quot regio- 
nes. En este sistema, cada grupo de acreedores, según el 
país de su residencia, tiene derecho á solicitar que se forme 
en él un concurso al fallido, para que con los bienes que allí 
posee se cubra á cada acreedor según el rango prelativo 
que le corresponda en conformidad á la ley del país. 

Esta breve exposición de la diversidad de jurisprudencia 
que se profesa en materia de quiebra, bastai'á para persua 
dir de la conveniencia y necesidad de uniformarla. 

Atendida la naturaleza de la insolvencia ó quiebra, ella 
no es más que la pre-sucesión de los acreedores en los bie- 
nes de su deudor fallido. Lo que la muerte natural de una 
persona es á sus herederos, la insolvencia ó quiebra de un . 
deudor vivo lo es para sus acreedores; esto es: causa legal 
de trasmisión de los bienes, si nó en dominio, en administra- 
ción á lo menos, de manos del deudor á las de los acreedo- 
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res, con facultad de que éstos los vendan para aplicar su 
producto al paj^o de sus créditos hasta concurrencia del va- 
lor de ellos. Esta analogía fundamental entre la herencia 
y la quiebra podría inclinar el espíritu á someter esta 
última al imperio de las mismas reglas que la primera, esto 
es: unidad de ley y de jurisdicción para regir y distribuir 
la masa fallida. Pero esta analogía no alcanza á constituir 
identidad. I^a trasmisión de bienes por causa de muerte 
constituj'^e un modo de adquirir á titulo gratuito; al paso que 
la trasmisión de bienes por causa de insolvencia ó quiebra 
no es más que una daciófi en pago á buena cuenta de crédi- 
tos que se deben á titulo oneroso. Por consiguiente, la uni- 
dad de ley en cuanto á la distribución de la masa fallida 
entre los acreedores de ella, podría importar en muchos ca- 
sos una violación del derecho de preferencia^ inherente á cada 
crédito. La mujer casada por sus aportes al matrimonio, el 
hijo de familia por el peculio adventicio que administra el 
padre, el pupilo por el patrimonio confiado á la gerencia del 
guardador, pueden tener ciertos privilegios ó preferencias 
sobre los bienes del marido, padre ó guardador, según la ley 
del país que impera sobre esos créditos; y esos mismos pri- 
vilegios ó preferencias pueden no ser reconocidos por la ley 
del país donde se abre la quiebra. La lex fori, reguladora de 
la distribución de la masa fallida, estaría entonces en oposi- 
ción con la Zea? loci contractus^ reguladora de la preferencia 
del crédito; y á primera vista repugna que por medio del 
procedimiento á que se recurre para hacer el pago de un 
crédito, se alteren las cualidades de éste, despojándolo de las 
garantías ó privilegios inherentes á su naturaleza originaria. 
La contemplación de este absurdo y la necesidad de salvar- 
lo es lo que ha inclinado las opiniones de algunos juriscon- 
sultos á rechazar como absoluta la máxima de la lex fori, 
adoptando de preferencia la de lex lod contractu, la cual trae 
como corolario, si nó forzoso, natural á lo menos, la profe- 
sión de la regla tot decoctiones quot regiones. 

Nuestra legislación no consulta regla alguna á este res - 
pecto. Ella determina sólo el modo de proceder en los casos 
de insolvencia ó quiebra que acontezcan dentro delpais] pero 
hace caso omiso de las que se abran ó declaren fuera de él. 
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Admite con relación á los primeros el principio de la unidad 
de jurisdicción y universalidad del juicio de quiebra, de don- 
de resulta como consecuencia necesaria la existencia de un 
solo concMr.^0 de acreedores. Pero esta regla tiene las siíjuien 
te excepción, establecida en el articulo 2477 del Código 
Civil: 

«Ija tei'cera clase de créditos comprende los hipotecarios. 

«A cada finca gravada con hipoteca podrá abrirse, á peti- 
ción de los respectivos acreedores ó de cualquiera de ellos, 
un concurso particular (tof decoctiones quot hypotecce) para que 
se les pague inmediatamente con ella, según el orden de las 
fechas de sus hipotecas. 

«Las hipotecas de una misma fecha que gravan una misma 
finca preferirán unas á otras en el orden de su inscripción. 

«En este concurso se pagará primeranente las costas judi- 
ciales causadas en él.» 

La única disposición de Derecho Internacional Privado 
que sobre esta, materia contiene nuestro Código Civil, es la 
del artículo 2484, que dice: 

«Los matrimonios celebrados en pais extranjero y que se- 
gún el artículo 119 deban producir efectos civiles en Chile, 
darán á los créditos de la mujer sobre los bienes del marido 
existentes en territorio chileno el mismo dorcvího de prefe- 
rencia que los matrimonios celebrados en Chile.» 

Es dudoso si este procedimiento, autorizado por nuestra 
legislación para los concui'sos que se abran dentro del país, 
pueda ó nó ser extendido, siquiera por analogía, á los que se 
abran en territorio extranjero. Mi Gobierno oiría gustoso las 
indicaciones que tuviera á bien hacerle el de S. M. el Rey 
de Italia para prevenir toda clase de embarazos en esta ma- 
tei-iti, sobre todo si esas indicaciones fueran acompañadas de 
la cooperación de los Gobiernos de otros países con los cua- 
les la República mantiene estrechas relaciones de comercio. 

Dígnese V. S. trasmitir esta noticia al honorable señor 
Encargado de Negocios de S. M. el Rey de Italia, en contesta- 
ción á la que dirigió á V. S. con fecha 6 de marzo último, 
rogándole se sirv^a excusar mi demora en darle más oportu- 
namente esta respuesta, en atención á las necesidades ur- 
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gentes del servicio interno que, muy á pesar mío, me lo han 
impedido. 

Dios guarde á V. S. 

José Eugenio Vergara. 

Al señor Miointro de Relaciones exteriores. 



II 

Memoria sobre el Congreso de Derecho Internacional Privado 

de Montevideo 

Santiago, 15 de junio de 1889, 

Señor Ministro: 

La inauguración del Consejo reunido en Montevideo con 
el objeto de uniformar por medio de tratados y en la parte 
que concierne al Derecho Internacional Privado, las legisla- 
ciones de los paises que en él tomaron parte, tuvo lugar, se- 
gún estaba determinado, el 25 de agosto de 1888, con asis- 
tencia de los representantes de los cinco Estados americanos 
que aceptaron la invitación de los gobiernos de la Repúbli- 
ca Argentina y del Uruguay, y de los de estos dos países- 
Al acto de la inauguración concurrieron, pues, los Plenipo- 
tenciarios de la República Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, 
Paraguay, Perú y Uruguay. Los delegados del Brasil hablan 
sido acreditados para el solo efecto de asistir á la sesión 
inaugural. El verdadero Plenipotenciaria^ de esta nación só- 
lo se incoporó á fines de noviembre. 

El retardo sufrido en la salida del vapor que debía condu- 
cir á su destino al señor don Belisario Prats, uno de los ple- 
nipotenciarios acreditados por el Gobierno de Chile, dio lu- 
gar á que este caballero sólo pudiera incorporarse en los pri- 
meros dias de septiembre. Hasta ese tiempo, Chile estuvo 
representado solamente por el señor Guillermo Matta, que, 
encontr¿indose en Buenos Aires cuando se le comunicó su 
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nombramiento, pudo trasladarse oportunamente á Montevi- 
deo y pudo tomar parte en las primeras rem] iones. 

Antea de entrar á ocuparse del objeto de su convocatoria, 
el Conií:reso formuló un reglamento para establecer el orden 
de los trabajos; hecho lo cual, el Ministro de Relaciones Ex- 
terioies del Uruguay, en su carácter de Presidente de la 
corporación, encomendó á cuatro comisiones compuestas de 
los diversos Plenipotenciarios, el estudio de las materias so- 
bre que habían de versar los ti^abajos y la preparación de 
los proyectos respectivos. 

Resolvióse también que los acuerdos á que se arribara se- 
rían consignados, nó en una sola, sino en tantas conveneio- 
nes separadas como son las diversas materias que abarca el 
Derecho Internacional Privado. El objeto de esa medida de 
laudable previsión fué, como se comprende, no esterilizar los 
esfuerzos comunes en el caso de que no llegara á conseguir- 
se la completa conformidad de los países representados res- 
pecto de todas las cuestiones que debían ser objeto de la de- 
liberación. 

La discusión general de los diversos proyectos presenta- 
dos por las comisiones comenzó á mediados de noviembre, 
y se dio por terminada en los primeros días de febrero, pro- 
cediéndose incontinenti á firmar las respectivas convenciones 
que versan sobre las siguientes materias: Derecho Civil In- 
ternacional, Derecho Comercial Internacional, Propiedad 
Literaria Artística, Derecho Penal Internacional, Derecho 
Procesal, Marcas de Comercio y de Fábrica, Patentes de in- 
vención y Ejercicio de profesiones liberales. 

Cinco de estas convenciones fueron aceptadas unánime- 
mente. Las tres restantes, á saber, las de Derecho Civil y 
Penal y la relativa al Ejercicio de profesiones liberales, lo 
fueron solamente por los plenipotenciarios de la República 
Argentina, de Boli vía, del Paraguay, del Perú y del Uru- 
guay, habiéndose negado á sucribirlas los del Brasil y de 
Chile. 

La solemne clausura del Congreso tuvo lugar el 18 del 
mismo mes de febrero, con asistencia de los Excelentísimos 
Presidentes de los Estados invitantes y de los respectivos 
Secretarios de Relaciones Exteriores. 
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Antes de dar por definitivamente evacuado su cometido, 
todos los plenipotenciarios suscribieron un Protocolo Adi- 
cional destinado á consignar algunas reglas complementa- 
rias de aquellas convenciones y á dejar establecida la 
manera de hacer extensivos á otros estados los acuerdos 
consignados en ellas. 

Aunque munidos de amplias facultades, los plenipotencia- 
rios de Chile procedieron constantemente en el desempeño 
de su misión de acuerdo con el Supremo Gobierno, que es- 
tuvo siempre impuesto de la marcha de los trabajos; y aun 
cuando muchas de las objeciones que aquéllos creyeron in- 
dispensable hacer valer contra loa tres tratados antedichos 
á que no prestaron su aprobación, tenían en su concepto 
una fuerza indiscutible, especialmente las que se referían al 
proyecto sobre materia civil, juzgaron oportuno recabar del 
Gobierno instrucciones expresas sobre la actitud que asumi- 
rían cuando fuera llegado el momento de pronunciarse sobre 
la aceptación ó rechazo definitivo de tales convenciones. 
Esas instrucciones fueron en el sentido de que si los demás 
plenipotenciarios no aceptaban por lo menos las modifica- 
ciones más capitales propuestas por los representantes de 
Chile, se abstuvieran éstos de suscribirlas. 

El más importante de los tres tratados que fueron recha- 
zados á virtud de aquellos motivos, es seguramente el que 
tiene por objeto dar solución á los conflictos que nacen de 
la diversidad de legislaciones civiles. 

La discrepancia de opiniones respecto de este tratado tu- 
vo ya su origen en el seno mismo de la Comisión encargada 
de formular el proyecto, compuesta de los doctores Quinta- 
na y Vaca Guzmán, representantes de la República Ar- 
gentina y de Bolivia, lespectivamente, y del señor Prats, 
Plenipotenciario de Chile. Ella versó sobre cuestiones de 
primordial importancia, como son las que se refieren al es- 
tado civil de las personas, á los contratos y á la sucesión 
por causa de muerte. Como puede notarse con la simple lec- 
tuia de esta convención, los principios que allí se hicieron 
prevalecer son casi completanioiite opuestos á los que están 
consagrados por nuestra legislación, principios de que el se- 
flor Prats juzgó no deber apartaron*, tomando en cuenta que 
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las soluciones dadas en el Código Civil de Chile á las mate- 
rias que se relacionan con el Derecho Internacional Priva- 
do, tienen en su apoyo la autoridad de más de treinta años 
de experiencia, y la opinión de muchos de los más reputa- 
dos autores. En vista de esta disconformidad de opiniones 
respecto de sus colegas de comisión en puntos tan funda- 
mentales, el sertor Prats juzgó del caso redactar un proyec- 
to por separado que fué presentado al Congreso con su sola 
firma. 

Llegado el'momento de la discusión general, los represen- 
tantes de la República Argentina, de Bolivia, del Paraguay, 
del Perú y del Uruguay dieron la preferencia al proyecto 
suscrito por los doctores Quintana y Vaca Guzmán, y, por lo 
tanto, los plenipotenciarios de Chile se abstuvieron de sus- 
cribirlo. De igual manera procedió el plenipotenciario del 
Brasil. 

Los discursos que pronunciaron en el seno del Congreso 
en apoyo de sus respectivas ¡deas, tanto el señor Prats como 
los doctores Quintana y Vaca Guzmán, y que van á inser- 
tarse en la Memoria del Ministerio, permiten conocer en to- 
da su amplitud las razones que militan en favor de cada 
una de las soluciones propuestas. 

Como no formase parte de la comisión que formuló el pro- 
vecto de tratado sobre Derecho Penal Internacional nin- 
guno de los plenipotenciarios de Chile, las objeciones á que 
éste se prestaba no pudieron ser proáencadis sino cuando se 
le sometió á discusión general. 

La discrepancia de nuestros plenipotenciarios respecto de 
este proyecto, versó, eu general, sobro puntos de menos tnis- 
cendencia que los que determinaron su negativa para sus- 
cribir la convención de Derecho Civil; por lo que habría sido 
posible llegar á un acuerdo definitivo, si por lo menos algu 
ñas de las objeciones por ellos aducidas, hubieran encentra 
do acogida favorable en la mayoría de la asamblea; pero 
ésta tuvo ábien desestimar tales objeciones y el proyecto de 
la coinisióu fue aprobado en deíln¡tiv¿i, con sólo ligeras mo- 
diticacionos do detalle por los delega los de las mismas cin- 
co naciones que habían suscrito el tratado civil. 

El representante del imperio so abstuvo igualmente de 
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suscribir este tratado, si bien á virtud de consideraciones es- 
pecialísímas. En su concepto, la materia penal no es del do- 
minio del Derecho Internacional Privado, sino una rama del 
Derecho Público, por lo que estimó que no entraba en sus 
facultades aceptar un tratado sobre esta materia. 

Los artículos del proyecto cuya reforma fué reclamada 
con mayor empeño por los delegados de Chile, son loá que 
llevan en la convención los números 2, 5, 6, 14 y 20. 

El primero de estos artículos dice nsí testualmente: «Los he- 
chos de carácter delictuoso perpetrado j en un Estado que se- 
rían justiciables por las autoridades de éste, si en él produ- 
geron sus efectos, pero que sólo dañan derechos é intereses 
garantidos por las leyes de otro Estado, serán juzgados por 
los tribunales y penados según las leyes de este último*. 

Como se ve, la aceptación de este principio habría impor- 
tado un abandono de la facultad que el Código Penal de 
Chile, á la par de otros de países muy adelantados, atribuye 
á la justicia nacional para castigar ciertos delitos que se 
perpetran dentro del territorio, pero que van á producir sus 
resultados en un país extranjero. 

Por vía de ejemplo, entre los muchos que ofrece nuestro 
Código Penal, citaremos los casos previstos en los artículos 
165 y 166, que castigan el cercenamiento y la falsificación 
de la moneda extranjera cuando se ejecuta dentro de la Re- 
pública, aun cuando el propósito de los hechores sea circular 
esa moneda cercenada ó falsificada fuera de Chile. 

Nuestra legislación ha estimado que los actos que entrañan 
un ataque al derecho ajeno son punibles por el sólo hecho 
de ejecutarse, sin que sea consideración suficiente para im- 
pedir el castigo, la circunstancia de que tales actos hayan de 
dañar exclusiva ó directamente á los habitantes de otro paí?. 

Túvose también en vista para impugnar esta regla, que de 
jando á la exclusiva competencia de las autoridades del país 
damnificado el castigo de esta clase de delincuentes, se difi- 
cultaba sobrcmaner;! la acción de la justicia, porque los pro 
cedimiontos que tienen como punto de partida hechos cuya 
prueba ha de rendirse en un país extranjeroy mucho tiempo 
después de la época en que se ejecutaron, pocas veces dan 
un resultado efectivo. La impunidad del delincuente será en 
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los más de los casos el resultado del orden de cosas que ven- 
dría á establecer el artículo 2.<> de la convención de que nos 
ocupamos. 

Por otra parte, no es el país donde el delito va á producir 
sus efectos el único interesado en su represión; la sociedad 
en cuyo seno se ejecuta ó prepara el hecho criminoso, tiene 
por lo menos el mismo, si no mayor interés que aquél, en 
que los responsables del hecho no qtfeden impunes. ¿Cómo 
podría aceptarse, sin protesta, que se convirtiera nuestro te- 
rritorio en libre campo de acción para los malhechores, so 
pretesto de que los atentados que preparan sólo van á dañar 
á un país extranjero? ¿Cómo podrían nuestras autoridades 
ver impasibles, por ejemplo, que se establezca públicamente 
una fábrica de moneda falsa extranjera, sin que le fuera 
dado adoptar ninguna medida contra los autoresde semejan- 
te iniquidad? 

Estas obvias consideraciones, que manifiestan, por una 
parte, el derecho innegable que tiene una sociedad de repri- 
mir los delitos que se perpetran en su seno, aun cuando va- 
yan dirigidos contra personas que residen fuera del territo- 
í'ío; Yj por otra parte, la evidente conveniencia que existe 
para la misma sociedad contra la cual tales ataques se pre- 
paran, de que la acción de la justicia se haga sentir sobre los 
delincuentes en el mismo lugar y en el instante mismo en 
que se descubren sus manejos criminosos; porque, de no ser 
así, el resultado será, en la mayor parte de los casos, la im- 
punidad de los malhechores; esas consideraciones, decía, son 
las que dieron fundamento á la negativa de nuestro Plenipo. 
tenciario para aceptar el artículo 2.° de la convención penal. 

El artículo 5.% dice así: «Cualquiera de los Estados signa- 
tarios podrá expulsar, con arreglo á sus leyes, á los delin^ 
cuentes asilados en su territorio, siempre que después de 
requerir á las autoridades del país dentro del cual se come- 
tió algunos de los delitos que autorizan la extradición, no se 
ejercitase por éstas acción ó represión alguna». 

Según nuestras leyes, el autor de un delito no se reputa 
tal mientras no haya sido condenado por sentencia dictada 
en juicio. Esa sentencia no puede existir en el caso previsto 
por la convención, desde que ella parte de la base de que las 



ANEXOS 253 



autoridades del país en que se perpetró el hecho no han ejer- 
citado ninguna acción represiva. Tampoco existiría senten- 
cia emanada de los tribunales del país de asilo, puesto que, 
habiéndose cometido el delito en territorio extranjero, el in- 
dividuo responsable de él no podría ser justiciable, salvo en 
casos muy determinados, ante los tribunales de ese país. 

Ahora bien, si no hay una sentencia condenatoria, la 
expulsión del individuo, que evidentemente constituye una 
pena, habrá de llevarse á efecto administrativamente, lo que 
importaría la violación de una de las garantías establecidas 
por nuestra Constitución (art. 133 de la misma). 

Los Plenipotenciarios de Chile no podían, pues, aceptar el 
nuevo orden de cosas establecido en el artículo 5.° de la 
Convención Penal, toda vez que la regla de ese artículo pug- 
na con uno de los preceptos de nuestra Carta Fundamental, 
sin perjuicio de los inconvenientes graves que entraña la 
adopción de semejante sistema, contrario a los preceptos 
más adelantados de la ciencia jurídica. 

El artículo 6.° de la misma convención, si bien no est i en 
oposición con ningún precepto constitucional, importa la de- 
rogación de uno de los principios que sirven de base á nues- 
tro enjuiciamiento criminal, según el cual, el delito debe 
perseguirse, sea que el presunto culpable esté ó nó en poder 
de la justicia. 

Hé aquí el texto del articulo 6.^: cLos hechos realizados 
en el territorio de un Estado, que no f 'leren pasibles de pena 
según sus leyes, pero que estuviesen penados por la Nación 
en donde producen sus efectos, no podrán ser juzgados por 
ésta, sino cuando el delincuente cayese bajo su jurisdic- 
ción. 

«Rige la misma regla respecto de aquellos delitos que no 
autorizan la extradición de los reos.» 

El Código Penal de Chile prevé varios delitos que, aun 
cuando se cometan en país extranjero, deben ser juzgados y 
castigados por las autoridades y según las leyes de Chile. 
Por vía de ejemplo, pueden citarse los casos á que se refie- 
ren el artículo 105 y varios otros que figuran en el libro 2.o, 
título I del expresado Código. 

Es evidente que el individuo que ejecuta el hecho previa- 
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to en el artículo 107 antes citado, no cometería delito según 
las leyes del país que estuviera en guerra con Chile, porque 
ningún país castiga al extranjero que milita bajo sus bande- 
ras, sea cual fuere su nacionalidad; pero en cambio comete- 
ría uno de los delitos que nuestra legislación y el sentimien- 
to geiiMaly reputan de mayor gravedad. Tal individuo se 
encontraría, pue», aofltparado por el artículo de la conven- 
ción penal de que nos ocapamoa« y en consecuencia, sólo 
podría ser juzgado por los tribunales de CbUe en el caso de 
ser aprehendido. Dentro de nuestro actual sistema de eajui- 
ciamiento, tal individuo seria procesado y condenado como 
reo ausente, y no se ve la razón que aconseje eximirlo de 
esa condenación en rebeldía, que importa, por lo menos, una 
pena moral infligida al que ha logrado sustraerse á la acción 
de las autoridades de su patria. 

El inciso 2.0 del mismo artículo va aun más allá, puesto 
que suprime los juicios contra los reos prófugos ó ausentes, 
aun cuando el hecho ejecutado se considere como delito en 
el pais de asilo, siempre que no sea de tal gravedad que au- 
torice la extradición. Y como ésta es procedente al tenor de 
lo establecido por la misma convención, sólo cuando el deli- 
to mereciere respectivamente uno ó dos años de prisión, se- 
gún se trate de reos ya condenados ó simplemente procesa- 
dos, el juicio criminal en rebeldía habría de quedar limitado 
á lo^ delitos que merezcan mayor pena que las ya enun- 
ciadas. 

Nuestros representantes en el Congreso creyeron, con so- 
braíla razón, que esto importaba asegurar la completa im- 
puni'lad de muchos delincuentes, puesto que se suprime el 
olo medio, la única Canción que es dado establecer contra 
lo3 que, después de haber delinquido, eluden la acción de la 
justirJa, refugiáuioso eji país extranjero, á saber, la conde- 
nación en rebeldía. 

El artículo 20, que dice: «La extradición ejerce todos sus 
efecto; sin que en ningún caso pueda impedirla la naciona- 
lidad del reo», fué también impugnado por nuestros Plenipo- 
tenciarios, porque él importa la derogación , de una garantía 
que Chile, á la par de casi todos los Estados, ha creído con- 
veniente establecer en favor de sus nacionales. En ef ecto* 
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los tres tratados sobre extradición que Chile ha celebrado 
hasta la fecha, á saber: los ajustados con la República Ar- 
gentina en 1869 y en 1888 y el celebrado con Francia en 
1860 establecen que la obligación de entregar al delincuen- 
te cesa cuando éste pertenece al país de refugio y prefiere 
ser juzgado por los tribunales de este país. 

Teniendo en cuenta las prevenciones de nacionalidad que 
suele haber entre países vecinos, se ha temido que éstas 
puedan crearles algunas veces á los nacionales una situa- 
ción difícil ante las mismas autoridades de esos países en- 
cargados de juzgarlos, y que era empeorar indebidamente la 
situación de tales reos, sometiéndoles á la jurisdicción del 
pais en que delinquieron. 

Por otra parte, la opinión del Gobierno y Congreso de 
Chile se había manifestado recientemente, con motivo del 
último tratado de extradición con la República Argentina, 
en el sentido de conservar esa protección ó garantía en favor 
de los nacionales que buscan como país de refugio su propia 
patria. 

La parte final del tratado que establece el régimen de la 
extradición encontróse también demasiado reglamentaria; 
y se creyó que algunas de las disposiciones que allí se con- 
signan, son más bien del resorte de la legislación intei'na de 
cada pais. 

En obsequio de las ventajas incontestables que resultarían 
de uniformar la jurisprudencia de los Estados del continente 
en materia de Derecho Penal Internacional, los delegados de 
Chile, de acuerdo con las instrucciones del Supremo Go- 
bierno, habrían hecho caso omiso de muchas otras objecio- 
nes de menos trascendencia, formuladas por ellos en el curso 
de la discusión con fundamento más ó menos evidente. Poro 
como queda manifestado, la mayoría de la asamblea man- 
tuvo su resolución de aprobar el proyecto de la Comisión sin 
aceptar que se introdují^ra en él ninguna modificación de 
cierta importancia. 

Subsistiendo, pues, el desacuerdo sobre casi todos los pun- 
tos cuya reforma había sido pedida, y, considerando, además, 
que no era posible aceptar aisladamente aquellos artículos 
del tratado respecto de los cuales había mediado acuerdo, 
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por cuanto, eliminados los restantes, aquellos quedaban for- 
mando un todo incompleto y de muy difícil aplicación en la 
práctica, los delegados de Chile se abstuvieron de suscribir 
el tratado en cuestión. 

La negativa de nuestros representantes para aceptar el 
tratado sobre Ejercicio de profesiones liberales, obedeció á 
consideraciones obvias que creo excusado desarrollar aquí. 

Nuestro régimen actual en materia de revalidación de tí- 
tulos profesionales obtenidos en otros países es ya suficien- 
temente liberal, puesto que permite en general esa revalida- 
ción con el único requisito de que el interesado se someta á 
la prueba final, que, según nuestras leyes, debe preceder al 
otorgamiento del diploma definitivo; requisito que apenas 
importa un ligerísimo embarazo para los aspirantes que po- 
seen realmente los conocimientos necesarios, y que consti- 
tuye, en cambio, una garantía necesaria contra aquellos que, 
sin poseer esos conocimientos, pretend'>n aparecer ante el 
público provistos de un documento que es considerado como 
una garantía de competencia profesional. 

El representante del Brasil participó también de esta opi- 
nión, y, en consecuencia, se abstuvo de suscribir ese tratado. 

La aceptación que se dio al proyecto de convención sobre 
propiedad literaria y artística, fué objeto de un maduro es- 
tudio por parte de los Plenipotenciarios de Chile. No igno- 
raban éstos las objeciones á que ella podía prestarse, sobre 
todo en el caso de que sus preceptos se hicieran extensivos 
á aquellos países que más se distinguen por su actividad in- 
telectual y cuya abundante producción literaria no podría, 
como hoy, aprovecharse y difundirse fácilmente entre noso- 
tros mediante traducciones y reimpresiones. 

Pudo más en su ánimo, sin embargo, la consideración de 
justicia que entraña el reconocimiento de la propiedad lite- 
raria y artística, teniendo presente, además, que el artículo 
6.^ del Protocolo adicional deja á los gobiernos en aptitud 
de aceptar o nó, según lo tengan por conveniente, la adhe- 
sión de los listados que no tomaron parte en el Congreso. 

Excuso todo comentario respecto de las convenciones acep- 
tadas por los Plenipotenciarios de Chile. Las ventajas que 
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han de ser el resultado de su sanción definitiva, pueden ser 
apreciadas casi con la simple lectura de su texto. 

Es indudable que un estudio atento de las variabas dispo- 
siciones que contienen esos tratados, podrá dar lugar, según 
el criterio con que se las juzgue, á numerosas objeciones, ya 
de doctrina, ya relativas á su parte reglamentaria, y aún á 
la redacción misma; pero es menester tener presente que en 
trabajos de esta naturaleza, que no pueden ser sino el resul- 
tado de los esfuerzos de muchos individuos que proceden de 
países diversos y que naturalmente han de reflejar las ideas 
particulares que en ellos dominen, es inútil pretender que 
ese resultado corresponda por completo á las aspiraciones 
de cada uno, y, mucho menos, que satisfaga las exigencias 
de aquellos que no han concurrido á su preparación. 

El acuerdo, en estos casos, sólo se alcanza en fuerza de 
una serie de concesiones que cada uno hace á la opinión de 
los demás. Si fuera á pretenderse que estos Códigos forma- 
dos para el uso de distintas naciones, se ajusten, no ya sola-* 
mente en su parte más sustancial, sino aún en los detalles, 
á un ideal determinado, seria de todo punto inútil, y podria, 
por lo tanto, excusarse todo esfuerzo encaminado á ese obje- 
to. Ello importaría tanto como renunciar casi en lo absoluto 
á esta clase de acuerdos internacionales, llamados á contri- 
buir tan eficazmente al progreso común. 

El resultado del Congreso de Montevideo no ha correspon- 
dido, pues, por entero á las esperanzas que en él'cifró el 
Gobierno de Chile. Ello, no obstante, si las cinco convencio- 
nes á que éste ha prestado su adhesión por medio de sus 
Plenipotenciarios, llegaran á merecer la sanción del Congre- 
so y se convirtieran también en ley para los otros países que 
en él tomaron parte, nuestra comparecencia habría sido de 
grande utilidad para el desarrollo de las relaciones comer- 
ciales y civiles con las demás naciones del continente ame- 
ricano, contribuiría eficaizmente á afianzar los vínculos de 
amistad que á ellas nos unen y se habría realizado mediante 
ella un progreso positivo en aquella parte de nuestra le- 
gislación que se relaciona con el Derecho Intei'nacional 
Privado. 

Dios guarde á US. 

Francisco E. Noguera, 

Secretario de la misión especial 
enviada al Congreso de Montevideo. 

Al señor Ministro de Relaciones Exteriores. 

OBRAS FABRES 17 



258 • DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 



PROYECTO DE LA MAYORÍA DE LA COMISIÓN 
DE DERECHO CIVIL INTERNACIONAL 



TITULO PRIMERO.— De la capacidad, estado 
y condición de la» personase 

§ L— De las PERSONAS 

Artículo primero.— La capacidad de las personas para 
contratar por razón de la edad, sordomudez ó enfermeda- 
des mentales, se rige por las leyes de su domicilio. 

Art. 2.0 La capacidad, una vez adquirida por razón de la 
edad, emancipación ó habilitación de edad, no puede ser 
modificada por la ley que impere en el Estado, dentro del 
cual se constituye un nuevo domicilio. 

Art. 3.0 Los incapaces tienen el domicilio de sus repre- 
sentiintes legales, y éstos se reputan domiciliados en el 
tcrritoi'io del Estado, por cuyas leyes se rige el cai'go que 
ejercen. 

Akt. 4.0 El cambio de domicilio de los menores de edad 
no modifica su estado cuando se efectúa sin el consentimien- 
to expreso ó tácito de sus representantes legales. 

Se pre3ume dicho consentimiento si los padres y tutores 
no reclaman contra el cambio de residencia antes que ésta 
se produzca con los caracteres de domicilio. 

§ II. — De las personas jurídicas 

Akt. 5.0 La persona jurídica del Estado será capaz de 
adquirir y contraer obligaciones ep el territorio de otro, de 
conformidad á las leyes de éste. 

Art. 6.0 La existencia y capacidad de las personas jurí- 
dicas de carácter privado, se rige por las leyes del país en 
el cual han sido reconocidas como tales. 

í]l carácter que revisten las habilita plenamente para 
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ejercitar fuera del lugar de su institución todas las acciones 
y derechos que les correspondan. 

Mas, para el ejercicio, fuera de aquél, de actos comprendi- 
dos en el objeto especial de su institución, se sujetarán ú las 
prescripciones establecidas por el Estado en el cual intenten 
realizar dichos actos. 

§ III. — Del domicilio 

Art. 7.<> La ley del lugar en el cual reside la persona, de- 
termina las condiciones requeridas para que la residencia 
constituya domicilio. 

§ IV.— De la ausencia 

Akt. 8.0 Los efectos jurídicos de la declaración de ausen- 
cia respecto á los bienes del ausente, se determinan por la 
ley del lugar en que esos bienes se hallan situados. 

Las demás relaciones jurídicas del ausente seguirán go- 
bernándose por la ley que las regía antes de la declaración 
de ausencia. 

§ V.— Del matrimonio 

Art. 9.« La capacidad de las personas para contraer ma- 
trimonio y la existencia y validez del mismo, se rigen por la 
ley del lugar en que se celebra. 

Sin embargo, los Estados signatarios del presente tratado 
no están obligados á reconocer el matrimonio que se hubie- 
se celebrado en uno de ellos cuando se halle afectado do al- 
guno de los siguientes impedimentos: 

1.0 Falta de edad de alguno de los contrayentes, requi 
riéndose catorce años cumplidos en el varón y doce en 1;l 
mujer; . 

2.0 Parentesco en línea recta por consanguinidad ó níini 
dad, sea legítimo ó ilegítimo*^ 

3.0 En la línea transversal, el parentesco entre hermanos 
legítimos ó ilegítimos; 

4.0 Haber dado muerte uno de los cónyuges al otro, ya 
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sea como autor principal ó como cómplice, para casarse con 
el cónyuge supérstite; y 

5.0 El matrimonio anterior no disuelto legaimente. 

Art. 10. Los derechos y deberes de los cónyuges en todo 
cuanto afecta sus relaciones personales se rigen por la ley 
de su domicilio, reputándose por tal el del marido. 

Si los cónyuges mudasen de domicilio; aquéllos se regirán 
por las leyes del nuevo que adoptaren. 

Art. 11. La ley del domicilio matrimonial rige igual- 
mente: 

A) La separación conyugal; 

B) La disolución del vínculo matrimonial. 



§ VI.- -De la patria potestad 

Art. 12. La patria potestad en lo referente á los dcrecbos 
y deberes personales, se rige por la ley del domicilio de la 
persona que ejercita. 

Art. 13. Los derechos inherentes á la patria potestad, en 
cuanto á los bienes propios de los hijos, adquiridos por cual- 
quier titulo que fuese, así como la administración y enaje- 
nación de los mismos, se rigen por la ley del territorio en que 
dichos bienes se hallan situados. 

§ VII.— De la filiación 

Art. 14. La ley que rige el matrimonio determina la filia- 
ción legitima. 

Las cuestiones sobre legitimidad de la filiación, ajenas & 
la validez ó nulidad del matrimonio, se rigen por la ley del 
domicilio conyugal en el momento del nacimiento del hijo. 

Art. 15. La legitimación por subsiguiente matrimonio se 
rige por la ley del lugar en que aquel se celebra. 

Art. 16. Los derechos y obligaciones concernientes á la 
familia ilegítima se rigen por la ley del Estado dentro del 
cual hayan de tener efectos las acciones procedentes de 
aquéllos. 
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§ VIIL— Difi LA TUTELA Y CÚRATELA 

Art. 17. La tutela y la cúratela, en cuanto á los derechos 
y obligaciones que imponen, se rigen por la ley del lugar en 
que tales cargos se desempeñan. 

Art. 18. El cargo de tutor ó curador discernido en alguno 
de loa Estados signatarios del presente tratado, será recono- 
cido en todos los demás. 

Art. 19. La administración y enajenación de los bienes 
que los incapaces tuvieren fuera del lugar de su domicilio, 
se rige por la ley del Estado en que dichos bienes se hallan 
situados. 

Art. 20. La hipoteca legal que las leyes acuerdan á los 
menores sólo podrá producir sus efectos cuando la ley del 
Estado en el cual se ejerce el cargo coincida con la de aquel 
en el que se hallan situados los bienes que puedan ser afec- 
tados por ella. 

§ IX.— Disposiciones comunes á los § § V, VI y VIII 

Art. 21. Las medidas urgentes que conciernan á las re- 
laciones personales de los cónyuges entre sí, al ejercicio de 
la patria potestad y á las funciones de los tutores y curado- 
res, se rigen por la ley del lugar de la residencia temporaria 
ó accidental de los cónyuges, padre de familia, tutores y cu- 
radores. 

Art. 22. La remuneración que las leyes acuerdan á los 
padres, tutores y curadores y la forma de las mismas, se ri- 
ge y determina por la ley del Estado en el cual se ejercitan 

tales cargos. 

» 

TITULO II.— De los bienes 

Art. 23. Los bienes, cualquiera que sea su naturaleza, son 
exclusivamente regidos por la ley del lugar donde existen 
en cuanto á su respectiva calidad, á su enajcnabilidad abso- 
luta 6 relativa y á todas las relaciones de Derecho de carác 
ter real de que son susceptibles. 
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Art. 24. TjOS buques en aguas no jurisdiccionales se re- 
putan situados en el lugar de su matrícula. 

Art. 25. Los cargamentos de los buques en aguas no ju- 
risdiccionales se reputan situados en el lugar do su doistino 
definitivo. 

Art. 26. Los derechos creditorios se reputan situados en 
el lugar en que la obligación de su referencia debe cumplirse- 

Art. 27. El cambio de situación do los bienes muebles no 
afecta los derechos adquiridos con arreglo á la ley del lugar 
donde existían al tiempo de su adquisición. 

Art. 28. Si esos derechos procediesen de un contrato, los 
contrayentes están obligados á llenar los requisitos de fondo 
ó de forma exigidos por la ley del lugar de la nueva situa- 
ción para la adquisición y conservación de los derechos men- 
cionados. 

Art. 29. Los derechos adquiridos por terceros sobre los 
mismos bienes, de conformidad á la ley del 5ugar de su nue- 
va situación, después del cambio operado y antes de llenar- 
se los requisitos referidos, priman sobre los del primer ad- 
quirente sin perjuicio de Las acciones de éste contra la per- 
sona con quien trató en virtud de la ley que rija sus relacio- 
nes de derecho. 



TITULO III. — De los actos jurídicos 

Art. 30. La ley del lugar donde los contratos deben cum- 
plirse, rige: 

A) Sus formas y solemnidades: 

B) Su existencia y naturaleza; 
6') Su validez y subsistencia; 

D) Sus efectos v consecueiicias; 

E) Su ejecución y extinción; 

F) En suma, todo cuanto les concierna, bajo cualquier as- 
pecto que sea. 

Art. 31. Exceptúase el contrato de permuta sobre cosas 
situad 19 en distintos lugares regidos por leyes disconformes 

Dicho contrato se rige por la ley del domicilio de los con- 
trayentes, si fuese común al tiempo de celebrarse la permuta, 
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y por la ley del lugar en que la permuta se celebró, si fuese 
distinto. 

Art. 32. Los contratos sobre cosas ciertas é individuali- 
zadas deben cumplirse en el lugar donde ellas existían al 
tiempo de su celebración. 

Art. 33. Los contratos sobre esas determinaciones por su 
género deben cumplirse en el lugar del domicilio del deudor 
al tiempo en que fueron celebrados. 

Akt. 34. Los contratos sobre cosas fungibles deben cum- 
plirse en el lugar del domicilio del deudor al tiempo de su 
celebración. 

Akt. 35. Los contratos sobre prestación de servicios, de- 
ben cumplirse: 

A) Si recaen sobre cosas, en el lugar donde ellas existan 
al tiempo de su celebración; 

B) Si su eficacia se relaciona con algún lugar especial, 
en aquél donde hayan de producir sus efectos; 

C) Fuera de estos casos, en el lugar del domicilio del 
deudor. 

Akt. 36. Los contratos accesorios se rigen por la ley de 
la obligación principal de su referencia. 

Art. 37. La perfección de los contratos celebrados por 
correspondencia ó mandatario se rige por la ley del lugar 
del cual procedió la oferta. 

Art. 38. Las obligaciones que nacen sin convención de- 
ben cumplirse en el lugar donde se produjo el hecho licito ó 
ilícito de que proceden. 

Art. 39. Los instrumentos públicos se rigen, en cuanto á. 
sus formas, por la ley del lugar en que se otorgan; los pri- 
vados, por la ley del lugar del cumplimiento del contrato 
respectivo. ' 

TITULO IV.— De Ih sociedad conyugal 

Art. 40. El contrato nupcial rige las relaciones de los es- 
posos, tanto respecto de los bienes que tengan al tiempo de 
celebrarlo, como respecto de los que adquieran posterior- 
mente. 

Art. 41. En defecto de contrato nupcial, así como en todo 
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lo que no haya previsto, las relaciones de los esposos sobre 
dichos bienes se rigen por la ley del domicilio conyugal que 
ellos hubieren fijado de común acuerdo antes de la celebra- 
ción del matrimonio. 

AuT. 42. Si no hubiesen fijado de antemano un domicilio 
conyugal, las mencionadas relaciones se rigen por la ley del 
domicilio del marido al tiempo de la celebracióri del jnatri- 
monio. 

Art. 43. El cambio de domicilio no altera las relaciones 
de los esposos en cuanto á los bienes, ya sean adquiridos an- 
tes ó de^pués del cambio. 

TITULO V. — De la« «ueesi^nes 

Art. 44. La ley del lugar de la situación de los bienes he- 
reditarios al tiempo de la muerte de la persona de cuya su- 
cesión se trate, rige: 

A) La capcacidad del causante para testar; 

B) La del heredero ó legatario para suceder; 

C) Las formas, validez y efectos del testamento; 

D) Los títulos y derechos hereditarios de los parientes y 
del cónyuge supérstite; 

E) La existencia y proporción de las legítimas; 

F) La existencia y monto de los bienes reservables; 

6r) En suma, todo lo relativo á la sucesión legítima ó tes- 
tamentaria. 

ART. 45. Las deudas que deban ser satisfechas en alguno 
de los Estados contratantes gozarán de preferencia sobre 
los bienes allí existentes al tiempo de la muerte del cau- 
sante. 

Art. 46. Si dichos bienes no alcanzaren para la cancela- 
ción de las deudas mencionadas, los acreedores cobrarán 
sus saldos con la preferencia que les corresponda, y en su 
defecto, á prorrata, sobre los bienes dejados en otros luga- 
i*es, sin perjuicio del preferente derecho de los acreedores 
locales. 

Art. 47. Cuando las deudas deban ser chanceladas en al. 
gún lugar en que el causante no haya dejado bienes, los 
acreedores exigirán su pago con las preferencias que les co- 



ANEXOS 265 



rrespondan, y en su defecto, á prorrata sobre los bienes de- 
jados en otros lugares, con la salvedad establecida en el ar- 
tículo precedente. 

AuT. 48. Los legados de bienes determinados por su gé- 
nero y que no tuvieren lugar designado para su pago, se ri- 
gen por la ley del lugar en que se cobren, se harán efectivos 
sobre los bienes que el testador tenga en su último domici- 
lio, y en defecto de ellos, ó por su saldo, se pagarán á pro- 
rrata de todos los demás bienes del causante. 

AiiT. 49. La obligación y forma de la colación se rigen por 
la ley del lugar á que se hallan sometidos los actos jurídicos 
que le dan origen. 



TITULO VI.— De la prescripción 

Art. 50. La prescripción extintiva de las acciones perso- 
nales se rige por la ley á que las obligaciones correlativas 
están sujetas. 

Art. 51. La prescripción extintiva de acciones reales, se 
rige por la ley del lugar de la situación del bien gravado. 

Art. 52. Si el bien gravado fuese m ueble y hubiese cam- 
biado de situación, la prescripción se rige por la ley del lu- 
gar en que se haya completado el tiempo necesario para 
prescribir. 

Art. 53. La prescripción adquisitiva de bienes muebles 
ó inmuebles, se rige por la ley del lugar en que están si- 
tuados. 

Art. 54. Si el bien fuese mueble y hubiese cambiado de 
situación, la prescripción se rige por la ley del lugar en que 
se haya completado el tiempo necesario para prescribir, — 
Montevideo, 10 de noviembre de 1888. — Manuel Quintana 
—Santiago Vaca Güzmán. 
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Discurso del plenipotenciario argentino doctor don Manuel Quin- 
tana, miembro informante de la Comisión de Derecho Civil In- 
ternacional. 



Señor Presidente: 

La Comisión de Derecho Civil ha sido la menos feliz de 
las comisiones del Congreso. 

El señor Plenipotenciario por el Brasil tenia un puesto re- 
servado en ella, pero no ha tomado parte en sus trabajos á 
causa de la demora de su incorporación. Felizmente, su pre- 
sencia en estas sesiones le permitirá contribuir al examen 
de los proyectos presentados. 

Los miembros restantes de la Comisión no hemos logrado 
uniformar nuestras ideas. Divididos en dos fracciones, la 
mayoría redactó su proyecto y la minoría formuló en segui- 
da un contra proyecto. 

A la ilustración del Congi*eso toca resolver la divergencia 
surgida, y la mayoría de la Comisión se inclinará respetuo 
sámente ante sus decisiones, persuadida, como lo está, de 
que se han de inspirar en los principios más elevados de la 
ciencia, consultando al mismo tiempo, las supremas neeesí- 
dades de la América. 

Hecha esta solemne declaración, entro de lleno á fundar 
el proyecto de la mayoría de la Comisión, en cuyo nombre 
tengo el honor de hablar. 

De las personas 

Las personas constituyen el primero y más importante 
de los sujetos del Derecho Civil Internacional. Además de la 
capacidad general de las personas físicas y jurídicas, el tí- 
tulo se ocupa del domicilio, ausencia, matrimonio, filiación, 
patria potestad, tutela y cúratela. En el interés de la mayor 
claridad, será dividido en dos partes, una de las cuales se 
ocupará de la capacidad, domicilio y ausencia de las perso- 
nas, y la otra versará sobre el matrimonio, filiación y demás 
relaciones de familia. 
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PARTE PRIMERA ' 

Las naciones están obligadas á proteger á tudos sus habi- 
tantes en el ejercicio de sus derechos civiles. Este deber in- 
ternacional exige que el estado de las personas, sus relacio- 
nes de familia, sus bienes, derechos y obligaciones, sean 
gobernados por reglas conformas á su naturaleza y apropia- 
das á sus fines. El nacional como el extranjero deben tener 
en todo país una condición legal y un régimen determinado; 
porque sus variadas é innumerables relaciones juridicas no 
pueden quedar abandonadas al acaso ni á la arbitrariedad, 
sin comprometer la seguridad misma del Estado. 

Tres sistemas igualmente absolutos y por tanto igualmen- 
te exclusivos, so disputan en el terreno del Derecho Inter- 
nacional Privado, el gobierno de la capacidad general de 
contratar, que es el rasgo más saltante de la personalidad 
humana en la vida civil, á saber: el de la ley nacional de las 
partes contratantes, el de la ley del lugar de la celebración 
del acto y el de la ley del domicilio de los contrayentes. 

El sistema de la ley nacional, desconocido en la antigüe, 
dad y en la edad media, es sustentado por gran número de 
autores modernos, entre los cuales se encuentran Bluntschli 
Weiss, Despagnet, Mancini, Fiore, Martens, Laui ent, Rivier 
Pacheco, Pérez Gomar y Calvo. La mayor parte de los Có- 
digos europeos y algunos americanos lo consignan, como su- 
cede en Francia, Italia, España, Bélgica, Venezuela y Brasil. 
El Congreso de Lima lo insertó también entre las cláusulas 
de su proyecto de Tratado Civil. 

A pesar de tan imponente masa de autoridades, la m.vyo- 
ría de la Comisión no ha vacilado un sólo inst inte para i-e- 
pudiar de la manera más absoluta el sistema de la naciona 
lidad, como que carece de tradición histórica, no se apoya en 
principios genuinamente jurídicos, levanta un obstáculo para 
la homogeneidad en el pi'esente, y envuelve un peligro para 
la unidad en el futuro de todos los pueblos del continente 
americano. 

¿Qué tiene de común el bárbaro conquistador del imperio 
romano con el pacífico inmigrante de nuestra época? Tjaan- 
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tígüedad conocía las guerras de conquista que arrebataban 
la soberanía de los pueblos vencidos: data de ayer la inmi- 
gración individual, que busca la hospitalidad sometiéndose 
sin reservas á la ley del país que fraternalmente la recibe 
en su seno. Factor nuevo, elemento tranquilo y laborioso, 
no pretende imponer con la persona, las leyes de la patria 
que fueron impotentes para sacarlo victorioso en la ruda ba- 
talla de la vida, y acata voluntariamente las leyes de la na- 
ción á cuyo amparo se acoge en demanda de hogar y de tra- 
bajo, de familia y de felicidad. 

Jurídico en la superficie, político en el fondo, el sistema de 
la nacionalidad confunde á sabiendas dos órdenes de ideas y 
de relaciones tan distintos entre si, que son, en realidad, dia- 
metralmente opuestos. El derecho político no es el civil, y 
el ejercicio de la ciudadanía es independiente de la capaci- 
dad de contratar. El primero sólo afecta al nacional, mien- 
tras que el segundo tiene por sujeto al hombre. La ciudada- 
nía determina el goce de funciones públicas, mientras que 
la capacidad gira en la esfera de los derechos privados. 

Las naciones americanas, recibiendo continuamente raí- 
llares de inmigrantes de todas las nacionalidades existentes, 
perderían rápidamente su propia cohesión, si la capacidad 
de los inmigrantes, su estado y familia hubieran de continuar 
regidos para siempre por las leyes de la patria abandonada. 
Su unidad política, expresión elevada de la soberanía, no 
tardaría tampoco en resentirse de su falta de unidad legisla, 
ti va, y el fraccionamiento sería con el tiempo, la amenaza 
constante de su integridad. Ahora bien, si los pueblos pue- 
den jugar su independencia al azar de las batallas, jamás la 
abdican voluntariamente en aras de nada ni de nadie. 

Por lo demás, la nacionalidad, de difícil averiguación, cam- 
biable á discreción de los individuos, expuesta á duplicarse 
legalmente y perdible aún contra la voluntad de los intere- 
sados en conservarla, no ofrece ciertamente base amplia y 
segura para asentar sobre ella el principio regulador de la 
capacidad personal, como enérgicamente lo demuestran Al- 
corta y Ramírez, como Asser lo reconoce evasivamente y 
como implícitamente lo declara Bar, atribuyéndole la duc- 
tilidad de la cera y la elasticidad de la goma. 
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El sistema de la ley del lugar de la celebración del acto, 
que comprende entre sus combinaciones el de la residencia, 
por efímera que sea, no ha logrado alcanzar los honores de 
la codificación y sólo puede ostentar en su apoyo las opinio- 
nes, discordantes en los detalles, de un escasísimo número de 
autores, de los cuales ninguno adhiere francamente al prin- 
cipio de la residencia pura y simple, que aparece sustentado 
por la minoria de la Comisión. 

La primera, combinación de Waechter, fundada sobre una 
distinción injustificable entre la capacidad y sus efectos, ha 
sido magistralmente refutada por Savigny, como inconse- 
cuente y arbitraria. La segunda, fusión incoherente de la 
nacionalidad con el domicilio, aunque propuesta por el Ins- 
tituto de Oxford, ha sido unánimemente rechazada sin discu- 
sión. La tercera, producto híbrido de la asociación de la ley 
personal con la territorial, se resume en una injustificada di- 
visión de la capacidad en capacidad de hecho y^ de derecho, 
cuya invención pertenece á Bar, Breitas y Olivart. 

La mera residencia es circunstancia demasiado accidental, 
secundaria y variable para confiarle el régimen de la capa- 
cidad de las personas. Hoy aquí, mañana allá, la capacidad 
de contratar surgiría ó desaparecería con la misrai facilidad 
y rapidez con que el cambio de lugar acarrease un cambio 
de legislación. Mientras tanto, si hay algo en realidad indis- 
cutible, es que la capacidad de las personas, debiendo cons- 
tituir una situación normal para el ejercicio de la vida ci- 
vil, que refluye decisivamente sobre la estabilidad de las 
transacciones y la seguridad de los terceros, no puede que- 
dar á la merced de cambios más ó menos bruscos y frecuen- 
tes del lugar de la simple residencia. 

Partidarios de la nacionalidad, como Bard y Fiore, soste- 
nedores del domicilio, como Savigny y Story, todos recono- 
cen que la normalidad de la capacidad de las personas es un 
principio esencial de la materia, debiendo, en consecuencia, 
buscarse una ley cualquiera, pero única y durable, á la que 
los elementos constitutivos de la personalidad hayan de que- 
dar plenamente sometidos para la generalidad de las rela- 
ciones jurídicas, cualquiera qué sea el país donde la persona 
resida. 
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Esa ley no puede ni debe ser la de la residencia, cuyo ca- 
rácter precario la priva de toda fijeza y la imprime el sello 
do una variabilidad ilimitada. No es en el lugar de la resi- 
dencia que se concentran los intereses generales de la per- 
sona. No es allí que ella obra y ricgocia de ordinario, ni allí 
donde se forman, se ligan y encadenan sus relaciones con los 
demás. Esencialmente accidental y transitoria, sería antiju- 
rídico que la capacidad de las personas le quedara some- 
tida. 

El sistema de la ley del domicilio es defendido entre los 
antiguos por D'Agentre, Voet, Rodembuigo, Froland, Her- 
cio, Boullenois y Pothier. Entre los modernos, lo siguen Mer- 
lin, Demangeat, Borrillich, Savigny, Schaffner, Keller, Bur- 
ge, Phillimore, Dicey, Haus, Rocco, Story, Wheaton, Pinedo, 
Alcorta, Ramírez y otros. Está, además, consagrado por las 
legislaciones de Alemania, Inglaterra, Austria^ Estados Uni- 
dos, Paraguay y República Argentina. 

Cuando una persona reside en un país con intención de 
permanecer en él habitualmente, cuando se incorpora á la 
sociedad, toma sus costumbres y habla su idioma, cuando 
tal vez contrae allí vínculos estrechos de parentesco y asien- 
ta el hogar de su familia, cuando entra en relaciones de ne- 
gocios, dedicándose normalmente á la industria, al comercio 
ó al trabajo y fundando allí su principal establecimiento, es 
de interés general que las leyes de eso país rijan su estado 
y determinen su capacidad para todos los actos de la vida 
civil. 

La ley del domicilio, colocando á todos los habitantes bajo 
el imperio de una regla común, robustece la cohesión de las 
agi'upaciones sociales, facilita el desarrollo de los negocios 
al amparo de una ley igual para todos, no ofrece el peligro 
de hallaise sin ley ó de tropezar con una doble ley aplica- 
ble á la capacidad individual, y respeta la autonomía de las 
personas de cuya voluntad depende la selección del domici- 
lio adecuado para el ejercicio de sus derechos civiles. 

Más jurídico que la nacionalidad y menos variable que la 
residencia, el sistema del domicilio resiste con éxito á los 
embates de los partidarios de los otros sistemas. Su carácter 
eminentemente jurídico previene las objeciones sacadas de 
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una supuesta confusión entre el origo y el domicilium de los 
antiguos tratadistas, al mismo tiempo que reviste las condi- 
ciones pertinentes de una doctrina de Derecho Privado. Ba- 
sado sobre la permanencia ordinaria en un lugar preciso, 
ella le imprimo un sello de fijeza relativa, que impide la fre- 
cuencia de los cambios y que subsana todos sus inconve- 
nientes, manteniendo la capacidad adquirida en el domicilio 
anterior y designando la residencia como domicilio del que 
carezca de otro menos instable. 

Ha sido en virtud de estas consideraciones generales que 
la mayoría de la Comisión somete la capacidad de toda cía- 
se de personas k la ley de su domicilio, sin perjuicio de los 
requisitos exigidos por las leyes del pais, á donde las perso- 
nas jurídicas pretendan trasladarse, cuando quieran ejercer 
sus operaciones fuera de los límites de aquel en que fueron 
creadas, porque, siendo de existencia puramente legal, no 
puede nacer, conservarse ó negociar sino dentro del territo- 
rio á cuya soberanía deben su existencia jurídica. 

No obstante la influencia que el domicilio tiene sobre las 
diversas ramas del Derecho Internacional Privado, la mayo- 
ría de la Comisión no ha creído del caso reglarlo en el Tra- 
tado de Derecho Civil; ha preferido dejarlo bajo la legisla- 
ción interna de cada país á que en realidad corresponde y 
se ha limitado, por lo mismo, á prevenir todo conflicto posi- 
ble entre las leyes de dos ó más Estados, declarando que en 
caso de contradicción debe prevalecer la ley del lugar de la 
residencia para la determinación de las condiciones consti- 
tutivas del domicilio jurídico. 

Análoga actitud ha asumido con relación á la ausencia. 
Muchos internacionalistas se ocupan de ella con detención, 
pei'o la mayoría de la Comisión ha pensado que esa materia 
es más bien del dominio de la legislación interna de cada 
pais. Lo único indispensable era determinar la jurisdicción 
competente para la declaración de ausencia, y los efectos le- 
gales que la pronunciada en uno de los Estados debiera pro- 
ducir en el territorio de los demás. De lo primero se ocupa- 
rá en el título correspondiente á la jurisdicción. Respecto de 
lo segundo, ha decidido que los efectos jurídicos de la ausen^ 
cía sobre los bienes, se determinen por la ley de su sitúa- 
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ción, y que las demás relaciones jurídicas del ausente sigan 
gobernándose por las mismas leyes que anteriormente las 
reglan. 

Por su parte el artículo 4.<> del proyecto de la minoría de 
la Comisión ha basado la capacidad de las personas en la ley 
del lugar de su residencia, lo que marca su primer disenti- 
miento fundamental ó que afecta al fondo del sistema á se- 
guir en esta materia. lios tres primeros artículos correspon- 
den propiamente á una ley de ciudadanía, y en todo caso no 
pertenecen al Tratado Civil. El artículo 5.o está en contra- 
dicción con el 4."*, porque somete los efectos jurídicos de la 
capacidad á la ley del lugar de la celebración del acto. El 
6.^ es una derogación del principio de la residencia ó de la 
celebración, en favor de las leves nacionales. 

Los artículos 7.^ y 8° definen el domicilio á los efectos del 
Tratado y atribuyen á los incapacitados el domicilio de sus 
representantes legales. El 9."* sujeta todos los derechos y 
obligaciones del ausente á la ley de su último domicilio, lo 
que importa sustiaerlos á las leyes que debieran regirlos t^e- 
gún su propia naturaleza, en virtud de un hecho que, como 
la ausencia, no puede surtir efectos retroactivos sobre rela- 
ciones jurídicas preexistentes. 

Finalmente, el proyecto de la minoría elimina el párrafo 
de las personas jurídicas, y la mayoría ignora las causas á 
que la supresión obedece. Si es voluntaria, no es justificada; 
puesto que la sociedad anónima, forma típica de la persona 
jurídica de carácter privado, tiene en la actualidad una im- 
portancia extraordinaria y es el objetivo de muchos libros, 
leyes y tratados. Si es involuntaria, importa un vacio que la 
prudencia aconseja llenar. 

PARTE SEGUNDA 

Hasta fines del siglo pasado, las naciones cristianas y ca- 
tólicas hablan reputado el matrimonio como un verdadero 
sacramento, exclusivamente regido por las leyes canónicas, 
sometido á la jurisdicción de la Iglesia, é indisoluble, en con- 
secuencia, cualquiera que fuese la causa alegada. 

El espíritu de análisis que distingue á nuestro siglo, no ha 
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tardado en separar el contrato civil de la institución religio- 
sa para sujetarlo al imperio de la ley laica, entregarlo á loa 
tribunales seglares y autorizar su disolución, en determin;Tr 
dos casos, aun contra la voluntad de uno ú otro de los con- 
trayentes. 

Sin embargo, bajo cualquier aspecto que sea considerado, 
el matrimonio es siempre la única base digna de la familia, 
como la familia es ¡a única base sólida de la sociedad, lo que 
basta para explicar la atención solícita que el legislador le 
ha dispensixdo, Ins garantías especiales de que ha querido 
rodearlo, y la estabilidad, por lo menos relativa, que nunca 
ha dejado de acordarle. 

La naturaleza intima del matrimonio, las vinculaciones 
personales que establece y las consecuencias trascendenta- 
les que produce, han impulsado, pues, al legislador á colo- 
carlo en una categoría eápocial, facilitando su celebi'ación, 
aceptando el contraído en país extranjero, y haciendo do ese 
solemne contrato la piqdra angular de todas las relaciones 
de familia. 

Del punto do vista internacional, la primera dificultad que 
el matrimonio provoca, es averiguar si la capacidad de los 
contrayentes ha do ser regida por la ley que la gobierna en. 
general ó lo ha de soi' por una loy especial en atención á las 
cspecialísimas relaciones de derecho que él engendra. 

Uno de los sistemas formulados hace regir la capacidad 
piíra casarse, por la ley que rige la capacidad de contratar. 
Este sistema, sostenido por la mayoría de los escritores, en- 
tre ellos Fcclix, JJemolombe, Bar, Zachariie, Phillimore, 
Wheaton, Fiore, Eperson, Biocher, Freitas y otros, ha sido 
también aceptado por lo3 Códigos de Francia, Italia, Bélgi- 
ca^ Esparta, Venezuela, Méjico, Brasil y algunos otros. 

Sus razones están lejos do ser convincentes. El matrimo- 
nio afecta, sin duda, la persona; pero la afecta do una mane- 
ra muy diversa que la generalidad de los contratos, «así por 
su naturaleza como por sus condiciones, efectos y duración. 
Hay, además, un grande interés público en estimular y pro- 
pagar la institución matrimonial, y no es, por tanto, de ex- 
trafiíu' (jue con ese objeto la capacidad .de los contrayentes 
Síilgci fuera de su ley general. 

OHRAS FAP.RES l8 
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Otro sistema ha sido formulado por Savigny en favor de 
la ley del domicilio del marido al tiempo de la celebriícióii 
del matrimonio; pero, aparte de que su doctrina no ha sido 
adoptada por ningún otro jurisconsulto y no ha sido incor- 
porada á un solo Código, adolece del mismo defecto que la 
anterior, de asimilar el matrimonio á los contratos ordinarios 
de la vida civil. 

El último sistema es el que sujeta la capacidad de los con- 
trayentes á la ley del lugar de su celebración. Esta solución, 
apoyada por Meier, Kent, Burge, Story, Halleck, Lawrence, 
Dudley-Field^ Bishop, Seymour, Santword, Parson, Shelford, 
Beauchet y Gallespie, ha sido adoptada por las legislaciones 
de Inglaterra, Estados Unidos, Chile, Paraguay, República 
Argentina y República Oriental del Uruguay. 

Aboga en favor de su admisión la conveniencia de facili- 
tar la celebración del matrimonio, sobre todo en pueblos es- 
casos de población y favorecidos por la inmigración euro 
pea. Siendo siempre cierto el lugar de la celebración y único 
para ambos contrayentes, se llega á la uniformidad, que tan- 
to allana las dificultades internacionales en materia de capa- 
cidad. Tratándose de un acto que requiere multitud de for- 
malidades y condiciones y en que la voluntad de las partes 
predomina tanto para su realización, es oportuno buscar el 
acuerdo de la ley de las voluntades que concurren en el lu- 
gar de la celebración del matrimonio. 

Respecto á las formas mismas del matrimonio, no existe 
cuestión alguna fundamental; pues la doctrina y la legisla 
ción están de pleno acuerdo en admitir que ellas deben ajus- 
tarse á la ley del lugar donde el acto se celebra, de suerte 
que, por esa misma ley, deben decirse á todas las contesta- 
ciones referentes á la existencia y validez del matrimonio. 
Solución tan uniforme y tan autorizada no importa una 
desviación de los principios á que más adelante se sujetan 
las cuestiones relativas á la forma, existencia y validez de 
los actos jurídicos. El matrimonio se supone siempre consu- 
mado en el mismo lugar en que se celebró, y la solución pro- 
puesta se convierto así en una confirmación de la regla men- 
cionada. Aun en caso contrario, la desviación, si desviación 
hubiese, podría ser fácilmente justificada por los mismos 
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fundamentos aducidos respecto de la capacidad de los con. 
trayentes. 

Merced á esta solución, quedan virtualmente eliminadas 
todas las cuestiones que los autores promueven acerca de los 
matrimonios autorizados por agentes diplomáticos, los deno- 
minados in fraudem legis^ los celebrados sin la ceremonia 
religiosa prescrita por la ley personal de los cónyuges, y los 
ajustados á las prescripciones de la ley personal en contra- 
vención á la del lugar de la celebración. Los primeros no 
serán válidos por falta de autorización, como lo demuestran 
Merlin, Laurent, Lawrcucc, OH vi, Brocher y Alcorta. Los 
segundos y terceros lo serán, porque no hay fraude desde 
que se observa una forma legal, como lo enseñan Story, Kent, 
Schaffnei-, Walker, Ferguston, Westlake, Bnr, Field, Bishop, 
Olivi, Hallek, Despagnet y Alcorta, invocando, entre otros 
fundamentos, una decisión do los Tribunalea de Massachus- 
sets y las prescripciones de los Códigos del Paraguay y Re- 
pública Argentina. Los últimos serán nulos, puesto que la ley 
del matrimonio debe tener la unidad necesaria para evitar 
que su validez adolezca do intermitencias de lugar ó de tiem- 
po, como lo sostienen Merlin, Story, Duguid, Pie, Verger, 
Despagnet y Alcorta, cuyas opiniones están de acuerdo con 
lo resuelto en los Códigos del Paraguay y República Argen- 
tina. 

Por lo que hace á las relaciones personales de los casados, 
siendo las leyes que las establecen do verdadero orden pú- 
blico, en razón de los motivos do interés general que las 
animan, no pueden ser regidas por otra ley que la del domi- 
cilio matrimonial, como lo serían también, aunque no se tra- 
tase de leyes de orden público, en virtud de las razones ex- 
puestas acerca de la capacidad de las personas en general. 

Finalmente, todo lo que atarte á la separación temporal 
de los esposos, debe ser regido por la ley del domicilio con- 
yugal, á mérito de las mismas razones; mientras que la di- 
solución del vínculo matrimonial sólo queda sujeta á la mis- 
ma ley, bajo la explícita condición de que la causal alegada 
para la disolución, sea también autorizada por la que go- 
bierna la validez del matrimonio, es decir, la ley que presi- 
dió á su celebración. 
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Deflnidad las leyes que rigen el matrimonio bajo todoa bus' 
aspectos, quedan implícitamente determinadas las que deben 
gobernar las relaciones de familia que nacen del matrimo 
nio, como la flliación legítima, la legitimación por subsi* 
¿uiente matrimonio y la patria potestad, asi como la tutela 
y cúratela destidanasásuplirlasen los casos correspondientes. 
La ñliaclón y la legitimación ae reglan por la misma ley del 
matrimonio: las relaciones personales entre padrea é hijos, 
tutores é incapaces, como las de marido y mujer, por la ley 
del domicilio de la persona que ejercita el cargo: las que 
afecten los bienes, por la de sü respectiva situación, sin per- 
juicio de que la ley del lugar de la residencia determine las 
medidades urgentes indispensables para mantener la autori- 
dad del marido sobre la mujer, rio los padres sobre los hijos 
y de los guardadores sobre sus pupilos, medidas que son de 
carácter excepcional y á menudo puramente preventivas ó 
policiales. 

Es muy satisfactorio para la mayoría de la Comisión ha- 
cer constar que el proyecto de la mínoria somete igualmente 
la validez del matrimonio á la le;y^ del lugar de su celebra 
ción, lo que la Induce á pensar qUe también le someto todo 
lo relativo á la capacidad de los contrayentes y á las formas 
del acto. Siente, sí, que la integridad del sistema haya sido 
mutilada por las excepciones introducidas en el inciso 2.<^, 
artículo 10 y en el artículo 11 en favor de la ley nacional de 
los contrayentes; porque, aunque tomadas del Código de 
Chile, las reputa infundadas por las razones ya emitidas. 

Es del mismo modo penoso para la mayoría de la Comi- 
sión observar, en cumplimiento de sus deberes austeros, que 
el proyecto de la minoría no determina la ley aplicable á las 
relaciones personales de los esposos, y guarda profundo si- 
lencio acerca de la flliación, la patria potestad, la tutela y 
cúratela, materias que son ineuostiouablemente del resorte 
de un Tratado Civil Internacional, y cuya eliminación no 
puede, por lo mismo, explicarse satisfactoriamente. 
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De los bieoeg 

Lofi bienes, que constituyen otro de los sujetos del Dere- 
cho Civil, se dividen en corponales é incorporales, y los cor- 
porales se subdividen en raices y muebles. 

Acerca de los bienes raices, la doctrina y la legislación 
han estado siempre de acuerdo para someterlos al imperio 
de la ley del lugar de su situación. Profesado este sistema 
por los autores de todos los tiempos, ha sido adoptado por 
los Códigos de todos los paiscs. La supremacía de la ley te- 
rritorial en el régimen de los inmuebles parecía así un axio- 
ma consagrado por la triple autoridad de la tradición histó- 
rica, de la ciencia jurídica y del Derecho Positivo. 

Fiore y Laurent, adeptos fervientes de la escuela que pre- 
tende personalizar toda ley, iiaii llevado, sin embargo, su 
fanatismo doctrinario hasta sostener que los bienes raíces 
deben subordinarse á la ley nacioíial del propietario en to- 
das aquellas relaciones de orden privado, que no rocen di- 
rectamente los intereses políticos, económicos ó sociales del 
pais donde se hallen ubicados. 

Hace cerca de un siglo que Portalis, invocando la sobera- 
nía del Estado, condensó en breves y elocuentes palabras el 
fundamento capital de la preeminencia de la ley territorial 
sobre los inmuebles. A pesar de su indisputable talento, Fio- 
re ha sido desautorizado por el Código Civil de Italia, que 
sanciona el principio universal. T^aurent con toda su erudi- 
ción y toda su autoridad no ha logrado imponerse á la 
Comisión Revisora del Código Civil Belga, que lo refuta vic- 
toriosamente. 

Innovación tan gratuita como aventurada, ha sucumbido, 
sin lucha y sin esfuerzo, bajo el peso de su propia enormidad 
y apenas se concibe que haya sido formulada por inteligen- 
cias tan distinguidas; puesto que ataca el predominio de la 
soberanía local, carece de toda precisión científica y sólo 
ofrece un sistema incompleto de soluciones para las dificul- 
tades de que ol régimen de los inmuebles quedarla plagado 
si hubiera de prescindirse de su ley natural, que es la del 
lugar de su situación. 
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Abarcando la soberanía del Estado todo el teiTítorio some- 
tido á su imperio y jurisdicción, su unidad, integridad é in- 
divisibilidad exigen que ella retonga el régimen universal 
de la propiedad: que fije la condición jurídica de las cosas; 
que detei'mine las que sean enajenables; que regle los dere- 
chos dol propietario y del poseedor: en una palabra, que 
predomino, con exclusión de cualquiera otra, sobre todo 
cuanto se refiere á derechos reales d<3 que los bienes son 
susceptibles. 

Laurent, que es el que más netamente ha formulado la 
nueva doctrina, reconoce que el régimen de los inmuebles 
afecta en el más alto grado el interés de la nación donde 
están ubicados. Ahora bien: siendo un principio incontesta- 
ble que la ley personal debe subordinarse á la territorial 
siempre que el interés social resulte comprometido, su doc- 
trina conduce á los mismos resultados que el sistema tradi- 
cional que pretende reemplazar, y es la ley de la situación 
de los inmuebles la que so aplica en definitiva, merced al 
elemento de interés social, cuyos límites no es dado fijar de 
antemano con toda precisión y cuya intervención no puede 
menos do complicar gravemente las cuestiones, de suyo 
graves, que lleguen á suscitarse. 

Aun dejando de lado las dificultades inherentes á la incer- 
tidumbro de la nacionalidad y su lucha tenaz con la teoría 
del domicilio, también personal, el nuevo sistema deja inso- 
lubles muchas otras que surgen á cada paso. ¿Qué ley se 
aplicará cuando la persona del propietario sea desconocida? 
¿Qué ley debo primar siempre que se trate do una cuestión 
de dominio entre personas do distintas nacionalidades? Si 
la cosa perteneciese á varias personas nacionales de diver- 
sos países, ¿la ley de cuál de ellos sería preferida? 

Lo arbitrario del sistema de la personalidad de las leyes 
reguladoras de los inmuebles, sus deficiencias é impractica- 
bilidad surgen en el momento mismo en que se trata de su 
aplicación, de suerte que no seria jurídico ni posible aban- 
donar el tradicional sistema de la ley territorial que, basado 
sobro el hecho visible de la situación, resuelve segura y uni- 
formemente todas las dificultades que pueden presentarse 
en las relaciones de la vida diaria. 
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Por lo que hace á los bienes muebles, la doctrina y la le- 
gislación no han sido unánimes ni consistentes. Los viejos 
estatutarios los haeian depender de la ley personal del pro- 
pietario, y algunos tratadistas modernos repiten todavía pu 
pintoresco adagio mobilia ossibus inhcerent. Los Códigos an- 
tiguos adoptaron el mismo sistema y los menos recientes lo 
conservan aún. 

Los jurisconsultos alemanes Waechter y Savigny, han sido 
los primeros en repudiar la distinción entre muebles é in- 
muebles, como incompatibles con la verdadera naturaleza de 
las cosas ó inconsecuente con el principio fundamental déla 
soberanía del Estado. La nueva doctrina de tan eminentes 
jurisconsultos ha sido prohijad i en Europa por Bar, Marcado, 
Demolombc, Fiore, Lomonaco, Phillimore, Westlake, Asser, 
Rívier, Líiurent, los revisadores del Código Belga y otros 
muchos, Wheaton, Bollo, Sanojo, Chacón, Freí tas, Alcorta y 
Ramírez la siguen en la América. El mismo Brad, acérrimo 
partidario de la doctrina opuesta, se vé forzado á declarar 
que si los muebles están, en teoría, sometidos á la ley del 
domicilio, el principio es rara vez aplicable, de hecho, por 
razones de orden público, de modo que resulta prácticamen- 
te la excepción y que los muebles son casi siempre regidos 
por las leyes del país donde osttin materialmente situados. 

El consideral)le desenvolvimiento de la importancia de 
los bienes muebles en nuestros días ha llamado la atención 
do los legisladores acerca de su verdadera naturaleza, de su 
situación efectiva y de la ley que debe, en consecuencia, re- 
girlos. Rechazando la tradicional distinción que los sometía 
á un régimen diferente del de los inmuebles, los Códigos de 
Baviera, Colombici, San Salvador, Chile, Paraguay y Repú- 
blica Argentina, sujetan los unos y los otro^ al imperio de 
l<i ley territorial. Aun el Código do Italia, monuaiento legis- 
lativo del predominio de la ley personal, después do impo- 
nerles la ley nacional del propietario, no ha podido abste- 
nerse de dejar á silvo las disposiciones de la ley del país 
dande se encuentren, salvvidad tacliada por Asser con falta 
de rigor jurídico y que es mis bien un homenaje justamen- 
te rendido al predominio inevitable de la ley local. 

La verdad, nada mas que la verdad se necesita para de- 
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mostrar la justicia de la asimilación de muebles é inmue 
bles del punto de vista de la ley aplicable á los unos y los 
otros.. Pretender que los muebles carecen de situación, es 
sustituir la ficción á la realidad; porque, de hecho, los mue- 
bles tienen una situación electiva en el lugar donde so en- 
cuentran. Que carezcan de situación fija, en el sentido de 
que pueden ser fácilmente trasladados, prueba, por el con- 
trario, que tienen una situación real, sin la cual el cambio 
de lugar resultaría absolutamente inconcebible. Que no es- 
tén siempre adheridos al suelo nacional, no impide tampoco 
que estén dentro del territorio patrio y que deban, en con- 
cuencia, regirse por sus leyes al mismo título que los in- 
muebles. 

La doctrina tradicional, tan opuesta en apariencia A la 
unidad de la ley reguladora de mueblen é inmuebles, es, en 
el fondo, el testimonio más concluyente que pudiera aducir- 
se contra la separación establecida por ella misma. Para de- 
mostrar que los muebles debían regir e por la ley personal 
de su propietario, les atribuía una situación ficticia en el lu- 
gar donde él se hallaba domiciliado. Esta ficción, que ligaba 
los muebles al lugar de su supuesta situación, tenía precisa- 
mente por objeto escapar al reproche de inconsecuencia en 
la determinación de la ley aplicable; y permito deducir con 
seguridad que, si la ley del domicilio los regía, no era en el 
carácter de ley personal del propietario, sino de ley real im- 
puesta por la situación de la cosa misma. 

Algunos de los autores y Códigos invocados en favor de 
la asimilación de los muebles á los raíces, del punto de vis- 
ta de la ley por la cual deben regirse, exceptúan los mue- 
bles en tránsito y los de uso personal del propietario para 
someterlos á la ley de su domicilio; pero esta desviación del 
principio general de la situación, envuelve una positiva in- 
consecuencia enérgicamente rechazada por Laurent y la Co- 
misión examinadora del ('ódigo Civil Belga, así como por 
les Códigos de Baviera y de Chile, que son completamente 
radicales sobre la materia. 

De las circunstancias de que algunos bienes muebles es- 
tén destinados á cambiar de situación más á menudo que 
otros, como el equipaje de un viajero y las mercaderías cu 
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tránsito, no se siguo que sea lógico abandonar el principio 
que reposa sobre la situación do hecho de ios objetos de que 
se trata. La facilidad y frecuencia con que ellos mudan de 
lugar causaná tal vez una gran dificultad de hecho para la 
determinación do la ley aplicable el caso especial que la mo- 
tiva, mas no implica la necesidad, ni la convenie.icia, ni la 
justicia do abandonar el principio verdadero para sustituirlo' 
por otro ficticio. Jlás ó monos accidental y pasajera, tales 
objetos tendrán siempre una situación y ella es el antece- 
dente de. hecho que justifica la aplicación del derecho te- 
rritorial. 

En lo que concierne íi los muebles especialmente destina- 
dos al servicio de la persona, sería poco jurídico y equitati- 
vo sustraeilos á la ley del país d. ndc se encuentran, y des- 
pojar á los acreedores de las garantías que la ley territorial 
les acuerda. Si se trata de mercaderías én tránsito, rara vez 
serán materia de derechos ideales, y difícilmente podrán ser 
tenidas por los acreedores locales; pero no existe razón al- 
guna jurídica ])ara eximirlas de la ley del lugar por donde 
pasan, mientras se encuentren en él. Por breve y precaria 
que se suponga su estadía en el territorio, es la ley de ese 
territorio la que impera sobre ellos, siempre que se trate 
del ejercicio de cualquier derecho real. 

De acuerdo con las precedentes consideraciones, la mayo- 
ría de la Comisión ha redactado el título de los bienes, pros- 
cribiendo toda dislinción entre muebles é inmuebles; suje- 
tándolos sin excepción á la ley del lugar donde existan, 
fijando la ubicación de los buques y sus cargamentos en 
aguas no jurisdiccionales, situando los derechos creditorios 
en el lugar en que la obligación debe sor cumplida, po- 
niendo los derechos adquiridos sobre muebles á cubierto 
de un cambio posterior de situación, y previendo el caso 
en que la ley del nuevo lugar exija otras condiciones de 
forma ó de fondo para la adquisición y conservación de ta- 
les derechos. 

La mayoría ha observado con profunda satisfacción que 
la minoría asimila también los bienes muebles á los raices, 
los sujeta sin excepción al imperio de la ley territorial y 
asigíia idéntica ubicación á los buques» cargamentos y dere- 
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chos creditoriofl, de suerte que, tanto por uno como por otro 
título, la calidad de las cosas, su enajenabilidad, la adquisi- 
ción, conservación y extinción de todo derecho real, por su 
naturaleza, es gobernada por la ley local. 

Toda su disidencia sobre esta importante materia, se re- 
duce á introducir una salvedad en favor de la validez de los 
contratos celebrados en países distintos del de la situación 
de los bienes, y á suprimir las reglas propuestas para el caso 
de cambio en la situación de los muebles. La salvedad, sa- 
cada del Código de Chile, es ajena á esto título, que se con- 
creta al régimen de los bienes y propiamente corresponde 
al título do los actos jurídicos. La supresión envuelve una 
omisión tanto menos justificada cuanto que los artículo? 19 
y 21 de su contraproyecto preven el caso respecto de la 
prescripción. Pero, sea de esto lo que fuere, la verdad es 
que la minoría h^ reproducido la parte fundamental del 
título de la mayoría, y que las disidencias apuntadas salen 
de los límites de la discusión general. 

De los actos jurídicos 

Los actos jurídicos, considerados en sí mismos y con abs- 
tracción de las personas, constituyen el tercer sujeto del 
derecho. 

Siendo vasto el campo donde la vida civil se desarrolla 
activamente, era de esperar que la ciencia les hubiera tra- 
zado de tiempo atrás reglas fijas, claras y precisas que, co- 
múnmente aceptadas, sirviesen de guía á los contrayentes, 
cerrasen la puerta á las asechanzas de la mala fe y evita- 
sen las contestaciones judiciales, que tanto perjudican á la 
seguridad de las transacciones, que tan alarmantes propor- 
ciones han tomado en nuestros dias. 

Nada por desgracia, está más distante de la realidad. La 
diversidad de los sistemas y la disconformidcid en las opi- 
niones, ejerciendo su infiuencia deletérea sobre la doctrina 
y la legislación, han obscurecido la materia y plagádola de 
dificultades insuperables, no para el común de las gentes, 
sino aún para los hombres encanecidos en el estudio de la 
<2ieíicia. Parecerá, pues, quimérico y hasta pretencioso 
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buscar siquiera un rayo de luz para proyectarlo sobre este 
vwdadero caos; pero intentarlo es un deber, y los deberes 
no se discuten. 

Desde los tiempos más remotos, la libertad de las partes 
es el principio que domina soberanamente Ja materia de los 
acto3 jurídicos. La voluntad individual es la primera regla 
de las convenciones humanas y por eso se repite siempre 
que las convenciones legalraente celebradas 'son la ley de los 
contrayentes. No es necesario que ellos determinen las 
cláusulas todas de su contrato: les basta referirse á una ley 
cualquiera para que se la repute incorporada á la conven- 
ción. Tan amplia autonomía no reconoce otras limitaciones 
que las que derivan de la organización política, del orden 
público ó de las buenas costumbres del país cuyas leyes 
hayan de regir la relación jurídica que se procure contraer. 

Cuando las partes, renunciando á su libertad de acción, 
no hayan ñjado expresa ni tácitamente la ley á que desean 
someter sus extipulaciones, entonces la autoridad debe in- 
tervenir, á título de soberana, para designar esa ley, y des- 
de este momento aparecen la confusión de las ideas, la con- 
tradicción de los sistemas, la disconformidad de las doctrinas 
y la oposición de las decisiones legislati/as ó judiciales, lla- 
madas á resolver el conflicto. 

Apreciando en conjunto los autores y los Códigos, puede 
afirmarse, sin temor de contradicción, que ellos distinguen 
en las obligaciones convencionales las formas externas, su 
substancia intrínseca, sus efectos ordinarios, sus consecuen- 
cias accidentales, y, por fln, su correspondiente ejecución, 
comprendiendo dentro de estas denominaciones relativa- 
mente generales todos los numerosos elementos que atañen 
á la celebración, validez y cumplimiento de dichas obliga- 
ciones. 

Por lo que hace á las formas externas, la opinión corrien- 
te entre escritores y codificadores las hace depender de la 
ley del lugar donde el acto se celebró. Regla, al parecer tan 
sencilla y tan justa, no deja, sin embargo, de suscitar serias 
dificultade3 en su aplicación. ¿Dinde se entiende celebrado 
el contrato, sobre todo entre ausentes por medio de corres 
pondencia ó de mandatarios? ¿Comprende los contratos sobre 
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bienes situados en distinto país, sea que las leyes exijan ó 
nó formas especiales para reconocerlo y respetarlo? Si la obli- 
gación ha de ser ejecutada en otro lugar, ¿podrá ser regida 
por distinta ley que la suya? Fa3lix. que ha sido el más ar 
diente propagandista de la regla, que en su apoyo invoca 
cerca de cuarenta autores, se ve forzado á introducir distin- 
ciones y admitir excepciones que por lo menos limitan en 
graiide escala su aplicación. 

Respecto á la sustancia intrínseca, Foelix y Fittraan sos- 
tienen que la ley del lugar de la celebración comprende ta^n- 
bién la perfección, naturaleza, validez é inteligencia de la 
convención, así como las acciones rescisorias, resolutorias ó 
revocatorias que procedan de ella misma. Laurent y Des- 
pagnet someten el objeto del contrato al imperio de la ley 
del lugar de la celebración y sus vicios sustanciales á la ley 
nacional de las partes. Freítas adhiere á la ley del lugar de 
la celebración en cuanto al objeto del acto y reserva los sor- 
vicios sustanciales á la ley del lugar del juicio. Merlín, De- 
mangeat, Rocco, Fiore, Casanova, Olivart y otros sujetan el 
objeto y todos los vicios de que la convención pudiera ado- 
lecer á la ley del lugar de la celebración. No obstante la 
profunda anarquía de sus opiniones, todos, ó casi todos están 
de acuerdo en dejar fuera del dominio de la ley del lugar de 
la celebración, varias excepciones, entre las cuales sobresa- 
len en primer término todos los contratos á ejecutar en otro 
país por la naturaleza de las cosas, la voluntad de las partes 
ó. la disposición de las leyes. 

En cuanto á los efectos ordinarios, Merlín, Fcr.lix, Rocco, 
Weiss, Haus, Eperson, Tjomqnaco, Massé y otros los distin- 
guen délas consecuencias accidentales para regir los efectos 
por la ley del lugar de la celebración, y las circunstancias 
por la del lugar de la ejecución ó de los hechos, según los 
casos respectivos; mientras que Bar, Fiore, Asser, Laurent y 
otros rechazan toda distinción entre efectos y consecuencias 
para someterlos á la ley del lugar del domicilio del deudor, 
á la del lugar de la ejecución del contrato ó la del lugar de 
su celebración, de acuerdo con respectivos principios funda- 
mentales en materia de obligaciones. 
' Finalmente, acerca del cumplimiento del contrato, todos 
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ostán de ncuerdoa en ajustarlo á la ley del lugar de antema- 
no designado para su ejecución, ya sea por la situación de la 
cosa objeto de la obligación, ya por mandato del legislador» 
ya por elección de los contrayentes^ con las restricciones do 
orden, aun cuando no lo estén precisamente acerca de lo que 
la ejecución debe comprender, como resulta de la confron- 
tación de los autores mencionados y demás que se ocupan 
del punto en cuestión. 

No obstante lo somero de la precedente exposición, ella 
basta para poner de manifiesto que toda la ciencia de los tra ' 
tadistas, sus libros y discusiones no han logrado arribar á 
conclusiones netas y precisas, que se impongan al común, 
consenso, para la resolución de la innumerable diversidad 
do cuestiones que se agitan con motivo de las obligaciones 
coiívencionales, tipo el más frecuente y trascendental de los 
fictos jurídicos, de manera que esta importantísima materia 
del Derecho constituye en la actualidad un laberinto, cuyas 
dificultades se agravan en razón directa do las nuevas disi- 
dencias que aparecen. 

Rn presencia de semejante situación, todo espíritu recto y- 
lógico esinsenaíblemetito conducido á preguntarse si no será 
lícito prescindir de todos estos síntomas obscuros, hostiles y 
contradictorios para buscar la solución del problema en la 
a lopción de otro sistema más simple, más racional y más 
ciontífico que, sometiendo las relaciones jurídicas á una so'a 
ley, despeje la materia de todas las dificultades que la ro 
dran, la obscurecen y la dominan. 

La afirmativa seria una temeridad imperdonable si ella no 
pudiera apoyarse en la doctrina de eminentes jurisconsultos- 
é invocar la autoridad de Códigos respetables. El nudo gor 
díano se desata proscribiendo la funesta infiuencia de la ley 
del lugar do la celebración, para sujetarse exclusivamente á 
la ley del lugar de la ejecución de las (conveniencias* Tal es; 
en esencia, el sistema bosquéjalo por Waechter, desarrolla* 
do por Savigny, apoyado por Phillimore, ampliado por Ra 
mírez y que propiamente arranca del Derecho Romano, esa 
fuente inagotable de equidad, de justicia y de ciencia. Tal 
es, sobre todo, por aventurado que parezca decirlo, el siste- 
ma que fatalmente fluyo de las opiniones y dccisíoncB de los 
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mismos autores y Códigos que más ostensiblemente lo con- 
tradicen. 

Aun cuando la regla locm regit actum goce de incuestio 
nable autoridad desde «1 tiempo de los grandes estatutaríos, 
^aya atravesado incólume las vicitudes científicas de los 
últimos tiempos, y haya llegado hasta nosotros rodeada de 
una aureola que todavía deslumhra á espíritus selectos, la 
verdad es que nadie conoce con exactitud su verdadero ori- 
gen, ni la época en que apareció, ni la órbita precisa de su 
acción. 

Háse pretendido derivarla del Derecho Romano; pero esa 
pretensión se estrella contra el texto expreso de la ley 21 
del Digesto, titulo De obligationibus et (ictionibus. Bartolo ha 
sido indicado como su verdadero autor; pero, simple glosa- 
dor de las leyes romanas, no podía rebelarse contra su 
autoridad para cambiar su letra ó torcer su espíritu. Háse 
atribuido, por último, á los estatutarios; pero, si bien su 
notoriedad data de la edad media, ninguno de ellos se pro- 
clama su autor y muchos de los más famosos desconocen su 
imperio. 

Restringida por algunos autores modernos á la forma ini- 
cial de los contratos, extendida por otros á todo lo que se 
refiere á su naturaleza, validez ó alcance, y ampliada por 
no pocos hasta entregarle los vicios sustanciales de que pu- 
dieran adolecer, ninguno ha osado someterle nada de cuan- 
to se refiere á su ejecución, que es precisamente el objetivo 
final de todo contrato, como que comprende las prestaciones 
recíprocas de las partes acerca de la entrega y recepción de 
la cosa, modo del pago y moneda en que debe verificarse, 
ofertas reales y consignación del precio, obligación de dar 
recibo y mora del deudor, intereses moratorios y daños y 
perjuicios de la inejecución, así como todos los incidentes 
que pudieran suscitarse á su respecto. 

Trátase de una regla tan incierta, tan vaga y tan contro- 
vertible, que sus propios defensores no han logrado ponerse 
de acuerdo sobre su carácter para decidir si es facultativa ú 
obligatoria. A la vez que Waeehter, Savigny, Rocco, Foelix, 
Massé, Phillimoro, Whéaton, Bard, Despagnet, Olivart y -Pi- 
menta Bueno sostienen que es puramente facultativa, Mer* 
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lin, Westlake, Story, Napolitany, Asser y Laurent la decla- 
ran rigurosamente obligatoria, y Massé, Vaquette, Mancini, 
Fiore y Loraonaco, aceptando su carácter imperativo, hacen 
una excepción en favor de la ley nacional de los contrayen • 
tes. ¿Qué regla es ésta que tales cuestiones suscita, que á 
tan fundamentales disentimientos se presta y cuyo único re- 
sultado es colocar la ciencia en la pendiente fatal de la con- 
fusión, de la incertidumbrc y de la anarquía? 

Por otra parte, las razones aducidas en defensa de la re- 
gla no resisten- el más ligero examen; su completa insuficien- 
cia para dirimir los conflictos de la materia es confesada por 
sus propios defensores, y su absoluto rechazo se impone co- 
mo un deber ineludible de la ciencia, que no puedo sacrifi- 
car la severidad de sus principios, la exactitud desús deduc 
clones y la estabilidad de las conveniencias humanas en aras 
de sentencias anónimas sin más título que el tiempo, ni más 
fundamento que la rutina. 

Del mismo modo que las personas que tienen bienes situa- 
dos en distintas partes, están obligadas á conocer las leyes 
que las rigen en cada nación, también lo están á conocer las 
leyes del país donde han de ejercitar los derechos ó cumplir 
las obligaciones procedentes de sus contratos, ci^lquiera 
que sea el lugar de su celebración. Esta obligación no com- 
promete la subsistencia de los actos celebrados de buena fe, 
siempre que sean ajustados á su ley, ya porque los actos ju> 
rídicos, además de sinceros, deben ser legales, ya porque no 
se trata de repudiar toda ley sino de determinar la que ha- 
ya do gobernar la relación jurídica del casL. La necesidad 
de conocer la ley del lugar de la ejecución de los contratos 
es inevitable, aun cuando la forma y sustancia sean regidas 
por la ley del lugar do su celebración, de suerte que conser- 
vando, aunque no se¿in más que las dos leyes de la celebra 
ción y de la ejecución, la dificultad, lejos de simplificarse, se 
agrava, porque se duplica. 

Cuando dos personas conUatan sobre cosas situadas en un 
lugar y se comprometen á llenar sus obligaciones en el mis- 
mo lugar, el caso cae bajo el imperio de la ley interna del 
país, bajo cualquier aspecto que se le encare, desde que nin- 
guna otra ley puede dispuí.¿;rlc el gobierno de la relación ju- 
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ridica así formada. Caando el contrato versa sobre cosas 
situadas en otro lugar ó debe cumplirse en distinto lufi^ar de 
aquél en que fué celebrado, recién sur^e el caso de Derecho 
Internacional Privado; porque entonces dos ó más leyes pue- 
den disputarse el predominio de la relación. Y bien la insu- 
ficiencia do la regla analizada aparece simultáneamente con ' 
el caso; pues que^ asíFoelix como Cocceji, Story, Burge,Haus, 
Weiss, Bard, Asser, Laurent y demás declaran que el caso 
se rigo entonces por la ley del lugar de la ejecución. Quiero 
decir que el lugar de la ejecución 03 el que realmente pre 
domina y el único, por tanto, en aptitud de determinar la 
ley aplicable á la rebición jurídica de su referencia. 

Tan g!-ande es el imperio de la lógica, aun sobre los espí- 
ritus más despreocupados, que Brocher no ha podido menos 
de decir ingenuamente que la regla /octí.'í regit adiim suscita 
graves dificultades del doble punto de vista de la pruebfl y 
de la garantía de las obligaciones; que'Savigny y Haus con- 
fiesan paladinamente que en ciertos casos importa una ver- 
dadei'a derogación de las leyes destinadas A regir los actos 
j.irldícos; y que Fa>lix admite la posibilidad de que la opi- 
nión de Eíchborn, en favor do la ley del domicilio, sea má.^ 
confoi*me.al derecho estricto. La verdad de la:^ cosas, la ló- 
gica de los principios y la seguridad do los actos jurídicos 
exigen, do consiguiente, que la regla locm regit actum sea . 
proscrita, y proscrita para siempre, del Derecho Internacio 
nal Privado. Esta cieucia tiene también sus armas dofensi 
vas contra las nociones perturbadoras, y j'imás las emplea- 
rá más justa y ventajosamente que eliminando dicha regla 
como principio general en materia de actos jurídicos. 

Pero si es lícito repudiar un sistema, es indispensable 
reemplazarlo con otro que responda mejor á todas las exí 
gencias que está llamado á satisfacer. Este sistema no esne 
cesarlo inventarlo, ponjue ya existo claramente formulad) 
y victoriosamente defendido. Es el nuevo sistema, hace un 
momento Indicado, de la ley del lugar de la ejecución de las 
convenciones para regirlas, al)ra/.antlo formas, sustancias, 
efectos, cumplimiento y domís que len concierne desdo qu^ 
nacen hasta que mueren. Kl sistema se completa con la de- 
signación del lugar en que las conv^encionos deben cumplir- 
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se, siempre que las partes no lo hagan dentro de los límites 
en que su arbitrio puede ejercitarse. 

La ley del Digesto antes citada, establece que confi'axissie 
unus quisque in eo loco inteUigitur^ in quo ut solcerety fte obli- 
gavif. La ley 11, título 5, libro 42 del Digesto, dijo también 
que Contracttcm autem non utique eo loco intelligiturj quo ne- 
gotium gestum sif] ned quo Holvenda eat pecunia. Era, pues, 
una niííxima del Derecho Romano que el contrato se entien- 
de celebrado en el lugar de su ejecución, y sobre esa base 
gríiníflca pudo asentarse el sistema que le entrega el gobier- 
no de la extipulación bajo todos sus aspectos. 

Sin embargo, Síivingny, á quien en justicia pertenece el 
altísimo honor de haber formulado el nuevo sistema, que 
tanta notoriedad le ha dado en el mundo de la ciencia, des- 
deñó aquel fundamento, cediendo á las corrientes de una 
crítica poco justificada y pretirió asentarlo sobre un estudio 
detenido de la esencia de la obligación, que conduce á fijar 
su asiento jurídico en el lugar designado para su cumpli- 
miento. 

Como Savigny lo dice, toda obligación resulta de hechos 
visibles; toda obligación se cumple por hechos visibles. Unos 
y otros pasan sucesivamente en algún lugar, y así para de- 
terminar el asiento de la obligación, esforzóse escoger entre 
el lugar en que ella nace y el lugar en que se cumple, entre 
su principio y su fin. Ahora bien, encarando la cuestión de 
un punto de vista general, ¿cuál de los dos términos mere- 
cerá la preferencia? 

Ahora bien, si según estas mismas opiniones y decisiones 
la ley del lugar de la celebración sólo rige los actos jurídi- 
cos bajo condición que han de ser ejecutados en el mismo 
lugar y la del lugar de la ejecución predomina, toda vez que 
ambos lugares no coinciden, ¿no es evidente que la ley del 
país en que la convención debe ser cumplida es la verdadera 
ley del acto jurídico, á fin de que lo principal no quede su- 
bordinado á lo accesorio, lo secundario á lo esencial, la ver- 
dad á la ficción? 

FijcT-do el principio fundamental de la materia, toda la di- 
ficultad se reduciría á deslindar con acierto y claridíxd los 
lugares donde los diversos contratos deben ser cumplidos, 
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determinar igualmente el asiento jurídico de las obligacio- 
nes que nacen sin convención, y establecer la formalidades 
que han de revestir los instrumentos públicos ó privados^ 
que no son, por cierto, los contratos mismos, sino los escri- 
tos que los consignan con el objeto de preestablecer la prue- 
ba de su existencia, de los derechos que confieren y de las 
obligaciones que imponen, á fin de prevenir ó decidir las di- 
ferencias que su cumplimiento puJiera suscitar. 

Esto es precisamente lo que la mayoría de la Comisión ha 
hecho en el título analizado. Ei sistema adoptado por ella 
podra no conquistar las adhesiones de la opinión; más la 
elección no debci'ía ser dudosa, sobre todo del punto de vis- 
ta práctico, que reviste una importancia capital en esta di- 
fícil materia. Creación anónima, noción ambigua, teoría fal- 
sa, sistema sin vida, la regla locas regit actum sólo alcanza 
á reflejar sobre los actos jurídicos la confusión, la inseguri- 
dad, la complicación y la anarquía de sus propios defenso- 
res. De parto de la ley del lugar de la ejecución está la au- 
toridad de un jurisconsulto, cuyo nombre sepionuncia siem- 
pre con respeto, la claridad de la concepción científica, la 
solidez de las lazones en que se ::poya y una simplicidad tan 
completa que descarta todo peligro de dificultacíes de inter- 
pret¿ición ó de aplicación á que jamás escaparía el sistema 
opuesto, cuajado de excepciones taíi numerosas como con- 
tradictorias. ' 

Por lo demás, aunque la máxima combatida hubiera de 
prevalecer una vez más, el título de la minoría tendría que 
ser depurado de las repetidas incongruencias que lo privan de 
la unidad y de la lógica que deben caracterizar esta clase 
de trabajos. Aparentemente asentados sobre la regla locus 
regit actum^ responde en su estructura general á diversos 
principios de todo punto inconciliables. Los artículos 22 y 
29 confirman la ley del lugar de la celebración; los artículos 
23 y 26 opt(in por la ley del lugar de la ejecución; los ar- 
tículos 24 y 25 salvan la ley nacional de las partes; y el 27 
erige su voluntad en regla suprema de la materia. ¿Merece 
esto el nombre de ecletismo? A juicio de la mayoría, es sim- 
plemente inconsecuencia y contradicción. 
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De la sociedad conyugal 

La intimidad de las relaciones matrimoniales no podian 
identificar las personas de los esposos sin influir al mismo 
tiempo sobre sus intereses materiales, que tiende siempre á 
confundir, sujetándolos de ordinario á un destino común. El 
matrimonio no se limita, pues, a actuar sobre los cónyuges, 
sino que obra también sobre sus bienes. De las relaciones 
personales se ocupó el título «Del matrimonio». El presente 
versa sobre las relaciones pecuniarias. 

Bajo las diversiis denominaciones de régimen matrimo- 
nial, contrato nupcial ó sociedad conyugal, se designa ó com- 
prende el conjunto de las reglas destinadas á gobernar los 
bienes presentes y futuros de marido y mujer del triple pun- 
to de vista de la propiedad, del goce y de la administración, 
conjunto de reglas que puede dimanar de la voluntad de las 
las partes ó de las disposiciones de la ley. 

La libertad, que es de la esencia de las convenciones hu- 
manas, no debía ser desconocida en materia de extipulacio- 
nes matrimoniales. Principio universal en la doctrina, ha 
prevalecido asimismo en todas las legislaciones antiguas y 
modernas, con excepciones tan escasas y desautorizadas, que 
no merecen la pena de ser tomadas en cuenta. En su virtud, 
los que se casan son dueños de adoptar el régimen que pre- 
Heran, de determinar sus condiciones y aún de referirse á 
cualquiera ley propia ó ajena. Su autonomía no reconocerá 
más límites que los que el Derecho impone á la voluntad de 
los contrtiyentes ó á la aplicación de las lej'es extranjeras. 

Siempre que los esposos se abstienen de celebrar contrato 
alguno, ó cuando el celebrado adolece de deficiencias que no 
se resuelven por su propio contenido, entonces el Legislador 
toma la palabra para suplir el silencio de las partes, some- 
tiendo Ipso jure sus bienes al régimen que considera más en 
armonía con los intereses generales, los fines del matiimonio 
y la seguridad de todos. De ahí que la mayor parte de los 
escritores, apreciando el silencio de los esposos como un 
asentimiento implícito á la ley del caso, sostengan que su 
aplicación reposa sobre una convención tácita, pero innega- 
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ble. A Dumoulin peitenece el honor de haber formulíido es- 
ta doctrina, á que se han plegado Savigny, Bard, Demolom- 
be, Arntz, Haus, Weiss, Durand, Asser, Laurent, Ramírez y 
muchos otros. 

Hasta aquí, las disidencias no son sensibles y la discusión 
se mantiene, por lo mismo, dentro de estrechos límites. La 
disconformidad y la controversia recién se agravan cuando 
se trata de escoger la ley á cuyas disposiciones han do que. 
dai' los esposos sometidos, sea por efectos de una convención 
tácita, sea por la voluntad soberana del Legislador. Unos^ 
como Flore y Weiss, se pronuncian por la ley nocional del 
marido en su carácter de jefe de la comunidad. Otros, coma 
Troplong y Fittman, optan por la ley del lugar de la cele- 
bración del matrimonio. Algunos, como Faüix y el Congreso 
de Jurisconsultos de Lima, distinguen entre muebles y raí- 
ces, adhiriéndose á la ley de la situación para los se- 
gundos. 

Respecto de los primeros, bastará repetir que la naciona- 
lidad carece de todas las condiciones indispenssbles para 
servir de fundamento á un principio de Derecho Civil Inter- 
nacional. La opinión de los segundos supone una analogía 
que no existe entre el contrato matrimonial y todos los 
demás, basa una situación permanente sobre una circunstan- 
cia accidental y extiende el alcance de la regla lociis regit 
actum á relaciones que no tienen la menor atingencia con ella. 
Los últimos' olvidan que todas las partes del régimen matri- 
monial acerca de los bienes se ligan estrechamente; que la 
distinción entre muebles é inmuebles es completamente ar- 
bitraria; que la situación respectiva de los esposos, en cuan- 
to á los bienes, no sabría fraccionarse para obedecer á las 
leyes diferentes; y que la aplicación simultánea de princi- 
pios opuestos á idénticos elementos patrimoniales, produciría 
inevitablemente resultados anormales é injustos. 

Desechadas estas diversas soluciones, sólo queda en pie la 
que ofrece la ley del domicilio conyugal escogido de común 
acuerdo entre ambos esposos ó determinado, en defecto de 
acuerdo, por el domicilio del marido al tiempo de la cele- 
bración del matrimonio, cuya solución cuenta en su apoyo 
con la imponente autoridad de la tradición jurídica, de la 
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doctrina corriente, de la legislación general y de la jurispru- 
dencia do los tribunales de Europa y América. 

La iniciativa de la solución propuesta se remonta, en efec- 
to, á Dumoulin, con motivo de una consulta que le fué diri- 
gida sobre la níituraleza v efecto de las convenciones matri- 
moniales referentes á los bienes, y, au-nque disintiendo en 
cuanto á los fundamentos, su opinión lia sido adcptada por 
casi todos los glandes estatutarios, entre los cuales figuran 
J. A^oet, Froland, Boullenois y Bouhier. Entre los autores 
modernos, la ley del domicilio es defendida por Merlín, 
Rocco, Waechter, Savigny, Bar, Demangeat, Rivier, Haus, 
Arntz, Bard, Phillimore, Westlake, Laurent, Ramírez y mu- 
chos más. Los Códigos y las decisiones en Alemania, Fran- 
cia, Inglaterra, Bélgica, Estados Unidos de Norte América y 
varias naciones de la América del Sur, responden al mismo 
principio. 

La lev del domicilio matrimonial, asiento de la sociedad 
conyugal, se impone, pues, como la única apta para gober- 
nar las relaciones pecuniarias de marido y mujer, en defecto 
de estipulaciones especiales, ya se tome por punto de partida 
la idea de la convención tácita de Dumoulin, el sometimien- 
to voluntario á sus disposiciones de Savigny ó el imperio 
directo de la misma ley de Bar. 

Todas estas divisiones carecen de sentido práctico y con. 
vergen hacia el sistema de la ley del domicilio; porque no 
sería lógico negar á la convención tácita el mismo alcance 
que á la expresa, ni impedir que la sumisión voluntaria de 
las partes produzca sus efectos naturales, ni mucho menos 
sustraerse á la autoridad de la ley, que es obligatoria por 
naturaleza. 

Siendo el domicilio matrimonial el lugar de la residencia 
personal de los casados, por tiempo indefinido, y el foco de 
su actividad industrial, mercantil ó profesional, tiene que 
ser forzosamente reputado, en el silencio de las partes, como 
el único elegido para determinar la existencia, composición 
y desenvolvimiento de Li asociación conyugal y el único, 
por consigiiiente, cuya ley debe regir todas las relaciones 
pecuniarias desde el instante mismo del matrimonio. 

Puede, sin duda, cambiar cuando menos se piense; pero 
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ese cambio no afectará en lo más mínimo las condiciones 
recíprocas de los esposos en relación á sus bienes, las que. 
libres de toda influencia procedente de hechos posteriores al 
casamiento, deben continuar en el futuro, tales cuíiles ellas 
nacieron bajo el amparo de la ley vigente en el primer domi- 
cilio conyugal. 

Hace más de seiscientos artos que la ley 23, título 11, Par- 
tida 4.», que ha sido hasta ahora poco el derecho común de 
todos los pueblos de la América Española, declaró que las 
disposiciones de las leyes concernientes á los bienes de los 
esposos en la época de su casamiento, no serían obstruidas 
ni modificadas por las de la ley ó costumbre del lugar á 
donde fuesen después á morai*, y esa declaración ha sido re- 
cogida como la expresión concreta de la jus icia por autores 
de tanta nota como Savigny, Bar, Haus, Weiss, Bard, Mar* 
tens, Asser, Rivier, Olivart, Rougelot, Teichman, Laurent» 
Ramírez, Westlake v otros. 

JjB, ley que empezó á gobernar las relaciones de los espo- 
sos en lo concerniente á los bienes, no puede quedar á la 
merced de un cambio de domicilio; cualquiera que sea el ré- 
gimen adoptado ó el sistema á que se obedezca, debe ser, 
por el contrarío, inmutable. Está en la naturaleza de estas 
relaciones que, en defecto de extipulación previa, sigan al 
matrimonio á todas partes y duren tanto como él mismo. Las 
leyes del nuevo lugar, al reglar el matrimonio del punto do 
vista de sus consecuencias pecuniarias, no se preocupan tam- 
poco de las personas que se han casado en otro lugar, ni de 
los bienes que puedan adquirir en él, sino que aquéllos que 
se casan bajo su imperio y que invocan su protección. 

Asociar, por otra parte, el régimen matrimonial á las fluc- 
tuaciones más ó menos frecuentes del domicilio conyugal 
librado exclusivamente á la decisión del marido, sería entre- 
garle sin defensa los intereses de la mujer, dejando á su ar- 
bitrio la creación ó cesación de la sociedad conyugal, me- 
diante un simple cambio de domicilio, situación desigual, 
injusta, inicua, que sólo puede evitarse proclamando la 
inmutabilidad de las convenciones matrimoniales consagrada 
por la voluntad de las partes ó el m*andato del legislador. 

Esta solución no se contradice directa ni indirectamente 
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con el principio sobre que reposa el régimen de los bienes, 
como parece que algunos Códigos y autores lo hubiesen su- 
puesto. El domicilio puede gobernar las relaciones de los 
esposos donde quiera que los bienes se encuentren, porque 
son relaciones de carácter personal. Ija situación debe regir 
los bienes muebles ó* inmuebles, porque ese régimen versa 
sobre los derechos reales sujetos siempre á la ley local. Así, 
pues, la suposición nace de una confusión inadmisible entre 
dos órdenes distintos de relaciones jurídicas, y ambos prin- 
cipios giran armónicamente dentro de sus propias esferas. 

Confrontando ahora el titulo de la mayoría con el de la 
minoría, se advierte sin dificultad que éste acepta las ideas 
de la mayoría y que se ha reducido á englobarlas en un solo 
artículo. I.a concisión es muy recomendable, siempre que no 
perjudique á la cltirídad del concepto ó á la integridad del 
sistema, y de ambos inconvenientes adolece la refundición 
aludida. 

Aunque fundamentalmente de acuerdo respecto íx la teo- 
ría del domicilio, el único articulo de la minoría no provee, 
por lo menos explícitamente, á la suerte de las relaciones 
pecuniarias de los esposos, en el caso de un cambio posterior 
de domicilio. ¿Se trata de una omisión involuntaria? <;Convie- 
ne salvarla? ¿Se regirán por las leyes del domicilio supervi- 
niente? ¿Lo rechazan las razone^' antes expuestas? ¿Seguirán 
rigiéndose por las leyes del primer domicilio? Debe decirse 
positivamente, á fin de que los esposos y sus intereses cuen- 
ten con la seguridad á que tienen indisputable derecho. 

■ 

De las saGesiones 

La materia de las sucesiones es una de las más vastas y 
complejas del Derecho Civil Interno de cada pueblo. Dei'i- 
vado del principio fundamental de la propiedad y abrazando 
tanto la herencia legítima como la testamentaria, ella com- 
promete todo cuanto se relaciona con las disposiciones de 
última voluntad, los títulos y derechos de los herederos 
forzosos ó voluntarios, la parte correspondiente á cada uno 
de ellos, la mayor ó menor estensión del derecho de repre- 
sentación, la manera de repai'tir los créditos y las deudas; 
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en una palabra, todo lo que se refiere á la adquisición y po- 
sesión de los bienes fincados. Aunque estos cuestiones deben 
ser estudiadas bajo diversos aspectos que interesan al régi- 
men social, económico y político de las naciones, las dificul- 
tades son relativamente sencillas, porque sólo se trata de 
una trasmisión de bienes soberanamente regida por la pro- 
pia ley. 

El asunto cambia de faz, se agranda y hasta se eleva cuan- 
do las sucesiones tienen que ser estudiadas en sus relaciones 
con el Derecho Civil Internación^; porque, saliendo enton- 
ces del dominio del derecho esencialmente privado, se on. 
cuentra en presencia de soberanías rivales que se disputan 
el dominio de la materia y de las leyes tan distintas, como 
distintas son las condiciones, necesidades, instituciones y ten- 
dencias de pueblos que obedecen á diversos elementos geo- 
gnificos, históricos, políticos y morales. 

De este alto punto de vista, los que se obstinan en no ver 
en la herencia más que un simple cambio de propietario, no 
sólo empequeñecen sino que desnaturalizan la cuestión. La 
elección de ley destinada á regir las sucesiones bajo su faz 
internacional, no depende tanto de las relaciones de herede- 
ro con su causante, como de la organización de los pueblos 
á los cuales su aplicación debe afectar en los principios cons- 
titutivos del gobierno de la sociedad, de la familia y de los 
bienes. La mayoría de la Comisión, lógica con los principios 
desenvueltos en los títulos anteriores, prefiere, en consecuen. 
cia, la ley del lugar de la situación de los bienes para que 
rija las sucesiones bajo todos qus aspectos. 

La territorialidad de las leyes sicesorias arranca del De- 
recho Romano, cuya grande autoridad se mantiene casi in- 
tacta al través de los siglos. Las negativas apasionadas de 
sus adversarios son impotentes para tergiversar el texto elo- 
cuente de las leyes 19, § final. D. D., Dejudiciis; 84, § 10, 
D. D., De legath; 242, § último, D. D., De verbortim significa 
tione; 1, 2 y 3, Codicis ubi in rem adió y única üodicis ubi de 
hereditate. Ninguna de ellas lo consagra expresamente; mas, 
el principio de la territorialidad surge como consecuencia 
obligada del conjunto de sus disposiciones. 

El mismo sistema ha sido enseñado en la Edad Media po 
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casi todos los estatutarios de más nota, como Bartolo, Voet, 
Boullenois y Bourgoigne. 

Según Burgundio: 

«Siquidcra solemnitantes testamenti ad jura personalia non 
pertinenti: quia sunt qucedam qualítas bonis ipsis impresa, 
ad quara tenetur reapicere quisquís in bonis aliquid aitcrat. 
Nam ut jura realia non porriguntarfectum extra tei-ritoriura; 
ita et hanc pra^ se cirtutem ferunt quod nec alieni territorii 
leges in se recipiant». 

Según Froland: 

«La primera regla es que el estatuto real no sale de su te- 
rritorio. De aquí se sigue que en el caso en que se tiale de 
sucesión, de la manera de dividirla, de la parte de los bienes 
de que se puede disponer entre vivos ó por testamento, del 
haber de l.i viuda ó hijos, de legítima, retractos, etc., es ne- 
cesario someterse á las costumbres de los lugares en que los 
fundos estén situados». b'Argentré llega hasta afirmar que 
los niños de su época no ignoraban la realidad de estatuto 
sucesorio. 

Shaffner, Bar, F(plix, Demangeat, Aubry, Burge, Westla- 
ke Story, Wheaton, Demolombe, Calvo, Ramírez y multitud 
de otros, entre los cuales figuran todos los civilistas france- 
ses, con dos únicas excepciones, sostienen la misma doctri- 
na, por lo menos respecto de los bienes raíces. De acuerdo 
con Rocco, la ley del lugar de la situación debe aplicarse, no 
sólo para regular la condición jurídica de las cosas existen- 
tes en el territorio, sino también los derechos sucesorios, las 
donaciones entre los cónyuges, la cuota legítima y aún la 
edad para disponer de los inmuebles por testamento, la re- 
vocabilidad y caducidad de las disposiciones de última nove- 
dad, la revocación de las donaciones entre vivos, y en gene- 
ral, todos los derechos sobre inmuebles existentes en el te- 
rritorio. Zachariae incluye entre las leyes reales todas las 
relativas á las sucesiones ab mtestato regulares é irregulares, 
ordinarias y anormales; las referentes á las sucesiones testa- 
mentarias, las que restringen la libertad de disponer á título 
gratuito, sea en absoluto ó en relación á determinadas per- 
sonas, y las que regulan la parte disponible de los bienes sea 
ordinaria ó sea excepcíonalraente. 
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La teoría de que la sucesión compuesta de bienes inmue- 
bles, debe ser regida por la lex loci rei Mitce es una tradición 
tan universal y casi incontestada, que ha servido natural- 
mente de base tanto á la legislación como á la jurispruden- 
cia interna en Alemania, Austria, Holanda, Francia, Bélgica, 
Inglaterra, América del Norte y América del Sur, como leal- 
mente lo reconocen Asser, Fiore y Laurent, á pesar de toda 
su predilección por la Ici nacional del causante de la su- 
cesión. 

Finalmente, ella ha sido de tiempo atrás elevada ala ca- 
tegoría de extipulación intei*nac¡onal entre las más grandes 
naciones por medio de tratados que la consagran en térrai 
nos inequívocos. El artículo 2.° de la convención celebrada 
entre Austria y Francia con fecha 11 de diciembre de 1866 
sobre reglamento de las sucesiones, declara literalmente que 
los bienes inmuebles son regidos por la ley local y que la 
jurisdicción local es competente para liquidar la sucesión. 
Los artículos 10 y siguientes del tratado sobre sucesión cele- 
brado entre Francia y Rusia, en 1." de abril de 1874, esta- 
blecen igualmente que la sucesión de bienes inmuebles será 
regida por las leyes del país en el cual los inmuebles estén 
situados y que el conocimiento de toda demanda ó contesta- 
ción referentes á las sucesiones de inmuebles pertenecerá 
exclusivamente á los tribunales del país de las situación 
de los bienes. Análoga extipulación consigna el tratado de 
Rusia con Alemania, fecha 12 noviembre de 1874. El articu- 
lo 8.0 del Tratado de Amistad, Comercio y Navegación ajus- 
tado entre Francia y Servia el 18 de junio de 1883, contiene 
una disposición idéntica á la del tratado con Rusia. 

Por su parte la mayoría de la Comisión, fiel á sus pi inci- 
pios, ha creído que los muebles de la sucesión deben ser 
también regidos por la ley local de su situación; puesto que, 
siendo completamente arbitraria toda distinción entre mue- 
bles é inmuebles, del punto de vista de los derechos reales 
de que son susceptibles, como ya lo ha demostrado, es evi- 
dente que la adquisición de su dominio y posesión, á título 
hereditario, tiene que gobernarse por la misma ley que los 
bienes raíces de la sucesión. 

Desde que la soberanía es una é indivisible, desde que es 
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todo ó nada, como decía Portalis, es necesario admitir que 
•Ha se extienda á to<los los bienes de que la sucesión se com- 
pone, cualesquiera que sean su naturaleza é importancia. 
¿Podría sostenerse que la soberanía quedaría menoscabada si 
no imperase sobre un üien raíz de ínfima irapoi tancia y que 
permanecería intacta aun cuando bienes muebles de gran 
valor escapasen á su acción? Nó, absolutamente, nó. Como 
lo dice Merlín, el poder de ia ley local debe ser el mismo 
sobre todos los muebles é inmuebles existentes dentro del 
tervitorio sujeto á su imperio. 

Sí la distinción tradicional entre ambas clases de bienes 
no tiene i'azón de ser en tesis general, carece de todo senti- 
do en materia de sucesiones. Podría comprenderse que un 
mueble determinado siguiese la condición de su propietario 
ó poseedor por ia circunstancia especial de estar directamen- 
te destinado al servicio de la persona. Jamás podría expli 
carse satisfactoriamente que un conjunto de bienes, quizás 
lo más importante de la sucesión y más ajenos al uso perso- 
nal del fallecido, hubieran de escapar á la ley del lugar de 
su situación efectiva y notoria por la simple circunstancia 
de ser muebles. 

¿Cómo fraccionar la sucesión sobre muebles é inmuebles 
situados dentro del mismo país para reglarla por leyes dis- 
tintas y tal vez opuestas? Esta sería, sin embargo, la conse- 
cuencia fatal de la distinción en materia de sucesiones; pues- 
to que los i'aíces continuarían regidos por la ley de su situa- 
ción, mientras que los muebles pasarían á ser gobernados 
por la ley personal del causante. Pero, es que la existencia 
de muebles entre los bienes de la sucesión no puede quebrar 
su unidad dentro de los límites territoriales del país por cuya 
ley debe ser reglada en conjunto y detalles. 

Siendo, dentro de esos límites, una sola entidad jurídica, 
aunque compuesta de bienes de toda clase, sólo puede estar 
sometida á una misma y única ley bajo cualquier aspecto 
que se considere. 

No obstante la influencia decisiva de la doctrina, de la le- 
gislación, de la jurisprudencia y de las extipulaciones inter- 
nacionales, Waechtor, Savigny, Laurent, Durand, Weiss, 
Fiore y Mancini, han procurado reaccionar contra los prin- 
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cipios recibidos, sosteniendo, con el Código Civil de Italia y 
el proyecto de Código Civil de Bélgica, que las sucesiones 
deben regirse, cualesquiera que sean los bienes de que se 
compongan y los lugares donde existají, por ley personal 
del de cujus^ sin perjuicio de dividirle entre la nacionalidad 
y el domicilio y de disentir sobre otros puntos do interés 
menos capital. 

Óptese por la nacionalidad ó por el domicilio para determi- 
nar la ley personal del causante de la sucesión, prescíndase 
por un instante de las objeciones aducidas conti*a todo sis- 
tema de ley personal para el régimen de los bienes y admí- 
tase en hipótesis la conveniencia de sujetar á una sola ley 
la trasmisión de los bienes por causa de muerte, aún cuando 
se hallen diseminados en multitud de países, no por eso se- 
ría ilógico negar, como la mayoría de la Comisión lo niega 
rotundamente, que entre las relaciones personales y el régi 
men de los bienes exista esa íntima conexión que la escuela 
de los autores citados cree haber descubieito, y que 'fes la 
piedra angular de su moderno sistema. 

Lejos de eso, la diversidad entre ambos órdenes de ideas, 
es tan radical, y tan profunda la incompatibilidad de la so- 
lución propuesta con la realidad de las leyes dirigentes de 
los bienes, que Savigny, Fiore, Laurent y Asser declaran 
lealmente que la aplicación general del principio de la ley 
personal al régimen de las sucesiones, tropieza con dificulta- 
des teóricas y pnícticas verdaderamente inv^encibles en to- 
dos aquellos países donde los bienes son gobernados por la 
ley de su situación, países que forman la mayor parte de la 
Europa y que comprenden toda la América, de suerte que 
no pueden aspirar fundadamente a sustituir al tradicional 
sistema que rige la ley territorial en única ley de las suce- 
siones. 

Así, pues, para saber quién debe suceder, á qué bioncs y 
en qué proporciones, según ha dicho BouUenois; para deter- 
minar el orden de las sucesiones, la cuota de los derechos 
sucesorios y la validez de las disposicioues testamentarias, 
según decía Demolombe; para regir la capacidad del causan- 
te ó del heredero, la foima, validez y efectos del testamento, 
los títulos y derechos hereditarios de cónyuges ó parientes, 
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la existencia y monto de legítimas ó reservas, en suma, todo 
lo relativo á la sucesión legítima ó icstaraentaria, según dice 
la mayoría de la Comisión, es necesario acudir á la ley del 
país de la respectiva situación délos bienes hereditarios, que 
se impone como principio dominante de la materia con laes- 
clusividad v con toda la autoridad de la soberanía territorial. 

En efecto, la sucesión es institución del Derecho Civil, no 
,del Derecho Natural. Serían, de lo contrario, inexplicables 
las variadas y trascendentales divergencias de las leyes vi- 
gentes sobro la materia en el mundo civilizado, divergencias 
que llegan hasta consagrar en algunos países la absoluta li- 
bertad de testar; mientras que en otros conservan las legíti- 
mas y aún restringen la cuota aatiguimente disponible en- 
tre los mismos herederos forzosos. ¿Por qué no atenerse en- 
tonces para reglar las sucesiones á la ley del estado que ri 
ge los bienes, existentes dentro de su territorio? 

Siendo la sucesión un título traslativo del dominio de los 
bienes- que componen el acervo hereditario, constituye un 
derecho real que debe gobernarse por la misma ley que go- 
bierna todos los derechos reales; siendo los derechos reales 
regidos por la ley del lugar de la situación de los bienes, esa 
misma ley tiene que regir las sucesiones, so pena de incu- 
rrir en una inconsecuencia que importaría una verdadera 
contradicción y que nada alcanzaría á justificar. 

En la diversidad de las opiniones y en la ausencia de otro 
sistema preferible, es lógico sujetar la transmisión de la 
universalidad de los bienes que constituyen la herencia á la 
misma ley que habría regido la transmisión de cualquiera de 
esos bienes durante la vida del causante; porque la cantidad 
de bienes comprendidos en la transmisión no altera la natu- 
raleza del acto jurídico, ni la desaparición del propietario 
modifica el carácter de las leyes á que sus bienes estaban 
sujetos, como sería necesario para que fuese admisible se- 
mejante dualidad de leyes, según que la transmisión proce- 
dió se de una enajenación entre vivos ó de una liberalidad 
mortifi caussa. 

La obligación de solicitar la posesión de los bienes heredi- 
tarios ante los tribunales del país de su situación, implica 
que la ley territorial del lugar donde los bienes se encuen- 
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tran es la verdadera ley de la sucesión; porque, no siendo 
en el fondo teda cuestión de Derecho Internacional Privado 
mas que una cuestión de competencia entre dos soberanías 
distintas, la'ley que determina la jurisdicción se halla lógi- 
camente ligada con la ley que gobierna la relación jurídica 
comprometida en el juicio de que se trate. 

El derecho del Fisco a las sucesiones vacantes dentro del 
país, basado sobre el dominio eminente del Estado, y decla- 
rado por la legislación universal, es un nuevo y poderoso 
fundamento en favor de la territorialidad de la lev de las su- 
cesiones, pues ese derecho importaría un verdadero despojo 
del Fisco del país del fallecido, si la herencia hubiera de ser 
discernida con arreglo á la ley personal del causante, como 
la lógica ha impulsado á Fiore á sustentarlo sin razón. 

Desde que el territorio, dicen Aubry y Rau, parafrasean- 
do á Portalis, es la base material del Estado, cuya existencia 
se encuentra así estrechamente vinculada al destino de los 
inmuebles que componen ese territorio, ningún legislador ha 
podido consentir en someter los inmuebles situados dentro 
de su país al imperio de una ley extraña. En consecuencia, 
la regla de que los inmuebles son regidos por la ley de su 
situación, es seguida por los pueblos civilizados. Ahora 
bien, por lo que hace á los motivos fundamentales de esta 
regla, no hay que distinguir entre la transmisión á título 
particular de uno ó muchos inmuebles determinados y la ad- 
quisición á título universal del conjunto de inmuebles de una 
sucesión. 

Toda ley de sucesión es, según Demangeat, una ley políti- 
ca, una ley que interesa al orden público. El Derecho Priva- 
do, en materia de sucesión, se plega siempre á las exigen- 
cias del sistema de gobierno existente. Según que el gobierno 
es de privilegio ó democrático, la idea del monopolio ó de la 
igualdad dominan en las leyes sucesorias. Todas aparecen 
en un grado más ó menos remarcable, como los instrumentos 
de que el legislador se sirve para hacer predominar tal ó 
cual gran principio de organización social ó política. Hay, 
de consiguiente, un positivo interés público en que la ley pro- 
pia rija toda sucesión acerca de los bienes situados dentro 
de cada país. 
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Vanamente se objeta por los adversario^ del sistema de la 
ley local en materia de sucesiones que su aplicación desco- 
noce el verdadero carácter de heredero; que modifica sustan. 
cialmente la naturaleza propia de la sucesión: que despotiza 
la voluntad del causante, base esencial del derecho heredita- 
rio; que destruye la unidad de las disposiciones de última 
voluntad imponiendo la necesidad de múltiples testamentos, 
y que conduce fatalmente á la prosecución de diversos jui- 
cios sucesorios, dificultando el pago de los créditos pasivos 
de la sucesión. 

El heredero no es un simple continuador de la persona de 
su causante, sino un verdadero sucesor mediante un título 
traslativo de dominio, del mismo modo que cualquier otro 
causa-habiente á título singular, como la compra, la permuta 
ó la donación entre vivos. La facultad de aceptar la heren- 
cia bajo beneficio de inventario, que es de la legislación co- 
mún, corrobora la sepai"ació]i de ambos, eximiendo al suce- 
sor de toda responsabilidad personal por Lis deudas de su 
antecesor. Esa misma precaución no es ne3esaria respecto 
de las sucesiones de inmuebles en Inglaterra y Estados Uni- 
dos; pues allí el heredero no es obligado ultra viren por la 
falta de inventario como condición de la aceptación de he- 
rencia. 

Aunque el patrimouio, no siendo en su conjunto un objeto 
exterior y confundiéndose con la persona misma de su pro- 
pietario, no tuviei'a situación distinta de la del domicilio de 
la persona, la objeción no sería concluyente. Es absoluta- 
mente imposible, en la transmisión del patrimonio, hacer 
abstracción completa de los objetos que la componen. Siem- 
pre se trata en definitiva del destino de los bienes hei-edita- 
rios, y las causas que hacen rechazar la autoridad de las le- 
yes extranjeras sobre la adquisición, conservación y enaje- 
nación de los bienes militan con más fuerza en los traspasos 
por vía de sucesión que en las enajenaciones á título parti- 
cular; porque el primer modo de transmisión es á la vez más 
general y más amplio que el segundo. 

No es exacto que la voluntad individual sea la regla su- 
prema del derecho sucesorio, ni que ella sea aniquilada por 
la aplicación de la ley territorial en vez de la personal del 
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finado. Para el régimen de las sucesione? todo Le{¡:íslador 
toma ordinariamente en cuenta las afecciones natuiales v 
presuntas del hombre; pero, sea cual fuere la ley de la suce- 
sión, esta consideración no es ni puede ser más que secun- 
daria, especien 1 mente en nquellos países en que la libertad 
absoluta de testar no es admitida y en que la constitución de 
las legítimas y reservas responde á los principios fundamen- 
tales de su organización social y política. Las vistas políti- 
cas, los motivos de interés social dominan la materia de las 
sucesiones y son una razón más para ponerlas al a'^rigo de 
la aplicación, de las leyes ajenas ala soberanía del país don- 
de existen los bienes de que la sucesión se compone. 

La singularidad del testamento, lejos de constituir un 
axioma jurídico, sólo puede ser invocada merced á una las- 
timosa confusión con la unidad de contexto del acto, que la 
facción del testamento justicaba entre los romanos y que las 
leyes españolas exigían también sin los mismos fundamen- 
tos. ¿Qué principios, qué razones, qué intereses se oponen íi 
que una misma persona otorgue dos ó más testamentos y á 
que todos ellos sean igualmente ViUidos en aquello en que 
no se contradigan? Y si la multiplicidad del testamento no 
ofrece inconveniente alguno aún tratándose de bienes situfi- 
dos dentro de un solo país, ¿por qué lo ofrecería que los bie- 
nes de cada país fueran materia de un testamento especial 
ó aislado? Pero, ni esto mismo es siquiera necesario; puesto 
que un solo testamento por acto público bastaría para todos 
los bienes, por más numerosos y distintos que fuesen los 
países de su respectiva situación, desde que el testamento 
auténtico es de legislación universal. 

No son únicamente las leyes españolas las que admitían 
en principio la pluralidad del testamento: también la admi- 
ten los códigos actuales de la mayor parte de las naciones 
representadas en este Congreso. Las leyes 21, 22 y 24, títu- 
lo I, Partida 6.*; los artículos 523 del Código de Bolivia, 853 
del Perú y 967 del de la República Oriental, declaran lite- 
ralmente que el testamento posterior deja subsistente el an- 
terior en todo lo que no lo contradiga, excepto el caso en 
que el testador disponga expresamente lo contrario. El ar- 
tículo 1215 del Código de Chile dice también que: *lln tes- 



AN£XOS 305 



tamento no se revoca tácitamente en todas sus partes por la 
existencia de otro ú otros posteriores, que expresamente no 
revoquen los anteriores, dejarán subsistentes en éstos las dis- 
posiciones que no sean incompatibles con las posteriores ó 
contrarias á ellas». 

El mismo Calvo, tan adicto, de ordinario, á las doctrinas 
prevalentes en Europa, después de sostener que la sucesión 
de muebles se rige por la ley del lugar del domicilio del cau- 
sante y que los inmuebles se gobiernan por la ley del lugar 
de su situíición, agrega, en la página 211, tomo II de su últi- 
ma edición, que, si la sucesión se compone de muebles é in- 
muebles, el testador debe revestir su testamento de las for- 
malidades requeridas por las leyes del lugar de su domicilio 
y del lugar de la situación de los inmuebles, ó puede más 
bien formular sus disposiciones en dos actos separados, he- 
chos respectivamente conforme á las leyes del país en que 
cada uno debe recibir su ejecución. 

Del mismo modo que la multiplicidad de los testamentos, 
la pluralidad de las sucesiones, en razón directa del número 
de países donde los bienes estén situados, no puede ser in- 
vocada con éxito contra el principio de la ley territorial; 
porque la teoría de la unidad de la sucesión, proclamada 
por las leyes internas de cada país, se refiere únicamente á 
los bienes existenteó dentro de los límites territoriales del 
país respectivo y no puede abrazar también los bienes si- 
tuados en otros países sin atacar la soberanía de sus leyes 
é invadir la jurisdicción de sus tribunales. 

Fácilmente se comprende que todos los bienes heredita- 
rios formen una sola masa cuando se hallen ubicados dentro 
de un mismo país; puesto que la teoría se aplica entonces á 
un caso de derecho interno, regido por sii propia ley. De nin- 
gún modo se justifica esa teoría cuando recae sobre bienes 
ubicados en distintos países; puesto que diversas soberanías 
se encuentran en tal caso frente á frente para disputarse el 
gobierno de la sucesión respecto de cada lote de bienes y 
' que el asunto entra, por tanto, de lleno en el dominio del 
Derecho Internacional Privado. Equiparar ambas situacio- 
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nes, para sujetarlas á la misma regla, sería confundir la na- 
turaleza de los casos supuestos y tergiversar la esfera de las 
leyes comprometidíis. 

Así la pluralidad de las sucesiones, en vez de ser una he- 
rejía científica, está consagrada por antiguos textos y no im- 
pide el cobro regular de los créditos pasivos de la herencia. 
Quod 8unt hona diversis territoriis decía uno de ellos, ábno- 
.ría totidem pafrimonia intelliguntur, InmoVilia, decía Juan 
Voet, deferri secundum leges loci in quo sita stmt, adeo ut tot 
censeri debeanf diversa pafrimonia, ac tot hereditates, quot 
locis diverso jure utentibtis inmobilia existunt. Las dificultades 
inherentes al ejercicio de los derechos de los acreedores de 
la sucesión, quedan fácilmente salvadas por los artículos fi- 
nales del proyecto de la mayoría de la Comisión, basados 
sobre los mismos principios á que obedecen los artículos 
análogos del Código de Comercio Argentino para los casos 
de quiebra. 

Por lo demás, los proyectos de la mayoría y de la minoría, 
hágolo constar con placer, son, en el fondo, más que seme- 
jantes, perfectamente idénticos. Todo juez llamado á conocer 
de una sucesión con arreglo á cualquiera de ellos, no podría 
abstenerse de declaiar que las sucesiones están efectivamen- 
te sometidas al imperio de la ley del lugar de la situación de 
los bienes, con prescindencia de toda distinción entre mue- 
bles V raices. 

Sus disidencias se reducen á que el proyecto de la minoría 
segrega varias disposiciones del de la mayoría acerca de la 
manara cómo las deudas deben ser satisfechas, intercala 
prescripciones extrañas á la materia, como las referentes al 
procedimiento en rebeldía, y repite innecesariamente otras 
que, versando sobre la nacionalidad, no pertenecen al título 
de las sucesiones. Pero todas estas divergencias son de sim- 
ple detalle y ajenas por tanto, á la discusión en general. El 
debate en particular permitirá analizarlas detenidamente, si 
llegase á ser necesario. 
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De la prescripción 

Ocupándose de un tratado de Derecho Civil Internacional, 
no tendríamos objeto en estudiar la prescripción en sus fun- 
damentos, desarrollo ni detalles. Moral ó inmoral, justa ó in- 
justa, es una institución universal del Derecho positivo de 
las naciones cultas, y sus formas, condiciones y efectos per- 
tenecen al Derecho interno de cada Estado. 

Toda nuestra misión se reduce á encararla bajo su doble 
faz extintiva ó adquisitiva para determinar con precisión la 
ley que debe regirla en cada uno de sus aspectos, previendo 
todos los casos que pueden ofrecerse en el curso de las reía- 
cienes civiles, á fin de que ninguno escape á una solución fi- 
jada de antemano, basada sobre la ciencia y ajustada á las 
conveniencias bien entendidas de todos. 

Laurent y. la Comisión Examinadora del Código Civil Bel. 
ga, sostienen, de común acuerdo, que la prescripción afecta 
esencialmente al orden público internacional. Si hay, según 
Laurent, una ley en que el derecho de la sociedad domine, 
es la que establece la prescripción; porque, sólo á nombre 
del derecho social puede despojar de su derecho al propieta- 
rio para atribuirlo al poseedor. Según la Comisión, la pres- 
cripción es de orden público; sólo la ley determina sus con- 
diciones, y los particulares son impotentes para modificar- 
las. Con un punto de partida común, arriban naturalmente 
á la misma conclusión, á saber, que la prescripción, sea ex- 
tintiva, sea adquisitiva, verse sobre muebles ó inmuebles, 
es gobernada exclusivamente por la ley que rige el derecho 
mismo sometido á ese modo de adquisición ó extinción. 

Pothier piensa que la prescripción debe ser regida por la 
ley del domicilio del acreedor ó propietario, alegando que só- 
lo pueden ser privados de sus cosas en virtud de la ley áque 
están sometidos. Massé, Fiore y Asser contestan á Pothier 
que él supone que el acreedor es aún propietario, cuando se 
trata precisamente de decidir si conserva todavía su derecho 
y que sería girar dentro de un círculo vicioso desde que e^ 
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deudor ó poseedor tendrían fundamento para pretender á su 
turno que no podrían ser privados de su excepción por una 
ley ¿i la que tampoco están sometidos. • 

J. Voet, Bouhier, Dunod, Merlín y otros, aplican la ley del 
domicilio del deudor, por cuanto la reputan una excepción 
que no aniquila el derecho del axíreedor y que sólo impide 
su ejecución judicial. Pardessus, Fiore y Asser objetan que 
el término de la acción tiene que ser siempre cierto y deter- 
minado; que no debe variar por la voluntad de una de las 
partes contra la de la otra; y que, teniendo el deudor la li- 
bertad de cambiar de domicilio, quedaría á su ai bitrio abre- 
viar el tiempo de la prescripción. 

Pardessus procura salvar las precedentes objeciones, ha- 
ciendo depender el plazo de la ley del domicilio que ei deu- 
dor tenía al tiempo en que contrajo la obligación; pei'o Mer 
lín, al cual se adhieren Fiore y Asser, había contestado de 
antemano que, si la prescripción importa un beneficio acor- 
dado al deudor, es razonable que el deudor pueda disfrutarlo 
en su nuevo domicilio y que el acreedor soporte las conse- 
cuencias de no haber procedido oportunamente en ese nuevo 
domicilio del deudor. 

Bartolo, Mascardo, Bourgoigne, Troplong y Lehr prefieren 
la ley del lugar del pago, observando que la prescripción es, 
en cierto modo, la pena de la negligencia del acreedor y que 
la omisión es cometida en el lugar del pago. La inadmísibili. 
dad de esta solución se pone en evidencia negando con Asser 
que la prescripción sea de modo alguno una pena contra el 
acreedor y sosteniendo con Laurent que es simplemente una 
institución de orden y tranquilidad sociales. 

Huber, J. Voet, BouUenois, Wheaton, Kent, Story y Burge 
miran la prescripción como perteneciente al procedimiento 
y se pronuncian, en consecuencia, por la ley del lugar del 
juicio. Asser piensa con razón que la prescripción pertenece 
á la legislación sustantiva y no forma, por tanto, parte del 
procedimiento. Fiore, partiendo de la base de que el aeree, 
dor está obligado á seguir el fuero del deudor, que es ordina. 
riamente el lugar de su domicilio, renueva la objeción de que 
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el acreedor quedaría en tal caso sometido al arbitrio del 
deudor, cuya facultad de mudar de domicilio es verdadera, 
mente incontestable. 

¿Cuál es entonces la ley que debe regir la prescripción ba- 
jo su dobte faz extintiva y adquisitiva? A juicio de la mayo- 
ría de la Comisión, la respuesta puede formularse en una 
regla general, á saber: que la prescripción es regida por la 
ley que gobierna la relación jurídica de cuya prescripción se 
trate. Así, la prescripción extintiva de acciones personales, 
está subordinada á la ley del lugar de su cumplimiento, la de 
acciones reales á la de la situación de los bienes gravados 
sin distinción de raíces ó muebles, y la adquisitiva de cosas 
corporales á la de su situación, cualquiera que sea su natu- 
raleza, de a(^uerdo con lo estatuido en los títulos relativos á 
los bienes y á los actos jurídicos. 

Tal es en el fondo la doctrina de Schaff ner, Waechter, Savi 
gny, Rocco, Demangeat,Fiore, Asser, Rivier, Laurent, Ramí- 
rez y la Comisión Revisora del Código Civil Belga, los cuales, 
por más disconformes que sean los principios generales de 
sus respectivas escuelas y las reglas especiales á que su jetan- 
los derechos personajes ó reales, están todos de acuerdo pa- 
ra someter la prescripción, cualquiera que sea su naturale 
za, á la misma ley que rige las relaciones de derecho á que 
ella se refiere. 

Bajo su faz extintiva, la prescripción no es, en efecto, más 
que un medio de enervar las acciones dirigidas á hacer efec- 
tivas las obligaciones pendientes. Siendo el deber jurídico la 
resultante del derecho del acreedor para obligar al deudor á 
la prestación convenida, la acción se liga íntimamente á la 
obligación y debe ser regida por la misma ley. Cuando dos 
personas contratan, consienten, tácita, pero claramente, en 
que el término dentro del cual la una pueda proceder con- 
tra la otra, para compelerla al cumplimiento de su obliga- 
ción, dependa de la ley bajo cuyo imperio nació la acción. 

Esta solución, como Savigny lo haoe notar, es la más con- 
forme á los principios y á la equidad. A los principios, por- 
que, determinando de un modo cierto la ley de la prescríp- 
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ción, impide todo cuanto una de las partes pudiera intentar 
en perjuicio de la otra. A la equidad, porque, así como al 
acreedor no le es lícito preferir, para el ejercicio de su acción, 
el lugar donde la prescripción dure más, tampoco es permi- 
tido al deudor optar, mediante un cambio de donriicilio, por 
el lugar donde dure menos. 

Bajo su faz adquisitiva, podría sostenerse con esperanza 
de éxito que, importando en realidad una casual de extinción 
del dominio, bastaría aplicai-le la misma regla, por cuanto los 
derechos reales, en su carácter de tales, se rigen por la ley 
del lugar de la situación de los bienes sobre que recaen. 

Dejando, sin embargo, de lado esta cuestión, puramente 
especulativa, para considerar la prescripción como medio de 
adquirir derechos reales, se arriba siempre al mismo resul- 
tado, es decir, á gobernarla por la ley del lugar de la situa- 
ción de los bienes, sean muebles, sean raíces. Una vez esta* 
blecido, como queda, en el título respectivo, que la adquisi- 
ción, conservación, y extinción de los derechos reales están 
sometidas á la ley del lugar donde las cosas se encuentran, 
la primera consecuencia á deducir de esa premisa es que la 
prescripciífn debe ser también reglada por la misma ley que 
gobierna las cosas. Dejar los bienes bajo el imperio de la ley 
del lugar de su situación y sujetar su prescripción á otra ley 
distinta, cualquiera que ella fuese, sería incurrir en la más 
chocante y la más injustificada de las contradicciones posibles. 

Mas, como el detentador de una cosa mueble puede tj*as- 
ladarse de un lugar á otro, es conveniente prever el caso 
para resolverlo dentro de la doctrina establecida, declaran- 
do que la prescripción se regirá por la ley del lugar donde 
se consume; porque antes de consumarse, sólo existe un de 
recho en espectativa, sin titulo para eximirse de la influen- 
cia de la ley del lugar de la nueva situación de la cosa, del 
mismo modo que esta ley carecería de autoridad para des- 
conocer la prescripción consumada antes de la traslación de 
la cosa, porque semejante desconocimiento importaría atri- 
buirse efecto retroactivo para destiuir derechos adquiridos 
sobre cosas que no estaban entonces sujetas á su imperio. 
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Las conclusiones de la mayoría de la Comisión son tan 
fundadas é incontrovertibles, que la minoría se ha limitado 
á reproducir su título sin más alteración que la de regir la 
prescripción de la cosa mueble, cambiada de lugar, por la 
ley de aquél en que empezó, en vez de aquel en que se con- 
sumó, alteración de mero detalle, inadmisible por las razones 
expuestas, y cuyo examen pertenece, por lo demás, á la dis- 
cusión en particular de los artículos correspondientes. 



He terminado la fatigosa tarea de fundar el proyecto de 
la mayoría de la Comisión en presencia del contra-proyecto 
de la minoría. 

No pretendo haber dicho nada nuevo. La modestia de mi 
informe no necesita siquiera escudarse tras el escéptico nihil 
novum 8ub solé, y reconozco, por el contrario, espontánea- 
mente cuan pesada contribución me he creído en el caso de 
imponer á las exposiciones de los tratadistas, cuyas doctri- 
nas he invocado en apoyo de las soluciones propuestas. 

La mayoría tampoco cree haber pronunciado la última 
palabra de la cieíicia. ¿Quién osaría decirla, cuando el Dere- 
cho Internacional Privado se halla todavíaen pleno desarro 
lio, despertado hace poco de su letargo por el célebre caso 
de la princesa de Beauffremont que conmovió el mundo 
jurídico y agitó la opinión de dos naciones poderosas? 

Sólo aspira la mayoría á que se le haga la justicia de re- 
conocer que nada ha omitido de lo que estaba á su alcan- 
ce para formular un proyecto serio, metódico, armónico y 
completo, estudiando cuanto se ha escrito sobre esta dificilí- 
sima materia y prestando especial atención á la obra de 
nuestro distinguido colega elseñor doctor Ramírez, digna de 
mención por la solidez de su preparación, la independencia 
de su criterio y la exactitud general de su doctrina. 

íjejos, pues, de pensar que su trabajo sea perfecto, la ma- 
yoría aprovechará el debate en particular para indicar va- 
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rías modificaciones secundarias, que le han sido en parte 
sugeridas por algunos señores Plenipotenciarios, y admitirá 
con placer todas las que, sin romper la unidad del proyecto 
ni alterar sus principios fundamentales, sean propuestas en 
el curso de la discusión. 

Procediendo asi, la mayoría ejecutará un acto de honesti- 
dad científica y rendirá un justo homenaje á la ilustración 
de sus distinguidos colegas. 

Ahora, que mi última palnbra sea la palabra de la grati 
tud por la indulgente atención con que el Congreso se ha 
dignado escucharme. 

Manuel Quintana. 



PROYECTO DE LA MINORÍA DE LA COMISIÓN DE 
DERECHO CIVIL INTERNACIONAL 



DE LAS PERSONAS 

Artículo primero. Las leyes de los Estados signatarios 
del presente Tratado, no reconocen diferencia entre ciuda- 
danos y extranjeros en cuanto á la adquisición y goce de los 
derechos civiles que ellas reglan. 

Art, 2.<> El carácter de los habitantes de un país en cuan- 
to á su condición de nacionales ó extranjeros, domiciliados 
ó transeúntes, se determina y juzga por las leyes del mis- 
mo país. 

Art. 3.0 Si concurrieren en una misma persona condicio- 
nes constitutivas de nacionalidad en dos ó más naciones, v 
con este motivo se produjere conflicto, prevalecerá la ley de 
la nación en que la persona de que se trate se hallare domi- 
ciliada actualmente. 
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Art. 4.0 La capacidad jurídica de las personas para con- 
tratar ó contraer obligaciones, se juzga y determina por las 
leyes del país de su residencia. 

Aht. 5.0 Para apreciar la validez de toda obligación con- 
traída ó contrato celebrado en pais extranjero, atendida la 
capacidad de las personas, se estará á lo que dispongan las 
leyes del país en el cual se contrajo la obligación ó se cele- 
bró el contrato. 

AuT. 6.0 Lo establecido en los dos artículos precedentes 
se entiende, sin perjuicio de lo que las leyes de cada país 
dispongan, para tener efecto dentro de su propio territorio, 
con respecto á la infracción de las leyes patrias por parte 
de sus nacionales. 



n 



DEL DOMICILIO . 



Art. 7.0 El domicilio, para los efectos de este Tratado, 
consiste en la residencia en un lugar, acompañada de mani- 
festaciones fehacientes del propósito de permanecer en él 
por tiempo ilimitado. 

Aht. 8.0 La mujer casada no divorciada sigue el domi- 
cilio del marido; el que vive bajo patria potestad, el del pa- 
dre; el que se halla bajo tutela ó curaduría, el de su tutor 
ó curador. 



III 



DE LA AUSENCIA 



Art. 9.0 Los derechos y obligaciones de una persona au 
senté, declarada tal por la autoridad correspondiente, se re 
glan por la ley de su último domicilio. 



> 
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IV 



DEL MATRIMONIO 

Art. 10. La validez del matrimonio se juzga por la ley 
del país en que sé celebra. 

Será igualmente válido el matrimonio celebrado en país 
extranjero en conformidad á las leyes patrias de los contra 
ven tes. 

Art. 11. Lo establecido en los dos artículos anteriores se 
entiende sin perjuicio de los efectos que la contravención á 
las leyes patrias de los contrayentes produjere en su propio 
país y que son los mismos que si se hubiera celebrado en él. 

Art. 12. El matrimonio válido no podrá disolverse sino 
en conformidad á las leyes del Estado en que se solicite su 
disolución. 

El matrimonio disuelto en alguno de los países signata- 
rios no habilita á ninguno de los cónyuges para contraer ma- 
trimonio en otro país en que no habría podido disolvei'se. 



V 



DE LOS BIENES 



Art. 13. Los bienes, cualquiera que sea la naturaleza, es- 
tán sujetos á las leyes del país en que se hallan situados, sin 
perjuicio de los contratos celebrados válidamente en país 
extraño. Pero los efectos de éstos, cuando fueren otorgados 
para cumplirse en el país en que los bienes se hallan situa- 
dos, se arreglarán á las leyes de éste. 

Art. 14. Los buques, en aguas no jurisdiccionales, se re- 
putan situados en el lugar de su matrícula. 

Art. 15. Los cargamentos de los buques en aguas no ju- 
risdiccionales se consideran situados en el lugar de su des 
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tino definitivo; si no lo tuvieren, en el lugar de la matricula 
del buque. 

Art. 16. Los créditos se reputan situados en el lugar en 
que la obligación debe cumplirse. 



VI 



DE LA PRESCRIPCIÓN 

Art. 17. La prescripción extintí va de las acciones perso- 
nales se rige por la ley á que las obligaciones correlativas 
están sujetas. 

Art. 18. La prescripción extintiva de acciones reales se 
rige por la ley del lugar en que se hallan situados los bienes 
á que se refiere. 

Art. 19. Si los bienes de que se trate fueren muebles y 
hubieren cambiado d(5 situación, la prescripción se regirá 
por la ley del pais en que dichos bienes se hallaban cuando 
empeaó á correr. 

Art. 20. La prescripción adquisitiva de bienes muebles y 
raíces se rige por la ley del lugar en que estén situados. 

Art. 21. Si el bien fuere mueble y hubiere cambiado de 
situación, la pi'esci'ipción se regirá por la ley del país en que 
empezó á correr. 



VII 



DÉLAS OBLIGACIONES EN GENERAL Y DÉLOS CONTRATOS 

Art. 22. Los Estados signatarios del presente tratado 
aceptan el principio locm regit actum, tanto respecto de la 
forma y solemnidades externas, como respecto del valor in- 
trínseco de todo acto jurídico, sin otras limitaciones que las 
establecidas expresamente en el mismo Tratado. En conse 
cuencia, los contratos celebrados y actos jurídicos ejecuta- 
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dos en cualquiera de ellos en conformíaad á sus leyes, se 
reputarán válidos en todos los demás, sin perjuicio de las 
excepciones ó limitaciones á que, según se ha expuesto, 
haya lugar. 

• Art. 23. Los actos y contratos que han de producir efec- 
to en otro Estado en que se exijan requisitos especiales para 
su validez, no se reputarán perfectos si no se llenaren esos 
requisitos. 

Art. 24. Los actos que los ciudadanos de alguno de los 
Estados signatarios ejecutaren fuera de su respectivo terri 
torio con el fin manifiesto de burlar una prohibición impues 
ta por las leyes patrias, probado el fraude, se reputarán nu- 
los y de ningún valor. 

Art. 25. Las actos ejecutados ó contratos celebrados fue- 
ra del territorio nacional, pero en conformidad á sus leyes, 
de tal modo que én él sean válidos, lo serán igualmente en 
los demás Estados, sin perjuicio de lo dispuesto en el nú- 
mero 26. 

Art. 26. No se reputará válida en un Estado ninguna 
obligación contraria á su Derecho Público y la moral. 

Art. 27. Si los interesados estipularen que el contrato se 
rija por otras leyes que las vigentes en el lugar de su cele- 
bración se estará á lo estipulado por ellos, sin perjuicio de 
lo establecido en el número anterior, 

Art. 28. Todo lo que es accesorio en una obligación ó 
inherente á ella, se juzgará por las leyes del país á que en 
lo principal está subordinada según las reglas del presente 
Tratado. 

Art. 29. Sí la validez de una obligación se deriva, no del 
acto ó contrato primitivo que constituía un título vicioso, 
sino de su ratificación que lo purgó del vicio, y ésta tuvo lu- 
gar en un país distinto de aquel en que se otorgó la primiti- 
va obligación, el acto ó contrato se juzgará por la ley del 
país en que la ratificación tuvo lugar. 

Art. 30. Las obligaciones precedentes de cuasicontratos 
se juzgarán por las leyes del país en que han tenido origen 
ó en donde han tenido lugar los actos de que se derivan. 
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VIII 



DE LA SOCIEDAD CONYUGAL 



Art. 31. I-^ sociedad conyugal en cuanto á sus bienes es 
reglada por las leyes del domicilio del marido en el acto de 
la celebración del matrimonio; lo cual se entiende sin pei- 
juicio de lo que se' estipulare por los cónyuges, ya de una 
manera general, ya con relación á determinados casos y 
bienes. 



IX 



DEL TEífTAMENTO 

Art. 32. El testamento escrito otorgado válidamente en 
cualquiera de las naciones signatarias, será igualmente vá- 
lido, probada su autenticidad, en todas las demás. 

En cuanto á la validez de un testamento otorgada en cual- 
quiera otra forma en país extranjero, se estará en cada Es- 
tado á lo que sus leyes dispusieren. 



X 



DE LA SUCESIÓN POR CAUSA DE MUERTE 

Art. 33. La sucesión por causa de muerte se abre en el 
último domicilio de la persona difunta y se regla por las le- 
yes vigentes en él, sin perjuicio de lo que las de cada Estado 
dispongan con respecto á los bienes ubicados en su propio 

territorio. 

Art. 34. Los extranjeros gozarán de los mismos derechos 
y estarán sujetos á las mismas reglas que los nacionales en 
todo lo relativro á las sucesiones abiertas en los Estados sig- 
natarios. 
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Art. 35. El juicio de sucesión será uno é indivisible y 
se regirá por las leyes del lugar en que la sucesión se abre, 
sin perjuicio de las excepciones que estas mismas leyes hi- 
cieren. 

Art. 36. No obstante lo establecido en el artículo ante, 
rior, cuando hubiere bienes pertenecientes á la ^íucesión en 
otros lugares, las personas que, según lo estatuido en la últi- 
ma parte del número 33, tuvieren acciones especiales que 
deducir contra ellos, las deducirán ante los tribunales de los 
territorios en que se hallan situados. 

Estos resolverán lo que fuere de justicia según la ley te- 
rritorial, previa citación y audiencia del i*epresentante de la 
sucesión. 

Si éste no concurriere, se procederá en su rebeldía como 
fuere de derecho. » 

B. Prats. 



Montevideo, noviembre 14 de 1888. 



Discarso del Plenipotenciario de Chile don Belisario Prats, en 
que expone los fundamentos de su Proyecto 

Señor Presidente: 

En oficio de fecha 14 de noviembre último hice presente á 
V. E. que oportunamente sometería á su ilustrada conside- 
ración los motivos de mi disidencia con mis honorables co- 
legas de la Comisión de Derecho Civil. 

Es llegado el momento de cumplir con ese deber. 

Al hacerlo prescindiré de todo detalle que carezca de ver- 
dadera importancia, para contraerme únicamente á los prin- 
cipios fundamentales que sirven de base á los proyectos, 
salvo respecto de aquellos puntos acerca de los cuales la 
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mayoría se ha servido invitarme á dar explicaciones: sería 
descortesía no apresurarme á complacerla. 

Debo empezar por declarar que á los Representantes de 
Chile no les es posible seguir el ejemplo, por más de un as- 
pecto notable, dado por la mayoría, de estar dispuesta á acep- 
tar resignadamente el voto del Congreso. 

Soy de opinión de que los principios y reglas de conducta 
internacional de que aquí hemos venido á ocuparnos, no se 
resuelven por votos de mayoría; de que es necesario tratar 
de llegar á un acuerdo, cediendo cada cual algo, y á ello es- 
tamos dispuestos, pero sólo en lo que no sea de cierta tras- 
cendencia, y de que, si el acuerdo no es posible, la minoría 
debe resignarse, nó á aceptar el acuerdo de la mayoría, sino 
á mantener su completa libertad de acción. 

Dadas estas explicaciones, entro en materia siguiendo el 
orden observado en los proj^ectos mismos. 

Se empieza por estíiblecer las reglas á que debe estar su- 
bordinada la capacidad de las personas y se opta en el pro- 
yecto de la comisión por las leyes del domicilio; en el mío 
por las de la residencia. 

Según aquéllas, siempre que los habitantes de un país ce 
lebrón un contrato ó ejecuten un acto jurídico cualquiera, 
deberá calificarse la capacidad de los contratantes, no según 
la ley del país mismo de su residencia y en que el acto se 
ejecuta, sino según las leyes del país en que se hallan domi- 
ciliados. 

Esto, en primer lugai-, es contrario á la soberanía de las 
naciones, según la cual las leves de cada una de ellas impe- 
ran sobre todos sus habitantes. «Cada Estado, dice Foelix, 
tiene el poder de fijar las condiciones necesarias para po- 
seer las propiedades mueBles ó inmuebles que existen en su 
territorio para la trasmisión ó expropiación, corrw también 
para determinar el estado ó la capacidad de las personan que 
en él se encuentran, y la validez de los contratos y otros 
actos que en él se verifican». (T. I, núm. 9). 

Por otra parte, la regla fijada por la Comisión dificulta 
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las relaciones comerciales y de todo género, é impone á los 
interesados y á los funcionarios que deben intervenir en 
estos actos, para la debida solemnidad del acto, serias difi 
cultades. 

De la misma manera, cuando se trata de decidir acerca de 
la validez de una obligación contraida en pais extranjero, 
atendida la capacidad, no habrán de atenerse las autorida- 
des á las leyes del pais en que se ejecutó el acto jurídico, 
sino á las de aquél en que se hallaba entonces domiciliada 
la persona obligada. 

¿Y qué fundamento tiene esa preferencia por la ley del 
domicilio en desprecio de la ley de la actual residencia? 

Se comprende fácilmente la preferencia que reclaman los 
partidarios de la ley de la nacionalidad. Notables autorida- 
des la sustentan, como Fiore, Laurent, Mancini, etc. Su fun- 
damento es el respeto á la personalidad humana, á la ley de 
la propia nación, que imprime carácter en sus hijos, como lo 
explica Fiore. (T. I, niim. 53). 

Otra razón atendible respecto del principio del estatuto 
personal y que habla elocuentemente en contra del adopta- 
do por la Comisión, es ésta: 

En cada nación se determinan las condiciones para fijar 
el estado y capacidad de las personas, tomando en cuenta el 
desarrollo físico é intelectual de sus habitantes, en lo cual 
influye el clima, la educación, los hábitos, etc. Y por eso es 
que se advierten notables diferencias á este respecto entre 
las naciones. 

¿Y qué sucede tomando por base el domicilio? Todo lo con- 
trario. 

Por el mero hecho de estar ó haber estado domiciliado uñ 
individuo en un pais en que la mayor edad se fija á los vein- 
tiún años, por ejemplo en Francia, había de reputársele ma- 
yor en cualquier otro en que se encuentre, aún cuando en 
éste y en su propia nación se exijan al efecto veinticinco 
años, como en Chile y en la mayor parte de los países regi- 
dos por el Derecho Romano. 

Se sabe que el domicilio se adquiere, por el hecho del es- 
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tableciraiento en un lugar con ánimo de permanecer en él 
indefinidamente. Por lo tanto puede bastar una residencia 
en esas condiciones por un c>orto tiempo, seis meses, v. g. 
Este hecho aislado, esta mera circunstancia, es la que ha de 
fijar para siempre su estado y capacidad personal. A donde 
quiera que vaya se habrá de atender á ella, en desprecio de 
las leyes que ahí rijan y de las de la propia nacionalidad. 

No se comprende, pues, la preferencia por la ley del do- 
micilio sobre la ley del país en que la persona reside, con- 
tiata y se obliga. Cuando esta rige, todo es fácil y sencillo; 
cuando impera la otra, todo ofrecerá difleultades y embara- 
zos. La persona con quien se va á contratar ¿estará domici- 
liada en otra parte? ¿Qué leyes regirán ahí en donde está ó 
en donde puede estar domiciliada? 

Los funcionarios que en cada país concurren á ciertos ac- 
tos para solemnizarlos, saben su oficio ahí donde funcionan, 
saben á qué atenerse con respecto á la capacidad de los con- 
tratantes. • ¿Podrán expedirse con igual facilidad en actos 
que se rijan porlacj leyes de otras naciones? 

Ninguna de estas dificultades puede presentarse si se adop- 
ta el principio de la residencia con el cual se respeta tam- 
bién el de la soberanía de cada nación. Ahí donde una per- 
sona ejecuta un acto es donde debe ser capaz de ejecutarlo. 
Las leyes del país en que se ejecuta son las que deben ob- 
servarse. 

Con lo expuesto acerca de este punto quedan demostrados 
los me tivos por que no he podido aceptar el proyecto de la 
mayoría y que me han inducido á formular los artículos 4.^, 
5.^ y 6.^^ del que he presentado por mi parte. 

Adoptado éste, no tendrían razón de ser los artículos 1 .« 
2.^ 3.0, 4.0, 10, 11, 12 y 14 dql de la mayoría. 

La Comisión, consecuente con sus ideas contrarias á la ob- 
servación de las leyes del país en que se reside, ha estable- 
cido lo siguiente en la importante materia «De las obliga- 
ciones». 

« Art. 9.0 La ley del lugar donde los contratos deben cum- 
plirse, rige: 

OBRAS FAKRBS 21 
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a) Sus formas y solemnidades; 

b) Su existencia y naturaleza; 

c) Su validez y subsisfencia; 

d) Sus efectos y consecuencias; 

e) Su ejecución y extinción; 

f) En suma, todo cuanto les concierne bajo cualquier 
aspecto que sea.» 

El que suscribe, encargado especialmente por sus Hono- 
rables colegas de la Comisión, del estudio de esta importan- 
te materia, propuso la adopción de las reglas contenidas en 
el título respectivo del proyecto acompañado y cuya base 
es el principio locus regit actum establecido en el articulo 
22; pero no tuvo lá fortuna de que fueran aceptadas por la 
Comisión. 

Según dicho artículo, los contratos celebrados y actos eje- 
' cutados en cualquiera de los Estados signatarios del Trata- 
do, en conformidad á sus leyes, se reputarán válidos en 
todos los demás, sin perjuicio de las excepciones ó limita- 
ciones contenidas en el mismo Tratado. 

La sanidad de la doctrina que este artículo reconoce, se 
impone á su mera lectura. ¿Qué otra regla sería más ade- 
cuada á la más perfecta fraternidad? ¿Cuál que consulte 
mejor los intereses sociales? ¿Cuál sería más fácil en su eje- 
cución práctica? ¿Cuál otra se conformaría mejor á los in- 
tereses y necesidades del comercio y la industria? ¿Cuáles 
son los inconvenientes que ofrece? 

Nada mejor puedo hacer para responder á estas cuestio- 
nes que referirme á los más notables autores que han trata- 
do de esta materia. 

Espero que el Honorable Congreso no ha de tener á mal 
que reclame su atención m¿ís benévola. La importancia de 
la materia y el deber en que me creo de explicar y apoyar 
mi línea de conducta en el desempeño de mis trabajos en la 
Comisión, me excusarán también. 

«Un principio hoy día generalmente adoptado por las 
naciones, dice Fiore, es que la forma de Ion actos se regla 
por la ley del lugar en él cual han pasado ó se han ejecutado. 
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Es decir, que para la validez de todo acto basta observar 
las formalidades prescritas por la ley del lugar en que se 
ejecuta.» 

El principio que acabamos de anunciar se aplica á todos 
los actos lícitos del hombre, convencionales ú otros: «así, él 
regla los actos del estado civil, los actos de celebración del 
matrimonio, las donaciones, los testamentos, todas las con- 
venciones á título oneroso». (Fíelix, Derecho Internacional^ 
1. 1, núm. 73). 

Este ilustre publicista cita cincuenta autores que son de 
su opinión y la doctrina de la Corte de Casación de Francia 
y las Cortes de Rouen. 

La regla indicada, agrega, no se aplica solamente á los 
actos públicos ó solemnes, sino también á los que constan 
de documentos privados. 

El mismo autor desarrolla esta doctrina en los núms. 79 
y siguientes de la obra citada. 

En cuanto al fondo ó valor intrínseco de los actos jurídi- 
cos, he aquí cómo se expresa: 

«El principio general en esta materia es que las purtes 
contratantes han tenido la intención de conformarse en sus 
convenciones á la l-^y del lugar en que so han perfecciona- 
do.» (T. I, núm. 96). 

«Merlín, agrega en el número citado, se expresa en los 
siguientes términos: Todo hombre que contrata en un país, 
sea domiciliado ó nó, nacional ó extranjero, adhiere á las 
cláusulas del tiatado que hace el sentido y las consecuen- 
cias de las leyes del país». {Repertorio, Merlin, V. Etranger). 

«La necesidad de las relaciorjes entre las naciones, dicen 
11. M. Kent y Story, ha hecho establecer que la validez de 
un contrato y todo lo que concierne á su naturaleza, el lazo 
vinculum obligationis, como todo lo relativo á su interpreta- 
ción, depende de la ley del lugar en que se ha celebrado». 

Seria demasiado molesto acumular más citas de este au- 
tor, maestro en la materia; pero debo hacer notar que ni él 
ni ninguno de los tratadistas á que en este estudio me refle 
ro, se imaginan siquiera que puede dejar de aplicarse la 
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máxima locus regit actum con que encabeza el capítulo de 
su obra citada y que sirve de fundamento á su doctrina^ 
(FcELix, Derecho Internacional, t I, núms. 73 al li^8). 

Otro publicista no menoi notable, Fiore, dice á este res- 
pecto: «Cuando no se ha declarado expresamente que se 
prefiere la ley del lugar de la ejecución á la del domicilio del 
deudor ó acreedor, ó la preferencia no resulte do circuns- 
tancias de un modo cierto, debe presumirse que las partes 
se han referido á la ley vigente en el lugar donde han rcali. 
zado el acto que ha dado origen- al vinculo jurídico». (Fio. 
KE, t. I, núm. 112). 

Con arreglo á la ley del lugar donde se contrae la obli- 
gación, es como debe decidirse si es civil ó natural, si es pu. 
ra y simple ó condicional, si consiste en dar ó en hacer, y 
si es una obligación rei ccerte ó una óbllgatiH generi^, (FiouEy 
t. I, núm. 141). 

En cuanto^á la solidaridad de los deudores comprometí 
dos, ya se derive inmediatamente de la ley, ya proceda de 
un convenio en donde se haya estipulado expresamente^ 
debe ser regida por la ley del lugar donde se ha realizado el 
contrato. (Fiore, t. I, núm. 142). 

Cuando las partes no han declarado nada expresamente^ 
la lex loci contractus es la que debe determinar todos los 
efectos jurídicos inmediatos que del contrato se derivan, ya 
sea por disposición de la ley, ya por la costumbre. (Fiore^ 
t. I, núm. 146). 

No es menos explícito el célebre Laurent. «¿Qué ley se 
sigue, pregunta, para reglar la forma de los actos? Hay so- 
bre este punto un viejo adagio que está admitido por todos 
los autores y co7isagrad& por todas las legislaciones: locus 
regit actumi^. (Laurent, t. lí, núm. 233). 

El acto ejecutado según las formas del lugar de su otor- 
gamiento, es válido en todas partes cualquiera que sea la 
nacionalidad de los interesados. (Laurent, t. II, núm. 239). 

«Se pregunta si un acto auténtico debe ser recibido en el 
extranjero en las formas prescritas por la ley local. Apenas 



ANEXOS 325 



puede formularse esta pregunta, porque la afirmativa es de 
evidencia». (Laukent, t. II, niim. 245). 

Citaré, por fin, á Calvo, cuy<* autorizada opinión llega á 
parecer exagerada. «En derecho estricto, dice, los contratos 
deben ser regidos, en cuanto al valor legal de su forma y 
en cuanto á los efectos que se derivan de sus estipulaciones, 
por la ley del lugar en que se han celebrado. Esta regla de 
ducida del exioma lex loci coíitractus está fundada no sólo 
en la conveniencia mutua de los individuos, sino en la nece- 
sidad moral para las naciones, de vivir en rel¿M^iones intimas 
las unas con las otras. El Estado que cesara de aplicar esta 
regla se aislarla del movimiento general de la civilización 
y volvería luego, por una pendiente fatal, al estado de barba- 
rie de las tribus salvajes». (Calvo, Derecho Internacional j 
b.^ edición, t. II, § 96b), 

No debemos aceptar esta exageración. 

Pero, me pregunto: ¿Es posible que sea desconocido y re" 
chazado este axioma en el Congreso Internacional reunido 
hoy en Montevideo? 

I ¿por qué lo sei ia? 

«Porque ya es necesario reaccionar contra un principio 
cuyo origen se ignora y que se ha venido imponiendo con el 
transcurso del tiempo, principio que condena la ciencia jurí- 
dica. Porque es necesario hacer la luz en el caos á que nos 
han condenado los autores que lo sostienen y las naciones 
que lo reconocen.» 

El Congreso lo ha oído: se trata de reaccionar contra el 
orden de cosas actual y contra la opinión casi unánime de 
los publicistas, de las naciones y contra nuestros Códigos. 

Es otra la regla que debe consagrarse según la mayoría? 
á saber: 

La ley del lugar donde los contratos deben cumplirse. 

Esa ley es la que, según la mayoría de la Comisión debe 
regir en los contratos todo cuanto les concierne, bajo cual- 
quier aspecto. 

El Honorable Congreso advertirá seguramente que el sis- 
jpm:i ideada por la Honorable Comisión ofrece serios incon 
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venientes: con efecto, en el mayor número de casos, las per- 
sondas que, poseyendo bienes en diversos países, deseen con- 
tratar sobre ellos, ignorarán las leyes á que deben ajustar 
sus contratos, y no faltarán ocasiones en que no les será po 
sible adquirir ese conocimiento. En todo caso, se les impone 
molestias y gastos que ninguna razón de ser tienen. 

Pueden ocurrir inconvenientes no sólo dificiles de vencer, 
sino imposibles: ¿qué se hará si en el lu^ar en que están si- 
tuados los bienes se exigen requisitos que no pueden llenar- 
se en el lugar en que el contrato se celebra? Los testamen- 
tos, dice Laurent, haciéndose cargo de este inconveniente 
(tomo II, número 236), se otorgan ante la justicia, según la 
ley prusiana, y ante un notario entre nosotros. 

Inútilmente un prusiano querrá testar entre nosotros ante 
un tribunal; el juez se declararía incompetente. Ha sido pues, 
necesario permitir al prusiano hacer testamento ante nota- 
rio. De la misma manera los franceses y los belgas que de- 
sean contratar en país extranjero, ahí en donde hay nota- 
rios, estarán obligados á conformarse á las leyes del país. 

En cuanto á los documentos privados, la diflcultai es me 
ñor, pero subsiste. ¿Quién redacta los actos? Rara vez son 
las partes; de ordinario son los agentes de negocios. Estos no 
conocen sino la práctica legal del país en que ejercitan su 
ministerio. En cuanto á las partes, ellas están obligadas, no 
conociendo las leyes, á valerse de redactores que arreglan 
los actos conforme á la lev local. Redactados en esta forma 
hacen fe en todas partes; si nó (decía Portalis exponiendo 
los motivos del proyecto del Código), no habría ningupa se 
guridad en las relaciones civiles. 

Pero hay aún otro motivo de imposibilidad: los funciona- 
lios públicos, notarios, jueces ó lo que sean, están obligados 
á redactar y formalizai* los instrumentos que otorgan, según 
la ley del lugar en que desempeñan sus funciones. Ellos no 
pueden cambiar las formas, adoptando los contratos á tan- 
tos países como extranjeros de divei^sas nacionalidades haya. 
No conocen ni deben aplicar otras formas, repito, que las del 
lugar en que funcionan. 
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La Honorable Comisióa no se ha hecho cargo de estas di- 
ficultades que son inaolubies. 

¿Qué motivos tan poderosos ha tenido para apartarse del 
uso corriente entre todas las naciones, para cambiar de raíz 
el orden de cosas actual? 

Nada tiene que ver en la precedente cuestión la escuela 
á que quiera subordinar sus acuerdos el Honorable Con- 
greso. 

Aquí no se trata de predominio de estatutos. Ni los prin- 
cipios del estatuto personal, ni los del estatuto real se com- 
prometen. Laurent lo dice: «si se atiende al lenguaje tradi- 
cional, es necesario decir que el estatuto de las formas del 
acto no es ni personal, ni real». (T. II, núm. 235). 

Se ha visto también por las trascripciones que he hecho 
de Fiore, que este publicista, partidario de la ley de nacio- 
nalidad, reconoce y acepta como un axioma la regla locm 
regit actum. 

La presente cuestión no es, pues, de estatutos. Los parti- 
darios de todas las escuelas proclaman el axioma. 

Se trata sólo de facilitar al hombre en sociedad los me- 
dios de estrechar sus relaciones, de comerciar, de ejercitar 
los derechos inherentes á su ser, de adquirir bienes y dispo- 
ner de los propios en donde quiera que se encuentren y de 
la manera más cómoda y fiicil posible. 

Hav todavía otro orden de consideraciones. 

El régimen que establecería el Tratado en la forma adop- 
tada por la Comisión, obligaría á las naciones contratantes, 
de lo cual resultaría que el propósito de estrechar y facilitar 
las relaciones mutuas sería contrariado. En efecto: los resi- 
dentes en esta República Oriental pueden hoy celebrar con. 
tratosquehabian.de tener su cumplimiento en cualquiera 
de las otras repúblicas, de la manera más sencilla y fácil^ 
sin más que dirigirse al primer notario, ó siendo el contrato 
privado, ajustándose á la ley aquí vigente. Aprobado el Tra* 
tado ¿tendrían las mismas facilidades dos comerciantes, dos 
agricultores, dos industriales, y aún dos abogados? 

Entre tanto, esos mismos residentes nacionales ó extran- 
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jeros, pueden seguir contratando libremente y con las mis- 
mas facilidades que hoy lo verifican, cuando el cumplimien- 
to de las obligaciones haya de tener lugar en cualquier otro 
pais no signatario. 

¿Es esto razonable? 

Si hubiera de entenderse que el Tratado que se celebra, 
no sólo liga á las naciones signatarias entre sí, sino que las 
obliga á ajustai*se al orden de cosas que eatableoe en sus re- 
laciones con las demás naciones, nos colocaríamos fuera del 
derecho común de las naciones cultas, como lo dice Calvo. 
{Derecho Internacional, t. 11, § 965). 

Por los inconvenientes anotados y otros muchos que apun 
tan los notables publicistas que he citado, las naciones y los 
jurisconsultos han adoptado, con rara uniformidad, el prin 
cipio que el que suscribe ha reconocido en su proyecto y del 
que se ha apartado la Honorable Comisión. 

El que suscri4)e ha tenido además de los motivos expues- 
tos, uno especial para no adherirse al proyecto de la Comi- 
sión, y mantener el que por su parte propuso. 

Ese motivo es el debido respeto á las leyes patrias. 

No estarán distantes los representantes de Chile de acep- 
tar, por su parte, modificaciones de sus leyes, cuando razo- 
nes poderosas lo aconsejen, pero si lo estarán, y mucho, cuan- 
do se trate de derogar las que tienen por fundamento la ra- 
zón, la pi'áctica de las naciones cultas y la opinión uniforme 
de los publicistas, leyes de que se enorgullece y de que ha 
cosecliado buenos frutos durante largos años. 

El Código Civil Chileno, conformándose á la práctica or- 
dinaria, establece: 

«La ley es obligatoria para todos los habitantes de la Re- 
páblica inclusos los extranjeros.» (Art. 14.) 

«Toda persona es legalmente capaz, excepto aquellas que 
la ley declara incapaces^ (Art. 1446.) El Código Civil de- 
termina en seguida quiénes son incapaces. 

«La forma de los instrumentos públicos se determina por 
las leyes del país en que han sido otorgados.» (Art 19, 
etc., etc.) 
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Decía poco há, que el principio locus regit actum no era 
contrario á ningún estatuto; y en efecto, la ley chilena, que 
sujeta los bienes situados en Chile á las leyes chilenas, res- 
petando asi el principio territorial, admite, no obstante, los 
contratos válidamente otorgados en país extranjero. En este 
punto, como en otros, limita el principio. 

Hé aquí cómo se expresa á este respecto: 

«Los bienes situados en Chile están sujetos alas leyes chi 
lenas, aunque sus dueAos sean extranjeros y no residan en 
Chile. 

«Esta disposición se entenderá sin perjuicio de las estipu- 
laciones contenidas en los contratos otorgados válidamente 
en país extraño. 

«Pero los efectos de los contratos otorgados en país extra* 
ño para cumplirse on Chile, se arreglarán á las leyes chi- 
lenas.» 

Como se ve, el Código Civil Chileno resguarda los dere 
chos anexos á la situación de los bienes, sin desconocer la 
validez de los contratos celebrados en otros países. 

El artículo 2411, dice textualmente: «Los contratos hipo- 
tecarios celebrados en país extranjero, darán hipoteca sobre 
los bienes situados en Chile, con tal que se inscriban en el 
competente registro.» 

El Código Chileno reputa válidos aún los contratos hipo- 
tecarios celebrados en el extranjero. Sólo exige la inscrip- 
ción de lá hipoteca en el registro. Acepta el contrato que, 
constando de escritura pública, es válido donde se otorgó. 

No podría, pues, el que suscribe, aceptar modificaciones al 
orden de cosas existente, y que, lo repito, no ha dejado nada 
que desear durante largos años. 

Pero, se dice, y ésta es la razón de la regla que la Hono 
rabie Comisión propone: «Los contratos deben regirse por 
« las leyes del lugar en que se han de cumplir, porque en 
« muchos casos tendrán necesariamente que ajustarse á ellas 
« en su cumplimiento.» Así, si en un país el arrendamiento 
de bienes inmuebles no puede hacerse por más de diez años» 
en balde será que en un contrato de arrendamiento de bie 
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nes situados en él, se haga por veinte, aunque lo autorice la 
ley del país en que el contrato se celebra. Si en un país está 
prohibida la prisión por deuda, en balde será que se estipule 
en otro que es permitida. Si en un país el contrato sobre 
bienes raíces debe hacerse por escritura pública, no será vá- 
lido en él en otra forma; aunque lo sea en el país de su cele- 
bración. 

En consecuencia, es preferible á In regla Jocus regit actum 
la establecida en el articulo 30 de nuestro proyecto, según la 
cual deben regirse los actos jurídicos, en cuanto á su forma 
y fondo por la ley áel lugar en que han de cumplirse. 

Pero este raciocinio de la Honorable Comisión no está f un- 
dado en ningún principio nuevo de Derecho que se haya he- 
cho camino por los progresos de la ciencia. Foelix y los cin- 
cuenta autores citados por éh Laurent, Fiore, Merlín, Calvo 
y los citados por ellos, han sabido muy bien que en ningún 
país culto pueden reputarse como válidos los actos jurídicos 
prohibidos por sus leyes, y que las obligaciones, en general, 
deben arreglars'3, e» cuanto á aus efecto»^ á las íeyes del país 
en que van á cumplirse; y finalmente, que, cuando en estos 
casos se exijan requisitos especiales, es necesario llenarlos. 
No obstante, declaran que la regla }ocus< regit acttcm está ad- 
mitida por todos los autores y consagrada por todas las legis- 
laciones. 

Ellos han estudiado detenidamente las dificultades á que 
puede dar origen dicha regla, á fin de determinar cuál debe 
ser su legítima significación y su alcance. Y, sólo después de 
estudiar las objeciones que pueden hacerse, ya en un senti- 
do, ya en otro, optan por ella, reduciendo á meras excepcio_ 
nes lo que, según los principios de jurisprudencia, debe que- 
dar excluido. Véase, si jio, lo que cada uno dice latamente en 
los títulos que consagran á la materia, de las obras citadas. 

No hay, pues, en esto, sino el estudio de una sencilla re- 
glamentación para establecer en un tratado el procedimiento 
más correcto. En esa reglamentación tendrá su lugar lo que 
la Honorable Comisión observa, y con ello habrá desapareci- 
do la objeción. 
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Eu efecto, en los tres casos que por vía de ejemplo acabo 
de proponer, para explicar el pensamiento de mis honorables 
colegas, la objeción se contesta con sólo establecer la siguien 
te excepción al principio, locus regit actum: 

Los contratos que han de producir efecto en un determinado 
Estado, no valdrán si exigiéndose en él requisitos especiales 
para su validez, no se llenaren. Tampoco se reputará válida 
en un Estado, ninguna obligación contraria al orden público 
ó á la moral ('artículos 23 y 26 de mi proyecto). 

Estas excepciones reconocidas por los jurisconsultos, de- 
bían satisfacer á la mayoría de la Honorable Comisiói, por- 
que la exigencia de escritura pública para vent^ de bienes 
inmuebles, la prohibición de contratar arrendamiento por • 
más de diez años, y la prisión por deudas, son prescripciones 
de orden público. 

Si el desacuerdo de la Comisión hubiera sido con respecto 
á detalles ó meras excepciones, ya rechazándose unas, ya 
proponiéndose oti-as, no habría sido difícil una resolución 
uniforme. Pero desgraciadamente ha sido en puntos esencia- 
les. Se ha tomado por la Honorable Comisión una base inu- 
sitada, que trastorna el orden de cosas actual y que tiende á 
. introducir confusión en nuestras relaciones internacionales. 
No se advierte que las naciones obligadas á conformarse al 
nuevo orden de cosas, establecido por el tratado que se ajus- 
tará en esta forma, no podrían imponerlo á las domas nacio- 
nes no comprometidas, teniendo en tal caso las primeras que 
regirse por dos legislaciones diversas: una regiría las rela- 
ciones de las naciones comprometidas entre sí, y otra las re- 
laciones de éstas con las demás. 

Otro de los puntos sustanciales de desacuerdo á que me he 
referido es el relativo á la sucesión por causa de muerte. 

El proyecto de la Comisión establece lo que sigue: 

«AuTÍcuLO PRiMEKO. La ley del lugar de la situación de 
ios bienes hei editai'ios al tiempo de la muerte de la persona 
de cuya sucesión se trata, rige: 

a) La capacidad del causante para testar; 
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b) La del heredero ó legatario para suceder; 

c) Las formas, validez y efecto del testamento; 

d) Los títulos y derechos hereditarios de los parientes y 

del cónyuge supérstite; 

e) La existencia y proporción de las legitimas; 

f) La existencia y monto de los bienes reservables; 

g) En suma, todo lo relativo á la sucesión legítima y tes- 

tamentaria». 
Como se ve, una vez vigente el Tratado de la Comisión 
propone, un subdito peruano domiciliado y residente en un 
país y que tenga bienes en Chile y en Bolivia, v, g., no po- 
dría tefftar válidamente en su propio país en conformidad á 
* sus leyes, y debería hacerlo guardando en la forma y el fon- 
do las leyes del Perú, de Chile y de Bolivia. 

Asimismo, sus herederos legítimos, sean hijos, padres, cón- 
yuge, hermanos, etc., habrán de partirse, nó según las leyes 
del Perú en la sucesión intestada, sino según las del Perú y 
las de Chile y las de Boíivia, reglándose sus derechos por 
tantas legislaciones cuantos sean los países en que posea 
bienes. 

No establece el proyecto de la Comisión en dónde y en qué 
momento se abre una sucesión; pero como establece que ésta 
se rige en todo, absolutamente en todo, por las leyes del lu- 
gar en que haya bienes, se sigue que debe abrirse en tantos 
puntos como sean los en que bienes haya. 

No determina tampoco si habrá de ser uno el juicio de su 
cesión ó serán varios; pero es consecuencia ineludible del 
artículo 44 que ha de haber tantos juicios de sucesión como 
países en que haya bienes, lo cual no sólo ofrecería graves 
dificultades, sino que sería imposible. 

Tanto se aparta el proyecto de la Comisión de la jurispru- 
dencia universal en esta materia, que hasta el derecho de 
testar lo hace imposible, ó poco menos, en los casos á queso 
refiere. Preténdese que la forma del testamento se rija por 
las leyes del lugar en que están situados los bienes. Como si 
un testamento pudiera subordinarse en su forma á las leyes 
de diversas naciones; ó como si fuera correcto otorgar tantos 
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testamentos diversos como pueblos haya en que el testador 
tenga bienes. 

Finalmente, el proyecto llegti hasta establecer algo que 
dudo mucho pueda realizarse. Me refiero á las reglas relativas 
á los acreedores, y á la forma y modo en que han de ejerci- 
tarse sus acciones: se les priva del derecho de ocurrir donde 
ellos vieren convenirles; se les obliga en ocasiones á dirigirse 
á diversos lugares; se determina la parte de su crédito que 
en cada país pueden cobrar, y se les sujeta á un prorrateo 
ocasionado á tantos inconvenientes y dificultades, que en la 
práctica ha de ser, si no imposible, poco menos. Con lo expues 
to quedan demostrados los motivos de mi disentimiento de la 
maj^oria de la Comisión en los puntos sustanciales del pro- 
yecto presentado por ella y á los cuales se refieren la mayor 
parto de las disposiciones que contiene, de tal suerte que 
eliminados ó sustituidos por los que yo he adoptado, por el 
mismo hecho deben desaparecer todas las disposiciones ba- 
sadas en ellas. 

No debo, por tanto, detenerme en el análisis de éstas ni 
tampoco en el do aquellas reglas, que pueden calificarse de 
mero detalle. 

Aqui deberla terminar mi exposición, porque teniendo sólo 
que referirse á la discusión general, es inútil detenerse en 
detalles; pero, oído lo que á nombre de la mayoría se ha di- 
cho, faltaría á un deber de cortesía, como ya lo expuse, no 
dando las explicaciones á que se me ha invitado expresamen- 
te respecto de ciertos vacíos, inconciencias y contradicciones 
que la mayoría nota en mi proyecto. 

El primer vacío que me invita á explicar la mayoría es 
el que resulta de mi silencio respecto de las personas jurí- 
dicas. 

Extraña que haya hecho caso omiso de los artículos 5.o y 
6.0 de su proyecto, que es todo lo que ella consagra á la ma- 
teria. 

No advierte la Comisión que dichos artículos no estatuyen 
nada, si bien se considera. 
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Con efecto: decir que una persona jurídica será capaz en 
aquel Estado en que se le declare capaz, donde lo sea, es no 
decir nada. 

Tan cierto es esto, que consignado ó nó el articulo, será 
capaz en la República de Bolivia y Argentina, la persona 
jurídica que sus leyes declaran capaz. 

La misma observación puede hacerse respecto de los inci- 
sos 1 y 2 del artículo G.^ 

Si la existencia y capacidad de una peraona jurídica ha de 
juzgarse por la ley en donde existe, y sólo ha de poder eje- 
cutar los actos propios de su institución en otro Estado, en 
conformidad á las leyes de éste, ¿qué objeto tiene esta decía, 
ración en un tratado? 

Si una corporación que tenga personería jurídica en el Uru- 
guay se ha de regir por las leyes del Uruguay, y si para ejer- 
cer sus funciones en la Argentina se sujetará á las prescrip- 
ciones de ésta, que es todo la estatuido por la mayoría ¿qué 
se ha avanzado con tales artículos? 

Que toda persona jurídica habrá de regirse por las leyes 
dictadas exprofeso para ella en el país en que existe, y si 
pretende ejercer actos de su institución en otro Estado lo ha- 
rá también, si en él se le reconoce, y en conformidad á las 
leyes dictadas al efecto. Eso, señores, no es materia de un Tra- 
tado, eso no es una Convención. Eso es simplemente reco- 
nocer en cada Nación el derecho que tiene para gobernarse. 

El inciso 2.^ por su texto claro y literal deja sin aplica- 
ción el 3.0 El declara que el carácter que invisten las per- 
sonas jurídicas las habilita plenamente para ejercitar fuera 
del lugar de su institución todas las acciones y derechos que 
les corresponden. 

El inciso, como se ve, no exceptúa ninguna acción ni de- 
recho. 

Pregunto: ¿no se comprenden en estas expresiones las ac- 
ciones, los dei'echos propios de la institución, anexos á ella? 

Pero lo que quiere decir la mayoría es otra cosa. 

Lo que quiere decir os que las personas jurídicas pueden 
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demandar en otras partes el cumplimiento de las obligacio- 
nes con ellas contraídas, esto es, comparecer en juicio. 

Esta disposición no es necesaria, y si lo fuera correspon- 
dería á títulos separados de este proyecto: al de la jurisdic- 
ción y al de procedimientos. 

La minoría no ha necesitado hacer mención expresa acer- 
ca de las personas jurídicas, porque sujeta ó subordina la 
capacidad para todo acto jurídico, á las leyes del país en que 
el acto se ejecuta. 

El caso, como todos aquellos en que deba apreciarse la ca- 
pacidad, se comprende en una regla general que no deja lu- 
gar á ninguna duda ni vacilación. 

Y nótese que la mayoría, que tanto extraña la deficiencia 
del proyecto de la minoría á este respecto, establece el mis- 
mo principio, pero dedicándole especialmente dos artículos 
con cuatro incisos que, en resumen, no hacen más que reco- 
nocer que rigen en cuanto á las personas jurídicas las leyes 
del país en que funcionan. 

Ha sido, pues, una mera ilusión de la mayoría la de creer 
que ha tratado la materia magistralmente, y que la minoría 
ha preacindido por completo de ella. 

No es menor su ilusión cuando cree encontrar otras defi- 
ciencias y contradicciones en el título «De las personas». 

Si se digna fijar su atención en el »lcance de la regla se- 
giín la cual la capacidad se juzga por la ley de la residencia, 
verá resueltas todas las cuestiones que pueden suscitarse. 
Verá también que, según ella, no tienen razón de ser la mayor 
parte de los artículos que contiene sobre esta materia su 
proyecto. 

En cuanto á contradicciones, no las hay. La mayoría no ha 
demostrado el cargo. Ello es más difícil, sin duda, que hacer- 
lo. Oportunamente podremos debatirlo, porque corresponde 
al detalle. Me limito por ahora á rechazarlo. 

Debo, sí, dar la explicación que se ha servido pedirme 
concretamente acerca de mi silencio respecto de los casos 
previstos en los artículos 26, 27, 28 y 29 de su proyecto. 
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El caso del artículo 26 está resuelto por la regla locus re- 
git actum reconocida en el mío. 

^ La mayoría, que ha establecido que las obligaciones se ri- 
gen por la ley del lugar en que deben cumplirse, ha necesi- 
tado dar la regla del articulo 26. 

La minoría, que establece que las obligaciones se rigen 
por la ley del lugar en que se contraen, salvo las excepcio- 
nes que se expresan, no ha debido ocuparse de ese punto. 

El artículo 27 estatuye, bien que con distinta redacción, 
que los derechos adquiridos sobre bienes muebles, deben res- 
petarse, aunque éstos cambien de situación. 

Es decir, que quien es dueño de un reloj ó de un mueble 
cualquiera, por haberlo adquirido legítimamente en Monte- 
video, sigue siendo dueño de él en Buenos Aires, si allá lo 
lleva. 

La minoría no ha creído que sea necesario garantir por 
medio de un Tratado el derecho de propiedad en estos Es 
tados. 

En cuanto al artículo 28, ignora la minoría que haya pue- 
blo alguno culto en que sea necesario llenar requisitos de 
forma ó de fondo para conservar la propiedad de los objetos 
muebles adquiridos legitimanente en otra parte. 

Ahora, si lo que se desea establecer es relativo á los 
casos procedentes de contratos defectuosos, cuyos vicios pue- 
den subsanarse llenándose algunos requisitos en el lugar de 
la nueva situación, como parece desprenderse del artículo 
siguiente, eso no es materia de un Tratado. Eso quiere decir 
simplemente que el que no es dueño perfecto de una cosa, no 
)o será hasta que no la obtenga legítimamente. 

En cuanto al artículo 27, ¿será necesario un Tratado para 
que se reconozca que tiene mejor derecho sobre determina- 
dos bienes, el que los adquirió llenando las formalidades 
exigidas por las leyes, que otro que no los había adquirido 
logalmente por no haber llenado los requisitos necesarios 
para la adquisición? 

Con el mérito de lo expuesto, creo haber demostrado que, 
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por lo menos el proyecto que he tenido el honor de presen- 
tar, no merece ser tratado con la severidad con que lo ha 
sido por parte de la ma^^oria; y que bien podría a mi vez 
extrañar la extrafieza que ella ha manifestado, si no tuviera 
la convicción de que ha puesto de su parte, en el estudio de 
las graves cuestiones que aquí se dilucidan, todo el estudio 
y esmero de que ha sido capaz, y de que ia falibidad es in- 
herente á la naturaleza humana aún en los espíritus más 
privilegiados. 



B. Prats. 
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SUMARIO 

Exposición de los fundamentos de la tesis contraria á la regla locus 
regít actuvi, > 

I,— Origen y autor de la regla. 

II, Órbita precisa de su acción. 

ni. — Certidumbre y determinación de la regla; bu carácter de impe- 
rativa 

IV.— La regla no es contraria á ningún texto romano: examen de las 
leyes que se señalan como contrarias. 

V. — Fundamentos de la regla. 

A'L— Calidades de la regla de ser anónima y no tener más base que 
la rutina. 

VIL — De la sujeción á una sola ley, de la forma y el fondo del acto. 

VIII —Resumen. 



Habíamos concluido va ruestros comentarios de 
los artículos del Código Civil de la República que 
versan sobre el Derecho Internacional Privado, 
cuando lleo^ó á nuestras manos el discurso que el 
Plenipotenciario Arjfentino, doctor don Manuel Quin- 
tana, pronunció en defensa del proyecto de la ma- 
yoría del Congreso de Plenipotenciarios, reunido en 
Montevideo para tratar sobre el Derecho Interna- 
cional Privado. 

El proyecto de la mayoría difiere en muchos pun- 
tos de los principios adoptados por el Código Civil 
Chileno; y el Plenipotenciario de nuestra República, 
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señor don Belisario Prats, ha combatido acertada y 
brillantemente, y con poderosa copia de razones y 
autoridades, las diversos puntos del proyecto de la 
mayoría, contrarios á la doctrina de nuestro Có- 
digo. 

Nosotros habíamos, en nuestro comentario, com- 
batido, siri verlas así formuladas, muchas de las re- 
glas puestas por la maj^oría del Congreso de Pleni- 
potenciarios y defendidas por el doctor Quintana; 
como que hemos procurado (sin disimular en mucha 
parte nuestros esfuerzos) dejar bien establecida la 
legitimidad de la doctrina de nuestro Código, sus 
ventajas, no sólo para los nacionales sino también 
para los extranjeros, su carácter eminentemente li- 
beral y generoso, su lógica inflexible y su severa 
sobriedad en el precepto, hermanada con la lucidez 
de la expresión. Podemos gloriarnos de que ningún 
Código europeo ni americano nos lleva ventaja á 
este respecto: tenemos aquí consagrados los princi- 
pios fundamentales más sanos, mejor reconocidos 
en el mundo científico, y hemos formado con ellos 
un sistema cuya extructura, por ciertas líneas nue- 
vas y peculiares, es propiedad chilena. 

Conociendo ahora el discurso del doctor Quinta- 
na, no podemos guardar silencio sobre algunas de 
las opiniones que sustenta, á las veces con inconsi- 
derada acritud. Tal nos parece la censura que, con 
insistencia y sin reserva alguna, fulmina contra la 
regla locus regit actum. El diplomático argentina 
no encuentra palabras bastante fuertes ó enérgicas 
para condenar la regla, y se ensaña contra ella con 
tanto encarnizamiento, que en la censura de la regla 
envuelve, sin los respectos personales, á los distin- 
guidos jurisconsultos (que son todos, sin exceptuar 
el mismo doctor Quintana) que desde muchos siglos, 
^^enen acatando el dogma jurídico que ella contiene 
y respetando su legítima y constante aplicación, sin 
contradicción de nadie. 

Oigamos al diplomático argentino. Después de 
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establecer que el mejor sisteniíi sería el que proscri- 
hirsf' 1(1 funesta influencia de la ley del lugar de la 
celebración para sujetarse exclusivaniente ú la ley 
del lugar de la ejecución de las convenciones^ agre- 
da. «Aún cuando la regla locus reyit actum goce de 
incuestionable autoridad, desde el tiempo de los 
grandes est;?tutar¡os, haya atravesado incólume las 
vicisitudes científicas de los últimos tiempos y 
haya llegado hasta nosotros rodeada de una aureo- 
la que todavía deslumhra á espíritus selectos, la. 
verdad es que nadie conoce con exactitud su verda- 
dero origen, ni la época en que apareció, ni la órbi- 
ta precisa de su acción. IJase pretendido derivarla 
del Derecho Romano; pero esa pretensión se estrella 
con el texto exi)reso de la ley de 21 del Dijesto, tí- 
tulo De obliyationibus et actionibus. Bartolo ha sido 
indicado como su verdadero autor: pero, simple 
glosador de las leyes romanas, no podía revelarse 
contra su autoridad para cambiar su letra ó torcer 
su espíritu. Hase atribuido, por último, á los esta- 
tutarios; pero si bien su notoriedad data de la Edad 
Media, ninguno de ellos se proclama su autor y mu- 
chos de los más famosos desconocen su imperio >>.. . 

«Trátase de una regla incierta, tan vaga y tan 
controvertible, que sus propios defensores no han 
logrado ponerse de acuerdo sobre su carácter para 
de^ndir sí es facultativa ú obligatoria». . «Por otra 
parte, las razones aducidas en defensa de la regla, 
no resisten al más ligero examen, su completa insu- 
ficencia para dirimir los conflictos de la materia, es 
confesada por sus propios defensores, y su absoluto 
rechazo se impone como un deber ineludible de la 
ciencia, que no puede sacrificar la severidad de sus 
principios, la exactitud de sus deducciones y la es- 
tabilidad de las convenciones humanas, en aras de 
sentencias anóminas, sin más título que el tiempo, 
ni más fundamento que la rutina.» 

Poco después agrega: «La verdad de las cosas, 
la lógica de los principios y la seguridad délos ac- 
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tos jurídicos exigen, de consiguiente, que la regla 
locus regit actiim sea proscrita, y proscrita para 
siempre, del Derecho Internacional Privado. ?> 

Concluye el señor Quintana abrazando como el 
mejor de los sistemas, el que reconoce como r^gla 
absoluta de las convenciones la ley del lugar de la 
ejecución, comprendiendo forma^ sustancia, efectos, 
cumplimiento y demás que les concierne desde que 
nacen hasta que mueren, «Es de buen principio^ 
dice, que todo acto sea indivisible del punto de vis- 
ta de la ley que hay¿i de regirlo; que su forma sea 
inseparable de su fondo, y que tanto bajo uno como 
bajo otro aspecto, sea exclusivamente regido por 
una sola y única ley.» Cita en su apoyo á más de 
la ley 21 ff. De obligationibus et actionibus, la 3.^ 
del título 5.^, libro 42 del mismo Código. 

De los párrafos trascritos resulta que, según la 
opinión de la mayoría del Congreso de Plenipoten- 
ciarios, representada por el doctor Quintana, la re- 
gla locus regit actum debe ser rechazada en absolu- 
to, proscrita para siempre del Derecho Internacional 
Privado, por las siguientes consideraciones: 

1." Porque nadie conoce con exactitud su verda- 
dero origen, ni la época en que apareció: 

2.^ Porque nadie conoce la órbita precisa de su 
acción: 

3.* Porque es tan incierta, tan vaga y tan contro- 
vertible, que sus mismos defensores no están de 
acuerdo sobre su carácter, sobre si es facultativa ú 
obligatoria; 

4.^ Porque es contraria al texto expreso de la ley 
romana; 

5.** Porque los fundamentos de la regla no resis- 
ten el más ligero examen, y porque su completa in- 
suficiencia para dirimir los conflictos de la materia 
es confesada por sus propios defensores', 

6.* Porque es una sentencia anónima, que no tie- 
ne en su favor otro título que el tiempo, ni más funda- 
mento que la rutina; sin que pueda, por lo tanto 
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dar mérito para que la ciencia sacrifique en su ob- 
sequio la severidad de sus principios, la exactitud de 
sus deducciones y la estabilidad de las convenciones 
humanas. 

7.* Porque es de buen principio que todo acto sea 
indivisible del punto de vista de la ley que haya de 
regirlo\ que su forma sea inseparable de su fondo, 
y que tanto bajo uno como bajo otro aspecto sea ex- 
clusivamente regido por una sola y única ley. 

He aquí, en resumen los motivos en que funda el 
doctor Quintana, á nombre de la mayoría de la Co- 
misión, el rechazo absoluto de la regla locus regit 
actum. Esos motivos apenas si pueden calificai'se 
de argumentos, porque ellos son simples afirmacio- 
nes que su autor no ha cuidado mucho de compro- 
bar, y podrían ser contestadas con otras simples 
negaciones. Nosotros nos esforzaremos en justificar 
nuestro rechazo de tales motivos cuanto esté á 
nuestro alcance, para no incurrir en el mismo vicio 
que censuramos. No necesitamos, en verdad, de 
grande esfuerzo para este debate. 



I 

El primer motivo con que se rechaza la regla, 
aún cuando fuera cierto, no merecería ser escucha- 
do ni discutido; no es argumento ni opone tacha 6 
defecto que vicie la regla. Si le diéramos cabida, 
habría que rechazar muchísimas verdades y princi- 
pios científicos que son imi versal mente aceptados 
sin contradicción. Nadife sabe quién fue el primero 
que dijo que tres y dos son cincos nadie es autor de 
la verdad, porque ella no nace del hombre, es ante- 
rior ó coetánea á él. Rl hombre la descubre, y la 
da á luz en cuanto la manifiesta á otros hombres. 
Pero la verdad no saca su importancia de la calidad 
del sujeto que la descubre, á la manera que el astro 
no debe su magnitud, su luz y demás cualidades al 
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individuo que lo vio por priraei-a vez. El sabio que 
examina una verdad ó un principio, aunque se le 
presente por primera vez, no toma en cuenta para 
nada los talentos, la ciencia ni los antecedentes del 
que se la presenta, ni tiene para qué averiguar 
quién fue el primero que la conoció: examina su na- 
turaleza, su importancia, su aplicación, sus conse- 
cuencias, sin cuidarse de la época en que se le co- 
noció por primera vez, porque este dato no influye 
para su cabal conocimiento: á Napoleón no le pre- 
guntaron por sus padres, ni por el día de su naci- 
miento, cuando pisoteó todos los tronos de Europa, 
ni cuando tomó por esposa á la más noble de las 
princesas de las dinastías reinantes. 

Pero ya que el doctor Quintana, para juzgar de 
una sentencia 6 de una regia del Derecho, tiene la 
alcurnia ó la prosapia en tanta estima como para 
apreciar á una persona, en quien puede ser recomen- 
dable cualidad, vamos á completar los datos que él 
mismo nos da sobre el origen y el autoi* de la 
regla. 

Bartolo, célebre jurisconsulto italiano del siglo 
XIII, profesor de gran nombradía en varias univer- 
sidades, fundador de escuela y del primer sistema 
organizado sobre el Derecho Internacional Privado, 
jurisconsulto de tanta reputación que su opinión se 
citaba con el mismo respeto que la ley; acerca del 
cual una pragmática española disponía que, á falt^i 
de ley, se admitiese la opinión de Bartolo; y fué 
más tarde necesario otra ley para impedir que se 
juzgase por esa opiniíín, como puede verse en el co- 
mentario de don Sancho Llamas de ^íolina á la pri- 
mera ley de Toro; Bartolo, nos dice el mismo doctor 
Quintana, ha sido indicado como el verdadero autor 
de la regla locus reijit actinn. El doctor Quintana 
le califica, con cierto aire de desprecio, simple rjlosa- 
dor de las leyes romanas, olvidando que, á más de 
sus comentarios sobre el Derecho romano, escribió 
diversas obras sobre jurisprudencia; comentarios y 
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escritos que se publicaron en diez tomos en folio 
(León. 1545), agríígando su biógrafo, que á pesar 
(le estar eseritos en el estilo propio de su tiempo^ en- 
cierran cosas que no se encuentran en otros libros, 
Y el hecho s()lo de ser glosador de las leyes romanas, 
¿no es título suficiente para afianzarle la más legí- 
tima nombradía? Viimio y Voet son más, simples 
glosadoi'cs de las leyes romanas, el primero de las 
Instituciones y el segundo de las Pandectas, y esto 
sólo les lia valido un lugar muy prominente entre los 
jurisconsultos modernos. 

Pues b'>n, Bartolo, tomando pie del § 12, título 
II, de las instituciones, (pie dice: ^Onine aufein jus, 
quo ufinr'j\rel ad personas pertinef^ vel ad res. reí 
ad actionesy>,{\), estableció como base de su sistema 
la divisi()n de las leyes en personales, reales ;/ relati- 
vas ú los actos, de donde nació para las últimas la 
regla locus re(jit aciuní. Esta base ha sido aceptada 
por todas las escuelas del Derecho Internacional 
Privado; y S()lo recientemente se ha tratado de de- 
secharla, pero conservando la regla, locus regit 
actujn. 

Se «efiala también como fuente de la regla la lev 
2.^ título XXXIT, libro «.^ del Código R. P. en que 
se lee: Testa menti tabulas ad hoc tibi a patre datas, 
ut in patrianí perferantur, ad firmans: potes illuc 
per/erre ut secunduní lei/es nioresque locoruní insi- 
nuentur. Tomamos la traducción de Tissot: «Ase- 
gurando que vuestro padre os ha confiado su testa- 
mento para que lo llevéis á su país {ini patrianí), 
podéis llevarlo allá para que sea insinuado según las 
leyes y los usos del país.» La sustancia de la regla 
está a(pií perfectamente reconocida y aplicada. 

Se señala además como fuente de la regla, la lev 
6.^, título 2.^, libro XXT, del Dijesto, que dice: Sifun- 
dus v(enierit^ ex consuetudine ejus regionis, in qua 



(1) «Todo el Derecho que nos rige pertenece, ó á las per 
sonas, ó á las cosas, ó á las acciones»*. 
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negatwm gestum est, pro einctione caver^ oportet. 
(1) En la exposición de esta ley dice Rodríguez de 
Fonseca: «El vendedor se obligará á la evicción, segün 
la costumVjre que hubiere donde se contrajo la venta, 
si no se expresó lo contrario»; y cita la ley 34 D. 
de Reg. tJur., que dice: <Semper ¡n sfipi(lationibi(s et 
ín cfFterís contractibu id sequimus qnod actum est: 
aut si non pareat quid actum est, erit consequens^ 
ut id sequamur quod in regione in qua actum est, 
frequentatur. «En las estipulaciones y en los demás 
contratos, siempre seguimos aquello que se trató: y 
si no apareciere lo que se trató, será consiguiente 
que sigamos lo que se practica en el lugar donde se 
contrajo, y> (Traducción de Rodríguez de Fonseca). 
Si todavía se creyera pobre esta paternidad, la 
mejoraríamos con el prohijamiento que han hecho 
de la regla todos los grandes juriscímsultos, sin ex- 
cepción alguna, y la generalidad do las legislaciones 
modernas. En algunas se le ha establecido directa y 
formalmente, d: oti-as se le da lugar en casos espe 
cíales, como para el matrimonio, y generalmente 
para los testamentos; así se ve en los Códigos Fran- 
cés, de la Luisiana, de Vaud, Napolitano, Sardo, 
Holandés. En el artículo 4.^ del proyecto de Código 
Civil Francés se consignaba la regla en términos 
expresos: «La forma de los actos, se decía, es regi- 
da por las leyes del país donde se hacen ó tienen 
lugar.» Si fué rechazado este artículo, ello no vino 
porque se creyese ei'rónea ó perjudicial su doctrina, 
pues los mismos que la impugnaron reconocieron su 
legitimidad. Así, el tribuno Andrieux, uno de los más 
ardientes impugnadores, decía: «Esta es una máxi- 
ma de Derecho que jamás ha sido contestada. ^> 
«Pero parece que la redacción podía ser mejor. ¿Qué 
dice á la letra el artículo, íq\ como está concebido? 



(1) «Si se vendiese un fundo, se deberá darla cauoión por 
la evicción, según la costumbre de aquella provincia en que 
se ejecutó la venta». 
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No otra cosa sino que en cada país se siguen, en 
cuanto á la forma de los actos, las leyes del país.» 
<cEste artículo pertenece entonces al proyecto de ley 
relativo á los extranjeros.» Tal fué el motivo por- 
que se rechazó el artículo, pero su doctrina se re- 
partió en los artículos 47, 999, 1317 y otros. El re- 
ciente Código Civil de España, en el artículo 11, 
consigna la máxima de la manera más formal. 

Concluiremos este punto observando que casi to- 
dos los principios de la ciencia, como la generalidad 
de las reglas del arte, se han ido desarrollando y 
formulando paulatinamente, y muchos en largo tras- 
curso de tiempo; de modo que no siempre es fácil 
señalar con exactitud la época de su pleno desarro- 
llo, sin que jamás se haya sacado de aquí argumento 
ni pretexto para rechazarlos. 



II 

El segundo motivo alegado para proscribir la re- 
gla loc}iH re(/if acfffm, es que nadie conócela órbita 
precisa de su acción. 

Para contestnr esta observación, basta recordar 
lo que hemos dicho en el comentario del artículo 16 
de nuestro Código Civil. En todo acto hay que dis- 
tinguir: los requisitos necesarios para su valor; y los 
efectos que produce, que no son otra cosa que los 
derechos y obligaciones naturales ó accidentales^ 
que de él emanan. Los requisitos se dividen en inter- 
nos y externos: estos últimos son las solemnidades ó 
la f orina. 

Pues bien, todos los jurisconsultos han aceptado la 
regla lociis regit actum en cuanto á la forma; todos 
convienen en que la forma áQ\ acto debe ajustarse á 
la ley del lugar donde el acto se celebra ose efectúa. 

Basta citar á Boullénois, que es una especiali- 
dad y una notabilidad en la materia. Su obra 
Traite de la personalité et de la realité des lois^ 



348 DERECHO IX TEliNACIONAL PUIVADO 



coutnmes, on statiiU, en la que toma por base 
la lio menos célebre obra de Rodenburgh, De jure 
quod oritur ex statntorum reí consuetud üUfm diver- 
sítate^ ha merecido la estimación y el respeto de to- 
dos los sabios, obra que muestra con distinción las 
opiniones de Burgundo, D' Argentré, Dumoulin y otros 
eminentes jurisconsultos. Por esta rnzón bastará co- 
piar las palabras de Roullcnois, segunda paite del 
título 2.^, capítulo 3.^, observación 34: «.4/ym' cen 
príncipes prélhninaires, notre Auteur, (éste es Roden- 
burgh, cuya opinión está exponiendo) decide que un 
acte révetu des formes du lieu oü ilá etc jKissé, sub- 
siste non obstant tout changement de dom¡cile.^> 
<:\ai raison quMI en donnc est tres-décisive: tout le 
monde, dit'il, convient qu'un hommeayant contracto 
hors son domicile, suirant la fornudité du lieu oh 
Vacie se passe, óiant revena chez lui, cet acte n'est 
pas moins valable, quoique les formalités de son do- 
micile soient difféi'entes: d'oü il suit, á plus forte 
raison, qu'un acte fait dans le lieu du domicile, sui- 
vant les formalitésdulieu, nesaurait souffrird'attein- 
te, sous pretexte que celui qui l'a passó, va depuis 
demeurer ailleurs, oü les formalités ne sont pas les 
mémes, et notre Auteur fait une application de cette 
decisión aux testaments. >( 1 ) Aquí, como se ve, no sólo 



(1) «Después de estos principios preliminaies, nuestro Au- 
tor decide que un acto revestido de todas his formalidades 
del lugar en que se ha verittcado, subsiste no obstante todo 
cambio de domicilio». 

«La razón que para ello da, es bastante decisiva: todo el 
mundo, *dice, está de acuerdo en que habiendo un hombro 
contratado fuera de su domicilio, conforme á la foj malidad 
del lugar en que el acto se verifica, si regresa á su domici- 
lio, este acto no es menos válido, aunque las formnlidadej 
de su domicilio sean diferenies: de donJe deduce, con ma 
yor i'azón, que un acto verificado en el lugar del domicilio, 
según las formalidades del lugar, no podría fer atacado so 
pretexto de que aquel que lo ha verificado va después á re- 
sidir en otro lugar en que las formalidades no son las mis- 
mas; y nuesti'o Autor hace una aplicación de esta decisión á 
los testamentos.» — (5. L.) 
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se sostiene la legitimidad de la regla loni-s refjit ac- 
tuní^ sino que se afirma que todos la ace{)tan. No 
creemos necesario citar otros pasajes del mismo au- 
tor ni de otros jurisconsultos, pues que, desde Bar- 
tolo hasta Sa\igny, la regla ha gozado del mns alto 
prestigio en el sentido que acabamos de indicar. 

Pero algunos amplían la órbita de aplicación de 
la regla, y sostienen que las obligaciones y derechos 
que nacen dcd neto ó del contrato deben regirse por 
la ley del lugar donde se celebran; mientras que 
otros sostienen que el acto y el contrato deben ser 
regidos, en cuanto á losderechosy obligaciones que 
producen, por la ley del lugar donde reciben su eje- 
cución, ó sea por la de aquel en que se ejercitan los 
derechos. La mayoría del Congreso, que combatimos, 
es de este último sentir; pero esto no la autoriza, en 
maneía alguna, para condenaren absoluto la regla, 
ni para decir que nadie conoce la órbita preciaa de su 
acción] porque, discurriendo así, vendríamos á parar 
á la condenación de todas las cuestiones en que es- 
taban en desacuerdo los sabinianos y proculeyanos, 
y á sostener que ninguno entendía la materia, por- 
que había desacuerdo entre ellos. La mayoría y su 
representante el doctor Quintana, no aducen otra 
prueba ó argumento para sostener su afirmación. 

Nuestro Código Civil ha tomado un temperamento 
medio, que es el más prudente y el más legítimo. Si 
el contrato se celebra para ejecutarse en el mismo 
lugar de la celebración, ó si los contratantes guar- 
dan silencio y de los términos del contratono aparece 
que deba ejecutársele en otro lugar; los derechos y 
obligaciones que nacen de ese contrato se rigen por 
la ley del lugar de la celebración; y aun cuando se 
trate de ejecutar ese contrato en otra parte, se juz- 
garán sus efectos (derechos y obligaciones) por la 
ley del lugar de la celebración. Pero si se estipula 
que el contrato se ejecutará en otra parte, ó si de los 
términos del contrato aparece que debe ejecutarse 
en otra parte, los derechos y obligaciones á que da 
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origen se rigen por la ley del lugar en que debe ser 
ejecutado, aunque se pida la ejecución en un lugar 
distinto, salvo que los contratantes estipulen, como 
pueden hacerlo, que se rija por la ley del lugar de 
la celebración. 

Hemos dicho que este temperamento es más pru- 
dente y es el más legítimo, porque los derechos y las 
obligaciones del contrato dependen, en general, de la 
voluntad de los contratantes, aun aquellos que los 
jurisconsultos llaman naturales^ que son los que se 
producen por el hecho mismo del contrato sin nece- 
sidad de cláusula especial; como es en Chile y en la 
generalidad de los países, la obligación que nace del 
contrato de compra-venta, de sanear la evicción y 
los vicios redhibitorios, pues que los contratantes 
pueden estipular eficazmente que no se produzca tal 
obligación. La ley chilena supone entonces, con 
mucha razón, que el hecho de designar un lugar 
para la ejecución del contrato, ó el hecho de que, 
según los términos del conti-ato deba éste ser ejecu- 
tado en cierto lugar, es motivo suficiente para pre- 
sumir que los contratantes han querido someterse á 
la ley del lugar señalado para la ejecución. 

Pero esto no es lo mismo que sostiene la mayoría y 
que defiende con tanto calor el doctor Quintana. Se- 
gún ellos, la regla es absoluta, sin limitación: ep. cual- 
quier lugar donde se pida la. ejecución del contrato ó 
donde se ejercite una acción que nazca del contrato, 
se juzga de esa acción según la ley del país donde 
ella se ejei'cita, ó bien, el contrato es regido por la ley 
de dicho país; de manera que se hace prevalecer es- 
ta ley sobre la ley del país donde debía ejecutarse 
el contrato, en conformidad á la mente de las par- 
tes. Pero la regla adoptada por nuestro Código Civil 
dispone que el contrato se juzgue según la ley del 
país donde debía ejecutarse y nó según la ley del 
país donde se pide la ejecución; ó lo que es lo mis- 
mo, el contrato no produce otros derechos y obli- 
gaciones que los que determine la ley del país en 
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que, por la estipulación délas partes, deba ejecutarse 
y no los que determine la ley de otro país, donde 
por cualquier accidente se pida la ejecución. Ejem- 
plo: supóngase que por la ley argentina se diera 
lugar á la acción de lesión enorme en la venta de 
bienes muebles; que se celebrara en Córdoba una 
venta de quinientos animales vacunos para entregar- 
los y pagarlos en Chile, y que el precio estipulado 
por esos animales fuera tan exiguo ó tan excesivo, 
que importara menos de la mitad ó más del doble 
del corriente. Este contrato estaría sujeto á la ley 
chilena, porque se había seflalado á Chile como lu- 
gar de la ejecución y, por consiguiente, no se podría 
sacar de él derecho para reclamar la lesión enorme 
sea cual fuere el lugar donde se pidiese su cumpli- 
miento. Supóngase que el vendedor de los animales, 
en el caso propuesto, no quisiese venir á Chile y hu- 
biese que demandarlo en la misma República Argen- 
tina para exigirle el cumplimiento del contrato: los 
tribunales argentinos no deberían dar cabida á la 
acción de lesión enorme, por más que las leyes de 
ese país la otorgasen y aunque ése era el lugar de 
ja celebración y el lugar donde se pedía la ejecución 
del contrato. 



III 



El tercer motivo para rechazar la regla es ser tan 
infinta, tan vaya ;j tan controvertible, que sus mis- 
mos defensores no están de acnerdo sobre su carác- 
ter: sobre si es facultativa ü obligatoria. 

Este cargo es complejo, pero es injustificable en 
todas sus partes: bastaría negarlo, porque no se adu- 
ce prueba alguna en su apoyo. 

Con lo que dejamos dicho en el párrafo anterior, 
se demuestra satisfactoriamente que la regla no es 
incierta ni es vaya. La regla es cierta, desde que se 
sabe con exactitud su esfera de acción; y no es vaya, 
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desde que no se le puede aplicar á otra materia dis- 
tinta, de aquella para la cual se formuló. 

La regla no es inciorta, porque se sabe con pre- 
cisión que ella se formuló y se aplica desde el prin- 
cipio hasta ahora, respecto de la forma del acto ó 
contrato, ó sea, de las solemnidades ó requisitos ex- 
ternos (que todo es lo mismo); y no se aplica á los 
requisitos internos, entre los cuales figura, en prime- 
ra línea, la capacidad de los otorgantes. 

La regla no es vaga, porque esta expresión se con- 
trapone en nuestro caso á lo detcrñünado, y la re- 
gla tiene esta cualidad, pues que no se la podría 
aplicar a una materia distinta. El hecho de que ha- 
ya controversia respecto de su aplicación á los de- 
rechos y obligaciones que nacen de los contratos, 
no da mérito para calificarla de vaga ó indetermi- 
nada, porque siempre es constante que no puede 
aplicarse á otra materia distinta de la controvertida 
y porque sólo por ampliación, por argumento a si- 
mili^ se la aplica á los derechos y obligaciones de 
los contratos. 

Podemos negar categóricamente que la regla sea 
tan controvertible que sus mismos defensores no es- 
tán de acuerdo sobre su carácter: si es facultativa ú 
obligatoria. Hay, por otra parte, cierta incongruen- 
cia en el cargo, porque aún siendo cierto que fuera 
controvertible el caiVicter de la regla, no por eso se 
seguiría forzosamente que fuese controvertible su 
existencia, su legitimidad é importancia. En efecto, 
todos los jurisconsultos pueden estar de acuerdo en 
estos últimos puntos y discordar sobre el carácter 
de la regla; y todavía más, el hecho mismo de dis- 
cordar sobi'e el carácter de ella, implica la confor- 
midad sobre su existencia, porque el que afirma que 
la regla e^^ facultativa, afirma que ella existe y que 
es verdadera, con la misma energía que el que afirma 
que la regla es obligatoria. 

Podemos desentendernos de esta irregular división 
de las leyes en facultativas y obligatorias (como si 
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las primeras no obligaran; pero es un error grave 
suponer que hay entre los que la reconocen, un de- 
sacuerdo sustancial sobre la naturaleza de la regla. 
Todos están de acuerdo en que ella significa que, si 
en el acto ó en el contrato se observan las formali- 
dades ó requisitos externos que determine la ley del 
lugar de la celebración, el acto ó el contrato no ado- 
lecen de vicio á este respecto. Es cierto que algunos 
jurisconsultos y algunas legislaciones, como la de 
Chile, reconocen también como válidos ciertos actos 
ó contratos celebrados en el extranjero en la forma 
que determina la ley del i)aís del otorgante. Así, por 
ejemplo, los defensores de la regla y algunas legis- 
laciones, reconocen la legitimidad y el valor del tes- 
tamento otorgado en conformidad á los requisitos 
externos exigidos por la ley del país donde está do- 
miciliado el que lo otorga. 

Pero, en todo caso, la regla es la expresión de una 
ley mperativa: ella manda que el acto ó el contrato 
se ajuste, en cuanto á su forma, á la ley del país 
donde se celebra; y ú j^crinile que pueda ajustarse 
vájlida mente en ciertos casos á la ley del domicilio 
del otorgante, no deja por eso de ser imperativa^ 
pues que manda que se ajuste á la una ó á la otra; 
á la manera de las obligaciones facultativa^^ que no 
dejan de ser verdaderas y perfectas obligaciones, 
aunque el pago, en cierta forma distinta, queda in 
facúltate solutiotm i)ara el deudor: en uno y otro 
caso, la obligación nace de una ley imperativa, y lo 
facultativo se refieie S()lo á una manera especial de 
pago. 

IV 

Se rechaza la regla, en cuarto lugar, por ser con- 
traria al texto expreso de la ley romana. 

Podemos negar con toda confianza este cargo: no 
hay ley alguna romana que sea contraria á la regla 
ó que pueda servir de apoyo para condenarla, fla- 

OlíRAS FARRES 23 
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ceraos esta afirmación tan perentoria, nó porque nos 
apoyemos sólo en nuestros estudios de la legislación 
romana, sino porque si esa ley existiera, no habría 
escapado al conocimiento de tantos jurisconsultos 
eminentes que han estudiado y discutido esta mate- 
ria, y no ha llegado á nuestra noticia el que alguno 
de ellos la baya citado. 

Las dos leyes romanas que invoca el doctor Quin- 
tana, no son contrarias á la regla locus regit actmn. 

La primera, la 21, título 7.^ Ubro XLIV del Di- 
gesto, dice así: Contraxisse nnusquisque in eo loco 
intelligitur^ in quo ut solvereis se obligatrit. «Se en- 
tiende que se contrajo en el lugar donde alguno se 
obligó á pagar.» Esta traducción es de Rodríguez 
de Fonseca, el que expone la ley de esta manera: 
«Si al tiempo del contrato se obligó alguno de los 
contrayentes á entregar alguna cosa ó cantidad en 
el lugar determinado, puede ser reconvenido en él^ 
como expresa la ley de Partida concordante, del 
mismo modo que si el contrato hubiera sido en el 
lugar que se sefialó para la paga.» La ley de Par- 
tida que cita como concordante es la 32, título 2.^. 
Partida 3.^. Como se ve, el significado que da Rodrí- 
guez de Fonseca á la ley 21, es que puede el deudor 
ser demandado en el lugar señalado para el cum- 
plimiento de la obligación; el objeto y el alcance de 
la ley no es otro que seflalar el fuero competente 
por medio de una presunción, intelligitur . El mismo 
significado le da Gregorio López en el comentario 
de la dicha ley 32, título 2.^, Partida 3.^ Esta ley se 
propone determinar los jueces que son competentes 
para conocer de los pleitos, y entre los capítulos 
que constituyen la competencia, viene éste: «La sex- 
ta es, cuando el demandado u otro cuyo heredero 
el fuesse, oviesse puesto algún pleyto, o prometido 
de fazer cosa alguna en aquella tierra, donde fuesse 
juez, aquel ante quien le fazen la demanda, o lo ho- 
viesáe fecho, o prometido en otra parte, poniendo 
de lo cumplir allí»; exactamente el caso de la ley 
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21 del Digesto. Pues bien, en la glosa 11 dice Gre- 
gorio López: Concordat L. CONTRAXISSE 21. I). DE 
ACTiON ET OBLiG. ct potest etíüm coíiveniri in loco 
domicílU: qiüa forus doniicilü cinn omnibua aliis 
concurrif, ut in cap, fin. ubi hité Mariam: de foro 
COMP. et vidc prfrredeíifcni gl, et qno ibi dixi. (l)En la 
glosa anterior (10) de la misma ley, dice expresa- 
mente que se reputa celel)rado el contrato en el 
lugar designado para la ejecución, para establecer 
el juez competente, et intelli(je quoad Hortiendinn 
f'ortnn. Ambos jurisconsultos están perfectamente 
de acuerdo, y su opinión debe ser la común, ó gene- 
ralmente recibida, puesto que no citan autor algu- 
no en contra, en que ambas leyes son concordantes, 
y que no tienen otro objeto ni otro alcance que de- 
signar como juez competente el del lugar señalado 
en la convención para ejecutar lo pactado. Por úl- 
timo, de ninguna manera podría decirse que la ley 
21 es ciprcsüíncnte contraria á la regla locus reyit 
actinn. porque su tenor literal no la excluye. 

La segunda ley que aduce el doctor Quintana, 
como contraria á la i-egla citada, es la 3.** título 5.^, 
libro XLVII del Digesto. Pan^ conocer cuan inopor- 
tuna es la cita, es preciso ver lo que le precede. El 
epígrafe del título 5.® es: De rebus auctoritate judi- 
éis posmívndis^ sch rendendis: (2): no puede haber co- 
sa más ajena á la forma ó solemnidades db los actos ó 
contratos. Pues bien, la lev 1.^^ dice: « Venire bona 
U)i oportet, ubi quisque defendí debet: id est. - Le,v 2.^: 
Ubi doniiciliunf hdbet. — Ijex H^: Aut ubi quisque 
contraxeíit (palabras i\\\e omite el doctor Quintana 
en su cita). Contraetuní (íutem non utique eo loco in- 



(\) «Coneuenlíi con la I^. Confracisae 21 I), de action et 
ohlig, y i)ue(l(' tiniibirii s(M' doniaiuiado en ol liipn* del do- 
micilio: i>or(iuo ol luoro dol domicilio concurro con todos los 
otros, como on (*l caj). fin. trata latam(»nto ^íariam: de foro 
cotií/K y ve la i>losa j)r(M-o(lc»nto y lo {\uo allí dijc»^. < >. Ai 

(2) «De los bienes que se poseen ó se venden con la auto- 
ridad del juez». 
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telligiUir, quo negotium (jestum sif, sed qno solvenda 
est pecunia. (1) 

Ahora bien, el epígrafe del título anuncia que va 
á tratar de las cosas que se han de poseer 6 vender 
por autoridad del juez; la ley 1.^ prescribe que los 
bienes del deudor deben venderse en el luíjar donde 
se debe defender, ó lo que es lo mismo, ante el juez 
competente, y pasa á enumerar cuáles son los jue- 
ces competentes: id est. Donde tiene el domicilio 
(ley 2.*); ó bien donde se celebró el contrato (ley 
3.**). Aquí se agregan las palabras que cita el doc- 
tor Quintana: «Mas el contrato no siempre (jitique) 
se entiende celebrado en aquel lugar donde se ti^a- 
tó el negocio, sino en aquel donde se ha de pagar». 
Como se ve, estas palabras con que el Legislador 
explica la razón de la ley, tienen por objeto exclusi- 
vo determinar el foro competente, en confoi'midad 
con el epígrafe del título. Exactamente lo mismo 
piensa Rodríguez de Fonseca, y cita como concor- 
dante el título 8.^ de la Partida 3.^, que trata de los 
asentamientos^ y el título 11, libro IV de la Recopi- 
lación, que correspondo al título 5.^, libro XI de la 
Novísima, que trata también de los asentamientos. 
Voet, Ad Pandectas, expone la ley li.^ en ,el mismo 
sentido; se contrae sólo á determinar de qué modo 
debe hacerse la venta de los bienes del deudor y en 
qué lugar; y lo único que dice á este último respec- 
to es: Idque in eo loco, in quo reus defendí debuisset^ 
id est, iibidomicilinm habet, ant ubi contraxit. (2). No 



(1) Ley l.'*^: «Se deben voiider los bienes donde cualquiera 
se debe defender, esto es:» 

Ley 2.»: «Adonde tiene su domicilio». 

Ley 3.*^: «O en donde contrajo. Se entiende que se contra- 
jo no en el lu^ar donde se trató el negocio, sino adonde se Im 
de pagar». — (Traducción de Rodríguez de Fonseca, que el 
Autor corrige, como se ve en el texto). 

(2) «Y esto en aquel lugar en que el reo debería defender- 
se, esto es, donde tiene domicilio, ó donde celebró el contra- 
to». — (S. L.) 
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se le ocurrió á Voet que esta ley tuviese en mira la 
forma ó solemnidades del acto 6 contrato. 

Ya es fácil ver como la bchse granítica en que 
apoya su sistema la mayoría de la Comisión, se 
convierte en arena suelta, y se desmorona al impul- 
so del primer viento. 

Xí sería de creer que entre tanto jurisconsulto 
eminente, desde Bartolo hasta Savigny, ninguno hu- 
biese tropezado con una ley (jue con sus palabras ó 
con su espíritu contrariase la regla lociis regit ac- 
tuiii. Concluyamos con que no existe semejante ley, 
y (pie por el contrtírio, quedan en pie las que hemos 
citado en el párrafo primero, que, si no establecen 
literalmente la regla, se-eonforman con su espíritu; 
y pueden, en buena filosofía, servirle de progeni- 
tores. 



V 



La quinta razón que se aduce es que los funda- 
mentas de la regla no resisten al más ligero examen^ 
g que su completa insuficiencia para dirimir los con- 
flictos de la materia, es confesada por sus propios 
defensores. 

Tampoco se ha cuidado el doctor Quintana de 
justificar su aserto en este punto; y ni siquiera se 
ha tomado el trabajo de decirnos cuáles son los fun- 
damentos de la regla, y menos se ha ocupado en su 
más ligero examen. 

El fundamento de la regla no puede ser más sóli- 
do; no hay ninguno en la materia de que tratamos 
(pie los tenga tan firmes: la justicia y la convenien- 
cia se aunan para formar y sostener la regla. 

Está de su parte la justicia, ponjue el principio 
más fundamental, más s(>lido, más reconocido y aca- 
tado en la ciencia legal, es (^ue la ley impera, que 
su mandato ha de ser respetado y cumplido, en todo 
el distrito jurisdiccional que abarca la soberanía 
del Legislador. Es natural y lógico que, si la auto- 
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ridad pública protege y ampara los actos que . se 
ejecutan en su territorio, esos actos, sean de naciona- 
les 6 de extranjeros, se ajusten en su forma al man- 
dato de esa misma autoridad pública, no sólo por 
respeto y deferencia, sino también por gratitud, 
para corresponder á la protección que se les dispen- 
sa en su celebración ó ejecu(*¡ón. Hasta el adagio 
vulgar enseña, d la casa que furres haz lo que 
vieres. 

También la conveniencia está del lado de la regla, 
porque^ evidentemente, en la mayor parte de los ca- 
sos, es más fácil observar la forma ó solemnidades 
prescritas por la ley del lugar donde se celebra el 
acto ó el contrato; y en muchas ocasiones es impo- 
sible observar la forma prescrita por la ley extran- 
jera, ó aquella á que está sujeto el individuo que los 
(*elebra, ó bien aquella donde han de surtir sus efec- 
tos el acto ó el contrato. 

El testímiento, por ejemplo, que es uno de los ca- 
sos más frecuentes, es mucho más fácil hacerlo en 
la forma que prescribe la ley del lugar donde se 
otorga; porque en este lugar es más conocida esa 
forma y hay más medios de realizarla. Son pocas 
las personas que saben cómo debe hacerse un tes- 
tamento, y rarísimas las que saben cómo debe otor- 
garse según la ley extranjera. Supóngase á un ruso, 
á un turco ó á un japonés en una de las Repúblicas 
americanas: ¿sería fácil que encontrase un escribano, 
ni un abogado, que supiese hacer el testamento en 
conformidad á la ley de Rusia, de Turquía ó del 
Japón? En el mismo París, en donde se juntan gran 
concurso de extranjeros, sería muy difícil encontrar 
un abogado que lo supiese: de manera que el pobre 
extranjero se vería condenado á morir sin testamen- 
to, si no se reputara válida la forma exigida por la 
ley del país donde le ocurría la muerte, puesto 
que el testamento debía recibir su ejecución en el 
lugar de la ubicación de los bienes, donde se reque- 
ría otra forma distinta. Y si los bienes estaban en 
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distintos países, y debiera, en consecuencia, recibir 
el testamento su ejecución en todos esos países, 
¿debería reunir todas las formas ó solemnidades re- 
queridas por las leyes de todos ellos? 

Nos conviene, pues, sobremanera á todos, que se 
respete la forma exigida por la ley del lugar donde 
se celebra el acto ó el contrato, so pena de que nos 
veamos inhabilitados con frecuencia para su cele- 
bración. 

Inútil nos parece insistir más en la demostra- 
ción de la conveniencia de la regla Iocuh regit 
actinn^ porque es palmario que en muchos casos es 
imposible observar otra forma que la prescrita por 
la ley del lugar donde se hace el acto ó se otorga 
el contrato; y entonces la conveniencia se convierte 
en necesidad. Y si es de absoluta justicia respetar 
la soberanía del lugar donde nos encontramos, no 
es de menos rigurosa justicia que todo soberano, en 
obsequio y protección de sus nacionales, que es la 
primera y más sagrada de sus obligaciones, acepto 
como logítuna y perfecta la forma del acto ó del 
contrato que se ajuste á la ley del lugar del otorga- 
miento. 

Los fundamentos de la regla quedan en pie, y no 
sólo resisten al más seveio examen, sino que cobran 
con el mayor fuerza y lucidez. 

Que la regla Iocuh regit actiim sea insuficiente 
para dirimir todos los conflictos de la materia, es 
cosa incuestionable, y nadie ha sostenido lo contra- 
rio. Pero, circunscrita ala forma ó solemnidades de 
los actos y contratos, que fué la idea que le dio ori- 
gen y que fué el asunto de su primera aplicación, 
es de la mns rigorosa lógica, de la más perfecta 
justicia y de la más alta conveniencia para todas 
las naciones; y no sólo resuelve, sino (jue evita to- 
das las cuestiones sobre este punto. 
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VI 



El sexto argumento en que se apoya el rechazo de 
la regla es, que es una sentencia anónima que no 
tiene en su favor otro título^ que el tiempo, ni más 
fundamento que la rutina; sin que pueda, por lo tan- 
to, dar mérito para que la ciencia sacrifique en su 
obsequio la severidad de sus principios, la exactitud 
de sus deducciones y la estabilidad de las convencio- 
nes humanas. 

La forma con que se revisto el argumento no 
puede ser más solemne y pomposa; pero es fácil de- 
mostrar que su debilidad ruya en futileza. Si nos 
ponemos á contemplarlo y queremos hacer su au- 
topsia, no nos quedará una sola partícula que sea 
protegida por la lógica ó por la ciencia legal. 

La regla locus regit actum es una sentencia anó- 
nima. Esto no arguye contra su verdad, su justicia 
y su conveniencia, como lo dejamos probado. Por 
el contrario, es un gi*an mérito, porque anónimos 
son todos los principios fundamentales de la ciencia; 
no tienen otro autor que á Dios, creador de todas 
las inteligencias y de todas las verdades, cuando no 
son ellas parte de su existencia ó de su esencia; re- 
gulador sapientísimo del orden moral y del intelec- 
tual, no menos que del orden físico. La regla locus 
regit actum es anónima, porque en el trtmscurso de 
los siglos no se ha presentado un plagiario tan au- 
daz y tan torpe que se atribuya la propiedad de una 
cosa que es del género humano, y que, si hubiéra- 
mos de compararhi con las materiales, diríamos que 
no puede estar en el patrimonio de un hombre por 
ser de utilidad inagotable. 

La regla locus regit actum no tiene en su favor 
otro titulo que el tiempo. Permítasenos no hacer ca- 
so de este concepto, porque él no significa nada: la 
verdad científica no gana solidez ni mejora de con- 
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dición con el tiempo; no conquista su naturaleza ó 
su existencia por la prescripción. 

No tiene otro fundamento qiie la rutina. Probable- 
mente no se ha fijado el doctor Quintana en estas 
expresiones, porque no es posible creer que delibe- 
radamente haya querido calificar de rutineros á 
Bartolo y á los demás eminentes jurisconsultos que 
le han seguido hasta Savigny. Ne es posible supo- 
ner que todos estos sabios hayan aceptado la regla 
sin reflexión ni examen. Savigny, filósofo e investi- 
gador tenaz, que consagra prolija investigación 
para justificar cómo debe traducirse un adverbio ó 
un adgetivo latinos; Savigny, que no sólo acepta la 
regla locus regit actuní como expresión del límite 
de la ley en el espacio, sino que formula otra seme- 
jante, tenipus regit actum^ para expresar su limit^i- 
ción en el tiempo é impedir así su efecto retroacti- 
vo; Savigny, evidentemente, no se ha dejado llevar 
en este caso por la rutina. 

Destruidos los antecedentes, la consecuencia vie- 
ne por tierra: aceptando la regla, no se sacrifica la 
severidad de los principios de la ciencia, sino que, 
por el contrario, se les salva y respeta. Con el re- 
chazo de la regla, sí que se sacrifican los dos princi- 
pios más fundamentales de esta importante rama 
del Derecho, como creemos haberlo demostrado. 

No hemos podido atinar en qué sentido podrían 
sacrificarse la exactitud de las deducciones científi- 
cas y La estabilidad de las convenciohes humanas con 
la acepción de la regla locus regit actum; ni podría- 
mos decir si esto proviene de ineptitud de nuestra 
concepción ó de error y falsa apreciación de parte 
del orador. Xo es lícito hacer afirmaciones de esta 
clase sin aducir las pruebas en que descansan. 
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VII 

Se rechaza, por último, la regla locus regit actum^ 
porque es de hiten principio que todo acto sea indi- 
visible del pirnto de vista de la ley que haya de regir- 
lo; que su forma sea inseparable de su fondo, y qne, 
tanto bajo uno como otro aspecto^ sea exclusivamen- 
te regido por y na sola y única ley. 

No hay* duda que sería ütil que el acto ó el con- 
trato fuesen regidos por una misma legislación en 
cuanto á la formn, y en cunnto á las obligaciones y 
derechos que producen; pero esta utilidad es niuy 
tenue comparada con la utilidad, ó, diremos más 
bien, con la necesidad de la obsei'vancia de la regla 
locus regit actum. Lo que es de buen principio y 
que es aceptado por todos, es que, en el conflicto de 
dos conveniencias, debe darse preferencia a la más 
importante; y en el conflicto de la conveniencia con 
la necesidad, debe prevalecer esta última. 

Tal es lo que pasa con la regla locus regit actum^ 
como lo hemos demostrado en el párrafo V, sin que 
el doctor Quintana, por su parte, haya intentado si 
quiera la demostración contraria. 

Pero el c-aso de la regla locus regit actum no es 
singular en el derecho. Tenemos otro muy parecido, 
casi idéntico, en el cual no dudamos estará de acuer- 
do con nosotros el doctor Quintana, caso que es la 
doctrina aceptada por la universalidad de los juris- 
consultos, y que no es más que una ampliación, dire- 
mos más bien, una imitación de la regla locus regit 
actum. Es Savigny quien formula por primera vez, 
como antes lo hemos insinuado, la regla tempas re- 
git actum, para expresar la limitación del imperio de 
la ley en el tiempo. Y decimos que es Savigny el 
autor de esta fórmula, porque no tenemos noticia de 
que otro jurisconsulto la haya empleado antes que 
él, bien que la verdad que contiene la regla, ó sea 
su fondo, es más antiguo que Savigny. 
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Pues, bien, con esta regla se determina que la 
forma de los testamentos, ó sea, sus solemnidades ó 
requisitos externos, que todo es lo mismo, se rigen 
por la ley vigente á Ja fecha en que se otorga el 
testamento; y sus requisitos internos, así como las 
disposiciones que él contiene, se rigen por la ley vi- 
gente al tiempo de la muerte del testador. He aquí 
cómo se sacrifica la conveniencia de sujetará una 
misma ley la forma y el fondo, para salvar y dar 
cabida á otra conveniencia de más alto interés; 
exactamente lo mismo que en el caso de la regla 
lonus regit act}im\ sin embargo de que esta regla 
tiene por objeto dirimir la colisión de dos leyes de 
distintos países, mientras que la regla tempvs regit 
actum se ha formulado para determinar la manera 
de resolver el conflicto que resulta entre dos leyes 
de un mismo país. 

Hemos tratado antes de probar, y creemos haber- 
lo conseguido, que desechada la regla locua regit 
actiivi^ podría ocurrir el caso en que un individuo 
se encontrase en la imposibilidad de otorgar testa- 
mento ó de practicar otro acto ó contrato, y que 
con esto se violaría uno de los principios más fun- 
damentales de la ciencia del lierecho, cual es, la 
estricta y sagrada obligación que tiene el soberano 
de proteger á sus nacionales, facilitándoles los me- 
dios de ejecutar todos los actos de la vida civil. 
Pues bien, ésta es también una de las razones en 
que se funda la regla tempus regit actum. 

Continuando con el ejemplo del testamento, que 
es el más sencillo v uno de los más frecuentes, si se 
desecha esta regla, podría suceder que nos viése- 
mos, en ciertos momentos, en la imposibilidad de 
otorgar testamento. Ordinariamente principian á 
regir las leyes á las doce déla noche del día en que 
termina el plazo para su promulgación; si la forma 
del t(3stamonto se rigiese por la ley vigen^^e á la fe- 
cha de la muerte del testador, los individuos que 
muriesen cinco ó diez minutos y quizás una y dos 
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horas después de Iüa doce de la noche que media 
entre el día en que termina, el i)]azo de la promul- 
gación y el día en que principia á regir la ley, no 
podrían otorgar testamento, porque en tan breve es- 
pacio de tiempo no os posible otorgarlo, y el que se 
otorgase antes de esa hora, no tendría valor alguno; 
y si la nueva ley declarase válido el testamento 
otorgado antes de su vigencia con la forma que ella 
determinaba, como podría hacerlo, resultaría que la 
nueva ley regiría antes de estar promulgada, lo que 
importaría la infraccicSn innecesaria de otra regla 
importante é inconcusa de la ciencia legal. 

No creemos necesario ocuparnos en las otnus ra- 
zones que apoyan la regla tcmpifs refíit (ictuin, por- 
que sólo tratamos de una comparación ó de un 
argumento a sinüli^ para demostrar que no es sin- 
gular el caso de la regla lorus regitactinn^ en cuan- 
to sacrifica la pequeña conveniencia que resulta de 
sujetar á la misma ley la forma y el fondo del acto, 
á la altísima conveniencia, v aún diremos más bien, 
á la necesidad, de ]io hnpedir la ejecución del acto. 

Dijimos al principio (pie el mismo doctor Quinta 
na acepta la regla hfcus rríjilactum después de com- 
batirla en absoluto, y la acepta cabalmente para el 
acto que más bien se presta á formar excepción en 
ciertos casos. Hablamos del matrimonio, del cual 
dice el doctor Quintana: «Respecto á las formas 
mismas del matrimonio, no existe cuestión alguna 
fundamental; pues la doctrina y la legishuMcm están 
de pleno acuerdo en admitir que ellas deben ajus- 
tarse á la lev del lug-ar donde el acto hc celebra: de 
suerte (jue por esa misma lev deben decidirse todas 
las contestaciones refercMites á la existencia v va- 
lidez del matrimonio.» 

Debemos advertir que, no porque la forma del 
matrimonio se rija por la. ley del país d()nde se cele- 
bra, d(íben resolverse por esa ley todas las cuestio- 
nes relativas á la validez del matrimonio, pues que 
los requisitos internos podían regirse por la ley de) 
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domicilio de la nación de los contraventes , como 
sucede con la ley chilena (artículo 15 del Código Ci- 
cil), que sujeta la capacidad del chileno á la ley de 
Chile, aunque celebre el matrimonio en país extran- 
jero. 

Es verdad que el doctor Quintana excusa su opi- 
nión diciendo: «Que o\ matrimonio se supone siem- 
pre (consumado en el nn'smo lugar en que se celebró, 
y la resoluci(')n propuesta se convierte así en una 
confirmación de la regla mencionada.» Pero se des- 
entiende de los demás derechos y obligaciones que 
nacen del matrimonio, y que en muchos casos 
van á ejercitarse los primeros y á cumplirse las se- 
gundas en otros países: lo que sin duda han tenido 
en mira ó han tomado muy en cuenta los esposos al 
celebrar el matriniímio. 

Xo nos detenemos más en esta observación, porque 
no la creemos de tan grave momento, conocidos los 
antecedentes incontrovertibles en que descansa la 
regla lorns r(u/if action. No podrá al menos negarse, 
que la aplicacicui d(»la regla al matrimonio se presta 
á inconvenientes que no existen en los otros actos ni 
en los contratos. 



VlII 



Resumiendo lo dicho, tenemos: 

Que la forma ó solenmidades del acto ó del con- 
trato se rigen por la ley del lugar donde se otorgan, 
aun cuando hayan de recibir su ejecuciónen un país 
distinto, poniue así lo exige uTia conveniencia tan ge- 
neral y tan grave que se convierte en necesidad im- 
periosa: y esta sentencia es la que se formula con las 
palabras locus rrf/if (irtinit; 

Que no es proj)i() de la regla, sino simplemente su 
<ipl¡cnc¡<)n, la doí^trina (]ue hace regirlos efectos del 
contrato, ó sea, sus derechos y obligaciones, por la 
ley del lugar donde se celebra, cuando los contra- 
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tantes no han designíulo otro lugar para su ejecu- 
ción, ni aparece esta intención do los términos del 
contrato; porque se presume que debe ejecutarse en 
el lugar de la celebración; 

Que es buena doctrina y generalmente aceptada, 
que las obligaciones y derechos que nacen del con- 
trato se rijan por la ley del lugar donde, según la 
estipulación ó intención de los contrayentes, debe 
recibir su ejecución; porque se presume que han que- 
rido soTneterse á esa ley: y en materia de contratos, 
la voluntad de las partos debe predominar, puesto 
que es una de las fuentes de las obligaciones volun- 
tarias; 

Que, en consecuencia, no se puede aceptar la re- 
gla absoluta de que la ley del lugar donde se pide 
la ejecuciíin del contrato sea la que deba regir sus 
derechos y obligaciones, porque puede haber nece- 
sidad de pedir la ejecución del contrato en un país 
distinto, V. gr.: el del domicilio, y en este caso los 
Tribunales de este país aplicarán las leyes del país 
donde debió ejecutarse o contrato. Ya hemos ob- 
servado que los Tribunales de distintos países pueden 
ser competentes paia conocer de las cuestiones que 
nacen del contrato. 

Por último, es también doctrina generalmente 
aceptada, que los Tribunales de un país no pueden 
en sus sentencias reconocer y mandar cumplir obli- 
gaciones de un contrato en que se violen ó contra- 
ríen las leyes de orden público del mismo país, aun 
cuando esas obligaciones sean lícitas según la ley 
del país donde se celebió el contrato. El arbitrio á 
que se puede recurrirán estos casos, es hacer juzgar 
el negocio por los Tribunales del país donde se ce- 
lebró el contrato, cuyas estipulaciones suponemos 
sean lícitas según la ley de dicho país, y venir en 
seguida A pedir la ejecución de la sentencia ante los 
Tiibnnales del país donde se re[)utan ¡lícitas esi;s 
obligaciones. La sentencia legitima, por decirlo así, 
estas obligaciones; aunque semejante recurso no 
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puede surtir pleno efecto en todos los casos, porque 
esto pende de los tratados, de las leyes del mis- 
mo país y aun de la calidad de las obligaciones. 



(1) Véase el art. 242, núm. l.^, de nuestro Código do Proce- 
dimiento Civil, en la nota de la pjig. 225. — (S, L.) 
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